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INTRODUCCIÓN 


MichHagEL T. Ducey 
Lurs J. García Ruíz 


LA HISTORIA DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS EN MÉXICO constituye uno 
de los temas que en años recientes ha despertado interés dentro de los 
círculos académicos. Por un lado, las movilizaciones de pueblos ori- 
ginarios que, desde la década de 1990, irrumpieron en la escena pú- 
blica nacional con reclamos de reconocimiento jurídico, autonomía 
política, respeto a usos y costumbres, defensa del territorio y sus re- 
cursos naturales y justicia social ayudaron a revitalizar y diversificar 
la agenda de estudios sobre el mundo rural. Asimismo, la renovación 
historiográfica de las últimas tres décadas, propiciada por el interés en 
el estudio de lo político, en la cultura campesina y en el discurso, dio 
lugar a la incorporación, en los estudios rurales, de nuevas dimensio- 
nes de la realidad histórica como la política pueblerina, el liderazgo 
popular, la resistencia pasiva, la participación en las guerras y formas 
diferenciadas de acceso a la propiedad y al usufructo de la tierra. 


De los trabajos centrados en el conocimiento de las estructuras 
agrarias y sus contradicciones sociales como precursoras de la Revo- 
lución y de la reforma agraria se pasó al estudio de la cultura política 
de los pueblos de indios en la transición del Antiguo Régimen al or- 
den liberal, y a valorizar su participación activa en la construcción 
del Estado nacional del siglo x1x mediante su conversión en ciudada- 
nos, electores, propietarios individuales y contribuyentes de la Ha- 
cienda pública. Los resultados de estas investigaciones han ayudado 
en la desmitificación de la imagen romántica del campesino viviendo 
dentro de una comunidad armónica e igualitaria, misma que llegó a 
su fin en el momento en que las iniciativas modernizadoras impulsa- 
das por las burguesías empresariales impusieron nuevos esquemas de 
organización social y de distribución de la riqueza que favorecieron 
el despojo de tierras y la transferencia de estas a manos de oligarquías 
de terratenientes vinculadas al poder del Estado, sin que los afectados 
ofrecieran mayor resistencia o tuvieran al menos oportunidad de ne- 
gociar la transformación de sus derechos de propiedad y de su estatus 
político-social. 


Así, la visión histórica de la sociedad indígena ha ido cambiando; 
los estudios reconocen que la república de indios fue una institución 
forjada por las políticas de la Corona, de la Iglesia y de sus herederos, 
en la época republicana, y se ha abandonado la idea de la comunidad 
corporativa cerrada. El romance nacional de ver al lugareño rural in- 
dígena como el depósito de la tradición prehispánica ha sido repeti- 
damente puesto en duda por los investigadores (aunque en el discurso 
político tal noción sigue asomándose con sorprendente resistencia). 
Los colaboradores de este libro representan la superación del pensa- 
miento que tiende a suponer que las comunidades corporativas repre- 
sentaban sociedades sin conflictos internos y sin estratificaciones so- 
ciales. La historiografía ha demostrado que la comunidad y la identi- 
dad indígena han experimentado una larga historia de evolución, es 
decir, que los años han ido dejando su huella en la vida social, cultu- 
ral y política de los indígenas, lo mismo que con sus pares que viven 
en las sociedades urbanas y que hablan castellano. El reto de los histo- 
riadores es entender cómo las instituciones que guiaron la vida de los 
pueblos indígenas fueron transformándose bajo los embates de la tra- 
ma nacional. Al mismo tiempo, el relato de las grandes trasformacio- 
nes políticas no puede ser comprensible sin la incorporación de los 
actores indígenas. Ya no es posible estudiar la historia de México sin 
incluir a estos pueblos y tampoco podemos abordar su realidad sin 
tener en cuenta el reto que las políticas nacionales y las tendencias 
económicas globales les imponían. 


Hoy sabemos que los habitantes del medio rural no fueron entes 
pasivos que se quedaron de brazos cruzados frente a la transforma- 
ción de sus modos tradicionales de vida, sino verdaderos sujetos for- 
jadores de su propia historia. Desde los tiempos coloniales demostra- 
ron tener la capacidad de apropiación del discurso hegemónico y de 
adaptación a los Órdenes jurídicos vigentes, por lo que era común 
que utilizaran las herramientas legales que tenían a su disposición o 
que recurrieran a protestas públicas, a movilizaciones populares o a 
discursos ocultos con el objetivo de promover o defender intereses 
colectivos o particulares. 


Los avances en los campos de la historia política, la historia cultu- 
ral, la historia social, la historia económica y la etnohistoria nos han 
ayudado a formular una idea más precisa de las características de los 
actores rurales, en particular la comunidad indígena en relación con 
el Estado, con el territorio, con el mercado, con los medios de comu- 
nicación y con la sociedad en su conjunto. Ha quedado claro que el 
mundo rural era sumamente conflictivo y desigual debido a la diver- 
sidad de derechos que emanaban de las corporaciones, al desequili- 
brio en el juego de fuerzas políticas que disputaban el poder local, a 
los distintos grados de integración comercial, a las jerarquías territo- 
riales que organizaban el espacio político y a las formas diversificadas 
de la propiedad sobre la tierra. Sobre estos temas existe una copiosa 
historiografía, a la cual se suma la presente obra. 


El libro que ponemos en manos del lector propone analizar los 
grupos indígenas desde tres dimensiones temáticas: 1) la importancia 
del territorio y del liderazgo étnico en la definición del reformismo 
borbónico; 2) el estudio de la propiedad desde las multiplicidades de 
dominios sobre la tierra y sobre los recursos naturales; y 3) su partici- 
pación en la guerra y en la protesta colectiva, así como las formas de 
control y de represión del sujeto rebelde o criminal. Consideramos 
que acercarse a la historia de las sociedades rurales desde estas 
perspectivas contribuye a diversificar y a expandir los conocimientos 
sobre los pueblos, para demostrar que son sujetos con amplia capaci- 
dad de movilización y de negociación, característica que contribuye a 
definir sus lealtades, apoyos u oposición respecto a grupos de poder o 
a políticas institucionales que trastocan sus intereses colectivos e indi- 
viduales. 


Los capítulos que a continuación exponemos son muy diversos en 
cuanto a las regiones que abarcan, los periodos cubiertos y los temas 
que abordan; sin embargo, los tres ejes esbozados en el párrafo ante- 
rior contienen temas transversales que se reflejan a lo largo del libro. 
El primero es el problema de la comunidad y de cómo los grupos 
étnicos van construyendo sus identidades colectivas bajo las comple- 
jas condiciones que se les presentaron en los siglos xvrn y xIx. Los 
autores están conscientes de que la identidad no es simplemente una 
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función de la sangre indígena sino de los procesos sociales, económi- 
cos y políticos que se dan dentro de un espacio geográfico concreto. 
Varios estudiosos tocan el problema de la modernidad, bien en la for- 
ma de reformas políticas desde arriba o en transformaciones que sur- 
gieron a raíz de las acciones populares en el siglo xrx. Lo interesante 
de estos trabajos es que revelan la manera en que dicha modernidad se 
incorporó a las sociedades rurales y como estas adoptaron diversas ac- 
titudes ante ella, no siempre de rechazo sino también de acomodo, 
buscando transformar e integrar propuestas ajenas a proyectos útiles 
para sus intereses. De hecho, el estudio de esta resistencia y de la par- 
ticipación política autónoma caracteriza varios de los ensayos de este 
volumen. Los autores demuestran los múltiples aspectos en que las 
clases mayoritarias organizaron sus resistencias con acciones que re- 
flejaban sus proyectos políticos y sociales implícitos. Percibimos la in- 
fluencia de las recientes tendencias de la historiografía en la caracteri- 
zación de los actores populares, en la que se enfatiza el esfuerzo por 
entender la coherencia de la violencia en los términos que establecen 
los indígenas como actores autónomos y pensantes. 


Los trabajos que aquí presentamos son producto de las discusiones 
llevadas a efecto durante el Primer Seminario de Historia Indígena y 
de las Clases Subalternas, que tuvo lugar en la Universidad Veracru- 
zana con el apoyo del Cuerpo Académico Consolidado Estudios His- 
tóricos de la Región del Golfo. Siglos XIX y XX y del Instituto de 
Investigaciones Histórico-Sociales. Logramos reunir investigadores, 
entre jóvenes y académicos ya establecidos, a fin de repensar los pro- 
blemas que enfrenta la disciplina de la historia ante las realidades de 
las comunidades indígenas a lo largo de los últimos dos siglos y me- 
dio, y ofrecemos nuestros resultados de investigación con la esperan- 
za de que estimulen nuevas líneas de pesquisas y se fortalezca el deba- 
te sobre el destino indígena en México. 


El primer eje integrador del presente libro lo constituyen la pro- 
piedad y el territorio. Ambas categorías son componentes fundamen- 
tales dentro de la vida político-corporativa de los pueblos. En torno a 
ellas se fueron fincando identidades locales, privilegios de grupo, 
conflictos sociales, disputas agrarias y políticas institucionales me- 
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diante las cuales el poder estatal alteraba periódicamente los mecanis- 
mos tradicionales que regulaban la distribución de la tierra, la repre- 
sentación política y el acceso a los cargos de gobierno local. Por con- 
siguiente, consideramos oportuno estudiar en conjunto la propiedad 
y el territorio debido a que son realidades indisociables desde las cua- 
les se desprenden derechos constantemente reclamados, defendidos, 
invocados y reinventados por los indios y por las clases subalternas a 
lo largo de su historia, tal y como lo demuestran las colaboraciones 
de Luis Alberto Arrioja Díaz Viruell, José Luis Alcauter Guzmán, 
Paulo César López Romero, Antonio Escobar, Emilia Velázquez y 
Lidia Gómez que a continuación se detallarán. 


En el capítulo de Luis Alberto Arrioja Díaz Viruell, “Pueblos divi- 
didos y nobles empobrecidos: Villa Alta (Oaxaca), 1750-1808”, el 
autor nos transporta por los escabrosos caminos de la sierra zapoteca 
para presentar los pormenores de una historia de fragmentación polí- 
tica y desmembramiento territorial de los pueblos comprendidos 
dentro de la codiciada jurisdicción de Villa Alta. Arrioja demuestra 
que los acontecimientos que allí se presentaron no estuvieron desco- 
nectados de lo que sucedió en diferentes regiones del México colo- 
nial, puesto que los conflictos de orden político-agrario, junto con la 
decadencia de los linajes nobles propiciada por su debacle económica 
y su pérdida de prestigio, desembocaron en que las cabeceras sufrie- 
ran el desprendimiento de sus pueblos y barrios sujetos. Esto quiere 
decir que el empoderamiento de los macehuales dentro del gobierno 
local tuvo como consecuencias directas la pérdida de autoridad y de 
privilegios de los nobles y los caciques, y la atomización territorial, 
misma que fue políticamente reconocida por el gobierno del estado 
de Oaxaca en el siglo diecinueve. 

De Oaxaca nos transportamos a Michoacán para conocer, a través 
de la contribución de José Luis Alcauter Guzmán, otro de los rostros 
de las transformaciones de orden territorial que sufrieron los pueblos 
de indios en el siglo xvi. Si en el caso de Oaxaca pudimos observar 
que el catalizador de los cambios fueron principalmente factores en- 
dógenos, para Michoacán la causa central fue la promulgación de un 
nuevo marco legal promovido por la Corona española, conocido co- 
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mo la Real Ordenanza de Intendentes de 1786. Así, en el capítulo 
“Pueblos de indios novohispanos bajo el régimen de las subdelegacio- 
nes. Un marco normativo” el autor realiza un oportuno recuento de 
las medidas de gobierno que ejecutaron los subdelegados bajo el cobi- 
jo del cuadro institucional que coronó al reformismo ilustrado. Den- 
tro de las principales acciones se pueden enumerar los cambios en la 
elección de autoridades étnicas, un nuevo esquema de administración 
de los bienes de comunidad y el nombramiento de autoridades como 
los subdelegados y sus tenientes, que absorbieron parte de las funcio- 
nes que tradicionalmente llevaban a cabo las repúblicas de indios, al 
punto de que, a decir de Alcauter, se llegó a eliminar la jurisdicción 
indígena. 

La Ordenanza de Intendentes dispuso también que los gobernado- 
res étnicos se dedicaran principalmente a apoyar en la recaudación 
tributaria, por lo que la responsabilidad jurisdiccional que anterior- 
mente ostentaban quedó solamente en manos del intendente, del te- 
niente letrado, de los alcaldes ordinarios y de los subdelegados. Con 
esto queda demostrado que los esfuerzos de la monarquía borbónica 
se concentraron en optimizar los beneficios económicos que obtenía 
de los indios a través de la eliminación de los medios tributarios, de la 
reglamentación de las cajas de comunidad y de la exclusión de la inje- 
rencia eclesiástica en los asuntos financieros de los pueblos. Tales cir- 
cunstancias trajeron consigo la pérdida de autonomía de los cabildos 
indígenas en aras del fortalecimiento de las potestades regias y de su 
presencia sobre el territorio. 

La proyección espacial de la política reformista de la monarquía es- 
pañola a finales del periodo colonial queda muy bien retratada en la 
investigación realizada por Paulo César López Romero, quien, a tra- 
vés de un estudio de caso que lleva por título “Territorialidad de los 
pueblos de indios en la subdelegación de Xalapa, 1789-1807”, de- 
muestra el engarzamiento que se registró entre las necesidades de los 
pueblos sujetos a la subdelegación de Xalapa y la sucesión de inter- 
venciones materiales y simbólicas del poder real sobre el territorio. 


López Romero pone de relieve que la aplicación de la Ordenanza 
de Intendentes de 1786, junto con los acantonamientos de tropas, el 
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establecimiento del ayuntamiento de españoles en la villa de Xalapa, 
la fundación de una diputación del Consulado de Comerciantes en el 
mismo lugar, la construcción de obras públicas como cuarteles mili- 
tares y la modernización del camino real tuvieron amplias repercu- 
siones en los pueblos de indios de la región de Xalapa a raíz del incre- 
mento de la demanda de mano de obra y de insumos para hacer fren- 
te a las necesidades de alojamiento, alimentación y servicios persona- 
les. La exigencia de contar con la colaboración de los indios permitió 
que los cabildos locales aprovecharan la coyuntura reformista para re- 
solver los problemas territoriales y de propiedad. Esto explica por 
qué en las dos décadas previas a la guerra de independencia se observa 
un empeño del intendente de Veracruz, de los comerciantes de la 
misma ciudad y del subdelegado por atender conflictos limítrofes, es- 
tablecer acuerdos con los dueños de haciendas y restituir o dotar de 
tierra a los pueblos que carecían de ellas. Tales medidas, a decir de 
López Romero, facilitaron “la construcción de espacios territoriales 
indígenas”. 

La territorialidad de los pueblos de indios lleva también implícito 
un entramado de derechos de propiedad sobre la tierra, los cuales se 
mantuvieron vigentes en la práctica, a pesar de que el Estado liberal 
mexicano, desde su nacimiento, pugnó por alcanzar el ideal de una 
propiedad perfecta y desvinculada de todo resabio corporativo o 
consuetudinario que pudiera atenuar el goce individual. Dentro de 
este contexto se circunscribe el capítulo escrito por Antonio Escobar 
Okmstede, “¿De qué manera se expresan los derechos sobre los 
“bienes comunales” en los Valles Centrales de Oaxaca en la transición 
del siglo xrx al siglo xx?” Tomando como unidad de análisis el pro- 
ceso de desamortización de las tierras comunales de los valles centra- 
les de Oaxaca, el autor refuerza la idea de que dicho proceso debe 
leerse en plural y no en singular, puesto que los pueblos desarrollaron 
diferentes estrategias para mantener el usufructo colectivo de sus 
propiedades sin necesidad de contradecir el texto de la Ley Lerdo y 
de la legislación estatal sobre la materia. Escobar sugiere hurgar mi- 
nuciosamente en los archivos en busca de las diferentes formas en que 
los derechos de propiedad heredados de la colonia se “manifestaron, 
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adecuaron, recordaron y negociaron”, es decir, de qué manera o me- 
diante qué lenguaje cada actor hizo valer sus derechos en el marco de 
la aplicación de las políticas desamortizadoras. Dicha metodología 
permite al autor dilucidar la permanencia de reglas consuetudinarias 
como “servicios” para determinar el acceso a la tierra en función de 
los favores que cada hombre prestaba a la comunidad. A través de es- 
te esquema, la municipalidad de cada pueblo podía mantener el do- 
minio directo de la tierra y ceder el dominio útil, es decir, el derecho 
de usufructo mas no el de propiedad, o bien podía utilizar la des- 
amortización para definir problemas limítrofes con otros pueblos y 
haciendas o para favorecer grupos de interés en menoscabo de otros. 
Por lo anterior, Escobar llama a considerar la desamortización como 
una constante simulación de los habitantes y de las autoridades pue- 
blerinas para conservar o recuperar dominio sobre los bienes comu- 
nales. 


No hay duda de que la desamortización civil abrió una secuela de 
cambios y conflictos al interior de las comunidades indígenas, que 
propiciaron la redefinición de los acuerdos institucionales que regula- 
ban el acceso al usufructo de las tierras y obligaron a los actores socia- 
les a adaptarse o a ofrecer resistencia ante las reformas sobre la pro- 
piedad que en los siglos xrx y xx emprendió recurrentemente el Es- 
tado mexicano. Dentro de este contexto, en “Propiedad comunal de 
la tierra: ¿una garantía de equidad y solidaridad social en las comuni- 
dades indígenas?”, Emilia Velázquez comparte el interés de Antonio 
Escobar por indagar hasta qué punto los indígenas son capaces de lu- 
char por la conservación de la propiedad comunal de la tierra y de sus 
estructuras tradicionales de administración cívico-religiosa o de ser 
receptivos a los cambios promovidos por el gobierno nacional. 

El estudio de caso del municipio de Soteapan, ubicado en el Istmo 
veracruzano, permite a Velázquez preguntarse si realmente la propie- 
dad comunal de la tierra facilitó la acción colectiva en defensa del 
bien común ante un predominio estatal posrevolucionario que se hi- 
zO presente en la región. Si bien es cierto que los nahuas y popolucas 
pudieron apropiarse del discurso de la ley para mantener el dominio 
comunitario e individual de la tierra, también es verdad que, a la luz 
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del auge de nuevas actividades agropecuarias como la ganadería, fue 
propagándose entre los indígenas la idea de que era más conveniente 
parcelar sus tierras. De esta suerte, progresivamente fueron ganando 
terreno las propiedades individuales en la medida en que la ganadería 
avanzó sigilosamente con el parcelamiento de las tierras y en el pue- 
blo se fue perdiendo el interés por sostener una posesión comunal de 
las tierras. En este sentido, Velázquez y Escobar nos demuestran la 
importancia que tienen los acuerdos que los dirigentes políticos loca- 
les han tejido en diferentes momentos para lograr que sigan existien- 
do derechos tradicionales de propiedad dentro de un marco legal fa- 
vorable a la propiedad individual. 


La segunda mitad del libro aborda el problema de la relación entre 
el Estado y los grupos subalternos durante el proceso de la formación 
nacional, comenzando con las reformas de las últimas décadas del Vi- 
rreinato hasta el Porfiriato. Es central en la perspectiva de los trabajos 
sobre los grupos subalternos el interés en las formas de resistencia a 
los proyectos de las clases dominantes. Iniciando con los estudios clá- 
sicos de Ranajit Guha sobre los aspectos de las rebeliones campesinas 
bajo el gobierno colonial británico en la India, los estudiosos de esta 
corriente se han empeñado en desentrañar los motivos y el contexto 
intelectual y social de las clases mayoritarias. Los historiadores han 
abrazado esta tendencia para profundizar nuestro entendimiento de 
los movimientos sociales de los grupos populares, y se ha ido trans- 
formando para abarcar la resistencia pasiva y los discursos de poder y 
de subversión. En los cinco ensayos que siguen vemos cómo estos 
procesos están presentes en los estudios de caso de distintos espacios y 
temporalidades. 

El primer texto, “Insubordinación indígena en el sur de Veracruz. 
El empoderamiento de la mujer y la represión militar: San Martín 
Acayucan en 1787” de Abel Juárez Martínez, explora la región del 
sur de la intendencia de Veracruz en las últimas décadas del dominio 
español. El trabajo tiene dos vertientes: por un lado, describe un tu- 
multo en el pueblo de Acayucan en 1787, donde detalla la tensión 
creciente entre las autoridades y la comunidad a raíz de los abusos de 
estos funcionarios reales y de los sistemas de extracción de exceden- 
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tes hasta provocar un estallido social violento. Esto llegó a tal punto 
que la Corona movilizó fuerzas militares considerables para suprimir 
la revuelta. El segundo objetivo de este trabajo es analizar las milicias 
locales que los funcionarios de la Corona tenían a su disposición para 
mantener el orden y la tranquilidad pública en la región. Identifica a 
los individuos que participaron en las filas de las compañías de mili- 
cias de la costa de Sotavento, quienes, en su mayoría, eran descen- 
dientes libres de los africanos traídos a la fuerza a América como es- 
clavos. Es interesante notar aquí que se registró la participación de in- 
dígenas entre las tropas locales, lo que nos recuerda que la sociedad 
rural, sobre todo en el Sotavento veracruzano, era netamente multié- 
tnica. El capítulo demuestra lo importante que eran estas compañías 
para mantener la autoridad real y también ofrece la oportunidad de 
observar la forma en que las clases subalternas buscaban crear espacios 
—lo eran las milicias— para reclamar posiciones de prestigio en sus te- 
rritorios. 


Las contribuciones de Michael T. Ducey y Luis J. García Ruíz se 
compaginan muy bien: mientras que Ducey describe la guerra de in- 
dependencia desde la perspectiva de los insurgentes indígenas de la 
región norte de Veracruz, García Ruiz elabora su ensayo en torno a 
los indios realistas del centro de la provincia, particularmente los de 
la villa de Xalapa. Ambos capítulos nos permiten ver las difíciles de- 
cisiones que enfrentaron las comunidades indígenas durante el proce- 
so de la insurgencia: tomar las armas y sufrir las penas de una larguí- 
sima guerra de guerrillas o subordinarse a las filas realistas donde las 
exigencias del servicio al virreinato tenían costos profundos para la 
comunidad india. 

En el texto de Ducey, titulado “La guerra popular prolongada. La 
insurgencia en la costa del Barlovento durante los años de domina- 
ción realista: 1814-1820”, encontramos una detallada explicación de 
las actividades militares de los insurgentes de los pueblos de la costa 
del barlovento de Veracruz en los años posteriores a la desintegración 
del liderazgo nacional de la insurgencia. El autor toma este periodo 
precisamente para mostrar la manera en que los participantes en la in- 
surrección sostuvieron la guerra con sus propios recursos, recurrien- 
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do a la organización comunitaria, aun cuando tuvieron que desple- 
garse a los montes cubiertos de selva para proseguir sus tácticas gue- 
rrilleras. El capítulo hace dos contribuciones a la literatura histórica; 
en primer lugar, esboza la forma de guerra popular que implementa- 
ron los habitantes del campo; y en segundo, describe los motivos de 
los insurgentes para rechazar las frecuentes ofertas de amnistía que les 
extendían las fuerzas del gobierno. El texto narra la relación entre las 
tradiciones locales de gobierno y de sociabilidad y las prácticas de 
guerra que adoptaron los insurgentes rurales, y se distingue la fun- 
ción que los conceptos de honor y género tuvieron en sus motivacio- 
nes. 


García Ruíz, en su capítulo “Las repercusiones de la guerra en los 
indios realistas de la villa de Xalapa: 1810-1824”, nos ofrece un acer- 
camiento desde el punto de vista de los actores que se mantuvieron 
leales al gobierno del virreinato. El autor logra entender la manera en 
que la guerra y la movilización en defensa de la causa realista impac- 
taron en las instituciones que regían la vida indígena en la villa de 
Xalapa. Este texto, escrito de una manera meticulosa, resalta el hecho 
de que, aun cuando permanecieron subordinados al gobierno espa- 
ñol, los actores indígenas aprovecharon la crisis de la guerra para for- 
talecer su posición en la sociedad local y para incrementar la autono- 
mía de su comunidad ante el gobierno. Se describen con detalle los 
sacrificios que la comunidad de indios aportó a la causa del rey du- 
rante estos años de crisis, sobre todo como soldados en la compañía 
de Zapadores, pero, a la vez, se muestra que los indios leales exigie- 
ron un nuevo trato de la Corona, incluyendo el derecho de disfrutar 
del fuero militar, la exención de impuestos y representación en el 
ayuntamiento de la villa. Así, mientras Ducey se enfoca en la resis- 
tencia armada, García Ruíz nos relata que los procesos de negocia- 
ción y acomodo seguían siendo estrategias fundamentales que em- 
plearon los indios para defender sus intereses ante el Estado naciente. 

El último estudio de caso que el libro ofrece es el de Juan Hugo 
Sánchez García, que profundiza en el sistema penitenciario de la ciu- 
dad de Oaxaca durante los últimos años del Porfiriato. Este texto co- 
mienza con una descripción del contexto institucional de la cárcel en 
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Oaxaca para, después, llevar a cabo un análisis detallado de los habi- 
tantes de las prisiones y de los proyectos de transformación que los li- 
berales aspiraban a aplicar en su sistema de justicia. Aunque pareciera 
que este ensayo no tiene mucho en común con el tema general del li- 
bro, por estar situado en una ciudad, la realidad del reclusorio era que 
la mayoría de la población presa era indígena y proveniente de los 
pueblos de aquel estado. La cárcel daba la oportunidad al gobierno de 
ejercer el control total sobre los individuos, para “transformar” al in- 
dio utilizando el poder del sistema judicial. Sin embargo, Sánchez 
García revela que, lejos de crear un espacio donde el Estado dictara 
un orden social moderno, los presos reproducían elementos de la cul- 
tura pueblerina en el interior del reclusorio. Se nota que el “proyecto 
de regeneración” de los criminales de las clases bajas dependía, en 
gran medida, de elementos muy tradicionales tales como el trabajo 
forzado. Así que, aun en el espacio de dominación extrema, el Estado 
tuvo que aferrarse a viejas prácticas del antiguo orden, mientras los 
presos mantenían elementos de su propia cultura rural para sobrevi- 
vir en la penitenciaría urbana de Oaxaca. 


Terminamos el libro con las reflexiones de uno de los más destaca- 
dos estudiosos de la vida indígena, Terry Rugeley, quien nos ofrece 
un recorrido por las experiencias de las comunidades mayas de la pe- 
nínsula de Yucatán durante los últimos doscientos años. Esta contri- 
bución encuentra su pertinencia al esbozar las duras realidades de los 
pueblos mayas durante el siglo x1x, caracterizado por el gran levanta- 
miento conocido como la “Guerra de Castas”, la creación de un en- 
clave de exportación de henequén en el Porfiriato, la experiencia de 
una reforma agraria en el siglo xx y la transición a la vida urbana. 
Aprovechando su visión de larga duración, producto de su íntimo 
conocimiento de los detalles de la historia maya, Rugeley nos coloca 
en el contexto amplio de los procesos que expone el resto de los au- 
tores del libro. Sus aportaciones al estudio de los levantamientos po- 
pulares del siglo x1x nos recuerdan los altos costos que pagaron los 
indígenas yucatecos durante la formación del Estado moderno, bo- 
rrando los tintes románticos con que se ha pintado la rebelión campe- 
sina para enfatizar la capacidad de sobrevivir y de reconstituir comu- 
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nidad en condiciones muy complejas. Su descripción de la experien- 
cia maya de la revolución y de la reforma agraria es igualmente nove- 
dosa, sobre todo porque la sitúa en el entorno de otros grandes cam- 
bios ocurridos simultáneamente en el mundo rural yucateco, como el 
ocaso de la agroindustria de henequén, la migración bracera a Estados 
Unidos y la llegada de la extracción del chicle para el mercado mun- 
dial. La política revolucionaria no domina, entonces, la vida de los 
mayas: es solamente uno de los muchos cambios que enfrentaron. El 
texto nos ofrece una visión de las fortalezas de la población indígena 
al adaptarse a los cambios políticos, económicos y sociales, y termina 
su contribución trayéndonos al presente, donde la migración de los 
mayas a la ciudad muestra que se puede ser citadino, moderno y ma- 
ya a la vez. 


Con el objetivo de facilitar al lector la localización de las dinámi- 
cas reformistas, los procesos territoriales y los focos de conflictividad 
en que estuvieron involucrados los grupos sociales que se estudian en 
los capítulos que integran este libro, presentamos un mapa general 
que permite apreciar los distintos momentos de la historia en que se 
desenvolvieron los procesos territoriales, los conflictos agrarios, las 
luchas armadas, las resistencias y las adaptaciones a escenarios en per- 
manente transformación. 
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Mapa 1. Movilizaciones de pueblos indígenas y grupos subalternos entre los siglos xvi y 
XxX. 
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PUEBLOS DIVIDIDOS Y NOBLES EMPOBRECIDOS: VILLA 
ALTA (OAXACA), 1750-1808 


Luis ALBERTO ARRIOJA Díaz VIRUELL' 
INTRODUCCIÓN 


UNA MAÑANA DE 1787, LOS FUNCIONARIOS DE LA REPÚBLICA de San Pe- 
dro Cajonos interpusieron en la subdelegación de Villa Alta, intenden- 
cia de Oaxaca, una querella contra los naturales de San Miguel Cajonos, 
por 

eximirse del reconocimiento del gobernador de San Pedro Cajonos [...] y vivir con 
tanta separación de este que ya no lo quieren obedecer [...] ni ir al referido pueblo a ha- 
cer los servicios a que por razón de ser su cabecera acuden todos los que se hallan subor- 
dinados a ella [...] situación que también ha dificultado recaudar del nominado pueblo 
de San Miguel los reales tributos [...] y ha perturbado la paz entre esta cabecera y sus su- 


jetos [...], lo que da como resultado que este hecho pervierta la subordinación y armonía 


con que toda clase de gente debe vivir sujeta a los que los gobiernan. ..? 


Una lectura detenida de lo acaecido en Villa Alta pone de relieve una 
experiencia compartida por muchos pueblos de indios novohispanos. Si 
bien es cierto que —hacia las postrimerías del siglo xvi estos pueblos 
se distinguían por ser cuerpos políticos que gozaban de una serie de fa- 
cultades y privilegios que los diferenciaban de cualquier otra corpora- 
ción, también es verdad que muchos de ellos experimentaban un proce- 
so de fragmentación en sus relaciones político-territoriales que, a su 
vez, era alimentado por la secesión de pueblos sujetos, barrios y estan- 
cias. Estos hechos fueron tan generalizados que, hacia 1805, el virreina- 
to albergó un “escenario extraordinariamente atomizado” de aproxi- 
madamente 4 000 pueblos de indios.? 


Hace algunos años, la historiografía especializada refirió con cierta 
seguridad dos enfoques para explicar esta fragmentación y multiplica- 
ción de pueblos. Primeramente, señalaron que era un proceso cuyos orí- 
genes se remontaban a las políticas instrumentadas —entre 1590 y 1605— 
para reducir o congregar indios y que su expresión más evidente fue la 
descomposición de aquellas relaciones que mantenían los pueblos deno- 
minados cabecera con sus respectivos pueblos sujetos, dando paso a que 
estos últimos solicitaran ante la Corona su autonomía política y se pro- 
clamaran como cabeceras independientes.* En segundo lugar, subraya- 
ron que esta secesión alcanzó su expresión máxima entre 1650 y 1710, 
ya sea por la recuperación demográfica que experimentaron algunas 
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áreas donde proliferaban los pueblos sujetos o por la puesta en marcha 
de una reforma parroquial que proveyó oportunidades para que nume- 
rosos sujetos accedieran al control de ciertas advocaciones y, por ende, 
centralizaran las principales festividades religiosas del calendario cristia- 
no. Obviamente, cuando estos hechos coincidieron en el espacio y en el 
tiempo, no fue extraño que muchos pueblos adquirieran argumentos y 
poderes para romper los vínculos jerárquicos que mantenían con sus ca- 
beceras.5 Si bien estos argumentos no distan mucho de la realidad, tam- 
bién es verdad que las divisiones entre pueblos continuaron durante el 
siglo xvi. Esta última evidencia me hace abrigar dudas y formular pre- 
guntas sobre la postura historiográfica que atribuye únicamente al in- 
cremento demográfico y a la reforma parroquial la tendencia a disolver 
las relaciones jerárquicas entre pueblos. En este capítulo trataré de ex- 
plicar que la fragmentación y el particularismo de los pueblos indios no 
solo continuó durante el siglo xvi, sino también se agudizó en función 
de dos situaciones: los conflictos —políticos y agrarios— que protagoni- 
zaron los pueblos entre sí y la crisis que experimentaron los linajes no- 
bles. A través del estudio de una región y del análisis de algunos casos, 
buscaré sustentar dichos argumentos. La historia secular y los ejemplos 
que presento sirven para adentrarse en las situaciones que alentaron el 
divisionismo de los pueblos y la desintegración de las elites nativas. El 
análisis regional permitirá, inicialmente, construir una idea de la situa- 
ción que experimentaron los asentamientos indígenas durante la transi- 
ción de colonia a república; en segundo lugar, posibilitará la reflexión 
sobre los hechos que agravaron la fragmentación de sus relaciones y la 
debacle de su nobleza; en tercer lugar, ayudará a conocer cómo algunos 
procesos del siglo xvi convergieron e, incluso, aceleraron una serie de 
cambios en el interior de los pueblos. Los ejemplos que examinaré da- 
tan del periodo 1750-1808 y provienen de una región ubicada en el su- 
reste de Nueva España, caracterizada históricamente por su poblamien- 
to denso y mayoritariamente indígena: Villa Alta (Oaxaca). 

LOS PUEBLOS SERRANOS 

En el último cuarto del siglo xv, don Manuel Antonio de Sando- 
val, presbítero residente en México, remitió al Consejo de Indias un lar- 
go informe sobre las características más singulares de los pueblos indios 
de la provincia de Oaxaca. En su opinión, los pueblos se distinguían por 
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ser numerosos y porque al mirarlos por su exterior es notable la humildad, pobreza, 
desnudez y miseria en que viven [...] por tener iglesias, casas de república, chozas y vul- 
gos jacales [...] donde viven a lo menos cincuenta familias [...] casi todas sin camas, me- 
sas, sillas o cajas, y sin más ajuar que unas ollas viejas, el metate y el comal, instrumentos 


donde las pobres indias muelen el maíz y hacen las tortillas....' 


Además, según sus observaciones, “al mirarlos por su interior |...] 
aparece la república que es el gobierno de los indios [...] un gobierno 
tan exquisitamente reservado |...] para el que los indios son muy adic- 
tos [...] y también aparecen sus principales o mandones |...] quienes 
gobiernan la vida interna de los pueblos con sus dictámenes...” Según 
el presbítero, la mayoría de los pueblos “se hallan por todas las monta- 
ñas y emboscados con árboles y ramas que dispone esta provincia a su 
modo [...|] y casi todos tienen sus tierras de diversa calidad [...] que tra- 
bajan con extremada desidia y ociosidad [...|] tierras que son mayores y 
mejores frente a las que poseen los españoles...” 

El testimonio de Sandoval no dista mucho de la realidad, pues, entre 
1793 y 1825, la provincia de Oaxaca estaba integrada por más de 900 
pueblos de indios y cerca de 300 ranchos y haciendas. Las haciendas y 
los ranchos se concentraron básicamente en tres regiones: los Valles 
Centrales, la Mixteca y el Istmo de Tehuantepec, mientras que los pue- 
blos se distribuyeron por todo el territorio, aunque el grueso de ellos se 
concentró en las jurisdicciones de Teposcolula, Cuatro Villas, Villa Al- 
ta, Huajuapan, Jicayán y Miahuatlán” (véase el cuadro 1). 

Cuapro 1. Pueblos de indios en Oaxaca, 1793-1825* 


Villa Alta 110 


Teposcolula 

Huitzo 

Teotitlán del Valle 

Huamelula 13 
Justlahuaca 24 


24 


Teotitlán del Camino 


Zimatlán 


Xalapa del Rey 


Teococuilco 


Tehuantepec 


Total 


Como puede observarse, la jurisdicción de Villa Alta fue una de las 
que concentraron el mayor número de pueblos; de igual forma, fue la 
más grande en extensión territorial y una de las más codiciadas por los 
funcionarios españoles, ya sea por su numerosa población nativa o por 
la gran cantidad de recursos que se extraían de sus pueblos. Tan solo en- 
tre 1750 y 1785 el cargo de alcalde mayor en esta jurisdicción fue va- 
luado en más de 5 000 pesos de oro, casi el doble o el triple de lo que se 
pagó por las alcaldías de Querétaro, Valladolid, Guanajuato, Puebla, 
Tehuacán o Cholula.? Otro rasgo que distinguió a Villa Alta fue que era 
una jurisdicción que albergaba en su seno 20 curatos, 2 trapiches, 2 ha- 
ciendas y 110 pueblos de indios. Estos últimos concentraron 99% de la 
población residente, la cual se distribuyó en 5 territorios etnolingúísti- 
cos: zapotecos cajonos, zapotecos bixanos, zapotecos nexitzos, mixes y 
chinantecos (véanse los mapas 1 y 2). Por cierto, los pueblos de Villa Al- 
ta no solo se caracterizaron por ser las corporaciones civiles más repre- 
sentativas de la jurisdicción, sino también por ser los principales posee- 
dores de la tierra y los grandes generadores de la riqueza material. Con 
su producción y comercio de algodón, mantas, grana cochinilla, vainilla 
y maíz, y con el pago de sus contribuciones fiscales, los pueblos fueron 
el eje de la economía regional, tanto en la etapa colonial como en la re- 
publicana. 
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Mara 2. Regiones etnolingúísticas y pueblos de Villa Alta (siglos xvi y x1x). 


A juzgar por María de los Ángeles Romero Frizzi y Michel Oudjick, 
resulta común pensar los pueblos coloniales como corporaciones civiles 
con oficiales de gobierno, cajas de comunidad y dotaciones de tierra 
inalienable. Obviamente, esta visión no es suficiente para vislumbrar su 
complejidad.1 Hacia la segunda mitad del siglo xvt, los pueblos indios 
de Villa Alta se encontraban distribuidos en cinco grandes territorios y 
organizados en una estructura radial de jerarquías. Los pueblos denomi- 
nados cabeceras representaban el polo de una jurisdicción ejercida sobre 
los habitantes de cierto territorio. No se trataba de unidades agrarias, ya 
que no regían la tenencia de la tierra; sin embargo, por el control que 
ejercían sobre la población, representaban una unidad territorial. Tam- 
bién precisaban el centro o alguna subdivisión preponderante del pue- 
blo respecto a sus componentes, que, a su vez, quedaban englobados en 
los términos de sujetos. Además, las cabeceras eran la sede del gobierno 
indígena, de las cajas de comunidad y de los ministros de culto. Sobre 
esto último, un documento procedente de Santa Cruz Yagavila refiere 
puntualmente el papel desempeñado por los pueblos cabecera en dicha 
jerarquía: 

Nosotros los justicias, es decir el gobernador, los alcaldes y regidores y toda la repúbli- 
ca del pueblo y cabecera de Santa Cruz Yagavila, luego precisamente de venir Joseph Pé- 
rez del pueblo de Zoogochi [...] para atender en esta cabecera los asuntos de justicia por 
el desbarrancamiento del difunto Pedro de Luna [...] natural de ese sujeto de Zoogochi 


[...] nos pronunciamos como gobierno de esta cabecera [...] para pasar a Zoogochi a ave- 
riguar la muerte del difunto Pedro Luna... 


Los pueblos sujetos eran asentamientos dependientes que prestaban 
servicios, lealtades y obediencia a las cabeceras. Algunos de estos pue- 
blos habían sido cabeceras autónomas, pero con el avance de algunos 
procesos históricos —como fluctuaciones demográficas, conflictos políti- 
cos, disputas agrarias y decisiones legales— perdieron su jerarquía, situa- 
ción que los llevó a someterse a la autoridad de una cabecera de mayor 
rango. Es de advertir que estas estructuras fueron claramente reconoci- 
das en los párrafos de las fuentes coloniales. Un documento criminal 
procedente de Santo Domingo Yojovi, por ejemplo, revela que 


Juan Mexia, principal del pueblo de Santo Domingo Yojovi, sujeto a la cabecera de 
San Juan Tabaa de esta jurisdicción, preso en la real cárcel de esta villa, como mejor pro- 
ceda de derecho digo que [...] inmemorial tiempo a esta parte no ha sido costumbre que 
en nuestro pueblo haya gobernador [...] pues siempre se ha gobernado como un sujeto 


de su cabecera [...] por lo que la república se encabeza con regidores y principales... 
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El ordenamiento de cabeceras y de sujetos fue muy importante para 
la estructura del sistema colonial, pues sirvió, entre otras cosas, para re- 
caudar tributos, administrar justicia y regular la vida económica y polí- 
tica de los pueblos. En algunos casos también sirvió para, de alguna for- 
ma, replantear la vieja relación de dependencia que mantenían unos nú- 
cleos de población con otros, ya sea por intereses o por diferencias fisca- 
les, políticas o económicas. Lo más llamativo es que dicha estructura je- 
rárquica persistió —con todos sus problemas internos— hasta las primeras 
décadas del siglo diecinueve. 


Un análisis de varias fuentes de la época permite tener visión panorá- 
mica de la evolución que tuvieron estas relaciones en la jurisdicción de 
Villa Alta. Tan solo el Theatro americano de Villaseñor y Sánchez regis- 
tró, en 1742, aproximadamente 29 cabeceras y 79 sujetos; asimismo, un 
instrumento público elaborado en 1785 reconoció aproximadamente 
50 cabeceras y 56 sujetos; dos décadas después, el Estado general de tribu- 
tos de 1805 estimó la existencia de 60 pueblos catalogados como cabece- 
ras13 (véase el cuadro 2). Pese a la vigencia de esta jerarquía, lo que con- 
viene indagar son los mecanismos que alentaron el incremento de las ca- 
beceras y el decremento de los sujetos durante la segunda mitad del si- 
glo dieciocho. 

CuaADro 2. Relación de cabeceras y sujetos en Villa Alta, 1742-180511 


TERRITORIO 
A 1785 
ÉTNICO 


CABECERAS | SUJETOS CABECERAS | SUJETOS CABECERAS | SUJETOS 


Cajono 
Nexitzo 


Bixano 


DIVISIONES Y DISCORDIAS 


La revisión realizada permite comprender que las relaciones que 


mantenían los pueblos indios de Villa Alta no fueron estáticas ni perma- 
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nentes en el tiempo; por el contrario, se distinguieron por su dinamis- 
mo y por su capacidad de adecuarse a nuevas situaciones. Pareciera que 
esta flexibilidad puede explicarse por una secuencia lógica en donde las 
estructuras de los pueblos experimentaron divisiones que se alternaron 
con recomposiciones. En el caso que me ocupa, las fracturas que se reco- 
nocen entre 1750 y 1808 se traducen en el incremento de las cabeceras y 
el decremento de los sujetos. 


Haciendo una revisión panorámica sobre los motivos que propiciaron 
estos cambios, bien puede decirse que fueron diversos en todo el virrei- 
nato. En el Valle de México, por ejemplo, la relación entre cabeceras y 
sujetos experimentó profundas alteraciones en la segunda mitad del si- 
glo xvi, ya sea por las fluctuaciones demográficas o bien por la fijación 
de jurisdicciones civiles y religiosas. Años después, estos factores se con- 
jugaron con la crisis político-económica que experimentó la nobleza 
nativa, con el desarrollo de las congregaciones civiles y con la emergen- 
cia de nuevos centros de población, situaciones que debilitaron el papel 
de las viejas cabeceras y alentaron la jerarquía de algunos sujetos.15 En la 
Montaña de Guerrero, por su parte, los cambios administrativos y ecle- 
siásticos ocurridos en los siglos xvI1 y xvmi dieron paso a la progresiva 
división de las cabeceras existentes; incluso, fue hasta la segunda mitad 
del siglo xvrr cuando el divisionismo se precipitó con rigor, pues coin- 
cidió con un profundo rechazo de los sujetos frente a los privilegios fis- 
cales, agrarios y económicos que acumulaban las cabeceras.1ó En la Mix- 
teca Alta, la fragmentación de cabeceras tuvo varios ciclos. En el siglo 
xvi, el efecto combinado de la despoblación y las congregaciones modi- 
ficó sustancialmente esta forma de organización, pues las viejas jerar- 
quías de algunos pueblos se perdieron a manos de la emergencia política 
de los sujetos. 


Durante el siglo xvr, el separatismo se justificó con el incremento de 
la población, con la mercantilización de las economías regionales y con 
la progresiva aspiración de los pueblos sujetos de cobrar y de adminis- 
trar sus tributos, de poseer templos y ermitas y de contar con repúblicas 
de indios más poderosas e influyentes. En el siglo xvr, la fragmenta- 
ción de cabeceras se explicó a la luz de tres procesos: la crisis político- 
económica que experimentaron los cacicazgos nativos, el desarrollo de 
las composiciones de tierras y la proliferación de conflictos agrarios.'” 
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En el caso de Villa Alta, este proceso no ha sido estudiado con dete- 
nimiento. Por suerte, la información de archivos permite distinguir es- 
tas mutaciones durante el siglo xvnr, cuando, en función de las presio- 
nes por el acceso a la tierra, los cambios acaecidos en los cabildos indios 
y la disolución de los linajes nobles, varios pueblos decidieron romper 
los lazos que mantenían con sus cabeceras y se lanzaron por la senda au- 
tonómica. 


De esta manera, el particularismo de los pueblos se produjo en varias 
facetas. La primera ocurrió entre 1700 y 1715 y se tradujo en una olea- 
da de conflictos entre sujetos que cuestionaron las relaciones que man- 
tenían con sus cabeceras. El objetivo de estos hechos era establecer pue- 
blos que no tuvieran obligaciones con corporaciones de mayor jerar- 
quía. A juzgar por Thomas Calvo y Yanna Yannakakis, la recuperación 
demográfica y la penetración del clero secular en la región ofrecieron 
una masa crítica para aspirar al estatus de cabeceras políticas y doctrina- 
les.18 La segunda etapa correspondió al periodo 1750-1808 y se eviden- 
ció con la aparición de repúblicas de indios más complejas, la instaura- 
ción de iglesias parroquiales y mercados regionales, la invasión de terre- 
nos comunales y disputas por los cargos de gobierno. Estas pugnas se 
materializaron inicialmente con reclamos hacia las cabeceras por impo- 
ner a los sujetos una serie de cargas que gravaban los recursos materiales 
y la energía indígena de los pueblos. En este horizonte, los naturales de 
Santiago Yaveo argumentaron en 1794 que, ante “los servicios involun- 
tarios y demás contribuciones [...] que recibimos de nuestra cabecera 
que es Santa María Yahuive...”, optaban por romper los lazos de de- 
pendencia y de subordinación que mantenían con la cabecera. No obs- 
tante, esta iniciativa fue rechazada por las autoridades españolas que la 
consideraron de “interés individual y de provecho solo para unos cuan- 
tos [...] y en detrimento del común...” Ante el rechazo, los naturales 
de Yaveo promovieron otros recursos para probar los excesos que pade- 
cían a manos de la cabecera; inclusive llegaron a denunciar al cura y a 
los ministros religiosos de Yahuive por “faltar al pacto espiritual de visi- 
tar sus pueblos [...] estimarnos pesadas contribuciones [...] y causar el 
mayor número de daños que puedan entre los naturales...”1% En este 
mismo esquema de reclamos, el pueblo de San Miguel Yotao se deslindó 
de su cabecera, San Juan Tanetze, por imponerle contribuciones “casi 
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todo el año [...] y con mayor rigor en los tiempos de fiesta y semana 
santa [...] siendo muchos los años de saciar ya estas costumbres poco 
provechosas [...] con infinidad de mantas, comelitonas, servicios y 
composturas del templo y las casas consistoriales de esa cabecera...” 
Otras razones que argumentaron para promover dicha separación fue- 
ron los difíciles “caminos que tenemos que recorrer para asistir a las fies- 
tas de semana santa y a las fiestas sinodales de la cabecera [...] más los 
ocho pesos que pagamos por nuestra asistencia...” Ante estos hechos, 
Yotao rompió sus relaciones con Tanetze “y se suscribió a la cabecera de 
Cacalotepec [...] por distar a dos leguas de distancia y por requerirnos 
desde hace seis años una contribución de dos pesos para asistir a las fies- 
tas sinodales...”20 


Estos casos ponen de manifiesto el intento de los pueblos sujetos de 
sacudirse una serie de relaciones que pesaban sobre su gobierno y su 
economía. Tal vez lo más trascendente radica en que el divisionismo so- 
lamente afectó la dimensión político-territorial y no la dimensión étni- 
ca de los pueblos. De ahí que, durante la segunda mitad del siglo xv, 
estas separaciones se tradujeran en pleitos agrarios y políticos y no en 
disputas armadas entre grupos étnicos. 


En este mismo orden, la progresiva recuperación de la población fue 
otra causa que orilló a los sujetos a distanciarse de sus cabeceras y a bus- 
car una nueva categoría política. Una muestra de ello fue lo ocurrido en 
el pueblo de Santa María Lachixila que, en el año de 1752, rompió sus 
relaciones con San Francisco Yovego y canceló los servicios y recursos 
que destinaba para celebrar las fiestas sinodales y las celebraciones reli- 
giosas de la antigua cabecera. Bajo el argumento de poseer un mayor 
número de feligreses y de disponer de tierras suficientes para su susten- 
to, el común de Lachixila terminó con la “condición de sujeto [...] que 
había tenido desde tiempos inmemoriales...” y se dio a la tarea de vali- 
dar su jerarquía de cabecera ante las autoridades civiles de Villa Alta.21 


Un proceso semejante experimentó el pueblo de San Bartolomé 
Zoogocho que, en palabras del bachiller Francisco Mimiaga, rompió las 
relaciones con su cabecera —Santiago Zoochila— y solicitó que las auto- 
ridades provinciales les permitieran integrar un cabildo más grande para 
administrar y vigilar el “crecido numerario de naturales que ahora ya 
tiene este pueblo...”; de igual forma, solicitaron permiso para estable- 
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cer los días domingo “un tianguis para que todos los concurrentes pue- 
blos vecinos asistan a suplir sus alimentos necesarios...” Desde la 
perspectiva de Zoochila, estas acciones buscaban quebrantar los lazos 
que existían entre los dos pueblos, pues “es sabido que desde unos años 
para acá unos inicuos alicientes bastan para concitar los ánimos de infi- 
nitos viciosos que [...] desean ejercitar impunemente sus maldades [...] 
para luego ejercitarse sin ley ni sujeción alguna y con plena libertad de 
cometer cuantos excesos les dicta la corrupción natural de la humani- 
dad...” Aunado a esto, las autoridades de Zoochila probaron que estas 
actitudes separatistas eran ampliamente conocidas desde años atrás, ya 
que los “ministros eclesiásticos y el juez territorial de Villa Alta han 
movido sus celos para impedirlos en otros pueblos y [...] buscando se 
restituyan a las cabeceras todos sus pueblos concurrentes. ..”2 Después 
de 10 años de pugnas, Zoogocho logró integrar un cabildo con un go- 
bernador, dos alcaldes, seis regidores, un escribano, seis principales y 
numerosos topiles; es decir, un cabildo propio de un pueblo cabecera. 


Otras causas de divisionismo fueron las disputas generadas por elec- 
ciones y cargos de gobierno. Por un lado, los sujetos alegaron la intro- 
misión de las cabeceras en sus comicios y las acusaron de imponer fun- 
cionarios en la república; por otro lado, las cabeceras pugnaron por 
controlar la vida de los sujetos e, incluso, llegaron a utilizar la fuerza 
para reprimir el particularismo de los pueblos. Una muestra de ello data 
de 1788, año en que las autoridades de Santa María Totontepec se que- 
jaron amargamente sobre el protagonismo que tenían algunos indivi- 
duos entre los pueblos sujetos, al grado de persuadirlos para que “no 
acudan a tomar sus varas los nuevos justicias ni hagan caso a nuestras Ór- 
denes...” En el marco de estas quejas, señalaban que el problema central 
eran dos “hombres maliciosos [...] que son la causa de que los pueblos 
anden en tan continuo movimiento y alboroto [...] se saquen los aran- 
celes y compromisos que tienen [...] y busquen desligarse de su cabece- 
ra [...] con elecciones falsas y falsos acuerdos con el señor intenden- 


” 


te... 23 


En este intento de socavar los lazos de dependencia, el pueblo de San 
Juan Yagila cuestionó la intervención de su cabecera, Santa Cruz Yaga- 
vila, en la elección del cabildo y, de paso, aprovechó la ocasión para so- 
licitar una separación formal. Ante la negativa de las autoridades espa- 
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ñolas, Yagila puso en práctica una serie de recursos para manifestar su 
descontento y, ante todo, su ruptura con Yagavila. Una de los recursos 
más contundentes fue celebrar un tianguis los días domingo con el obje- 
to de “hacer que todo el común de los pueblos de Tepanzacualco, Yane- 
ri, Zoogochi, Teotlasco [...] y la misma cabecera de Yagavila [...] con- 
curran para surtirse de los alimentos y viandas que diariamente necesi- 
tan y para expender sus frutos y obras...” Otro recurso fue negarse a 
prestar los servicios de “limpieza y ornato [...] que todos los pueblos 
del partido [...] cumplen en Yagavila y su iglesia parroquial...” Como 
era de esperarse, Yagavila dispuso otros recursos para frenar la intentona 
separatista. Uno de ellos fue realizar otro tianguis el día domingo, con 
anuencia de las autoridades provinciales, “pues el de Yagila trae muchos 
inconvenientes [...] en especial el gran trabajo e incomodidad que los 
naturales reciben al pasarse de sus pueblos al de Yagila [...] por caminar 
a píe ya seis leguas de distancia [...] de lo que resulta mucha pérdida de 
tiempo y que muchos indios no puedan concurrir a esta cabecera para 
oír misa por ocurrir a ese tianguis...”; de igual forma, promovió dos 
pleitos agrarios contra dicho sujeto con el propósito de arrebatarle tie- 
rras y desgastarlo en sus intentos separatistas. Luego de 30 años de pug- 
nas y de arrebatos, Yagila logró debilitar a su contraparte, con lo que 
sentenció un distanciamiento formal de la cabecera y validó una elec- 
ción ante las autoridades españolas de Villa Alta, donde incorporaba en 
su cabildo “un gobernador, un alcalde, cuatro regidores y un escribano 
de república. ..”24 


Un caso semejante sucedió en 1792, fecha en que el pueblo sujeto de 
San Juan Lealao formuló una iniciativa para separarse de su cabecera — 
San Juan Comaltepeque— bajo el argumento de que las autoridades de 
Comaltepeque habían excluido su representación en el cabildo de la ca- 
becera. Sin duda, este enfrentamiento abrió una ventana para que se ca- 
nalizaran las tensiones intrínsecas de la relación cabeceras-sujetos y, so- 
bre todo, se evidenciaran las formas en que los pueblos de mayor jerar- 
quía imponían sus decisiones sobre los sujetos. Sobre esto último, los 80 
tributarios de Lealao referían estar cansados de pagar una contribución 
anual a su cabecera de 180 pesos, así como de colaborar, año con año, en 
las fiestas sinodales de Comaltepeque con alimentos y personas, y, ante 
todo, de carecer de “cargos altos” en el gobierno de la cabecera, factores 


39 


que, en su conjunto, mermaban las posibilidades del pueblo ya que, des- 
de su perspectiva, carecían de tierras, animales y cofradías que sufraga- 
ran esta carga económica. Obviamente, frente a la inconformidad y a la 
tensión que reinaban en los pueblos serranos, los habitantes de Lealao 
apostaron por el conflicto legal, con el objeto de alcanzar la autonomía 
política.28 Con el paso de los años, las fuentes probaron que esta iniciati- 
va no trascendió más allá de los tribunales. No obstante, pone de relieve 
el proceso de fragmentación —en varias escalas— que se vivía en los pue- 
blos indios. 


De lo anterior, puede plantearse que la tensión entre cabeceras y su- 
jetos derivó del lugar que ocupaba cada uno en la estructura jerárquica 
de pueblos y se manifestó en la necesidad de regular el nivel de inter- 
vención de las cabeceras en la vida política de los sujetos. Obviamente, 
esta tensión creció en la medida en que las cabeceras desconocieron la 
voluntad de los sujetos e impusieron sobre ellos sus intereses. Con el 
tiempo, estos reacomodos se revirtieron en perjuicio de las cabeceras y 
evidenciaron un conflicto abierto entre pueblos. 


LA RUINA DELA NOBLEZA 


Debe tenerse presente que tanto el particularismo de los sujetos co- 
mo la merma de poder de las cabeceras no pueden explicarse sin otro 
proceso que irrumpió en los pueblos durante la segunda mitad del siglo 
xvi. Me refiero a las disputas que protagonizaron los nobles indígenas 
con los macehuales o indios comunes por el control del gobierno. Co- 
mo bien ha señalado Margarita Menegus, aunque el mundo indígena ya 
experimentaba una crisis profunda desde el siglo xvrr, fueron los hechos 
de la segunda mitad del siglo xvi los que la agudizaron, particular- 
mente en dos esferas: las repúblicas y los cacicazgos indios.? En el caso 
de las repúblicas, sobresalió el posicionamiento de macehuales en las es- 
feras de gobierno y, por ende, el surgimiento de un grupo de principa- 
les advenedizos que comenzaron a reclamar estamentos y privilegios, 
mientras que en los cacicazgos se experimentó un empobrecimiento 
económico y un resquebrajamiento en las relaciones que mantenían con 
sus súbditos. Si bien es cierto que una larga historia secular explica estos 
cambios, también es verdad que algunos hechos del siglo xvi acelera- 
ron estas transformaciones, destacando, por mucho, las contrariedades 
económicas de la época, la abolición de los privilegios señoriales (1811- 
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1812) y la desvinculación informal en el interior de los pueblos (1800- 
1821).2 


Debe subrayarse que las divisiones en los pueblos y la crisis de la no- 
bleza indígena en Villa Alta comparten una historia. Se sabe que pocos 
linajes nobles sobrevivieron a los estragos que causó el colonialismo es- 
pañol durante los siglos xvI y XVII; asimismo, que el estatus de cacique 
continuó empleándose en muchos pueblos, pero fue utilizado por natu- 
rales que —pocas veces— lograron probar su estirpe noble. Dado esto, no 
es extraño que, hacia el siglo xvi, los pueblos estuvieran habitados por 
una minoría de indios nobles, un número crecido de individuos que ar- 
gumentaban poseer cierta nobleza y numerosos indios del común que 
cuestionaban abiertamente los privilegios referidos.23 Esto se volvió más 
evidente en la segunda mitad del siglo xv1rr, cuando los pocos caciques 
tradicionales desaparecieron y los caciques advenedizos sufrieron el aco- 
so de los macehuales que aspiraban a los cargos de gobierno. Así, la lu- 
cha por el control de las repúblicas fue protagonizada por caciques ad- 
venedizos —algunas veces llamados principales— que pelearon por man- 
tener su estatus y su presencia política, y por macehuales que aspiraban 
a los privilegios y a los cargos de gobierno. 


Resulta pertinente notar que uno de los orígenes de estas disputas se 
desprendió de los mecanismos establecidos para disfrutar de las prerro- 
gativas nobles. A juzgar por John K. Chance, estos se obtenían por na- 
cimiento o desempeñando cargos altos de gobierno. Así, no nos resulta 
extraño que, cuando un macehual lograba encumbrarse en los puestos 
de elección, su descendencia directa se aprovechara de la situación y re- 
clamara, en su momento, poseer un estatus noble que los facultaba para 
disfrutar perpetuamente de esta condición. Lógicamente, esto posibilitó 
que muchos macehuales buscaran acceder a los cabildos con el propósito 
de adquirir una condición que los librara de los servicios comunales y 
de los “cargos bajos del gobierno”, y de paso que les permitiera lucrar 
con los recursos comunitarios. Obviamente, con el paso del tiempo, es- 
ta situación provocó que en algunos pueblos escasearan los macehuales 
y, por ende, de hombres que desempeñaran los cargos bajos de la repú- 
blica. Agobiados por esta situación, los pueblos trataron de reconvertir 
estos hechos y exigieron que los macehuales cumplieran su verdadera 
función; sin embargo, estos últimos rechazaron enérgicamente el man- 
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dato e, incluso, promovieron litigios para defender sus privilegios ad- 
quiridos. 

La situación fue tan compleja que, entre 1750 y 1808, los pleitos en- 
tre principales y macehuales fueron una constante en el juzgado de Villa 
Alta. Un análisis más detenido pone en evidencia que la mayor parte de 
estas querellas fueron interpuestas por nobles que se sentían acosados y 
lastimados a manos del común. Tan solo entre 1748 y 1750, don Mi- 
guel Martínez de Velasco, cacique de Santiago Lalopa, denunció a los 
alcaldes electos de su pueblo por amedrentar a su familia, azotar a sus 
hijos e imponerles contribuciones excesivas para las fiestas comunita- 
rias. Ante esto, el cacique solicitó la anuencia de las autoridades españo- 
las para “evitar más molestias y castigos tan crueles contra los míos [...] 
y así también evitar que los alcaldes de este pueblo se revistan de leones 
para arruinarnos, advirtiendo también [...] que los justicias que han de 
mantener el pueblo en paz, lo alborotan con sus conductas y lo fuerzan 
a pleitos por tanto y por demás vías que de alegar...” Frente a estas acu- 
saciones, la república de Lalopa procedió a refutar los hechos —con la 
obstinada ayuda del alcalde mayor— señalando que los hijos del cacique 
habían utilizado recursos de la caja de comunidad cuando fueron alcal- 
des y regidores, y que, al solicitarles el ajuste de cuentas, dichos nobles 
se negaron a cumplir con la deuda y, peor aún, “irrumpieron con con- 
ductas violentas contra la autoridad...” Ante esto, la república de Lalo- 
pa recluyó a los caciques en la cárcel y les propinó una docena de azotes 
con el objeto de 


que se guarde en todo nuestro pueblo la costumbre y no se pierda el respeto a la justi- 
cia, porque con el mal ejemplo de dicho, no asistirán a nuestras juntas los demás que de- 
ben por no los han de castigar [...] por lo que dicho Antonio Lorenzo y su padre don 
Miguel Martínez han hecho un escrito contra nosotros, y no es nuevo en dicho don Mi- 
guel, porque también ha hecho lo mismo que su hijo [...] y ha acusado a nuestro padre 


cura que lo castigó por reconocerlo como inquietador de nuestro pueblo.. 30 


Como puede observarse, los macehuales arremetieron contra sus ca- 
ciques e, inclusive, recibieron el apoyo de las autoridades coloniales para 
mermar los estamentos y privilegios que acumulaban. Esto último se 
explica por el hecho de que los alcaldes mayores procuraban apoyar las 
causas de aquellos macehuales de su confianza, dispuestos a colectar 
puntualmente los tributos y los repartimientos de mercancías. Con este 
propósito, manipularon las disputas y favorecieron el debilitamiento de 
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los nobles. Obviamente, esto también dio paso a que los macehuales de 
ciertos pueblos sujetos solicitaran la intervención de las autoridades co- 
loniales para resolver a su favor el distanciamiento que promovían 
contra su nobleza y, por ende, contra sus antiguas cabeceras de go- 
bierno. 


El repudio hacia la nobleza por parte de los macehuales llegó al ex- 
tremo de negar su existencia y de confabular contra todos aquellos in- 
dios que reconocieran a los señores étnicos. Una prueba de ello ocurrió 
en San Juan Yae, en 1750, donde la república de indios rechazó una so- 
licitud del cacique Francisco de Mendoza, radicado en la ciudad de Oa- 
xaca desde tiempo atrás, para validar sus privilegios y reclamar una he- 
rencia de su padre. Ante dicha petición, la respuesta de la república fue 
enérgica: “Desconocemos a Francisco de Mendoza como cacique de es- 
te pueblo [...] y negamos dar las firmas y saber de sus negocios [...] 
porque seguro que Mendoza quiere meternos en gastos como los que se 
han reconocido |...] y no permitiremos que los naturales sean destrui- 
dos por el bien de los Mendoza...” Además, la república amenazó con 
castigar a todos los “parientes, hermanos y conocidos de los Mendo- 
za...” en caso de secundar su petición. Así, amparados por las autorida- 
des españolas, los macehuales rechazaron las peticiones de Mendoza y, 
de paso, desdibujaron el lugar que ocupaba su familia en la historia del 
pueblo.>! 


Catorce años después, en este mismo concierto de impugnaciones, la 
república de San Juan Yae desconoció los privilegios ancestrales de don 
Tomás, don Antonio y don Bernardo López Flores “indios principales 
y descendientes de caciques del pueblo y cabecera de San Juan Yae”— al 
tiempo en que se negaron a ceder parte de sus parcelas de repartimiento 
para que la república deslindara una milpa de común destinada para el 
“sustento diario de la república y los gastos de la novena de Corpus...” 
Ante la negativa, los macehuales precipitaron su furia sobre los nobles 
hasta “desconocer los privilegios de sus abuelos y [...] no reconocer las 
tierras que dicen haber recibido en herencia de sus padres...”32 


Obviamente, tanto la crisis experimentada en el sector noble como el 
fortalecimiento de los macehuales incidieron en la conducción de los 
pueblos. Lo anterior fue más evidente cuando algunos pueblos sujetos, 
cuyos gobiernos eran conducidos por macehuales, desafiaron a los caci- 
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ques de sus cabeceras al grado de desconocerlos, negarles servicios per- 
sonales, despojarlos de tierras y quebrantarles los lazos que mantenían 
con los pueblos sujetos. 


Otra faceta del divisionismo se presentó cuando los macehuales rele- 
garon a los caciques y principales de los “cargos altos” y les asignaron 
“cargos plebeyos” dentro de la república. Frente a estos “actos de insu- 
bordinación”, los reclamos de los nobles no se hicieron esperar. En 
1751, por ejemplo, Juan Bautista —natural y principal de Santa María 
Zoogochi— denunció a las autoridades de su pueblo por relegarlo de los 
comicios para elegir alcaldes y regidores, y asignarle “el cargo de algua- 
cil mayor [...] lesionando mi autoridad...” Desde la perspectiva de 
Juan Bautista, esta acción era resultado del poder que habían alcanzado 
los macehuales 


que no son hijos principales [...] y que ahora se encargan del gobierno y quieren des- 
pojarme de mi oficio [...] desconociendo las razones que mis padres eran legítimos de es- 
te pueblo, que dejaron las tierras para fabricar las casas de nuestro común, que recibieron 
cargos y oficios onerosos y de respeto, y que descendían de los primeros fundadores de 


este pueblo [...] por lo que nunca recibieron servicios bajos sino oficios de república... 


Otro caso semejante data de 1760, fecha en que Juan López —princi- 
pal de Santa María Yavichi— promovió un auto contra la república de 
indios por “quererme tratar como macehual, usurpándome los privile- 
gios de principal adquiridos de mis mayores [...] y en varias ocasiones 
hacerme cargar zacate y cosas de esta naturaleza en que se ejercitan los 
plebeyos...” Tras una serie de pesquisas a manos del alcalde mayor, la 
república de Yavichi recibió la anuencia del juez español para descono- 
cer los privilegios de Juan López, pues la investigación sacó a relucir 
que las prerrogativas reclamadas no correspondían al quejoso por “care- 
cer de instrumento que nos conste ser cacique formado...” Aunado a 
esto, la república aprovechó la querella para advertir que en ese pueblo 
“no es costumbre la exención que pretende Juan López, pues todos los 
naturales no están excusados de ejercer oficios bajos hasta que estén gra- 
duados llegando a el estado de regidores y alcaldes, y así les guardamos 
sus fueros...” Además, señalaron que, debido al corto numerario de la 
población y al hecho de que “casi todos los casados son caciques y prin- 
cipales [...] es claro que no hay excusa alguna para que todo principal 
ha de ejercer oficios bajos hasta llegar al cargo de justicias...”3 
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Evidentemente, hubo muchas razones para que los reclamos de los 
caciques no prosperaran: desde el amplio poder que acumulaban los ma- 
cehuales en el gobierno y las complicidades de las autoridades españolas, 
hasta las hondas fracturas que separaban y enfrentaban a los sujetos con 
sus cabeceras. A esto se sumó la pobreza en que vivían los caciques que, 
desde su perspectiva, les impedía soportar un litigio, tal como lo señaló 
el subdelegado de Villa Alta al resolver un conflicto entre la república 
de Lachichina y la familia Flores, en 1802: 


Se declara que así seguirá la costumbre que los justicias presentes expresan en su pue- 
blo de que los principales de su naturaleza lo harían todo, desde el primer servicio hasta 
subir al más alto que es el de gobernador [...] y entendidos no admitieron los Flores, ex- 
presando que tenían que responder, pero que lo ejecutan por no tener con qué soportar 
los gastos que en defender su derecho tendrían [...] y para evitar la presente discordia y 
poder contraer otra en lo sucesivo [...] asumen el veredicto y se quedan a vivir en Lachi- 


china en medio de su pobreza... 

Así, las disputas entre caciques y macehuales por el control de los 
cargos gubernativos tomaron diversos rumbos. Los hechos más extre- 
mos fueron aquellos donde las autoridades nativas despojaron a los 
principales de sus bienes, los azotaron por “conductas rebeldes ante la 
justicia...” y los encarcelaron por los agravios que cometían contra la 
comunidad. Una prueba de todo esto la experimentó Mateo Vicente — 
principal de San Cristóbal Lachirioag- cuando las autoridades de su 
pueblo lo acusaron de faltarle el respeto a “los justicias de república [...] 
a los fiscales de la Santa Iglesia [...] y a los principales [...] ya por osar 
de la bebida [...] azotar a los fiscales [...] y manejar malamente los fon- 
dos de la iglesia...” Obviamente, detrás de todas estas imputaciones es- 
taban las aspiraciones de Mateo Vicente de mantener sus privilegios co- 
mo principal y seguir tomando parte en las decisiones del cabildo, cosa 
que no fue aceptada por los macehuales que gobernaban la república.36 


A la luz de los ejemplos referidos puede visualizarse un proceso de 
transformación en las funciones que desempeñaban los nobles y los ma- 
cehuales en el interior de las repúblicas de indios: mientras unos perdían 
autoridad y privilegios, otros ganaban espacios y representatividad. De 
igual manera, se vislumbra una lucha abierta por el gobierno local y un 
reacomodo en las estructuras comunitarias. No obstante, lo más llama- 
tivo del antagonismo es que revela una división clara al interior de los 
pueblos. Es decir, la existencia de nobles y macehuales en la segunda 
mitad del siglo xvi no solo descansó en una jerarquía social, sino tam- 
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bién en una repulsión mutua. De ahí, entonces, que el conflicto definie- 
ra y asignara a cada grupo sus respectivas posiciones y funciones; asi- 
mismo, que proporcionara intereses paralelos para definir, en su mo- 
mento, nuevas formas de sociabilidad. 


COMENTARIOS FINALES 


A lo largo de este capítulo he tratado de mostrar una serie de cambios 
que experimentaron los pueblos y la nobleza indígena de Villa Alta 
(Oaxaca) entre 1750 y 1808. En este sentido, he señalado que la relación 
jerárquica que ordenaba pueblos —en cabeceras y sujetos— sufrió altera- 
ciones a lo largo del siglo xvi. Hasta donde puede observarse, estos 
cambios fueron resultado de una confluencia de hechos tales como el 
incremento de población, la carencia de recursos, la presión por el acce- 
so a la tierra, la modificación de relaciones sociales y el reajuste en los li- 
derazgos nativos. Sin duda, cuando los pueblos sujetos vislumbraron es- 
te contexto, no dudaron en disolver los lazos que mantenían con sus ca- 
beceras y se lanzaron por la senda autonómica. Un análisis más detenido 
permite mostrar que dichas separaciones no solo afectaron la dimensión 
político-territorial de los pueblos, sino también las funciones de go- 
bierno, las actividades productivas, las relaciones intercomunitarias, las 
estrategias de subsistencia, los vínculos con las autoridades coloniales y 
la vida interna de las localidades. Solo entonces se explica por qué, a 
partir del último cuarto del siglo xv111, buena parte de las tareas colecti- 
vas que realizaban las cabeceras y los sujetos desde “tiempo inmemo- 
rial” entraron en desuso. 


En cuanto al detrimento de la nobleza indígena y el fortalecimiento 
de los macehuales, bien puede decirse que no fue un proceso azaroso e 
imprevisto. Por el contrario, tuvo sus orígenes en el siglo xvH y evolu- 
cionó con creces a partir de 1750. Todo parece indicar que estos hechos 
fueron un reflejo de los propios cambios que experimentaron los pue- 
blos en su interior; es decir, las luchas entre cabeceras y sujetos, las fluc- 
tuaciones demográficas, los quebrantos en el tejido social y, sobre todo, 
las pretensiones políticas en los indios comunes. Sin duda, este entrama- 
do de hechos alteró la naturaleza misma de los pueblos y sus complejas 
relaciones político-territoriales; del mismo modo, provocó que el acce- 
so a las repúblicas de indios dejara de ser una condición exclusiva para 


40 


los nobles y principales, y se volviera una opción abierta para los ma- 
cehuales. 


Debo subrayar que, en algunas regiones de Oaxaca, los procesos polí- 
ticos que inauguraron el cautiverio de Fernando VII y la publicación de 
la Constitución gaditana posibilitaron que muchos pueblos sujetos que 
gozaban de más de 1 000 habitantes conquistaran, entre 1812 y 1814, 
un ayuntamiento y, por ende, una forma de gobierno que los facultó a 
tener el control completo sobre los recursos materiales adscritos a su te- 
rritorio y, por lo mismo, a gozar de la condición política de cabecera. 
En el caso de Villa Alta, solamente cuatro pueblos sujetos alcanzaron es- 
ta cifra e integraron un ayuntamiento; no obstante, cinco pueblos que 
carecían de este contingente humano lograron la anuencia de las autori- 
dades españolas para constituirse en cabeceras. Sea de ello lo que fuera, 
lo cierto es que el cambio más radical en la estructura político-territo- 
rial de los pueblos indios ocurrió en 1825, fecha en que la Constitución 
del Estado Libre y Soberano de Oaxaca reconoció una forma de go- 
bierno por debajo del ayuntamiento que recibió el título de “república” 
y se fijó en aquellas localidades cuya población no llegara a los 3 000 ha- 
bitantes. Esta herencia institucional no provino de la tradición hispana 
sino de la recreación política de los pueblos indios coloniales, y se dis- 
tinguió por persistir hasta la primera mitad del siglo diecinueve.” 


De esta forma, no es extraño que la Constitución de 1825 estipulara 
que las localidades cuya población llegara a 3 000 almas tenían las facul- 
tades para formar un ayuntamiento con alcaldes, regidores y síndicos, y 
que la ley determinara el número de funcionarios que integraban el 
ayuntamiento respecto al número de habitantes que tenía el pueblo; del 
mismo modo, ordenó que los pueblos que no llegaran a 3 000 almas, 
pero que por su “ilustración, industria y demás particularidades circuns- 
tancias merezcan tener ayuntamientos...”, lo hicieran saber al Congreso 
para juzgar y deliberar lo más conveniente; además, decretó que, en 
aquellos pueblos donde no había el vecindario suficiente para establecer 
ayuntamientos, podía existir una municipalidad llamada “república”, 
que sería gobernada por un alcalde y un regidor, y que la ley determi- 
naría el número de funcionarios que integrarían dicha república en pro- 
porción con el vecindario. Lo interesante de subrayar es que, pese a las 
diferencias de rango político, la Constitución concedió las mismas atri- 
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buciones a los ayuntamientos y a las repúblicas; es decir, unos y otros se 
encargaron de cuidar el orden y la vida pública de los pueblos, formar 
reglamentos sobre salubridad y ornato, establecer y dirigir escuelas de 
primeras letras, cuidar los hospitales y demás establecimientos de bene- 
ficencia, construir y reparar edificios públicos, recaudar y administrar 
los fondos de propios y arbitrios, colectar las contribuciones que dictaba 
la ley, promover las actividades agrícolas, ganaderas e industriales y for- 
mar padrones y toda clase de registros públicos. 


Debe tenerse presente que esta nueva legislación provocó que en el 
estado surgieran más de 900 repúblicas municipales con autonomía po- 
lítica, económica y agraria; autonomía que terminó de fracturar la vieja 
estructura político-territorial de los pueblos indios coloniales. En Villa 
Alta, por ejemplo, estos hechos acarrearon cambios considerables, sien- 
do el más evidente que, entre 1825 y 1856, se conformaron 110 repú- 
blicas municipales que, a su vez, se distribuyeron en dos partidos políti- 
cos: Villa Alta y Choapam. De esta manera, el proceso de municipaliza- 
ción cerró una transformación interna en los pueblos oaxaqueños. 
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PUEBLOS DE INDIOS NOVOHISPANOS BAJO EL 
RÉGIMEN DE LAS SUBDELEGACIONES. UN MARCO 
NORMATIVO 

José Luis ALCAUTER GUZMÁN 
UNO DE LOS CAMBIOS MÁS SIGNIFICATIVOS dentro del rosario de 
reformas que puso en marcha la Corona española en el Siglo de 
las Luces fue la implantación de un nuevo orden de gobierno ba- 
sado en intendencias y en subdelegaciones, el cual tenía como 
objetivo central la homologación de la administración pública, 
hacendaria, judicial y militar en los reinos ibéricos y americanos. 
Las guerras internacionales en las que participó la monarquía ca- 
tólica acentuaron la urgencia de adecuar las estructuras adminis- 
trativas a un orden mundial en proceso de construcción, el cual 
colocaba al comercio como la locomotora que conducía a las na- 
ciones hacia su esplendor. Los esfuerzos del poder real, entonces, 
debían enfocarse en propiciar las condiciones que facilitaran la 
multiplicación de las actividades productivas que alimentaban 
los flujos mercantiles y llenaban de dinero las arcas públicas. 
Dentro de este ajedrez geopolítico, América desempeñó un pa- 
pel muy importante, toda vez que se erigió como un nuevo esce- 
nario de confrontación de las potencias europeas dentro del cual 
competían por el control de mercados y territorios. 


Dentro de los círculos más altos del gobierno español se fue 
perfilando, desde la década de 1740, un nuevo orden de go- 
bierno para América, que contemplaba el nombramiento de in- 
tendentes de provincia que se encargarían de poner en funciona- 
miento un nuevo esquema de policía encaminado a alcanzar el 
fomento de los ramos productivos de la economía colonial, el 
control de la población y en hacer de los indios “vasallos útiles á 
sí mismos, al comercio, á la policía, y al aumento de la Real Ha- 
cienda”. Con estos principios se buscaba que España se posicio- 
nara nuevamente como una de las potencias más respetables del 
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orbe, cuya riqueza se sustentaría en la libertad comercial. La de- 
rrota militar sufrida en el contexto de la Guerra de los Siete 
Años (1756-1763) señaló la hora de desempolvar las propuestas 
reformistas que estaban archivadas en los despachos de Madrid. * 


En 1765, el rey Carlos III nombró a José de Gálvez visitador 
general de la Nueva España. En el acto le hizo entrega de la “Ins- 
trucción reservada, de 14 de marzo de 1765, que le encomenda- 
ba determinar si convenía establecer intendencias en Nueva Es- 
paña”.11 Gálvez fue el encargado de poner en práctica una estela 
de reformas con las que se comenzó a labrar el camino para la 
instalación duradera del sistema de intendencias. Dentro de las 
acciones más relevantes del malagueño sobresalen: el estableci- 
miento del monopolio del tabaco, *5 la creación de la Contaduría 
General de Propios y Arbitrios,* la expulsión de los jesuitas,*7 el 
nombramiento del primer intendente de Sonora y de Sinaloa en 
177148 y, además, fue un decidido impulsor de una política anti- 
criolla en el gobierno americano, particularmente en las audien- 
cias. 

Antes de finalizar la visita, José de Gálvez y el virrey Carlos 
Francisco de Croix enviaron el Informe y Plan de Intendencias que 
conviene establecer en las provincias de este reino de Nueva España, con 
fecha del 15 de enero de 1768, en el que expresaron la corrup- 
ción prevaleciente en el régimen de alcaldes mayores y corregi- 
dores, loaron el sistema de intendencias de España y propusieron 
el establecimiento de esta planta provincial en la Nueva España. 
La crítica que prepararon atacaba directamente la exacción fiscal 
y las arbitrariedades en contra de los indios que constantemente 
cometían los alcaldes mayores y corregidores, el sistema de re- 
partimientos que lastraba el comercio de los pueblos y la lentitud 
del sistema jurídico y burocrático que apartaba a los vasallos de 
las actividades productivas. Para hacer más eficiente el gobierno 
virreinal, promover el esplendor económico de la Nueva España 
y descargar al virrey de obligaciones administrativas, Gálvez y 
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Croix propusieron la subdivisión de la geografía novohispana en 
provincias gobernadas por intendentes que concentrarían en sus 
manos la autoridad en las causas de Justicia, Policía, Hacienda y 
Guerra.50 


José de Gálvez y el Marqués de Croix encontraron una fer- 
viente oposición a su Plan de Intendencias en el grupo encabezado 
por Bucarelli, el cual defendía el repartimiento que efectuaban 
los alcaldes mayores y corregidores y señalaban el perjuicio que 
haría una novedad como la que se proponían en una coyuntura 
económicamente favorable, en que las remesas de plata que se di- 
rigían a la península ibérica registraban un constante aumento.5! 
Esta justificación fue lo suficientemente poderosa para retrasar el 
proyecto de intendencias en Nueva España hasta 1786. Sin em- 
bargo, esta postergación no impidió que se aplicaran importantes 
reformas en los pueblos de indios, especialmente a nivel de la ad- 
ministración de los fondos comunitarios y en materia de propie- 
dad agraria, las cuales tuvieron un hilo de continuidad dentro 
del cuerpo de la Real Ordenanza de Intendentes de 1786.52 

El estudio de las intendencias en la Nueva España ha adquiri- 
do renovados bríos en el último lustro gracias a los esfuerzos que 
lleva a cabo la Red de Estudios del Régimen de Subdelegaciones 
de la América Borbónica (rErsaB), la cual, como su nombre lo 
indica, ha llevado la perspectiva de análisis a la esfera intermedia 
del gobierno provincial que encarnaban las subdelegaciones y los 
subdelegados.53 Este escalón de la administración pública había 
estado escasamente estudiado hasta hace pocos años e, inclusive, 
se le había subvalorado al punto de considerársele como el esla- 
bón más débil dentro de la cadena de mando de la monarquía es- 
pañola.5+ En este sentido, la atención había estado mayormente 
concentrada en las intendencias55 y en los órganos de gobierno 
municipal.5 Sin embargo, los últimos estudios han subrayado la 
importancia de estudiar la escala territorial de las subdelegacio- 
nes en tanto que en su interior se podía apreciar, con lujo de de- 
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talle, la actividad de los grupos de la sociedad, los traslapes juris- 
diccionales y el ejercicio cotidiano del gobierno.57 Estas dinámi- 
cas, por consiguiente, invitan a tomar con mayor seriedad la ac- 
tuación de los subdelegados y de todo el entramado del gobierno 
jurisdiccional en la instrumentación de los principios reformistas 
contenidos en la Real Ordenanza de Intendentes. 


En las páginas subsecuentes se hace una aproximación al mar- 
co normativo que regía la labor de los subdelegados dentro de 
los pueblos de indios novohispanos, particularmente en tres as- 
pectos: los comicios para elegir autoridades étnicas, la contabili- 
zación de las cajas de comunidad y los conflictos que se desata- 
ban a raíz de la actuación judicial de los subdelegados. Vale la pe- 
na subrayar que la ordenanza de 1786 otorgó amplias facultades 
a estos funcionarios dentro de los pueblos de indios, a diferencia 
de las villas y las ciudades con ayuntamiento en donde su poder 
estuvo limitado, en un principio, a las causas de Hacienda y 
Guerra, mientras que lo político y lo judicial lo compartían con 
los alcaldes ordinarios. Aunque su poder era amplio dentro de 
los pueblos, siempre necesitaron del apoyo de los gobernadores 
y de los alcaldes indios para asegurar la recaudación del tributo, 
fomentar el ahorro en las cajas de comunidad y mantener la 
tranquilidad pública. 

RENOVACIÓN DE AUTORIDADES ÉTNICAS 


Hacia las últimas décadas del siglo xvi, la celebración de 
elecciones era una parte constitutiva de la cultura política de los 
pueblos de indios novohispanos. Hasta el final del periodo colo- 
nial, los comicios estuvieron indisolublemente vinculados con la 
renovación de los cargos de gobierno local, la toma de decisiones 
sobre asuntos de interés común, la distribución del poder entre 
las principales fuerzas políticas, la defensa del pueblo frente a 
amenazas externas, así como la legitimación de aspiraciones au- 
tonomistas de estancias, barrios y pueblos sujetos que buscaron 
segregarse de sus cabeceras.5 Dentro de este tenor, los subdele- 
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gados entendieron muy bien que los comicios eran un medio ef1- 
caz para tejer vínculos de lealtad con elites indígenas que estaban 
dispuestas a cooperar bajo un nuevo escenario político que con- 
templaba la reducción de la potestad de los cabildos indios al ám- 
bito de un estricto gobierno económico, y el despojo de sus últi- 
mos vestigios de capacidad jurisdiccional. 


En el obispado de Valladolid, desde las rebeliones de 1766 y 
1767 que se desencadenaron con motivo de la expulsión de los 
religiosos de la Compañía de Jesús, se había sentado el preceden- 
te de retirar a los pueblos de indios sus capacidades en materia de 
impartición de justicia. Como parte de los castigos que se aplica- 
ron a las localidades levantiscas, sobresale la supresión de sus ca- 
bildos y su reemplazo por un comisario recaudador de tributos. 
La vindicta también contempló la prohibición de llevar a cabo 
elecciones anuales para designar gobernadores y alcaldes y la ce- 
lebración de asambleas únicamente bajo autorización expresa de 
las autoridades virreinales; en adelante, los españoles y mestizos 
tuvieron autorización para fincar su residencia dentro de los 
pueblos insubordinados.5 A raíz de este conjunto de medidas 
punitivas, varias repúblicas de naturales perdieron toda capaci- 
dad política y económica sobre su gobierno interior, y no les fue 
devuelto el derecho de nombrar autoridades hasta 1792, cuando 
estaba más afianzado el régimen de intendencias. Sin embargo, la 
recuperación de facultades ya no fue total. 

El artículo 13 de la Real Ordenanza de Intendentes confirmó 
la continuidad del derecho que tenían los pueblos de indios de 
nombrar, a través de elecciones, a sus gobernadores, alcaldes y 
demás oficiales de república, aunque solo para lo “puramente 
económico”. Esto significaba que los gobernadores esencialmen- 
te se iban a ocupar de recaudar el tributo siempre que el subdele- 
gado no nombrara a otra persona para tal fin. Lo anterior confir- 
ma la franca posición de superioridad que los nuevos funciona- 
rios tuvieron frente a los cabildos de indios, debido a que de su 
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palabra dependía la validez de las elecciones de república con las 
que anualmente se renovaba la composición de los cabildos. De 
acuerdo con el artículo 14 de la misma ordenanza, el subdelega- 
do debía de informar al intendente sobre las elecciones en los 
pueblos de indios para que él las aprobara o las reformara. En los 
comicios se debía elegir a hombres connotados que supieran el 
idioma castellano y que se distinguieran en el ejercicio de la agri- 
cultura y de la industria. 


El 25 de agosto de 1789, Bernardo Bonavia y Zapata, inten- 
dente de México, consciente de las pasiones y los conflictos que 
suscitaban las jornadas electorales en los pueblos de indios, pu- 
blicó a través de un bando de gobierno una recopilación de dis- 
posiciones encaminadas a garantizar la tranquilidad de los pue- 
blos y a evitar los pleitos que se generaban entre las facciones que 
se disputaban el control del gobierno local. Dentro de las normas 
publicadas se encontraban: 

1. La Real Cédula del 4 de junio de 1787, que disponía que 
las elecciones se hicieran en indios puros y que no en mu- 
latos, mestizos o en otras castas. 

2. La ordenanza del 23 de agosto de 1742, que ordenaba a 
las autoridades reales remitir las actas de los comicios en las 
que se certificara que los regidores electos fueran efectiva- 
mente indios y que, sin este requisito, no se aprobaran ni 
hicieran efectivos los resultados. 

3. La ley xv, título 111, libro vi de la Recopilación de Leyes de 
Indias, que preveía que las elecciones se efectuaran en pre- 
sencia del párroco. En el bando se señalaba que el artículo 
13 de la Real Ordenanza no parecía derogar esa ley, por lo 
que se prevenía que dicha presencia no fuera para persuadir 
a los electores a votar por los candidatos que los párrocos 
quisieran. 

4. El bando también indicaba que si los subdelegados nota- 
ban falta de idoneidad entre los candidatos, lo debían dar a 
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conocer en la junta electoral, para evitar que salieran elec- 
tas personas indignas o de la predilección de los subdelega- 
dos o de los párrocos. 


Finalmente, se hizo hincapié en la necesidad de que las elec- 
ciones se llevaran a cabo en año nuevo, pues así las autoridades 
estarían a tiempo de iniciar con la recolección del tributo que, 
posteriormente, debían entregar al subdelegado.s! 


El bando que el intendente de México hizo circular para que 
fuera cumplido por todos sus subdelegados y por los pueblos de 
indios de su circunscripción es un extracto magnífico de algunas 
de las resoluciones que se expidieron para solventar los proble- 
mas más recurrentes que se daban en esa materia en todo el 
reino, y, como tal, es un reflejo de la problemática de todas las 
provincias, por lo que también representa adecuadamente el pa- 
pel que los subdelegados jugaban en la elecciones y los elementos 
que debían tener en cuenta para que las elecciones se cumplieran 
adecuadamente. 


Además de contar con las facultades arriba descritas, los sub- 
delegados debieron adaptar su actividad y los principios refor- 
mistas a la organización local y a la naturaleza de los habitantes y 
de las autoridades de los diferentes pueblos, haciendas y ranchos 
que se ubicaban dentro de su jurisdicción. Algunos subdelegados 
se encontraron con naturales a los que no pudieron imponerles 
el nombramiento de los sujetos que ellos consideraron adecua- 
dos, como en el caso de los naturales de Huandacareo, quienes 
en el año de 1796 se quejaron de que el subdelegado de Cuitzeo, 
Francisco Camacho, violentaba sus derechos por el hecho de no 
permitirles celebrar libremente sus elecciones y querer colocar 
sujetos de su conveniencia en los cargos de la república.s?. En es- 
te caso, los naturales lograron una resolución que les favoreció y, 
además de la reprimenda que recibió el subdelegado, se condenó 
a este al pago de las costas en favor de los naturales de Huandaca- 
reo, aunque después fue una labor titánica cobrarle, pues se des- 
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apareció de la jurisdicción y el propio intendente obstruyó la 
ubicación de su paradero, pues se decía —en los informes que re- 
cabó el comisionado encargado de cobrar— que el subdelegado 
estaba “ocupado en negocios que le ha encomendado el señor in- 
tendente de aquella provincia, por lo que no se espera su pronto 
regreso”.63 


No obstante, las facultades de la Real Ordenanza de 1786 fue- 
ron un arma que quedó a disposición de los subdelegados y que, 
en cualquier caso, podían condicionar hasta llevar a cabo las 
elecciones, para hacer presión en aras de lograr algo que, aunque 
fuera legal solicitarlo, hacerlo violaba los derechos de los pueblos 
de indios. Un caso que sirve de muestra es la actitud del subdele- 
gado de Cuautitlán, José Simón de la Portilla, que suspendió las 
elecciones de autoridades indígenas de los pueblos de su jurisdic- 
ción, con el pretexto de que lo hacía así para obligar a que se le 
entregaran los tributos de medio real de ministros, hospital, 
bienes de comunidad y del diezmo, lo cual se negaban a entregar 
los antiguos gobernadores, alegando que habían estado en esa 
costumbre y que se consideraban liberados de esa obligación 
porque la tesorería general les recogió los libros. La tesorería ge- 
neral informaba que esa costumbre la impusieron los gobernado- 
res indios aprovechando la ignorancia en la materia de los milita- 
res que estuvieron a cargo de la administración de justicia en los 
años de 1814 y 1815; que los libros se trasladaron a la tesorería 
general para hacer la liquidación sobre el descubierto del ante- 
rior subdelegado, pero que eso no era motivo para que el subde- 
legado siguiera suspendiendo las elecciones de oficiales de repú- 
blica, que para ese entonces ya se habían suspendido por varios 
meses, pues esta comunicación era del 8 de abril de 1816, y las 
elecciones debieron haberse realizado el mes de diciembre del 


año anterior. 


Otro caso similar aconteció cuando el subdelegado de Texco- 
co, en la intendencia de México, advirtió que había peligro en 
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que quedaran electos sujetos que simpatizaban con la rebelión de 
1810. Por tal razón, consultó la posibilidad de suspender las 
elecciones y de nombrar él mismo los sujetos que consideraba 
adecuados, puesto que al anterior gobernador se le habían descu- 
bierto nexos con los insurgentes y quedaron en evidencia una se- 
rie de reuniones que celebró con el propósito de sumar a otros 
indios en la lucha rebelde. El fiscal de la Audiencia advirtió que 
sería más peligroso suspender las elecciones y nombrar a los of1- 
ciales sin tomar en cuenta a los naturales, pues eso encendería 
más sus ánimos, por lo que se debían celebrar las elecciones sin 
mayor novedad, solo teniendo sumo cuidado y vigilancia con la 
presencia de diputados y curas que conocían a los buenos indios, 
y que de la manera más prudente y moderada cuidaran que no 
recayeran los cargos en sujetos que no fueran de su confianza y 
de notorio honor; y así lo mandó el virrey Francisco Xavier Ve- 
negas el 11 de enero de 1811,% caso por demás contradictorio, si 
se toma en cuenta que lo que detuvo la decisión de alterar la ma- 
nera de elegir a los oficiales que proponía el subdelegado fue el 
temor de que los indios reaccionaran de manera adversa, y más 
en ese momento en que la guerra de independencia estaba en su 
apogeo; pero de igual forma que en el caso anterior, el subdele- 
gado planteaba la posibilidad de suspender los derechos de los 
indígenas por una “buena causa” y, aunque no se dio tal aproba- 
ción de manera expresa, sí se propuso que se hiciera en términos 
un poco sospechosos que permitieran dejar satisfechos tanto a los 
electores como al subdelegado y al párroco. 


Finalmente, en la ciudad de Pátzcuaro tenemos el ejemplo de 
una elección de autoridades de república de indios que se llevó a 
cabo sin ningún problema. Estos comicios sirven de botón de 
muestra para poner en evidencia la manera en que el subdelega- 
do consignó los resultados. Los indios con derecho a voto fueron 
convocados para el 31 de diciembre de 1794. En el preámbulo 
que abrió el acta electoral se dejó asentado el contenido de la real 
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cédula del 16 de octubre de 1791, con la que se concedió a la re- 
pública de indios el privilegio de nombrar a sus autoridades. Va- 
le la pena mencionar que, a raíz de los levantamientos populares 
de 1767, se les restringió ese derecho como castigo,% por lo que 
era preciso que el subdelegado invocara el documento real con el 
que se les devolvió el privilegio de contar con gobierno capitu- 
lar. En el acta se consignó que, estando reunidos en la sala de las 
casas reales de la ciudad el gobernador, alcaldes ordinarios y de- 
más oficiales de república, salieron electos los nuevos of1ciales: 
un gobernador, dos alcaldes (de primera y de segunda vara), un 
regidor honorario, diez regidores ordinarios, un alguacil mayor 
y un escribano de república. Enseguida se agregó la súplica para 
que se aprobara la elección, acompañada del visto bueno del sub- 
delegado, quien señaló que, toda vez que se le presentó la nómi- 
na de electos, y estando informado de que eran sujetos aptos y 
reunían las circunstancias personales necesarias, aprobaba la elec- 
ción de oficiales para el año de 1795. Inmediatamente el subdele- 
gado ordenó que hicieran el acostumbrado juramento ante el es- 
cribano público y de cabildo. La fórmula del juramento se trans- 
cribe íntegra, pues en ella se indicaron las obligaciones que ten- 
drían como oficiales de república, y es como sigue:%” 


El que hicieren por Dios nuestro señor y la señal de la Santa Cruz con forma 
bajo del cual prometieron de que usaran bien y fielmente de él, velando de que 
en sus barrios no se permitan embriagueces, ni pecados públicos, que los niños 
asistan a la escuela y doctrina cristiana, y todo el común los días de precepto al 
santo sacrificio de la misa, de defender el misterio de la Purísima Concepción de 
María Santísima y de recaudar con puntualidad los reales tributos de S. M. ha- 
ciendo sus enteros a su debido tiempo; en cuya conformidad su merced [el sub- 
delegado] les entregó las Varas de la Real Justicia y manda a todos los ancianos y 
regidores de esta ciudad hagan y tengan por tales oficiales de República a los que 
van nominados, obedeciendo sus mandamientos, y así lo proveyó mandó y fir- 


mó. 


Después de esto, se remitió la mencionada acta para aproba- 
ción del intendente de Valladolid, quien, el 17 de enero de 1795, 
solo puso la nota “confirmo las antecedentes elecciones” y agre- 
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gó su firma sin más trámite, con lo que se dio por terminado el 
proceso de elección de oficiales de república de indios de la ciu- 
dad de Pátzcuaro. En esta elección no es posible conocer más 
que el trámite concreto de la aprobación, y lo más seguro es que 
las negociaciones para aceptar o no a los sujetos electos se dieran 
fuera de todo protocolo, por lo que no se encuentra en estas ac- 
tas referencia alguna a la forma de elección o a la calificación de 
sujetos, más que la referencia general a que cumplen en todo, lo 
que es lógico, pues se trataba de asentar la legitimidad de una 
elección y, en muchos casos, se pudo recurrir a métodos no sus- 
ceptibles de consignarse en un acto oficial, por lo que, como en 
muchos de estos documentos, solo tenemos la versión oficial de 
una elección, lo cual también es importante conocer. 


BIENES DE COMUNIDAD 


En relación con los fondos públicos de los pueblos, la Real 
Ordenanza establecía la obligación de acumular información de 
los propios y arbitrios de cada pueblo, del estado de ellos, de su 
situación jurídica, de los gastos y, en general, de toda la informa- 
ción necesaria para formar un reglamento interino en donde se 
relacionarían los propios y arbitrios y bienes de comunidad, en 
donde el intendente debía moderar o excluir las partidas que le 
parecieran excesivas o superfluas, aunque estuvieran permitidas 
en otras ordenanzas o leyes. Este reglamento provisional debía 
enviarse a la Junta Superior de Real Hacienda para su aproba- 
ción, y se prevenía que se tuvieran en cuenta las leyes del título 
1v del libro vi de la Recopilación relativas a los bienes de comuni- 
dad de los pueblos de indios, en lo que no se opusiera a la Real 
Ordenanza de Intendentes. 


Para el caso de ciudades y de villas, la ordenanza establecía, en 
los artículos 36 al 53, que se debería establecer una junta munici- 
pals? para el manejo de los propios y arbitrios y bienes de comu- 
nidad y se debía nombrar un depositario, para que resguardara 
los caudales de propios y arbitrios, por lo que se le pagaría uno y 
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medio por ciento de lo que se cobrara. A fin de año, el mayordo- 
mo debía hacer cuenta jurada para que, por medio del intenden- 
te, se remitiera a la contaduría general del ramo, misma que de- 
bía presentarse en el mes de enero de cada año; con dicha cuenta 
se debería remitir el capital sobrante, dejando en caja únicamente 
lo asignado a cada ramo de los previstos en el reglamento, en 
tanto se verificaban las primeras entradas del año. 


Pero en los pueblos de indios todas las tareas de la junta y del 
mayordomo las debía realizar el subdelegado, así que la adminis- 
tración de los bienes de los pueblos de indios estaba en las manos 
de dichos ministros. El artículo 44 de la Real Ordenanza señala- 
ba que los gobernadores o alcaldes de naturales intervendrían en 
el cobro de los productos, que participarían de la cuenta justif1- 
cada de fin de año para que les constara el manejo de los bienes, 
además de que el gobernador o alcalde y el regidor más antiguo 
tendrían dos llaves del arca de tres llaves para el resguardo de los 
caudales, y la otra llave quedaría siempre en manos del subdele- 
gado; el arca permanecería en la cabecera del partido. 

Aunque legal y discursivamente el establecimiento de los re- 
glamentos de bienes de comunidad y el manejo de los mismos 
debía ser útil para los pueblos de indios, pues les permitiría tener 
excedentes para invertirlos en compra de fincas, rentas y fomen- 
to de obras útiles, según el artículo 47 de la Real Ordenanza de 
Intendentes, lo cierto es que el artículo se modificó en 1788 para 
que la Real Audiencia determinara en qué objetos se aplicarían 
los excedentes.70 Con ello se dio un giro al uso de los bienes de 
comunidad, al destinarse para aviar agricultores, el Banco de San 
Carlos y la Compañía de Filipinas.”! 


La fiscalización de los bienes de comunidad generó toda varie- 
dad de quejas. Recordemos que, a partir de la iniciativa de José 
de Gálvez, se creó la Contaduría General de Propios y Arbitrios 
y se ordenó que se elaboraran reglamentos de bienes de comuni- 
dad. En el caso de Valladolid, los reglamentos se habían comen- 
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zado a elaborar desde antes de la proclamación de la Real Orde- 
nanza de Intendentes, entre los años de 1777 y 1796,72 y estos 
comprendieron a todas las subdelegaciones. De acuerdo con el 
artículo 34 de la Real Ordenanza, las partidas de gastos se clasif1- 
caban en cuatro clases, que eran las siguientes: la primera era la 
de dotaciones o ayuda de costas señaladas a los justicias, capitula- 
res y dependientes de los ayuntamientos, así como salarios de 
oficiales públicos como médico, cirujano y maestro de escuela; la 
segunda eran los réditos de censos y otras cargas que se tuvieran 
que pagar por los pueblos; la tercera, los gastos de festividades 
votivas y limosnas voluntarias; y la cuarta eran los gastos extra- 
ordinarios, misma que no debía exceder a 40 pesos en ciudades y 
villas, y 20 pesos en los pueblos de indios, pues, en caso de que 
fueran mayores dichos gastos, se debía solicitar la autorización a 
la junta superior. 


Para no transcribir un reglamento en su totalidad, solo se ex- 
plicarán algunos puntos de interés sobre estos para poder enten- 
der hasta dónde el subdelegado tuvo injerencia en su manejo. Es- 
to pese a que con las reglas previstas los subdelegados tenían fa- 
cultades que les permitían controlar dichos bienes y, en su caso, 
beneficiar a quien consideraran o les favoreciera para la adquisi- 
ción de un arrendamiento de bienes de comunidad. 

El reglamento comienza con el título de “formulario y méto- 
do en el que se han de ordenar las cuentas de los bienes de comu- 
nidad de indios de los pueblos de (nombre del partido) y su par- 
tido comprendido en el distrito de esta intendencia para mayor 
claridad y evitar la confusión que en muchas de ellas se ha obser- 
vado proporcionando igualmente la uniformidad que facilite su 
pronto examen, liquidación y fenecimiento”. Después de esto, se 
ofrece un ejemplo de la manera en que se debería de hacer el car- 
go y la data, o los ingresos y los egresos a cargo de un pueblo, lo 
que, de acuerdo con este documento, se debería hacer con base 
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en la relación jurada que daría el subdelegado acerca de los 
bienes de comunidad de cada pueblo de su jurisdicción.”73 


El cargo se comprende de todos los bienes que tuviera el pue- 
blo y que le reportaran algún ingreso o estuvieran en posibilidad 
de hacerlo por medio del arrendamiento, y la data comprende 
los gastos que, de acuerdo con el artículo 34 de la Real Orde- 
nanza, podían ejercerse con dicho dinero; ahí mismo se hacían 
algunas notas en las que se prevenía que debían relacionarse to- 
dos los bienes de comunidad, y que los gastos debían ser propor- 
cionales al ingreso de cada pueblo, aprobados por el intendente y 
comprobados con los recibos correspondientes. El ejemplo que 
se incluía en todos los reglamentos se elaboró en la Contaduría 
General de Propios y Arbitrios, el 21 de abril de 1796, y contie- 
ne la rúbrica de Manuel Saviñón. Se hace esta aclaración, pues 
hubo reglamentos de estos desde 1777, así que pudieron variar 
en su forma o en sus recomendaciones, por lo que se aclara para 
tener presente que existen diversas versiones de estos documen- 
tos, aunque de los que se habla se elaboraron con base en las re- 
glas de la Real Ordenanza de Intendentes. 

Después de ese ejemplo y de prevenciones, se iniciaba con el 
reglamento interino, que básicamente seguía los pasos de elabo- 
ración del ejemplo consignando el nombre del partido y un gran 
preámbulo sobre las intenciones de unificar y mejorar el go- 
bierno de los pueblos, haciendo la prevención de que el incum- 
plimiento de la ley x, título rv, libro v1 de la Recopilación estaba 
sancionado con penas severas: esta ley se refería al fraude de di- 
chos bienes y establecía que, por ningún motivo y en ninguna 
calidad, así fuera para el pago de alguna causa pública, se hiciera 
uso de ellos, pues se declaraba en dicha ley que “ninguna puede 
haber más universal y privilegiada que la de los indios cuya es es- 
ta hacienda”. 


Ya en los reglamentos elaborados en 1797 se consignaban, ba- 
jo el método señalado, los pueblos del partido, los ingresos de 
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bienes de comunidad y los gastos de los mismos. Después, de 
acuerdo con el artículo 34 de la Real Ordenanza, se asentaban 
los gastos que tenía cada pueblo, los cuales podían referirse al pa- 
go de empleados reales, en donde regularmente en los pueblos 
de indios se consignaba el pago de 2% de los bienes de comuni- 
dad que el artículo 51 de la Real Ordenanza señalaba que debían 
aportar los pueblos de indios,7* para el pago de los servicios de 
los ministros de Real Hacienda de la intendencia. También se 
consignaban los censos que tuviera el pueblo, el pago de la li- 
mosna que el pueblo aportara para el hospital de San Lázaro, los 
gastos de fiestas votivas, el pago de maestro de escuela, el real y 
medio de comunidad, etcétera. En caso de tener gastos extraor- 
dinarios, se deberían de relacionar los mismos y señalar si esta- 
ban autorizados por el intendente. 


Más adelante, el artículo 44 de la Real Ordenanza contiene las 
normas y reglas para el manejo de dichos bienes; consignaba las 
obligaciones de los subdelegados de pueblos de indios y se agre- 
gaba la prevención de que en el arca de la caja de comunidad se 
debían custodiar, además de los bienes, las escrituras, mercedes, 
títulos y todos los recaudos en donde constaran las tierras, cau- 
dales y efectos que pertenecían a los pueblos; esto de acuerdo 
con la ley xr, título 1v, libro vi de la Recopilación. Igualmente, se 
señalaba que los ranchos, potreros y demás tierras del pueblo de- 
bían arrendarse por uno o más años, hasta cinco máximo; para 
este fin el subdelegado debía publicar los pregones, admitir pos- 
turas, pujas y mejoras, previas fianzas a satisfacción de él, lo que 
debía notificar a los pueblos interesados, para su conocimiento, 
así como dar cuenta al intendente para que, con acuerdo del ase- 
sor general de la intendencia, se informara a la junta superior pa- 
ra su aprobación. También se prohibía al subdelegado que él mis- 
mo, por interpósita persona, o sus parientes se admitieran como 
postores. Los solares y los ranchos de poca consideración podían 
ser arrendados a quien los pidiera, sin sacarlos a almoneda públi- 
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ca, pero con el conocimiento de los indios, previo pago del 
arrendamiento por adelantado y afianzando las cuotas. Si llegara 
a faltar algún requisito y no se lograba recaudar algún pago, se 
haría responsable al subdelegado. 


Los subdelegados también debían llevar un libro de control 
foliado y rubricado para asentar un inventario de todos los 
bienes, acompañado de la noticia de todas las escrituras, títulos y 
bienes de los pueblos. Asimismo, en ese libro se llevaría la cuenta 
del cargo y data, con noticia puntual de los arrendamientos y las 
condiciones de ellos. Este reglamento prohibía la costumbre de 
que, cuando salieran de cobranza de los reales tributos, los go- 
bernadores o alcaldes indios se mantuvieran a costa de los bienes 
de comunidad, señalando que por dicho trabajo tenían el pago 
de 1% de lo recaudado, además de que era una carga concejil 
propia de su oficio, por lo que no debían de recargarse con dicho 
gasto los bienes de comunidad. 

En enero, el subdelegado debía mandar cuentas y noticias 
exactas de la administración de los bienes de cada pueblo para 
que las examinara el contador de la intendencia, a fin de verificar 
el exacto manejo y cumplimiento de la ley x, título rv, Libro vr 
de la Recopilación, en cuanto a no usar los bienes de comunidad 
en otra cosa que no fuera el beneficio de los indios y que se tu- 
viera la aprobación en los cargos de data autorizados por la junta 
superior o por el intendente; en caso de falta en este respecto, se 
castigaría al subdelegado y se haría responsable a sus fiadores. El 
subdelegado debía también remitir una certificación de la canti- 
dad consignable a la tesorería, dejando constancia de que los 
bienes de comunidad no habían dado más ganancias, y que se le 
hizo saber de esas cuentas a los alcaldes y regidores indígenas 
que, juntamente con el escribano indígena, firmarían dicha certi- 
ficación para la debida constancia. Por otra parte, se prevenía que 
el subdelegado no debería permitir, por ningún motivo, que las 
autoridades o cualquier individuo de la república de naturales 
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pudieran empeñar, enajenar o vender, en todo o en parte, los 
bienes de comunidad sin preceder autorización de la Junta Supe- 
rior de Real Hacienda, por lo que sería nula cualquier operación 
que se realizara en tales términos; de igual manera se prohibía 
que se dedicaran estos bienes a obras pías. 


En el caso de que algún indio tuviera tierra de comunidad en 
repartimiento y falleciere sin tener hijos o esposa, o que no hu- 
biera algún otro indio capaz de encargarse de ellas para su manu- 
tención y pago de tributos, los bienes se deberían de aplicar al 
común. Así, todas las tierras que quedaran vacantes serían res- 
guardadas por el subdelegado con el propósito de que se destina- 
ran al cultivo común, beneficiando cada indio diez brazas para 
maíz de comunidad, y evitando por todos los medios que se 
quedaran desamparados los pueblos y reducciones por la cos- 
tumbre de los indios de trabajar en haciendas. 


Una vez que se lograra aumentar los bienes de comunidad y 
librarse de censos, empeños y deudas que hubiera contraído la 
comunidad, se podía llevar a cabo la compra de fincas, hacer in- 
versiones a réditos o cualquier otra que beneficiara al común, co- 
sa que debía llevar a cabo el subdelegado, con información de los 
indios y la justificación al intendente. También se prohibía al 
subdelegado que guardara cualquier cantidad de bienes de co- 
munidad sin depositarlos en la caja, así como extraer cualquier 
suma que no fuera para el pago de las cantidades autorizadas. 


Finalmente, se hacían recomendaciones por parte del inten- 
dente para que los subdelegados ejecutaran de la mejor manera 
toda actividad relativa al ramo, con las prevenciones de estilo so- 
bre las sanciones a las que se harían acreedores en caso de faltar a 
estas. Ante la imposibilidad de que los ministros de Hacienda 
elaboraran reglamentos para cada pueblo, se encargaba al subde- 
legado reproducirlos y hacerlos llegar a los pueblos de indios, 
para que tuvieran conocimiento de estos y de las obligaciones 
que se consignaban en ellos. Además, se agregaban, por petición 
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del señor fiscal protector general de naturales, algunos artículos 
que no hacían otra cosa que repetir algunas de las reglas, como la 
referente al libro de registro, la autorización para arrendar los 
bienes de poca monta sin almoneda pública, la prohibición a los 
indios de enajenar dichos bienes, así como el destino que se daría 
a los sobrantes de bienes de comunidad. 


Hasta aquí las disposiciones de estos reglamentos; en ellas se 
puede ver que el papel del subdelegado era precisamente el de 
administrador de dichos bienes, con poderes suficientes para in- 
tervenir en la forma en que se daban los arrendamientos, vigilar 
que los indios no hicieran mal uso de ellos; asimismo se hacía 
cargo del cobro, por medio de los gobernadores y los alcaldes, de 
las contribuciones de real y medio que los tributarios debían pa- 
gar por concepto de bienes de comunidad. 


Las potestades de los subdelegados en este rubro también fue- 
ron motivo de descontento de los naturales, pues, en algunos ca- 
sos, estos se quejaban de que los subdelegados arrendaban sus 
bienes sin darles audiencia. Por ejemplo, en la avalancha de que- 
jas en contra de Pedro Miguel Camacho, subdelegado de Apa- 
tzingán, denunciaban los naturales que, en el remate para arren- 
damiento de los bienes del común, aquel nombraba al perito sin 
darles voz, que no llevaba a cabo pregones para beneficiar a sus 
paniaguados, que arrendaba los bienes de comunidad en cantida- 
des cortas, que en algunos casos no tenían noticia de las cantida- 
des del arrendamiento ni del arrendatario, que se les dejaban las 
peores tierras para el común por no tener agua y que no aceptaba 
arrendárselas al propio pueblo para no verse precisados a trabajar 
de jornaleros en ranchos y en haciendas de la localidad por dos 
reales diarios. Esta misma queja, con otros matices, la formula- 
ban los naturales de San Juan de los Plátanos, Acahuato, Pará- 
cuaro y Tancítaro,?5 cinco de los 10 pueblos de este partido; la 
queja más recurrente era que no se cumplía con las formalidades 
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en los remates de estos bienes y con informarles a los indios del 
estado de sus bienes. 


ABUSOS DE AUTORIDADES 


Además de las reformas que incidieron en el sistema de elec- 
ción de autoridades y del nuevo esquema de manejo de los 
bienes de comunidad, otras cosas afectaron a los pueblos de in- 
dios, entre las que se pueden contar las recurrentes quejas por los 
abusos de los subdelegados y de sus tenientes. La mayor parte te- 
nía su raíz en que los tenientes usurpaban las labores de los pue- 
blos de indios, deteniendo a los naturales por ebriedad o por fal- 
tar a los oficios de iglesia, labores que se les encomendaban a los 
indios por ser asuntos de orden interno de dichas comunidades y 
de monta menor. Tales acciones estaban seguramente motivadas 
por la necesidad de los tenientes de justicia de esquilmarlos, a fin 
de cubrir las cuotas que algunas veces tenían que pagar al subde- 
legado por permitirles acceder al cargo. Se han encontrado casos 
como el del teniente de Maravatío, José María Ruiz Chávez, 
nombrado por el subdelegado de Zitácuaro, que entregaba a este 
una renta diaria de 12 reales por la vara de teniente;”ó o el del te- 
niente de justicia de Tepecoacuilco, de la subdelegación de Tax- 
co, que daba 400 pesos anuales al subdelegado, quien cometía 
todo tipo de abusos en contra de toda la población, pero espe- 
cialmente contra los indios, que debían de darle, por ejemplo, 12 
gallinas y algunos reales para él y para el párroco, con el propósi- 
to de que se pudiera verificar actividad eclesiástica en el pueblo.” 


Los subdelegados llegaron a aplicar penas a los indios, físicas o 
pecuniarias, que parecen abusivas. Por ejemplo, los naturales de 
Cherán se quejaban de que el subdelegado les aplicaba penas de 4 
y hasta 12 pesos por cualquier motivo y sin fundamento alguno, 
o por acusaciones de ebriedad y amancebamiento. Por no asistir 
a misa, les aplicaba penas como la cárcel o el cepo; y, en muchos 
casos, cuando ellos preguntaban el motivo de sus detenciones, 
aquel se limitaba a responderles que ellos sabían el motivo.?s 
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Otro cambio importante fue la eliminación de la jurisdicción 
indígena que, aunque era menor y auxiliar, constituía el recono- 
cimiento de una autoridad indígena que podía detener a los de- 
lincuentes y mandarlos a la presencia del corregidor o del alcalde 
mayor,7? o que podía intervenir en asuntos de baja cuantía o de 
poca importancia que ocurrieran entre los indios, en cuyos casos 
podía reducirlos a prisión, azotarlos o imponerles penas pecunia- 
rias menores.50 Al respecto, la Real Ordenanza de Intendentes 
decía que, pese al nombramiento de jueces españoles en los pue- 
blos cabeceras de meros indios, se permitía que estos siguieran 
nombrando a sus gobernadores o alcaldes y demás oficios de re- 
públicas de indios, pero, como se ha dicho, “para su régimen pu- 
ramente económico, y para que exijan de los mismos naturales el 
Real Tributo que pagan...”,8l con lo que se les convertía en sim- 
ples auxiliares de la recaudación y se eliminaba por completo su 
facultad jurisdiccional, por menor que fuera antes de esta refor- 
ma. Así, las autoridades con facultades jurisdiccionales dismi- 
nuían por mandato de la Real Ordenanza y dejaba como actores 
de la administración de justicia al intendente, el teniente letrado, 
a los alcaldes ordinarios y a los subdelegados. 


También acontecía que los encargados de justicia de los sub- 
delegados, de acuerdo con el artículo 13 de la Ordenanza, po- 
dían ser nombrados o autorizados para el cobro de los tributos 
en los pueblos de su jurisdicción, aunque, en la generalidad don- 
de había pueblos de indios, se encargaba a sus gobernantes o al- 
caldes esa tarea, que estaba consignada como propia del gobierno 
indígena. Sin embargo, hay casos en que, en los padrones, se 
consigna que esas actividades se comisionaron a los tenientes de 
justicia o a encargados de los subdelegados, como en Numarán, 
en donde se encomendaba la recaudación del tributo al encarga- 
do de justicia.82 Esto parece ser que fue un recurso muy poco 
usado, pues la Real Ordenanza de Intendentes dejaba en claro 
que esa era una obligación de los pueblos de indios, y que tal re- 
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curso debió de ser más común en los partidos con mayor presen- 
cia de población mestiza y en donde la recaudación debió de re- 
ferirse a otros tipos de contribuciones. Sin embargo, no se han 
localizado fuentes que nos aclaren los sitios en los que se usó el 
auxilio de los tenientes de justicia para llevar a cabo la recauda- 
ción, ni los rubros exactos de los que se pudieron encargar. 


En el formulario que se anexó a la Ordenanza para la formación 
de los autos de visita y padrones, y tasas de tributarios, elaborada por el 
virrey conde de Revillagigedo, en cumplimiento del artículo 
134 de la Real Ordenanza,s hay algunas observaciones y notas 
que indicaban que no se debía anotar la edad de los tributarios, o 
que no era necesario; pero, en el caso de los próximos a causar, 
sí, pues se consideraba que a partir de los 13 años estos se debían 
empadronar en la columna respectiva pues, para el próximo qu- 
inquenio, serían contribuyentes del real haber y, en caso de tener 
más edad pero sin llegar a los dieciocho, se anotarían y, conside- 
rando que cumplirían la edad antes del siguiente padrón, se deja- 
rían así para que, una vez que se les comenzara a cobrar, sirvieran 
de compensación por los ausentes y los muertos. Esto implicaba 
que el nivel en el que se haría la compensación sería el corres- 
pondiente a los pueblos de indios, pues el subdelegado se limita- 
ría a pedir la cuenta del padrón y el gobierno de república ten- 
dría un control más exacto de la edad de sus tributarios, así co- 
mo de las muertes y ausencias, por lo que aquellos serían los res- 
ponsables de entregar las cuentas ajustadas al padrón, sin impor- 
tar si habían fallecido sujetos o algunos otros habían llegado a la 
edad de tributar y se les había comenzado a cobrar. 


También para los casados sin registro de edad era preciso colo- 
car este dato. Cada matrimonio se consideraba como un solo tri- 
butario. Es por ello que, en las cuentas, cuando los sujetos esta- 
ban casados, no aparece la numeración de dos, pese a que se esté 
hablando de un matrimonio. Por todos los medios se debía tratar 
de distinguir a los sujetos, por lo que, en el caso de los indios, se 
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recomendaba anotar el nombre de sus esposas o de sus padres, 
para evitar la confusión con tributarios homónimos. 


En el formulario mencionado se hace un cotejo, en el que hay 
una simple comparación entre la manera en la que se contabiliza- 
ban los tributarios por el método antiguo y la nueva forma en 
que se haría, de lo que se obtendría un número mayor de tribu- 
tarios, pues el artículo 137 de la Real Ordenanza prevenía nue- 
vas disposiciones para aumentar la base tributaria y alentar algu- 
nas otras acciones con repercusiones sociales, como el matrimo- 
nio. El artículo mencionado disponía que todo tributario indio 
debía pagar una cuota anual de 16 reales, y señalaba que debían 
hacerlo desde los 18 años, lo que era una novedad pues, antes de 
esta reforma, se consideraba que los indios solteros eran medios 
tributarios hasta que contrajeran matrimonio, por estar bajo la 
potestad paterna, cosa que se quería evitar por considerar que 
traía perjuicio a los individuos, a la población, al buen orden y a 
la real hacienda, pues, con el ánimo de permanecer como medios 
tributarios, evitaban el matrimonio. Además, debían pagar me- 
dio real de ministros y medio real de hospital, lo que para los in- 
dios hacía una carga total de 17 reales, sin contar los pagos por el 
diezmo. Otra regla que seguía vigente era que el límite de edad 
para tributar era hasta los 50 años, tal y como lo disponía la ley 
vir, título v, libro vi de la Recopilación de Leyes de Indias; además, 
los únicos indios que se encontraban exentos del pago del tributo 
eran los caciques, sus primogénitos, las mujeres de cualquier es- 
tado y los gobernantes indígenas en tanto no estuvieran en el 
cargo; por lo que se refiere a los negros, mulatos libres y otras 
castas, todos, tanto solteros como casados, debían pagar, desde 
los 18 años, la cantidad de 24 reales, equivalentes a dos pesos. 

El cambio en la forma de tributar que se introdujo en la orde- 
nanza de tributos, y que consistió en aumentar la base tributaria 
por medio de la modificación de la edad para tributar y por eli- 
minar la regla del estado civil, logró aumentar el ingreso de la 
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Real Hacienda, aunque en franco detrimento de los pueblos de 
indios. Y se sabe que las tasas de crecimiento de la recaudación 
aumentaron considerablemente en esos periodos. De hecho, los 
momentos de mayor incremento se dieron entre los años de 
1791 a 1800, con aumentos en la recaudación general de hasta 
más 16%, aunque algunos estudios atribuyen los incrementos al 
crecimiento demográfico indígena y a los aumentos en el movi- 
miento comercial que elevó el ingreso en ramos como el del pul- 
que.35 Esto se debió a que, al parecer, las reformas no se pudieron 
aplicar en todos los ámbitos, particularmente por la resistencia a 
que fuera gravado un mayor número de la población indígena, al 
eliminar los medios tributarios que eran los solteros y los viudos 
e incluir a los mulatos libres y a los negros, que se encontraban 
exentos antes de la reforma.36 


CONSIDERACIONES FINALES 


Las reformas que se instrumentaron a la luz de la Real Orde- 
nanza de Intendentes de 1786 afectaron la vida en los pueblos de 
indios de la Nueva España y su relación con el gobierno virrei- 
nal. La necesidad de la monarquía borbónica de incrementar el 
volumen de las contribuciones que pagaban los indios requirió 
de la actividad de los subdelegados. Estos funcionarios, como re- 
presentantes de los intendentes dentro de los espacios provincia- 
les, fueron investidos de amplias facultades gubernativas que les 
aseguraron un amplio margen de maniobra para intervenir en la 
esfera de autonomía de los pueblos de indios. Sin embargo, su 
injerencia requirió de la negociación y de acuerdos con las élites 
étnicas para sacar adelante el proyecto ilustrado de fiscalizar los 
bienes de comunidad, fomentar el ejercicio de actividades pro- 
ductivas y limitar la autoridad de los cabildos al ámbito de lo es- 
trictamente económico. 


Para los subdelegados fue muy importante asumir el control 
de las elecciones de república en el sentido de que su palabra era 
determinante para legitimar procesos electorales que empodera- 
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ban a gobernadores y a alcaldes proclives a colaborar con la reco- 
lección del tributo, la preservación de la tranquilidad pública y la 
formulación de reglamentos para el manejo de las tesorerías lo- 
cales. En este sentido, la Real Ordenanza de Intendentes de 1786 
contribuyó a crear un marco referencial a partir del cual los sub- 
delegados condujeron su actuación dentro de los pueblos. Sin 
embargo, el ejercicio de sus atribuciones no estuvo exento de la 
comisión de abusos y de soluciones pragmáticas que adaptaron 
los contenidos del nuevo sistema de gobierno a las realidades de 
cada lugar. 


66 


TERRITORIALIDAD DE LOS PUEBLOS DE INDIOS EN LA 
SUBDELEGACIÓN DE XALAPA: 1789-1807 


PauLo César LóPEz ROMERO?7 


La NOCIÓN DE TERRITORIO SE ASOCIA USUALMENTE AL ESPACIO controlado 
por una persona o por un grupo de personas. Desde esta primera mirada 
se observa que un territorio reúne el espacio (un lugar de la tierra, con 
su respectiva escala) con hombres (grupos, empresas, sectores sociales e 
individuos). En este trabajo un territorio solo existe mediante la acción 
humana, desde su ocupación, su disposición y su defensa ante otros te- 
rritorios. Uno de los objetivos en la conformación de un territorio es 
disponer de sus elementos intrínsecos; muchos de estos servirán para de- 
sarrollar actividades productivas en beneficio de quien lo interviene. Es- 
te espacio se conforma como el escenario complejo de diversas relacio- 
nes: geográficas, políticas, económicas, culturales.ss 


Como todo proceso natural y social que circunscriba tiempo y espa- 
cio, los territorios no son entidades absolutas, estáticas ni terminadas en 
determinada época. Por esta razón es preciso discutir las realidades del 
trabajo en el concepto de territorialidad;* es decir, del proceso de cons- 
trucción de territorios. Esta noción permite dar sentido a varias realida- 
des espaciales y sociales enfocadas a un determinado lugar ocupado. La 
territorialidad se concreta en “la acción de significar un lugar y, con 
ello, proteger, ratificar, defender, marcar, generar y alterar el territorio 
mediante hábitos, ritos, costumbres, prácticas y usos por un sujeto indi- 
vidual o colectivo”.9 Al contar con esta mirada, un territorio se observa 
a partir de las acciones en torno a un sitio que será controlado por una 
persona o por un grupo de personas. 


A finales del siglo xvI11, en Nueva España se estaba gestando una ver- 
dadera revolución geográfica. En 1786, la Real Ordenanza para el estableci- 
miento e instrucción de Intendentes de ejército y provincia en el reino de Nueva Es- 
paña fijaba las nuevas disposiciones sobre los territorios políticos. Las in- 
tendencias creadas a partir de los viejos corregimientos y de alcaldías 
mayores y la disposición de partidos en las intendencias fueron elemen- 
tos que organizaban políticamente las regiones, intentando incorporar- 
las al sistema de gobierno español propuesto por las reformas borbóni- 
cas. Por su parte, las corporaciones urbanas, en la persecución de sus ob- 
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jetivos particulares, también construían sus territorios o buscaban incre- 
mentarlos (según sus condiciones específicas).% 


En este trabajo se asume que las necesidades propias de los pueblos de 
indios del partido de Xalapa y las intervenciones de la política virreinal 
en la zona propiciaron que algunos de esos pueblos buscaran ampliar sus 
propiedades de tierras. En las fuentes consultadas se observa que los 
pueblos hicieron solicitudes a la autoridad superior, arrendaron tierras a 
particulares y llevaron a cabo diversos movimientos espaciales que res- 
pondieron a eventos “externos” que impactaron en la zona. Estos even- 
tos se ligaron con la política borbónica que buscó el fomento de activi- 
dades productivas y mercantiles y la vigilancia del reino ante los posi- 
bles problemas internacionales. 


Este estudio está dividido en cuatro partes: la primera busca eviden- 
ciar las particularidades de la región xalapeña por medio del recuento de 
su geografía humana. Posteriormente, se abordará una serie de interven- 
ciones del gobierno virreinal en el periodo que va de 1794 a 1804. Este 
marco servirá para mostrar diversas necesidades de los pueblos de indios 
de dicha zona y para poner de relieve los procesos territoriales que re- 
sultaron de todas estas condiciones tanto materiales como legales. 


LA PROVINCIA DE XALAPA Y SUS PUEBLOS 


El partido de Xalapa, perteneciente a la intendencia de Veracruz, reu- 
nió una serie de realidades geográficas diversas. Se trata de una zona en- 
tre el altiplano y el litoral del “seno mexicano” que se localiza en las es- 
tribaciones occidentales del Cofre de Perote (4 400 msnm) y en el extre- 
mo sur del último tramo del Eje Neovolcánico Transversal, antes de su 
encuentro con la costa. Sobre este choque de cordilleras se forman las 
cuencas hidrológicas del río Actopan y del río Los Pescados/Antigua, 
que reúnen diversos afluentes de poniente a oriente, hasta desembocar 
en el mar. Este sistema hidrológico es alimentado por las evaporaciones 
y la humedad provenientes del océano Atlántico y de corrientes de agua 
subterránea de la Sierra Madre Oriental. El clima de la zona es húmedo- 
templado, guarda temperaturas de 15 a 21? C en las zonas altas y de 25 
a 309 C en las zonas más bajas. Dentro de este orden se pueden diferen- 
ciar tres niveles ecológicos: la sierra, conformada por altas montañas, 
manantiales y zonas de bosques de niebla con clima frío; la mesa xalape- 
ña, donde existen montes, lomeríos y varios arroyos y ríos con un clima 


68 


más templado; y las zonas bajas, en donde se encuentran los ríos más 
grandes, los llanos más extensos y un clima más cálido. 


La ocupación humana de este espacio puede comprenderse a partir de 
tres unidades principales en su época: los pueblos, las haciendas y los 
ranchos. Estos lugares albergaron diversos grupos de población: indios, 
españoles y castas, sin alguna restricción especial. Los pueblos eran los 
sitios que más habitantes mantenían, algunos con marcada presencia de 
población indígena, pero otros con elevado porcentaje de población 
mestiza.” La disposición de estos sitios se origina en diversos procesos 
históricos y sociales (asentamientos prehispánicos, congregaciones, com- 
posiciones de tierras y la influencia del camino real México-Veracruz). 
Las haciendas se instalaron principalmente en zonas que habían sido de- 
socupadas por los pueblos indígenas y en las zonas más bajas y cálidas. 
Los ranchos, sitios en donde residían pocas personas, se dispusieron por 
lo regular en las partes intermedias entre los pueblos y las haciendas; sus 
actividades buscaban complementar y participar de las actividades pro- 
ductivas de las haciendas y de los pueblos. Ambos grupos estaban ocu- 
pados por población mestiza, aunque en las haciendas también había 
marcada representación afrodescendiente.* 


Las actividades productivas de la región estuvieron en concordancia 
con las condiciones arriba descritas. Los principales cultivos eran: maíz, 
caña de azúcar, frijol, cebada, frutas (naranjas, guayabas, tamarindo) y 
verduras (hortalizas y hierbas). La ganadería se conformaba en su mayor 
parte de ovejas, caballos, mulas (para recuas), cerdos, gallinas y, en las 
zonas bajas, había presencia de ganado vacuno. A la par de estas activi- 
dades, en la zona prevalecía la elaboración de losa, cerámica y derivados 
de azúcar (panela, miel, aguardiente). Toda la producción se trasladaba a 
través de diversas veredas, caminos de herradura y caminos reales. Cabe 
mencionar que las actividades ganaderas y de productos derivados eran 
característicos de las haciendas y de los ranchos, mientras que las activi- 
dades agrícolas se focalizaban en buena medida en los pueblos. 


Todas estas realidades se unían en un interesante ordenamiento regio- 
nal con base en dos condiciones: la política y la comercial. En la villa de 
Xalapa se estableció una subdelegación que ponía en marcha tres instan- 
cias importantes para la vida cotidiana de los habitantes de la zona: el 
juzgado local (subdelegado), la notaría pública y la parroquia principal. 
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La localidad xalapeña se conformó como el centro administrativo y de 
gobierno realengo y eclesiástico. Asimismo, desde la construcción de un 
camino real en el siglo xvx, la zona ha sido una opción considerable de 
viajeros y de trajinantes en su paso del puerto de Veracruz a la Ciudad 
de México, compartiendo grado de importancia (hasta finales del siglo 
xvi) con la zona de Orizaba. Este camino afianzó a Xalapa como el 
centro de mercado más importante de la zona; al pueblo xalapeño llega- 
ban mercancías provenientes de Europa y del centro del reino novohis- 
pano, que a su vez eran distribuidas a cada pueblo en el interior del par- 
tido. Al mismo tiempo, los productos y servicios de los pueblos de los 
alrededores eran conducidos a Xalapa mediante una red de caminos re- 
gionales, trazados para comunicar las zonas altas, las medias y las bajas. 


Dentro de esta compleja estructura, el partido de Xalapa mantenía 
varios pueblos de indios que contaban con sus propias repúblicas. Es 
bien conocido que un “pueblo de indios”, como entidad jurídica y polí- 
tica, se componía de varias localidades organizadas jerárquicamente y de 
propiedades comunales. Las localidades se organizaban a partir de pue- 
blos cabeceras, pueblos sujetos, estancias y barrios. Estos sitios mante- 
nían una serie de propiedades comunales, entre las que destacan los edi- 
ficios (casas consistoriales, casas de comunidad, cárceles y templos reli- 
giosos) y las tierras del pueblo. Las disposiciones legales que, desde la 
época de congregaciones, se impusieron para los pueblos dictaban que 
estos debían componerse de un “fundo legal” (espacio para que se cons- 
truyeran casas, edificios), solares para el uso de cada habitante y tierras 
de comunidad que servirían para el aprovechamiento del pueblo en su 
conjunto.” 

A diferencia del territorio administrativo-jurídico real, que obedecía 
más a criterios jurisdiccionales que de ocupación étnica, el pueblo de in- 
dios sí tenía marcas visibles en el espacio ocupado, pues había que hacer 
una diferencia entre las tierras de un pueblo de las de otro, y aún más 
entre las haciendas y ranchos particulares. Para la división de los solares 
y de las tierras comunales se utilizaron diversos tipos de marcas como 
cercas de madera, bardas hechas de piedra, mojoneras de mampostería, 
cruces y, en ocasiones, algunas piedras labradas. Los límites puestos a es- 
tas posesiones funcionaron como separadores y marcaban el paisaje de la 
época. 
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En la provincia xalapeña existieron 17 repúblicas de indios. Debido a 
los procesos de recomposición de tierras y de búsqueda territorial, a ini- 
cios del siglo xvIH se crearon nuevos pueblos con sus cabildos. Para la 
época que nos ocupa, prácticamente cada pueblo de la zona contaba con 
su república; solo Acatlán, Coacoatzintla, Chiconquiaco, Ixhuacán, Ji- 
lotepec, Miahuatlán, Tlacolulan y Tonayán tenían pueblos sujetos. Tla- 
colulan y Tonayán eran las cabeceras que más pueblos sujetos mantenían 
a finales del siglo xvi (véase el mapa 1 y la tabla 1). La presencia de las 
repúblicas de indios en la región de Xalapa es una muestra de la vida 
corporativa y comunal prevaleciente en la zona. Estos cuerpos buscaron 
el beneficio de sus integrantes según sus propias necesidades. 
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Mara 1. El entorno regional del partido de Xalapa 1786-1810. 
CuapDro 1. Repúblicas de indios en el partido de Xalapa, siglos xvi-xvIH 
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Chiltoyac 
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Coacoatzintla 
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Ixhuacán 
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Teocelo 
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petlán 
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San Miguel del 
Soldado (Rafael 
Lucio), fundado 
en el siglo XVI- 
0 


Banderilla, fun- 
dado en el siglo 
XVIII 


San Juan 
Miahuatlan 


(hoy Landero y 
Coss) fundado 


en el siglo xvn 
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(Las Minas) 


San Lorenzo 
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Acaxic 


Xaltepec 


Sedeño 
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con Tonayán) 
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Aguasuelos 


Tlacolulan 


(San Pedro) 


Tonayan 


Pueblo de 


Tlacolulan 


Pueblo de 


Tonayán 


Tlalnelhuayo- 


can 


Acajete La Hoya 
Las Vigas Las Lajas 


Coapan (San Pa- 
blo) 


Santa María 
Coapan (desapa- 
recido, fundado 


en el siglo xvi) 


Atexquilapan 
(fundado en el 


siglo xv1) 


Estancia de Santa 
María Magdale- 
na 


La Ciénega gran- 
de (compartida 


con Miahuatlán) 


Coapexpan 


Z tl 
Pueblo de ias: 


(Asunción) 
Tierras en el 


Xalapa Xalapa 


casco urbano de 
Xalapa 


San Marcos 


Santa Marí. San Francisco 
paa Mena Pueblo de 


Magdalena) Xico 


Xico * A 
Sa Misal da La otra ban 
a 


Acatepeque 


Xicochimalco 


FuenTeE: Acuña, Relaciones; Villaseñor, Theatro; Tanck, Atlas; Anónimo, Noticias. 
INTERVENCIONES REALENGAS EN XALAPA 


Recientes investigaciones sostienen que la región de Xalapa fue bene- 
ficiada por las reformas económicas y políticas de finales del siglo xvrmH. 
La decidida política de acabar con monopolios de estamentos en los in- 
tercambios comerciales entre España y América terminó por promover 
una liberación del comercio y el establecimiento de un nuevo consulado 
de Comerciantes en Veracruz. También se promovió la llegada de mi- 
grantes y comerciantes de otras latitudes hispanas, sobre todo de Galicia 
y de Castilla. Se ha señalado que, con el establecimiento del libre co- 
mercio y con el consecuente fin del sistema de flotas, Xalapa resintió 
una caída en sus actividades económicas en el periodo de 1794-1804; sin 
embargo, también se ha demostrado que después hubo una nueva opor- 
tunidad de crecimiento económico para la región. Un ejemplo de esto es 
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el intercambio extrarregional de productos (Xalapa comenzaría a ex- 
portar losa y caña de azúcar a Campeche y a La Habana en dicho perio- 
do).99 

Los nuevos comerciantes que llegaron a las tierras xalapeñas desde la 
década de los años ochenta de dicha centuria buscaron espacios políticos 
que favorecieran sus actividades comerciales. Muchos de ellos ya tenían 
habitaciones y casas reservadas en Xalapa, debido a la costumbre de 
abandonar Veracruz en época de calor y debido a las enfermedades en- 
démicas. Desde el pueblo de Xalapa comenzaron a controlar sus nego- 
cios y a tener más injerencia en el ámbito político local, pues también 
crearon redes de cooperación. Una de las primeras intervenciones de es- 
te grupo de nuevos comerciantes en el espacio xalapeño fue la amplia- 
ción del templo parroquial (dedicado a la Virgen de la Concepción) en 
1776.10 La consolidación de estos grupos mercantiles se dio a través de 
la instauración de dos corporaciones de importancia: el ayuntamiento 
de españoles de la villa de Xalapa en 1791, y una diputación del Consu- 
lado de Comerciantes de Veracruz en 1795.10 Estas corporaciones tu- 
vieron marcadas injerencias en el espacio regional. Como se ha mencio- 
nado, el ayuntamiento hispano buscó asegurar las relaciones mercantiles 
para no dejar sin abasto a la cabecera principal, mientras que el segundo, 
a pesar de su vocación de tribunal de comercio, también realizó diversas 
obras públicas, sobre todo en el camino real México-Veracruz. 


Las reformas borbónicas buscaron cambiar las reglas del comercio en- 
tre España y sus colonias; sobre todo, se deseaba mejorar el sistema de 
extracción de materias primas de estas. También se enfocaron en fomen- 
tar el desarrollo agrícola en las mismas y en la protección de la produc- 
ción industrial y manufacturera de la península, a fin de que en España y 
en América se gestara una dependencia mutua y constante.10 Se giraron 
varias disposiciones para que esto fuera una realidad. En 1797 se pro- 
mulgaron nuevas leyes agrarias y de protección al acceso a la propiedad. 
Es reconocida la labor de Miguel Contanzó en estas disposiciones, que 
incluían el otorgamiento de arrendamientos con marco favorable a quie- 
nes carecían de tierras y de bienes, y la obligación dirigida a los grandes 
propietarios para que rentaran las tierras ociosas de sus haciendas.10 
Además de las disposiciones legales hubo intervenciones materiales y es- 
paciales. En el periodo de 1794-1804, el gobierno virreinal se volcó en 
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la modernización y el mejoramiento del camino real México-Veracruz. 
Son constantes las menciones a las obras hechas en los años 1794, 1795, 
1797, 1803 y 1804,104 


Los planes de defensa militar, concretados en las costas veracruzanas a 
finales del siglo xvI e inicios del x1x, trajeron como consecuencia que 
el gobierno virreinal dirigiera su atención a obras de infraestructura mi- 
litar y de comunicaciones. Al mismo tiempo, la zona xalapeña experi- 
mentó la llegada de miles de tropas del ejército español en determinados 
periodos. Estos militares llegaban a Xalapa con la intención de realizar 
maniobras de defensa ante una posible invasión extranjera. La región 
xalapeña experimentó acantonamientos en los años de 1797, 1801, 
1802, 1803, 1805 y 1808.105 Para el acomodo de las tropas se construye- 
ron cuarteles en 1799, 1801 y 1804, respectivamente. La construcción 
de estos cuarteles y la manutención de los soldados en Xalapa implica- 
ron la compraventa de productos de los pueblos de los alrededores.!0s 


Las intervenciones de la autoridad real tenían un importante promo- 
tor en el subdelegado de Xalapa. Se ha identificado en diversas fuentes 
varias intervenciones de estos jueces reales, en el ámbito cotidiano hasta 
el ámbito regional. Se trataba de un intermediario entre las necesidades 
locales y las del reino novohispano. Sus acciones ponían en práctica las 
disposiciones reales en la zona y buscaban cumplir con la política de esa 
época. Los subdelegados también fueron figuras importantes en la cons- 
trucción de espacios territoriales indígenas. Estos funcionarios debían 
legitimar, en representación del gobierno real, las diligencias, las medi- 
ciones y las órdenes giradas por autoridades superiores. Los subdelega- 
dos estaban presentes en los repartos, los arrendamientos y las ventas de 
tierras de comunidad hechos por los indios. 10 


Este periodo de cambios y de intervenciones venidas de “afuera” im- 
pactaron las comunidades de la región de Xalapa. Los acantonamientos 
de tropas, las mejoras al camino real, las disposiciones para el fomento 
agrícola y comercial, el establecimiento de un ayuntamiento de españo- 
les y un Consulado de comerciantes (con decidida política de patrocinio 
mercantil) dejaron en la zona de Xalapa una constante necesidad de in- 
sumos, de mano de obra y de productos provenientes de los pueblos de 
la provincia. Esta situación se ladearía en un enclave de producción agrí- 
cola: la parte media y baja de la región, dentro de la que se localizan los 
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pueblos de Coatepec, Xico, Teocelo e Ixhuacán, al sur de Xalapa. La 
parte norte de la zona se mantuvo relativamente al margen de estas in- 
tervenciones. La falta de centros de producción, la carencia de caminos 
«_ ” . r . . . 

cómodos” y la lejanía con el camino real fueron los principales facto- 
res. En cambio, la zona sur representaba mejores condiciones para el de- 
sarrollo del proyecto económico borbón: cercanía con el camino real, 
mayor disposición de ingenios, trapiches y ranchos,10 caminos en mejo- 


res condiciones y una población pujante y necesitada (véase la imagen 
1).109 


ImacenN 1. La zona sur del partido de Xalapa de finales del siglo xv1 (acnm, Mapas, planos e 
ilustraciones, número 4296, título Coatepec y Xalapa, año no identificado, 1780 aproximada- 
mente). 


En la imagen se puede observar la contrastante presencia de terrenos 
de sierra (zona alta) y llanos en la parte oriental (zona baja), la cercanía 
de los pueblos con Xalapa y la red de caminos dispuesta entre ellos. 
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NECESIDADES DE LOS PUEBLOS 


Las necesidades son el “pan de cada día” en la vida de las personas. 
Durante la época que interesa en este trabajo, llevar comida a la casa, te- 
ner un lugar donde vivir, contar con dinero (e incrementarlo) para in- 
tercambiar servicios y productos y logar la salvación espiritual eran el 
conjunto de las necesidades cotidianas de finales del siglo xvHm.110 Y 
cuando las personas forman grupos, también se generan obligaciones 
colectivas. 


Al revisar fuentes documentales de la Real Audiencia, del Juzgado 
General de Indios, de la oficina del virrey, de las actas de cabildo y de los 
instrumentos públicos de un archivo notarial local (en este caso el de 
Xalapa), se pueden identificar ciertas necesidades. 


Para el periodo de 1789-1810, los principales menesteres de los pue- 
blos de indios del partido de Xalapa eran: la intervención de autoridades 
superiores, el nombramiento de representantes y defensores legales, el 
aseguramiento de las actividades de producción y comercio, la construc- 
ción de caminos y la obtención de recursos monetarios y tierras. De es- 
tos requerimientos, los dos últimos serán los más importantes y los que 
sostengan a los demás. Una casa de comunidad tal vez no era indispensa- 
ble, pero tener montes para cortar leña, tierras para sembrar, cultivos pa- 
ra la manutención y dinero para pagar los tributos y promover obras de 
beneficio sí representaban un objetivo colectivo. 


Recurrir a una autoridad superior era también parte de las necesida- 
des de las corporaciones xalapeñas. Sobre todo, para dirimir los asuntos 
internos de las repúblicas, garantizar el reconocimiento de las mismas, 
gestionar obras públicas e imponer la legalidad en sus acciones. Aunque 
todo esto era parte del sistema de gobierno novohispano, los pueblos de 
indios del partido de Xalapa tenían sus propios asuntos. En 1796, la re- 
pública de indios de Teocelo manifestaba la urgente necesidad de la in- 
tervención del virrey de Nueva España ante el control de un grupo de 
personas en las cofradías locales.111 En 1797, la república de indios de 
Xalapa pidió la intervención del virrey para impedir la destrucción de 
sus baños de temascal; la orden había sido dada por la intendencia de 
Veracruz, por considerar estas instalaciones como foco de infección en 
una época de viruelas.112 
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Al mismo tiempo, las Leyes de Indias y la Ordenanza de Intendentes 
de 1786 señalaban que uno de los requisitos para proceder en un juicio 
era nombrar y mantener a un representante y/o apoderado. Esta situa- 
ción hizo que los pueblos necesitaran de esas figuras, mismas que serían 
pagadas con sus propios dineros comunales. Tonayán nombró represen- 
tante en 1800 para seguir sus causas legales;113 lo mismo Miahuatlán, en 
1803, pero en su nombramiento se afirma que es “porque hace falta” ;114 
en 1804, Tlacolulan y Jalcomulco nombraron representantes para sus li- 
tigios por tierras;115 la república de indios de Xalapa nombró, en 1808, 
un representante ante los pleitos “que pudieran venir”;11s y Jilotepec, 
bajo el mismo precepto nombró a un representante legal en 1809.117 To- 
dos estos actos, aunque se verificaron en diferentes tiempos, manifiestan 
la misma necesidad de contar con algún enlace con los gobiernos supe- 
riores, como se ha explicado arriba. 


Otra necesidad se enfocó en hacer pactos comerciales, en la protec- 
ción para quienes trasladaban sus productos en el entorno regional y en 
la adquisición de géneros necesarios para la “utilidad pública”, aunque 
no debemos olvidar que la región xalapeña concentraba buena parte de 
este menester en la villa de Xalapa. El ayuntamiento de esta población 
constantemente requería de productos y servicios, ya sea de sus goteras 
o de los pueblos de la redonda. Por ejemplo, son constantes las referen- 
cias a la demanda de productos como aguardiente (para hospitales y be- 
bidas públicas);11$ panelas, azúcar y miel (para la elaboración de casi to- 
das las bebidas para el público);11? maíz y harinas para la satisfacción del 
público que consume pan y tortillas;120 cebada para el alimento de caba- 
llos (usados por militares o correos);!?1 materiales (como cal y maderas) 
para la construcción de edificios (como cuarteles!?2 y casas consistoria- 
les);123 mesones para la atención de viajeros y trajinantes del camino real 
México-Veracruz.12* Los pueblos de indios eran los encargados de surtir 
estas peticiones de la cabecera, manteniendo estas relaciones como parte 
fundamental de sus necesidades. Los pueblos de indios de los alrededo- 
res manifestaban su preocupación por permanecer en la villa vendiendo 
cada 15 días sus productos.125 


Otra importante necesidad de la época fue la construcción de infraes- 
tructura, cosa ligada a lo anteriormente dicho. Reparar o abrir caminos, 
construir puentes, levantar un edificio escolar, reparar y mejorar los edi- 
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ficios públicos (iglesia parroquial, cárcel y casa de comunidad), atender 
la buena condición de las instalaciones comerciales (plazas, calles, gari- 
tas, mercados y almacenes) y realizar obras materiales para beneficio del 
público (pilas de agua, lavaderos, calles, plazas, mejoramiento de tem- 
plos) conformaron una serie de necesidades notables. En 1805, las repú- 
blicas de indios de Xalapa, Coatepec, Xico y Teocelo manifestaban la 
falta de un camino para llevar los productos de sus tierras a Xalapa.126 La 
misma petición hicieron los oficiales de república de Jilotepec, Chilto- 
yac, San Miguel del Soldado y San Andrés para la reparación de los ca- 
minos regionales. 127 


La obtención de dinero se veía reflejada en varios asuntos de la vida 
republicana de Antiguo Régimen. Los pueblos de indios necesitaban di- 
nero para cumplir con el pago de tributos, de los funcionarios de su re- 
pública, los servicios eclesiásticos, las pensiones y las obligaciones adqui- 
ridas por el común o por los miembros de sus repúblicas. Asimismo, pa- 
ra el incremento o mejor control de sus bienes de comunidad (tierras, 
casas consistoriales, cárcel y caminos). Ahora bien, la necesidad de dine- 
ro estaba vinculada a ciertos eventos colaterales. De 1786 a 17809, la re- 
pública de indios de Xalapa requirió dinero para poder pagar los tribu- 
tos atrasados por la mortandad de indios por viruela1? y por la “fuga” 
de tributarios en 1799,122 y para arreglar su casa de comunidad.120 La re- 
pública de indios de Xico necesitaba dinero extra por el pago de una 
fianza hecha a su cura local.151 Para poder sostener los gastos de su repú- 
blica, en 1804 y 1806, respectivamente Tepetlán y Jilotepec manifesta- 
ron la urgente necesidad de dinero, por lo que accedieron a rentar tie- 
rras comunales. 132 


Las necesidades aquí expresadas de los pueblos de indios tuvieron un 
importante aliciente en las tierras del pueblo. El control de estas asegu- 
raba, en primer lugar, la manutención, el autoconsumo y la colabora- 
ción de la comunidad en tiempos difíciles. Asimismo, representaba un 
fuerte bastión de ingresos monetarios en varios aspectos: la venta de la 
producción en los mercados regionales; la renta o venta de terrenos o 
parcelas dentro de las tierras comunales a particulares. Todas estas situa- 
ciones sumadas a las intervenciones del gobierno virreinal en la zona 
desataron una serie de construcciones territoriales en los pueblos de la 
zona sur del partido, mismas que se verán a continuación. 
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INTERVENCIONES TERRITORIALES DE LOS PUEBLOS 


Dentro del conjunto de los pueblos que vieron incrementado su te- 
rritorio en el periodo arriba mencionado, Coatepec es el ejemplo más 
notorio. Históricamente, el pueblo estaba reducido a su caserío y a algu- 
nos solares. En relaciones geográficas de los años 174313 y 179113 se lo 
señalaba como pobre y carente de tierras. En 1793 habían perdido en la 
Real Audiencia un juicio de restitución de tierras con los dueños de La 
Orduña y Pacho, por no presentar títulos legítimos.135 En un informe 
del ayuntamiento de Xalapa de 1798, se les indica como campesinos 
“pegujaleros”, es decir, labradores con poca siembra o labor.1% 


Pero ese mismo año de 1798, la república recibió una oferta nada de- 
sechable de José de Arias, dueño de la hacienda de La Orduña para “ce- 
derles” un terreno para su aprovechamiento. La cesión incluyó cuatro 
condiciones (como pago moral del favor brindado): primera, no poner 
litigio alguno sobre la tierra concedida, pues se hacía la donación a su fa- 
vor; segundo, acudir al llamado del dueño de la hacienda para trabajos 
de la misma (cosa que muchos ya hacían); tercera, permitirle al hacenda- 
do extraer la madera que necesitase para su ingenio; y finalmente, que el 
acuerdo de trabajo y maderas sería efectivo hasta que Arias dejase de ser 
dueño de la hacienda de La Orduña.127 


Para 1802, la república de indios participaría en la compra de dos es- 
tancias de tierra llamadas El Espinal, localizadas en la parte sur del pue- 
blo y limitadas por el río Huehueyapan, en las cercanías de Xico. Esta 
compra a José Miguel de Iriarte, dueño de la hacienda de Pacho, se hizo 
“a nombre y beneficio del pueblo”, con una condición similar a la cesión 
de años atrás: permitir la toma de leña para la hacienda. El pago de las 
tierras se hizo en plazos, los cuales terminaron en 1820.153 Una vez ga- 
nados los terrenos, por la cesión y por la compra, la república de indios 
de Coatepec comenzó a poblar los sitios estableciendo “ranchos” y par- 
celas de cultivo en los montes de Cacaspula. La ocupación de estas tie- 
rras implicó una mejora económica para el pueblo de Coatepec, pues las 
referencias históricas cambian con el paso del año. En una relación de 
1815, se anota que el pueblo es el que surte de verduras, legumbres y to- 
da clase de frutos a Xalapa y que mantenía un crecido y considerable ve- 


cindario.139 
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De los pueblos de indios de la región xalapeña, el de Xicochimalco (o 
Xico) mantuvo durante la época virreinal una constante pugna.1 Du- 
rante un periodo de aproximadamente 200 años (1630-1830) estuvo so- 
licitando la restitución de las tierras de “El potrero de San Marcos”, lo- 
calizado en la parte sur de las faldas del cerro Acatepec (Acamalín), cerca 
de la barranca con Teocelo, y al oriente del pueblo cabecera. En 1802, el 
pueblo promovió una nueva disputa por esta tierra y obtuvo, al año si- 
guiente, una orden virreinal de restitución de tierras. La disposición se 
remitió al subdelegado de Xalapa para que realizara el deslinde y amojo- 
namiento de las tierras que “indicasen los indios”. Las diligencias fueron 
practicadas por el subdelegado interino de Xalapa el 21 de marzo de 
1803. En la orden se estipuló que la diligencia “no se verificaría sin cau- 
sar despojo”. Esta sentencia llama mucho la atención, pues en la doble 
negación se dice que el deslinde y amortización se harían despojando a 
otros propietarios.14 


La primavera de 1803 parecía traer el anhelado control de las tierras 
de San Marcos en beneficio del pueblo de Xico. El 21 de marzo de ese 
año, el subdelegado interino Francisco Sáenz llegó a la cabecera, junto 
con el alguacil mayor del partido, Carlos Díaz y Herrero. En la repúbli- 
ca de indios del pueblo los esperaban Juan Esteban de Elías (administra- 
dor de las tierras del conde de Calimaya, en la zona tocante al antiguo 
mayorazgo) y arrendatarios del llamado “potrero de San Marcos”. Du- 
rante el trayecto de reconocimiento! el “ocurso” buscó dos mojoneras 
(una de ellas marcada con una cruz) y una barda de piedra; las primeras 
no representaron problema en el reconocimiento de la propiedad, el 
problema vino con la cerca. El gobierno de Xico pidió al subdelegado y 
al alguacil mayor de Xalapa que se derrumbara (pues era la división en- 
tre la tierra del conde y la del pueblo), mientras que Juan Esteban de 
Elías manifestó que al derrumbarla se produciría un despojo al mayoraz- 
go. La decisión de la autoridad fue derrumbar la cerca porque esta “no 
estaba construida más que de piedra floja”.14 Se tiró la cerca y se pusie- 
ron dos mojoneras más al oriente del muro, con lo que se fijaba el te- 
rreno desvinculado e incorporado al territorio del pueblo de Xico. 


Durante los dos años siguientes, la comunidad xiqueña tomó el con- 
trol del potrero de San Marcos: comenzó a cobrar a su favor la renta que 
labradores y arrendatarios pagaban al mayorazgo.!** Del pueblo cabecera 
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salieron varias familias a habitar la zona amparada. Esta ocupación sería 
calificada por la parte contraria como “inquieta y perturbadora del esta- 
do de las cosas”. Como dato interesante, se tiene que para ese año se re- 
gistra la presencia de muchos varones de Xico en los trabajos de la mo- 
dernización del camino real (en los años de 1803 y 1804). De eso puede 
inferirse que buena parte de la ocupación permanente en el potrero ga- 
nado en ese tiempo fue hecha por mujeres.11 Los xiqueños instalados 
comenzaron a sembrar sus propios cultivos (maíz, caña de azúcar) en las 
tierras deslindadas. Esto provocó encuentros con Juan Esteban de Elías, 
quien fue acusado en Xalapa de impedir la siembra y la cosecha de las 
tierras.146 


Ante la ocupación hecha por el pueblo de Xico en el “potrero de San 
Marcos” en el bienio de 1803-1805, los abogados del conde de Calima- 
ya (dueño del mayorazgo de la Higuera) interpusieron un juicio de am- 
paro en la Real Audiencia.!17 Este juicio implicó una restitución, en 
1806, “de todo el estado anterior a la usurpación a mis partes”. El nuevo 
subdelegado de Xalapa recibió y acató la orden y amparó a la parte del 
mayorazgo (cuyo representante en la zona era Juan Esteban de Elías). 
Removió las mojoneras puestas en 1803 y obligó a abandonar el potrero 
de San Marcos a los xiqueños que ya lo estaban cultivando y habitando. 
A los arrendadores (labradores de otros sitios, labradores de Xico y otros 
particulares) se les instó a seguir pagando la renta al mayorazgo, y a la 
república de indios xiqueña se le conminó a pagar todos los costes de es- 
tos eventos. Este fue un duro golpe al pueblo, pues sus familias tuvieron 
que dejar las tierras que ya habían ocupado y, además, cargaron con los 
gastos de judicatura de quienes los habían expulsado.!1* Es claro que en 
esta instancia el gobierno virreinal cometió el error de respetar los privi- 
legios de las dos partes: haciendo el deslinde y amortización a Xico y 
luego amparando al mayorazgo en su espacio. 


Teocelo también tendría en esa época importantes movimientos te- 
rritoriales. A finales del siglo xvrH, el pueblo mantenía sus tierras ocupa- 
das por particulares ajenos a su comunidad, pues las rentaban a particu- 
lares y a cofradías, y se dedicaban a la siembra de manutención, de caña 
de azúcar, a la crianza de ganado mayor y algunas tenían trapiches insta- 
lados. La república de indios local era la principal responsable de la si- 
tuación.!1% En 1795, el común del pueblo acusó al “mestizo” Juan Ol- 
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mos de aprovecharse de las tierras del pueblo, de venderlas y de poner 
trapiches de azúcar que “vende en Xalapa”. El indiciado no era sino el 
gobernador pasado del pueblo, quien presentó ante los tribunales, en 
1797, los documentos que demostraban la propiedad de los terrenos 
donde estaban los trapiches. El gobierno virreinal absolvió al goberna- 
dor y advirtió a los habitantes de Teocelo que no permitiría que se le 
volviese a molestar.150 El pueblo quedó entonces, a inicios del siglo x1x, 
en la misma situación, es decir, con sus tierras repartidas entre particula- 
res y miembros de la república, y probablemente reprimidos por la insis- 
tencia de sus habitantes en demandar espacios comunitarios.!5 


El pueblo de Teocelo no quedó al margen de las realidades que ocu- 
rrían en la región xalapeña. En 1802 se menciona que vendían sus pro- 
ductos agrícolas (verduras y maíz) a los regatoneros de la plaza central 
de Xalapa.!52 Además, varios de sus hombres trabajaron en las obras del 
mejoramiento del camino real México-Veracruz en 180415 y en la cons- 
trucción del camino real de Coatepec, entre 1804 y 1808, este último fi- 
nanciado (materiales y mano de obra) con los dineros de las cajas de co- 
munidad del pueblo.15* Estas situaciones motivaron la búsqueda de ma- 
yores tierras para sembrar y obtener productos para venta y autoconsu- 
mo de los habitantes de Teocelo. 


En 1806, los representantes de la república de Teocelo se reunieron 
con los apoderados de Francisco Xavier Gorozpe, dueño de la hacienda 
de Tuzamapan, localizada al oriente del pueblo.155 Juntos acordaron la 
renta de las tierras llamadas “Zacacuautla”,156 comprendidas en un valle 
al que se accedía por la zona este del pueblo de Teocelo. El pacto de ren- 
ta ofrecía características interesantes, pues incluía “todas las entradas y 
salidas [de los potreros], usos, costumbres, derechos y servidumbres que 
de hecho y de derecho le pertenecen”. El pueblo de Teocelo incorpora- 
ría este territorio a sus bienes a cambio de pagar una renta a Gorozpe 
durante 9 años por la cantidad de 50 pesos cada año; de esta manera la 
renta acabaría en 1815 e inmediatamente se reintegraría a la hacienda de 
Tuzamapan.15 


Jalcomulco fue el último pueblo que buscó mejorar su situación con 
respecto de la propiedad de tierra a inicios del siglo x1x. Para 1807, el 
pueblo cabecera situado sobre un valle donde sobresale el caudaloso río 
de Los Pescados se reportaba con mucha cortedad y miseria por la falta 
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de tierras propias. En 1782 había perdido muchas tierras al poniente y al 
norte del pueblo, muy próximas a las haciendas de 'Tuzamapan y El 
Lencero. Esta reducción del territorio de Jalcomulco fue ocasionada por 
una demanda de invasiones mutuas con la hacienda de Tuzamapan, pro- 
piedad de Francisco Xavier Gorozpe.15 La pérdida del juicio repercutió 
directamente en Jalcomulco; a partir de ese momento las producciones 
agrícolas y ganaderas dependían de la renta de terrenos a Tuzamapan y a 
otros propietarios cercanos (como la hacienda de El Lencero). En 1799, 
la república del pueblo! pagaba renta de 15 pesos anuales a la hacienda 
por las tierras llamadas Nacicintla. El terreno era usado para el cultivo 
de “los frutos que ellos deseen” y para el pastoreo de sus bestias. Esta 
renta implicaba también la construcción, mantenimiento y no alteración 
de una cerca que delimitaba otro terreno en el que Gorozpe tenía sus 
criaderos de ovejas. El periodo de renta fue de cinco años, que vencerían 
en 1804, con opción a renovar el trato otros cinco años.160 Esta situación 
de renta constante, pago de tributos y servicios eclesiásticos mantuvo al 
pueblo en una situación precaria. 161 


En 1807, la república de Jalcomulco acudió al juzgado general a soli- 
citar que se le dotara de tierras, por carecer de ellas totalmente. Como se 
puede observar, la carestía no estaba ligada a una ocupación, sino a la 
propiedad de las tierras. Jalcomulco sembraba en tierras del mayorazgo 
de Tuzamapan y de particulares (para esos años el gasto para mantener 
sus cultivos era de setenta pesos anuales). La tierra rentada y ocupada se 
usaba para parcelas de manutención, es decir, para el autoconsumo del 
pueblo y para resguardo y alimentación de ganado.1ó2 De esta manera el 
pueblo lograba su autosuficiencia a un alto costo. 

La república solicitó a la autoridad que le otorgaran tierras “realen- 
gas”, tierra de nadie, excepto del rey, en términos formales. Los sitios 
solicitados por el gobierno de Jalcomulco fueron: Ayusuca, Tisatla, Pila, 
la barranca de Tenexsapa y Nancintla. De estos sitios, se declaró que los 
dos últimos habían sido propiedad del pueblo pero que fueron despoja- 
dos de estos por las diligencias del antiguo alcalde mayor de Xalapa en 
1782. El subdelegado de Xalapa recibió la demanda y añadió en su in- 
forme que en el pueblo de Jalcomulco vivían cerca de cien familias y 
ningún español, y que las siembras que tenían para su sobrevivencia se 
ubicaban en terrenos que no les pertenecían. La autoridad virreinal 
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aceptó el expediente y pidió al subdelego xalapeño toda la información 
antecedente para dar resolución. Esta fue favorable para los de Jalcomul- 
co y se hizo efectiva en julio de 1808. Finalmente, las tierras de Tenex- 
capa y Nancintla fueron entregadas al pueblo para su uso, con la adver- 
tencia de no traspasar los límites de la hacienda de Tuzamapan.!6 


CONCLUSIONES 


A lo largo de este trabajo se trató de resumir la complejidad del espa- 
cio regional xalapeño y de sus habitantes. Esta verdadera zona interme- 
dia se caracterizaba por la presencia de terrenos y climas diversos (que se 
definen respecto del encuentro del altiplano y el litoral); por la disposi- 
ción de varias localidades y poblaciones de indígenas y mestizos y por 
las diversas actividades productivas dedicadas a los ramos agrícola (maíz 
y caña de azúcar) y comercial (intercambios comerciales distribuidos 
desde y para la cabecera principal). Este espacio fue objeto de interven- 
ciones del gobierno virreinal (al respecto resalta el periodo de 1794 a 
1804), desde las disposiciones legales que fomentaron las actividades co- 
merciales, agrícolas y corporativas (la creación del ayuntamiento de Xa- 
lapa y el establecimiento de una diputación del Consulado de comer- 
ciantes de Veracruz) hasta intervenciones en obra pública, como la cons- 
trucción y modernización del camino real México-Veracruz, sin dejar 
de lado las ocupaciones hechas por los planes de defensa militar, en 
cuanto a la construcción de cuarteles como a las prácticas militares en 
los acantonamientos de tropa. La zona sur del partido de Xalapa fue 
donde estas injerencias se manifestaron intensamente, pues era un área 
que presentaba condiciones favorables a la política virreinal. El conside- 
rable número de pobladores, las vías de comunicación en torno al ca- 
mino real y la proximidad con centros de producción propiciaron que 
las obras materiales de caminos y la demanda de productos agrícolas 
fuera más fuertes en esta zona que en la norte. 


Este conjunto de sucesos promovidos por las reformas borbónicas 
impactó a toda la región. Los pueblos de los alrededores de Xalapa bus- 
caron más medios para asegurar su sustento material y político. Las re- 
públicas de indios atendieron los requerimientos virreinales al mismo 
tiempo que necesitaban de un representante de obra pública, de pactos 
comerciales y de dinero; la propiedad de la tierra era una base importan- 
te para su desarrollo. De esta forma, la territorialidad —los procesos de 
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construcción de nuevos territorios— se enfocó en la propiedad de tierra 
y en la zona de mayor intervención referida arriba. Bajo esta lógica los 
pueblos de Coatepec, Jalcomulco, Xico y Teocelo se vieron enfrascados 
en varias pugnas, reclamos y ocupaciones, en aras de aumentar sus tie- 
rras productivas. Esta dinámica territorial es distinta a la de épocas ante- 
riores; por ejemplo, a inicios del siglo xvr, era en la zona noroeste del 
partido xalapeño donde ocurrían más intervenciones territoriales de los 


pueblos de indios. 


De los casos revisados, la ocupación de tierras mantuvo un lugar im- 
portante. La mayor parte de los pueblos de indios que aquí se estudian 
ya contaba con tierras propias, pero en el periodo de 1798-1808 busca- 
ron obtener más tierras (por compra, renta o restitución). Las anexiones 
a sus territorios las hicieron valiéndose de las disposiciones legales de la 
época que los favorecían y del mejor panorama económico de la zona. 
El objetivo de las querellas era identificar un terreno apto para los obje- 
tivos del pueblo (mejorar su situación económica y disponer de tierras 
suficientes para sus actividades productivas). Esto implicaba el reconoci- 
miento del lugar, su valoración y el diseño de estrategias para su obten- 
ción, es decir, realizar pactos, conferencias y solicitar la intervención de 
la autoridad, esfuerzos dirigidos a obtener más tierras de las que ya po- 
seían. El caso de Coatepec es muy ilustrativo de esta tendencia. 


¿Por qué tipos de tierra se pugnaba? En algunos casos se preferían 
áreas extensas y en contacto con elementos forestales y agrícolas, es de- 
cir, en los sitios donde se pudiera sembrar y explorar recursos madera- 
bles. Esto sucedió en Coatepec, con las tierras de Cacaspula y El Espinal; 
en Jalcomulco, con la recuperación de Nacicintla; y en Teocelo, con el 
arrendamiento de Zacacuautla (pequeño valle entre la sierra y las tierras 
bajas); todas estas tierras mantuvieron dicha característica forestal y ag- 
rícola. Se buscaban, pues, espacios diversos que ofrecieran más oportu- 
nidades para diversificar las actividades agrícolas, las cuales beneficiarían 
tanto a la república como al modo de vida comunal-corporativo. 


¿Qué representaban los lugares en pugna? Las repúblicas de los pue- 
blos de indios casi siempre observaban una zona estratégica de produc- 
ción de riqueza. En la zona sur del partido de Xalapa (zona de varias ha- 
ciendas y pueblos mixtos), las tierras pugnadas, rentadas o adquiridas 
por los cabildos indígenas estaban regularmente próximas a los principa- 
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les caminos regionales (que en el periodo de 1797 a 1806, recibieron 
fuerte atención del gobierno local y virreinal) que conectaban con Xala- 
pa; contaban con pastos, terrenos cultivables, infraestructura y personas 
dispuestas a trabajar. Al controlar las tierras, el pueblo podría mejorar 
sus ingresos, así como sus propios y arbitrios. Dejar de pagar a un parti- 
cular la tierra trabajada para la comunidad, tener cerca un camino prin- 
cipal y tener disposición de tierras para destinarlas al trabajo comunita- 
rio implicarían fuertes esperanzas de mejora material para la república y 
sus habitantes (véase el mapa 2). 
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Mara 2. Principales intervenciones territoriales de pueblos de indios 1798-1807. 


Con lo anteriormente dicho también se puede entrever lo dinámico 
que es la geografía para la época. Las necesidades locales de la época, en 
conjunto con las políticas e intervenciones del gobierno general, fueron 
el principal motor de los integrantes de los pueblos para ampliar, aban- 
donar o modificar sus espacios de control. Es necesario seguir indagando 
las realidades geográficas e históricas para corroborar el impacto de estos 
procesos de construcción de territorios, sobre todo en la gestación del 
espacio municipal. Debe seguirse estudiando, además, la zona norte del 
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partido xalapeño, que presentaba situaciones distintas. Asimismo, es ne- 
cesario seguir buscando en las fuentes ejemplos de pérdidas territoriales 
por los arrendamientos a particulares y el impacto que tuvo la consoli- 
dación de vales reales en la zona. Por lo pronto, este trabajo evidencia 
varias realidades que apuntan a que los indios de finales del siglo xvin e 
inicios del x1x eran agentes de construcción territorial en busca de auto- 
suficiencia. 
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¿DE QUÉ MANERA SE EXPRESAN LOS DERECHOS SOBRE 
LOS “BIENES COMUNALES” EN LOS VALLES CENTRALES DE 


OAXACA EN LA TRANSICIÓN DEL SIGLO XIX AL SIGLO XX? 
164 


ANTONIO EscOBAR OHMSTEDE'65 
EN 1842 SALÍA A LA LUZ LA PRIMERA EDICIÓN DE Ordenanzas de tierras y 
aguas elaborada por Mariano Galván,16 la cual tenía como propósito ge- 
neralizar “los conocimientos que acerca de los derechos de propiedad, 
ocupación, mensura y deslinde de los terrenos y aguas, parecen esclusi- 
vos [sic] de los abogados, agrimensores y peritos de esta materia”, a fin de 
que los ganaderos, hacendados e, inclusive, los pueblos supieran cuáles 
habían sido las normas jurídicas que implicaban sus títulos o, en dado ca- 
so, los documentos que pretendían avalar la posesión sobre la tierra. La 
obra tenía cinco “objetivos”; entre estos resaltaba el primero, en el que 
se planteaba que era “la historia legal del derecho de la propiedad terri- 
torial, tanto de los pueblos como de los particulares”. 167 


Asimismo, Galván iniciaba diciendo que la forma de unificar los di- 
versos derechos era a través del positivo, poniendo en duda que el agua y 
el aire pudieran ser sometidos a propiedad. De esta manera daba a enten- 
der que ambos eran de acceso libre para los hombres. Para sustentar su 
idea, dividía a la propiedad en dos: la perfecta y la imperfecta. Sobre la 
primera, consideraba que cuando no se encontraba dividida y cuando 
ningún derecho “extraño” limitaba el ejercicio de derecho de propiedad, 
se podría considerar perfecta. En cambio, cuando el vínculo se encontraba 
dividido y el ejercicio de derecho de propiedad estaba limitado por el 
derecho de otro propietario, entonces se consideraba imperfecta.1ó8 Esta 
idea de Galván, que marcó en gran medida el liberalismo del siglo repu- 
blicano mexicano, nos permite considerar que la aplicación de una pro- 
piedad perfecta fue lo que marcó el accionar de los hombres públicos del 
siglo xrx en contra de aquellas instancias que mantenían la propiedad de 
manera imperfecta, como las instituciones eclesiásticas y las civiles, y en 
la que se podían manifestar diversos derechos: uso, usufructo, posesión, 
etc. Eso le dio un sentido de homogeneidad a la desamortización civil 
que se legisló a mediados del siglo xrx mexicano —no exclusivamente en 
este país— y que permitió argumentar la necesidad de eliminar los diver- 
sos derechos heredados de la Colonia. 
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UN PRIMER CONTEXTO 


En los años setenta del siglo pasado se dio una especie de boom histo- 
riográfico en torno a lo que implicó la desamortización civil y eclesiásti- 
ca en el México republicano. Muchos autores como Donald Fraser, 
Thomas Powell, Robert Knowlton, Jean Meyer, Andrés Lira, Romana 
Falcón, Margarita Menegus, Moisés González Navarro, Leticia Reina y 
Jan Bazant, por mencionar algunos, trataron de ubicar los diversos efec- 
tos de la considerada primera ley nacional que buscaba la “circulación de 
la tierra y la fuerza de trabajo” y que parecía consolidar un proceso 
“pauperizador”.169 Si bien las tendencias de los setenta hasta los años de 
este nuevo milenio marcaron ciertas generalizaciones,!70 también impul- 
saron estudios en torno a algunas entidades federativas que contaban con 
altos índices de población indígena como en el Estado de México, Oaxa- 
ca, San Luis Potosí, Michoacán y Veracruz.!7! Sin embargo, una de las 
principales preocupaciones fue, y sigue siendo, las maneras en que los 
habitantes de los pueblos indígenas, en su conjunto o de manera indivi- 
dual, enfrentaron la “individualización” de los bienes comunales, así co- 
mo sus respuestas violentas, legales o de manejo de los resquicios legales 
para detener la posible “pérdida” de dichos bienes. A estas inquietudes se 
le ha sumado la observación de qué sucedió con las tierras que parecieron 
contar con un alto valor económico y que después —algunas— fueron 
“abandonadas” debido a una crisis del producto agrícola en el mercado 
nacional o internacional. Sin embargo, poco se han observado los diver- 
sos derechos que esgrimieron, plasmaron y comentaron los habitantes de 
los pueblos, consideración que nos permitiría analizar más allá de la 
perspectiva binaria: propiedad comunal versus propiedad privada o de 
pérdida de tierra igual a rebelión. 

En el caso de Oaxaca, que es el que nos ocupará en este capítulo, se 
marcó un hito que fue paulatinamente cuestionado por la historiogra- 
fía.172 En 1975 se comparó al campesinado de Oaxaca y de Morelos du- 
rante la segunda década del siglo xx. La conclusión fue que, en Morelos, 
los campesinos fueron activos en su respuesta reactiva dentro del movi- 
miento revolucionario, mientras que los de Oaxaca fueron “apáticos” y 
casi reaccionarios a los aires de cambio que circulaban en gran parte del 
país, debido a la relación que tenían con sus patrones, a la estructura te- 
rritorial y a quienes conformaban la sociedad en el periodo decimonóni- 
co, casi dando a entender que no habían perdido tierras, derechos de 
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agua o acceso a los bosques en los años precedentes.!73 Por esta razón, la 
participación campesina en los inicios de la revolución fue escasa, con lo 
que se manifestó una visión muy contrastante frente a la pauperización 
del campesinado indígena y mestizo en la segunda mitad del siglo x1x en 
los diversos espacios rurales mexicanos y, por lo tanto, frente a su parti- 
cipación en la gesta revolucionaria de 1910. Esta idea marcó una especie 
de “mito fundador” —que la historiografía hasta fechas muy recientes ha 
ido desmitificando— en torno a cuáles fueron o no las causas de la partici- 
pación campesina en los movimientos revolucionarios en Oaxaca, pero 
sin considerarlo pasivo ni reaccionario.!74 


Oaxaca ha sido visto como una especie de paradigma desamortizador 
a nivel nacional, ya que las autoridades y habitantes de los pueblos indí- 
genas fueron los más expeditos en adjudicarse las tierras. Varios autores 
puntualizan que fueron los “notables” quienes, en alianza con los habi- 
tantes de los pueblos y teniendo el sustento jurídico en la ley del 25 de 
junio de 1856,175 lograron “defender” los terrenos comunales, hecho que 
al parecer no aconteció en otras partes de México.176 En este sentido, se 
ha desarrollado una perspectiva historiográfica que se reflejaba en la pér- 
dida de tierras o una “negociación o adecuación desamortizadora”, en la 
que si bien las tierras parecieron pasar a manos externas e internas, tam- 
bién lograron conservarlas comunalmente/colectivamente con argu- 
mentos evasivos, o por medio del “cuidado”, vigilancia y control de los 
ayuntamientos u observando estrategias y alianzas entre los notables y 
las autoridades municipales para defender o expandir límites con otros 
pueblos, aspectos que tienen mucho de razón. Por ejemplo, sin que sepa- 
mos exactamente si los adjudicatarios eran los “notables”, entre 1873 y 
1874 en Mazaltepec (Distrito de Etla), los adjudicatarios sostenían dos 
juicios contra los pueblos de Tejalapam y Zacatla por “usurpación” de 
terrenos. Para los costos del litigio, los adjudicatarios eran apoyados por 
los “hijos del pueblo”, a quienes se les permitía entrar a los terrenos 
montuosos para extraer, madera, leña y carbón, lo que implicaba que los 
terrenos no habían sido “cercados” en términos de propiedad privada y 
que en ello no tenía presencia el ayuntamiento.!”7 

Con base en las ideas anteriormente expresadas, los habitantes, las au- 
toridades y los pueblos oaxaqueños han sido vistos como una especie de 
“míticos guardianes” de las tierras que fueron conservando desde el pe- 
riodo colonial y, además, como lo suficientemente previsores para co- 
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menzar las denuncias, deslindes y adjudicaciones antes de que otros lo 
hicieran. Nada tan oportuno y prudente, y ejemplo que no siguieron 
muchos de los pueblos de México frente a lo que se ha considerado el 
embate modernizador.!7s Pero parecería que ni el campesinado de Oaxa- 
ca fue “pasivo”, como pudo acontecer en otras partes de México, ni que 
dicha entidad ha sido el mejor ejemplo de una rápida desamortización, 
sobre todo si consideramos la reiteración de la legislación estatal en 
torno a la repartición de los terrenos y los datos existentes aún en la se- 
gunda década del siglo xx en torno a la existencia de “terrenos de comu- 
nidad”, pensamiento que no evita considerar que, sin duda, en muchas 
localidades oaxaqueñas las tierras pasaron a otras manos.” Aún habría 
que precisar si se validó un hecho anterior, una práctica cotidiana; si fue 
una interpretación o resultado de la legislación liberal o si fueron las tie- 
rras de las cofradías las que se adjudicaron inmediatamente a los que las 
utilizaban o fueron los ayuntamientos quienes recuperaron sus derechos 
de “propiedad” sobre tierras otorgadas en usufructo a los santos y sus 
mayordomos en el periodo colonial o si hubo un poco de todo, en lo 
que se habrían manifestado varios tipos de derechos en un espacio terri- 
torial. 


Las reiteraciones legales y las Órdenes a los jefes políticos por parte de 
las autoridades asentadas en la ciudad de Oaxaca permitirían considerar 
formas de simulación por parte de los habitantes de los pueblos, como lo 
veremos más adelante, ya que constantemente había autoridades munici- 
pales que informaban de pequeños lotes adjudicados o sencillamente es- 
grimían la imposibilidad de iniciar el proceso de adjudicación por los 
costos que ocasionarían a los vecinos ya las autoridades.180 

Carlos Sánchez Silva menciona que la desamortización civil,181 para el 
caso del estado de Oaxaca, ha sido parcialmente estudiada, y que básica- 
mente se observan dos tendencias historiográficas; por un lado, la jurídi- 
co-política y, por el otro, la que se enfoca en los ámbitos estatal y regio- 
nal. Con base en esta idea, concluye que debería hablarse no de un “pro- 
ceso desamortizador” sino de “procesos desamortizadores”, debido a las 
diferencias y diversidades que se presentaron a lo largo y ancho del esta- 
do, como bien lo muestran los trabajos que se encuentran en el libro que 
él coordinó.1s2 La advertencia de Sánchez lleva a pensar que se apresura- 
ron conclusiones sobre la segunda mitad del siglo x1x y las primeras dé- 
cadas del siguiente, como la de Charles Berry,183 quien consideraba que 
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en el Distrito del Centro (donde se ubicaba la ciudad de Oaxaca), en la 
época de la Reforma, “aparentemente” solo siete de las 27 “comunida- 
des” indígenas poseían tierras, aspecto que llevaría a considerar la paula- 
tina pérdida, el ocultamiento o la existencia de tierras que habían sido 
privadas (en manos indígenas) y que así siguieron pasando de generación 
en generación.184 


No podemos dejar de lado la insistencia en cuanto a qué posibles adju- 
dicaciones fueron simuladas por parte de los habitantes y de autoridades 
de los pueblos,185 como aconteció en diversas partes de México, y en 
cuanto a que en otros casos estuviera presente la propiedad privada co- 
mo tal, aunque en manos indígenas (caciques, por ejemplo), además de 
un constante intercambio de bienes de las instancias municipales a las co- 
fradías y viceversa.186 Por lo tanto, diversas concepciones, acciones, dere- 
chos y resultados parecen atravesar a la Oaxaca rural republicana en la 
segunda mitad del siglo xrx, como se puede apreciar en Veracruz,!?” el 
Estado de México, Michoacán, Puebla, San Luis Potosí, Hidalgo, Sonora 
y Chiapas, por mencionar algunos. 

Sin duda, las posiciones que enfrenta o sostiene la historiografía en 
torno a Oaxaca no difieren en demasía de las que se desarrollaron en tér- 
minos generales en otros espacios sociales de México. En los últimos 
años, Margarita Menegus ha mostrado algunas de las problemáticas que 
han tenido los estudios en cuanto a cómo comprender las características 
de las tierras y, sobre todo, en lo referente a saber cuál es el número de 
hectáreas repartidas con base en la población,188 resaltando en sus análisis 
que las tierras de común repartimiento fueron las que más rápidamente 
se adjudicaron; posteriormente, los propios y, finalmente, se llevó a cabo 
la privatización de los montes y los pastos de los pueblos.!8% Asimismo, 
considera que la única manera de acercarse al proceso desamortizador es 
por medio de analizar la documentación que guardan diversos receptá- 
culos locales, lo cual, según afirma, se ha realizado poco, aunque sin de- 
jar de considerar aquellos que guardan documentación general. Romana 
Falcón, por su parte, 1% menciona que el proceso de desamortización tie- 
ne más interrogantes que respuestas, sobre todo por la manera en que se 
han seguido los documentos y los marcos de análisis que han imperado 
según las diversas corrientes teórico-metodológicas. Sin embargo, una 
de las interrogantes que habría que considerar es por qué hemos avanza- 
do tan poco en torno a un aspecto que parecería, hasta cierto punto, ob- 


93 


vio: cómo no todos los ayuntamientos se debilitaron económicamente y 
no pocos pueblos indígenas conservaron bajo su control, de maneras di- 
versas, importantes recursos naturales, sobre todo cuando el ocultamien- 
to, la simulación o las adjudicaciones ficticias fueron el pan de cada día, 
al menos en lo que se refiere a las tierras “civiles”. Por ejemplo, en 1906, 
Enrique Esperón solicitó al ayuntamiento de San Bernardo Mixtepec 
(Distrito de Zimatlán) un contrato de arrendamiento para la explotación 
de leña y durmientes de una zona montuosa perteneciente a la propiedad comu- 
nal. Las autoridades vieron una buena oportunidad para obtener dinero, 
por lo que arrendaron todos los parajes que sufrían introducciones de los 
pueblos colindantes y toda la extensión ocupada por el vecindario de 
Huixtepec. El arrendamiento era por la vegetación y no por el terreno y, 
además, los vecinos podían seguir sacando leña y rozar el terreno.!% 


Habría que destacar otro diálogo que se encuentra abierto, referido a 
cómo se pueden diferenciar los espacios sociales donde impactó el proce- 
so de denuncia, deslinde y adjudicación de tierras pertenecientes a los 
pueblos y cofradías indígenas, aspecto que no va ligado tanto al propio 
efecto de la legislación como tal sino a lugares en que la producción agrí- 
cola y ganadera podría tener pocos o mayores beneficios para los actores 
sociales, ¡claro!, utilizando la legislación federal y la estatal. 

Se consideran dos grandes espacios durante la segunda mitad del siglo 
xix; por un lado, aquel donde la producción agrícola estaba sustentada 
en formas “tradicionales” (la Sierra, la Mixteca y los Valles Centrales); y 
por otro, aquel en que la producción tenía mayores tintes de explotación 
comercial-capitalista (la Costa, el Istmo, Tuxtepec y la Cañada) y en el 
que el tendido de vías de ferrocarril jugó un papel importante. Asimis- 
mo, en ambas la producción agrícola fue diferenciada: mientras que, en 
la primera, el maíz, el frijol, el chile y la calabaza fueron prioritarios,1> 
en la segunda, el café, el tabaco, la caña de azúcar, el corte de maderas 
preciosas y el algodón fueron extendiéndose sobre las tierras desamorti- 
zadas, aun cuando podemos considerar la expansión, con riego, de la ca- 
ña de azúcar en las propiedades privadas de los Valles Centrales.19 Inclu- 
so, en ambos espacios se puede hacer una diferencia por la competencia 
de los bosques, tierra y agua entre las propiedades privadas y los habitan- 
tes de los pueblos o entre estos mismos, en el sentido de la disputa de 
pueblos contra pueblos, o en contra de aquellos que fueron sujetos de las 
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cabeceras coloniales, o de haciendas contra haciendas, o de haciendas en 
contra de ranchos, etcétera. 


La gama de formas y maneras de ocupación del suelo, así como de lo 
que involucraba el acceso, manejo y control de los recursos naturales 
también implicaron a las diversas instancias gubernamentales, sea a favor 
o en contra de cada uno de los actores. En este sentido, parece haber un 
acuerdo en la historiografía reciente respecto de que, en aquellos espa- 
cios sociales que comenzaron a tener una importante actividad económi- 
ca, sea por cultivos con altos valores comerciales o por introducción de 
medios de transporte modernos, la privatización se aceleró,1% es decir, se 
adjudicó y se privatizó más en aquellas regiones y lugares donde la pene- 
tración de los mecanismos de mercado estaba más desarrollada y, en con- 
secuencia, había más incentivos para aquellos que buscaban primero la 
adjudicación y, posteriormente, la individualización.! En suma, la ma- 
yor o menor privatización de la tierra dependió de numerosos factores 
como los intereses de los notables, el medio físico, las vías de comunica- 
ción, las actividades productivas, las respuestas diversas de los grupos en 
las bases de la pirámide social, las capacidades del gobierno para imponer 
sus políticas y las de los grupos afectados para negociar y adaptarse o re- 
chazar,1% entre otros agentes. 


UN SEGUNDO CONTEXTO 


La desamortización se habría de convertir en la base jurídica y fiscal 
en la que descansó el proceso de definición de los derechos de propiedad 
y fue una de las más destacadas en la determinación de una economía 
con tintes capitalistas en el llamado Porfiriato y en el México posrevolu- 
cionario.1 Habría que considerar que a fines del siglo xvi y principios 
del siglo xrx la tenencia y aprovechamiento de la tierra y del agua se ba- 
saban en fórmulas (léase derechos) complejas, heredadas de los periodos 
anteriores, que mantenían buena parte de la tierra al margen del merca- 
do y que, según la visión liberal, obstaculizaban la asignación eficiente 
de los recursos y su buen funcionamiento. Cabe señalar que, durante el 
periodo colonial, la propiedad estaba exenta de impuestos; en cambio, 
durante el México republicano, fue gravada y, conforme fue avanzando 
el siglo x1x, se convirtió en un ingreso importante para los gobiernos es- 
tatales y municipales, cuando estos lograron armar catastros adecuados. 
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Por otra parte, parecería que los sectores pueblerinos, que se pensaba 
iban a ser beneficiados, no lo fueron tanto y, quizá por eso, intentaron 
que las tierras comunales no fueran divididas por dos motivos básicos: 1) 
las tierras en común representaban una fuente de recursos “gratuitos” 
que les ayudaban a desarrollar sus estrategias reproductivas (mediante el 
carbón, madera, frutas, madera, pastura, agua, etc.), a la vez que consti- 
tuían una reserva para el uso de las generaciones futuras e, incluso, po- 
dían servir como “pago” por los servicios que se hacían a los pueblos de 
diversas maneras; 2) las posibilidades de acceder a las tierras por compra 
normalmente eran muy limitadas (aun cuando lo pagaran por años junto 
con los intereses), debido a su escasa disponibilidad de capital y de en- 
deudamiento. Desde esta perspectiva, parece claro que, por lo regular, 
fueron los notables de los pueblos (comerciantes, hacendados, militares 
de alto rango, ganaderos, mineros, apoderados/abogados, funcionarios 
locales) quienes pudieron aprovechar las oportunidades que les iba ofre- 
ciendo la legislación, presionando sobre los ayuntamientos o sobre los 
“comunes” para que pusieran en venta o les adjudicaran ciertos bienes. 
Sin embargo, como siempre, la historia está llena de matices y no todos 
los notables quisieron beneficiarse totalmente de las adjudicaciones y 
propugnaron por que aquellos que estaban dentro de los sectores “po- 
bres” obtuvieran tierras. Por ejemplo, en 1861 fecha previa al regla- 
mento de Oaxaca de 1862, pero tomando quizá la ley nacional de 1856— 
el presidente municipal de Soledad Etla (Distrito de Etla) mencionó que 
se dio un acuerdo entre adjudicatarios y no adjudicatarios, con el fin de 
darles tierras de cultivo a “los más necesitados”, bajo el supuesto de que 
todos daban servicio al pueblo.19 


En lo relacionado con las transmisiones de los derechos de propiedad, 
la desamortización no se agotaba en sí misma, sino que abría un abanico 
de posibilidades para un proceso más dinámico en torno a la titularidad 
de la tierra, aun cuando los solicitantes y los adjudicatarios no pidieran 
de manera inmediata sus títulos, lo que les habría dado mayor certeza en 
torno a sus derechos y propiedad.19 Pero sus efectos debieron estar en 
función de las formas de organización locales de los pueblos y sus entor- 
nos, de las respuestas variadas y hasta contradictorias que suscitó, de las 
características sociales y económicas de cada municipio, región o entidad 
federativa, así como de la manera en que se interpretaron los derechos 
que cada conglomerado humano esgrimió, aun con la utilización de par- 
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te de las leyes, y sin duda, en conflictos interfamiliares por diversos te- 
rrenos. 


SOBRE LA LEGISLACIÓN 


Miguel Lerdo de Tejada puntualizaba que la Ley de 1856 conseguiría 
eliminar la “ignorancia de los que todavía creen que sus bienes tempora- 
les no están sujetos a la potestad civil”,200 con lo que se precisaba, casi, a 
los ojos que lo leyeron, que la propiedad se dividía entre quien tenía el 
dominio y quien la usufructuaba o, en palabras de Mariano Galván, en- 
tre la propiedad perfecta y la imperfecta; pero, además de esta idea pre- 
clara de las implicaciones, la Ley en sí misma puntualizaba la “adjudica- 
ción en propiedad” a los que arrendaban, por el valor correspondiente a 
la renta que en ese momento pagaban, calculando 6% de rédito anual. 
Asimismo, se agregaba que el mismo tipo de adjudicación se haría a los 
que contaran con censos enfitéuticos.201 De esta manera, el adjudicatario 
se quedaría con una deuda pagando 6% anual del valor de la propiedad; 
en el momento en que se liquidara la propiedad, esta pasaba plenamente 
al titular. Así, se sufragaba un censo reservativo. Hasta aquí parece que es 
lo que conocemos, pero debemos recordar que la ley solamente recono- 
cía a los adjudicatarios y a los arrendatarios, no a los usufructuarios, aun- 
que dentro de esta categoría podrían quedar los que pagaban los censos 
enfitéuticos, que corresponderían a las tierras de los pueblos considera- 
das como de “común repartimiento” o sencillamente como las de “co- 
mún”, por lo que ahora, con base en la ley, era una obligación volver a 
pagar, por parte del usufructuario, el censo que posiblemente se dejó de 
contribuir desde fines del periodo colonial, y... esto nos lleva a tratar de 
comprender por qué, en muchos documentos de la segunda mitad del si- 
glo x1x, aquellos que solicitaban la adjudicación esgrimieron la frase 
“por servicios prestados a la población”, y más en Oaxaca, tomando en 
cuenta el decreto del 20 de octubre de 1859 y el reglamento de marzo de 
1862. 


Aun cuando la historiografía en torno a Oaxaca —y, más específica- 
mente, la relacionada con la segunda mitad del siglo x1x— ha descrito de 
manera abundante y puntillosa las características de la legislación liberal 
estatal, quisiera puntualizar algunos aspectos que servirán para observar 
la manera en que se (re)definen ciertos derechos. También quisiera resal- 
tar que la legislación refleja en mucho lo que en la cotidianidad se estaba 
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llevando a cabo por parte de los diversos actores sociales. Después del in- 
tervalo conservador en el gobierno nacional y en los estatales, el 20 de 
octubre de 1859 el gobernador Miguel Castro trataba de imponer, en 
ocho artículos, una adecuada repartición de los ganados y de las tierras 
de comunidad o de cofradías, prefiriéndose a las cabezas de familia y a 
“aquellos que hubiesen otorgado servicios al pueblo” ;202 sin embargo, a 
pesar del entusiasmo del gobernador por detallar los métodos para con- 
seguir que las tierras y el ganado de los indígenas fueran divididos y 
transferidos de su “forma” comunal a propiedad privada, la ley tuvo que 
ser reforzada por la circular del 13 de mayo de 1861. Se recomendaba 
que cuando se repartiera algún terreno que lindara con algún otro pobla- 
do o propietario se citara a los colindantes y se asentaba que, en dado ca- 
so, solamente se repartirían entre los vecinos los terrenos de comunidad 
o de cofradías, pero ningún otro.20 De esta manera, se pensaba detener 
dos aspectos que estaban en la cotidianidad de los espacios rurales oaxa- 
queños: las invasiones entre los pueblos y de estos a los propietarios pri- 
vados, y, sobre todo, la cancelación de la posibilidad de que las autorida- 
des municipales encabezaran este tipo de hechos, como parecía que lo 
hacían —y lo siguieron repitiendo, a pesar de las prohibiciones y amena- 
zas—. Lo que resalta del argumento de la circular es cómo los habitantes 
de los pueblos, después de invadir o quizá de recuperar terrenos, solicita- 
ban el reconocimiento al derecho de posesión, mas no de propiedad de 
las tierras. 


Casi un año después, el 25 de marzo de 1862, salió a la luz el regla- 
mento que marcaría las pautas en torno a los terrenos de comunidades 
civiles y cofradías durante el resto del siglo xIx e, inclusive, durante va- 
rios años del siglo xx. En este caso, quisiera resaltar cuatro artículos que, 
a mi parecer, son definitorios en la manera en que se percibirán los dere- 
chos por parte de los actores sociales. Por un lado, el artículo primero, 
que ordenaba que el reparto de los terrenos comenzara por la cabecera de 
Distrito y, posteriormente, incluyera a los pueblos inmediatos para con- 
cluir con los más distantes —aspecto que se ha analizado en el caso de la 
Mixteca—. El segundo, es el artículo sexto, que permitía, a juicio del jefe 
político, no repartir el ejido y los montes que sirvieran al común en su 
uso, lo que llevó a que muchos municipios declararan como ejidos los 
que antes eran vistos como terrenos del común. El tercero es el artícu- 
lo 24 que cancelaba “las adjudicaciones y ventas simuladas” que muchos 
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pueblos habían realizado para continuar poseyendo en “común sus terre- 
nos municipales”, lo que quizá nos lleve a corroborar que varias ventas 
realizadas después de dictarse la ley del 25 de junio de 1856 fueron si- 
muladas por las propias autoridades municipales. Y el último artículo, el 
34, se refiere a que los municipios podían tener el derecho de poseer en 
común las aguas que hasta ese momento habían poseído y arrendar los 
derrames después de haber sido utilizados por los vecinos,205 elemento 
central que permitirá a muchos ayuntamientos “rentar” o traspasar dere- 
chos de uso, pero no de dominio, sobre sus afluentes a no vecinos de las 
localidades, pero también exigir algunas rentas respecto a la utilización 
de las aguas a los diversos usuarios.20 Así, el reglamento daba el marco y 
argumento jurídicos en los cuales muchas de las solicitudes y problemá- 
ticas en torno a las tierras y aguas se fueron presentando. 


Posteriormente, el artículo 34 fue ampliado en la ley del 18 de no- 
viembre de 1873 en torno a las servidumbres de las aguas. La ley dife- 
renciaba entre aguas que pertenecían al Estado y las que estaban en ma- 
nos de particulares. Los diversos artículos de esta ley precisaban la mane- 
ra en que podían utilizarse las servidumbres y trasladarlas de predio en 
predio, con indemnizaciones a los propietarios de los predios.207 Ulterior 
a esta ley, solamente se dio una nueva ley sobre las aguas, y fue hasta el 
año de 1905 cuando se especificó que las aguas que nacían en los terrenos 
de los pueblos pertenecían a ellos (artículo 15) y que eran los ayunta- 
mientos O las agencias municipales quienes las podían administrar (ar- 
tículo 36). De esta manera fueron siendo reconocidos los derechos en 
torno al agua pública por parte de los pueblos, aun cuando la ley federal 
de 1888 pretendiera la federalización de los recursos. Esta ley en general 
venía a reconocer de manera más puntual lo manifestado en las de 1862 
(artículo 34), 1873 y 1890 (artículo 39).203 Lo que no consideraron los 
diputados oaxaqueños, a pesar de buscar posibles contradicciones con la 
ley del 5 de junio de 1888 sobre aguas de México, y que casi siguieron a 
pie puntillas varios de los artículos de la ley española (si confrontamos 
los 258 artículos españoles con los 132 oaxaqueños), es que esta, como la 
de junio de 1879, reconocía, para la aplicación de las aguas públicas en 
sus aprovechamientos especiales, cierta preferencia o prelación de lugar, 
el abastecimiento de las poblaciones. 

La siguiente ley “agraria” se expidió casi tres décadas después, y me 
refiero a la del 26 de junio de 1890, que salió publicada bajo el título: 


99 


Reglamento para la adjudicación de terrenos comunales. Aquí habría que subra- 
yar que, un mes antes, el secretario de Gobernación Romero Rubio se- 
ñaló al gobernador de Oaxaca que los terrenos de común repartimiento 
y los ejidos no podían subsistir en las condiciones de “dominio” en que 
se encontraban, pero reiteraba que los pueblos y los municipios tenían en 
ellos su carácter de propiedad, por lo que se debían repartir, enajenar y 
“aplicar sus productos a las arcas municipales”.209 El Reglamento de 
1890 seguía las pautas del de 1862; sin embargo, existían algunas dife- 
rencias, como en el artículo 39, donde se consideraba que el uso de las 
“aguas comunales” sería reglamentado por los municipios y que en los 
reglamentos se cuidaría el reparto de las aguas; estos reglamentos ten- 
drían que ser aprobados por el gobierno del estado.?1% No se especificaba 
que el reparto debería de iniciar en las cabeceras distritales, pero sí, en su 
artículo 32, que el “área repartible” se dividiría en lotes con un valor de 
100 pesos. 


A pesar de la legislación emanada, las cartas y las órdenes dadas a los 
jefes políticos y de estos a los ayuntamientos, los gobernantes oaxaque- 
ños consideraban que el proceso era lento o no lo suficientemente expe- 
dito.211 Aun con las reiteraciones, ajustes y peticiones, siempre surgían 
“nuevos” terrenos que adjudicar, a pesar de los ya adjudicados. Sin em- 
bargo, ya se había dejado de lado a los pueblos en sí y a la Iglesia a fines 
del siglo xrx; ahora eran los ayuntamientos los “enemigos” del progreso 
y de la modernidad, como lo deja ver el gobernador Gregorio Chávez, 
quien, en 1894, mencionaba que se continuaba con los esfuerzos por 
“desvincular la propiedad territorial que por tantos años había permane- 
cido acaparada por las corporaciones municipales, y por consecuencia 
improductiva y como germen de disturbios y cuestiones entre particula- 
res y pueblos”.212 De esta manera, un “ayuntamiento terrateniente” 
vuelve a mencionarse con mayor fuerza en el discurso; aquí se ve a las 
autoridades municipales como las causantes de la conflictividad rural, 
como ya se había notado desde 1859, al menos. Chávez consideraba que, 
a pesar de que los terrenos enajenados ascendían a casi 450 mil hectáreas 
en adjudicaciones y a un millón las repartidas entre indígenas, ello no re- 
presentaba ni la vigésima parte de los terrenos municipales en el estado. 
Aun en la Memoria Administrativa de 1901, el gobernador reconocía el 
poco avance que se tenía al respecto: *... en las enajenaciones a título de 
repartimiento se hayan verificado lentamente y en muy pocas poblacio- 
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nes del estado, relativamente”, todo básicamente por la “apatía” de los 
indígenas.?13 


Así podemos observar cómo la misma legislación marcó parte de los 
elementos que se utilizarían en los testimonios, justificaciones y recla- 
mos escritos de los habitantes y de las autoridades de los pueblos, y por 
qué no se reacomodarían algunos de los elementos en que sustentaban 
sus posibles derechos sobre los bienes. En varios casos se argumentaban 
derechos que les correspondían como órganos político-administrativos; 
en otros, como individuos; en los más, con base en los “usos y costum- 
bres” y, en muchos, sobreponiendo diversos tipos de derechos sobre un 
mismo terreno. Frente a este tipo de concepciones, ¿podemos retomar o 
no la propuesta de modelos como la ha considerado Carlos Sánchez para 
los Valles Centrales?214 ¿O hemos de pensar más bien en las variantes: có- 
mo se manifestaron, adecuaron, recordaron y negociaron los diversos ti- 
pos de derechos heredados del periodo colonial? 


FORMAS Y MANERAS DE MANIFESTAR DERECHOS 
SOBRE LOS BIENES CONSIDERADOS COMUNALES 


Los habitantes de los pueblos manifestaron diversas variantes en torno 
a lo que implicaba traspasar —incluso definir el tipo— los derechos y las 
tierras a otras manos o tratar de conservarlas en las suyas. En este senti- 
do, lo que observamos es lo que parece ser el diálogo entre derechos co- 
lectivos, derechos individuales cobijados en derechos colectivos y de 
“usos y costumbres”, y la manera en que los ayuntamientos funcionan 
como receptores y apoderados de los derechos colectivos. En este aparta- 
do, mostraremos algunos ejemplos de los argumentos y posiciones que 
esgrimieron habitantes de los Valles Centrales oaxaqueños, autoridades e 
interesados, o no, con respecto a los derechos, en los momentos en que 
se trastocaban los que se habían “reconocido” y mantenido por largo 
tiempo en la conciencia de los habitantes, sin dejar de considerar el espa- 
cio social en que se encontraba cada una de las localidades. 

Con base en lo anterior, podemos iniciar con el informe que realizó el 
jefe político del Distrito de Etla en diciembre de 1856,?15 a solo seis me- 
ses de la Ley del 25 de junio, en el cual comentaba la adjudicación de 67 
terrenos de cofradías, frente a 100 terrenos de común, 52 pedazos del 
común, 16 terrenos, un cerro, dos ranchos y un molino, pertenecientes a 
33 pueblos,?1* lo que implicó solamente 41% del total. En estos términos 
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es interesante el análisis, aunque desconocemos la medida de la superficie 
de dichos terrenos, por lo que el porcentaje, en una primera instancia, 
podría ser menor, quizá considerando que la extensión y la superficie 
sean más significativas. Dichos terrenos se dieron a 85 individuos para las 
cofradías y 302 para los demás terrenos. Aun cuando el número variaba 
de pueblo en pueblo y de valor en valor, es notable que haya sido en 
aquellas consideradas como villas en donde el número de terrenos de co- 
mún fue mayor, así como el número de los adjudicatarios (véase la gráfi- 
ca 1). 


Tierras adjudicadas en el Partido de Etla, 1856 
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GRÁFICA 1. 


Sin embargo, no es tan descartable lo mencionado en Etla a mediados 
del siglo xrx, si lo comparamos con el caso del Distrito de Zimatlán. En 
1891 se informaba de los tipos de terrenos y a quiénes se habían adjudi- 
cado desde 1856, aunque existe la posibilidad de que algunos se hayan 
“perdido” en la memoria de los habitantes y de las autoridades locales y 
que, por lo tanto, no informaran adecuadamente al jefe político. De esta 
manera, de los 31 pueblos ubicados en dicha jurisdicción, solamente se 
adjudicó 8% de los terrenos de cofradías (si consideramos la hacienda de 
Matagallinas que perteneció al “Monasterio de Santa Catarina”); el resto 
es de los que denominaremos como civiles, que representaron 82% del 
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total. Asimismo, de los 226 adjudicatarios, 87% había accedido a los te- 
rrenos que no eran de cofradía, y aproximadamente 10% había adquiri- 
do hasta dos terrenos. Así, se informaba que se habían adjudicado 131 
terrenos, 15 terrenos de común, dos terrenos de monte, 14 de cofradías, 
tres ranchos, un sitio de cortes, tres potreros, un trapiche, una casa, tres 
ranchos y un ojo de agua (este en Sola de Vega). 


En el informe se registraba el capital que se reconocía a favor del mu- 
nicipio y el rédito anual que cubría cada uno de los adjudicatarios (véase 
la gráfica 2), lo que permitiría considerar de qué tipo de terrenos se trata- 
ba, dado que los que tenían un valor más alto eran los que habían sido 
arrendados de manera general y los que tenían un valor menor a 200 pe- 
sos, como sucedía en la gran mayoría de los casos, fueron asumidos co- 
mo parte del “común”.*17 De esta manera, la visión podría ser muy 
contrastante, aunque habría que resaltar el alto número y la gran varie- 
dad de terrenos que llegaron a tener las cofradías, fueran propios o cedi- 
dos en algún momento histórico por parte de las autoridades de los pue- 


blos. 


Bienes municipales en la jefatura de Zimatlán, 1856-1891 
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Para una mejor comprensión de lo que enfrentaron las autoridades en 
cuanto al manejo de los habitantes, podemos sintetizarlo por medio del 
testimonio de un actor de la época, lo que servirá para enlazar lo ya di- 
cho con lo que sigue. En febrero de 1862, el jefe político de Etla le co- 
mentaba al secretario de gobierno de Oaxaca lo siguiente: 
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En la mayor parte de los pueblos que tienen terrenos de común, existen varios indivi- 
duos que poseen cada cual su pedazo de terreno que las municipalidades de mucho tiempo 
atrás le dieron en virtud de servicios personales que prestaron en su época, con ese carácter 
los han poseído quince, diez o menos años, los presidentes actuales o agentes municipales 
reconociendo el dominio en el común de su pueblo pretenden que se repartan entre dos o 
más individuos a lo que se oponen los poseedores alegando que son terrenos que el muni- 
cipio los ha dado en propiedad [...] y aunque hay algunos que tienen considerable exten- 
sión, sus propietarios no consideran que se deben dividir. En otros pueblos han formado 
contratos de arrendamiento, préstamos u otros que dicen autorizados por la costumbre, 
como donaciones a algunas cofradías sin título algunos de cuyos terrenos igualmente pre- 
tende el reparto por los representantes de los pueblos, oponiéndose aquellos que los tienen 
en arrendamiento, ó han prestado, porque en su concepto sufren un perjuicio privándolos 
de la garantía que tienen por el dinero que dieron a los municipios con quienes formaron 
el contrato; respecto a las donaciones hay la circunstancia de que un vecino de su pueblo 
haya hecho a alguna cofradía de otro, de un terreno suyo que se encuentra en el área de es- 
te último y, hoy que se trata de repartimiento cada cual pretende que sea a él a quien to- 
que el reparto, uno porque el que dio el terreno fue vecino de su pueblo y otro porque se 


haya en los límites de su pueblo el terreno y lo ha poseído la cofradía establecida en él.218 

Lo dicho por el jefe político nos llevaría por lo menos a cuatro o cinco 
formas en que se consideraron los derechos en torno a las tierras de los 
pueblos por parte de los habitantes, en conjunto con los de los ayunta- 
mientos y los de las cofradías. Sin duda, no todos los habitantes de una 
localidad accedieron a las tierras en las calidades que se mencionan y, se- 
guramente, muchos no alcanzaron la categoría de adjudicatarios, sino 
que su situación, en mucho, siguió siendo semejante, esto es: siguieron 
vendiendo su fuerza de trabajo y sobreviviendo. Por otra parte, se consi- 
deraba que parte de las problemáticas se debía a las herencias coloniales, 
en cuanto a cómo las autoridades fueron definiendo los linderos de los 
pueblos, lo que causó innumerables problemas para saber a quién perte- 
necía tal o cual terreno “vacío”. En este sentido, el jefe político de Tla- 
colula informaba en 1874 que: “Los títulos que marcan los límites de un 
pueblo determinan con claridad y precisión el lugar correspondiente y 
los del otro lo mismo, pero cruzando y dejando un espacio de terreno 
metido recíprocamente dentro de las porciones de los dos”;?19 quizá por 
esta razón se reutilizaron en el siglo x1x los “carriles” entre límites, con 
el fin de dejar cierta extensión de tierra entre linderos. 

Sin embargo, este apartado tiene como propósito observar lo mencio- 
nado por el jefe político en un espacio más amplio, que quizá nos lleve a 
pensar en las formas y maneras en que cada actor manifestó sus derechos 
en torno a las implicaciones de la desamortización. 
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En un primer término, tendríamos lo que se fue denominando “servi- 
cios”, quizá retomando la idea del decreto de 1859 del gobernador Cas- 
tro. Los diversos casos nos pueden ir permitiendo observar las maneras 
en que se manifestaron este tipo de discursos y de acciones. En 1865, el 
entonces síndico de la municipalidad de San Jacinto Amilpas (Distrito 
del Centro) solicitaba al Comisariado Imperial que se les adjudicara un 
terreno a los vecinos del pueblo, ya que el agente municipal y las demás 
autoridades se lo habían dado a una persona que ningún “servicio ha 
prestado al pueblo”. La perspectiva del síndico en cuanto a que las adju- 
dicaciones debían otorgarse con base en los servicios al pueblo nos per- 
mite observar cómo se consideraban los terrenos antes e, incluso, duran- 
te este periodo de reformas. Cada una de las partes involucradas llegaron 
a la misma conclusión, en el sentido de que las tierras y solares “han si- 
do” propiedad del común y los “hijos” del mismo los usufructuaban por 
la prestación de sus servicios. Así, los terrenos habían sido objeto de “co- 
mercio” entre los vecinos, quienes los traspasaban en venta, donaciones u 
otros títulos traslativos; pero se aclaró que solamente se trasladaba el 
usufructo de la “cosa” no la “cosa” misma, cuyo dominio se conservaba 
en el común del mismo pueblo, pero el acceso a esas tierras dependía de 
los servicios que se prestaban al pueblo.?20 Semejante idea presentaban en 
1872 varios vecinos de Santa María Atzompa (Distrito del Centro), 
quienes solicitaron ya no solo la adjudicación sino, incluso, los títulos; 
sin embargo, la variante que ofrecían era que, además de puntualizar los 
servicios prestados a la población y que muchos trabajaban a medias en 
los terrenos comunales (con la autorización del municipio), sustentaban 
su derecho de petición en la “costumbre” establecida en el pueblo. No se 
presenta mayor información que nos permita inferir a qué se referían 
con “la costumbre”: si al servicio otorgado, si al pago a medias o...221 
Asimismo, con la idea de servicios se consideraban las aportaciones finan- 
cieras que se daban a petición de las autoridades. 


Otra forma de servicios se daba cuando se fungía como funcionario del 
ayuntamiento.?22 El caso de Cuilapam (Distrito de Centro) puede resul- 
tar ilustrativo. En 1894, un regidor, en respuesta a una petición del go- 
bierno del estado sobre la manera en que utilizaba la tierra, mencionó 
que la trabajaba por ser funcionario del ayuntamiento.?2 Pero lo que se 
descubrió es que no solamente los funcionarios recibían tierras durante 
el periodo en que ocupaban el cargo, sino que... apareció como una 
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práctica cotidiana a los ojos de los funcionarios gubernamentales. El jefe 
político no sabía en qué momento las tierras de cofradía se comprendie- 
ron entre las de común repartimiento, ni tampoco por qué las autorida- 
des municipales cada año repartían tierras entre los vecinos, que cons- 
tantemente se rotaban las cosechas. En su defensa, las autoridades muni- 
cipales manifestaron que desde el siglo xvt el municipio había “cedido” 
tierras a los mayordomos y que el producto era para el culto de los san- 
tos, lo cual cambió a partir de las Leyes de Reforma, cuando se recobró 
el uso de los terrenos y se fueron otorgando entre los vecinos para su 
cultivo.22+ Tal interpretación de las leyes por parte de las autoridades 
municipales, quizá viéndose como una muestra de la memoria histórica 
que tenían los pobladores en torno a lo que implicaban las tierras de co- 
fradías, al menos en el caso de Cuilapam, llevó a que muchos arrendata- 
rios, a fin de mantener en sus manos las tierras, solicitaran las adjudica- 
ciones, como lo hizo Demetrio Pérez, quien argumentó que su padre ha- 
bía poseído su terreno desde fines de los cuarenta y que luego pasó a él 
mismo, en 1878; pero como el municipio insistía en que los terrenos no 
le pertenecían, solicitaba que se le adjudicaran.225 
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En el caso de terrenos que regresaban o estaban en manos de los ayun- 
tamientos, una variante era los terrenos del común en manos de las instancias 
gubernativas locales, como se evidenció en 1895, cuando el secretario de 
Hacienda José I. Limantour le comentaba al gobernador de Oaxaca que 
había noticias de que el ayuntamiento de Cuilapan tenía en posesión e 
“ilegalmente administra” los terrenos de común repartimiento, por lo 
que solicitaba se dieran las Órdenes pertinentes para ajustarse a las leyes 
de desamortización.?26 Un caso interesante es el de Tenango, Distrito de 
Etla: en 1871, la administración de alcabalas le solicitó al ayuntamiento 
el pago de la contribución directa por los terrenos de común. El presi- 
dente municipal utilizó una ley de 1842 que refería que los terrenos del 
común no pagaban tres al millar. 

En estos ejemplos podemos ver dos visiones y discursos, si no contras- 
tantes, sí distintos en la manera en que cada actor percibió y ejerció sus 
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derechos; por un lado, los que se consideraban con derechos por servi- 
cios al pueblo, fuera por otorgar y apoyar con dinero, por puestos o por 
limpieza de caminos y fuentes de agua; y por otro, el punto de vista por 
el cual los ayuntamientos consideraban adecuado “recuperar” tierras que 
habían sido dadas a las cofradías, dando a entender que el derecho de 
propiedad recaía en ellos y que el usufructo había sido temporal; quizá 
bajo esta perspectiva construyeron una cultura jurídica avalada por sus 
abogados, con el fin de mantener el control, el acceso y el manejo sobre 
la tierra. 


Una variante interesante, que ha sido analizada en los casos de la Mix- 
teca y el Valle de Etla de manera muy profusa,?28 es la de las adjudicaciones 
para definir linderos. En este sentido, lo acontecido en San Felipe del Agua, 
cercano a la ciudad de Oaxaca, nos puede dar ciertos indicios de cómo se 
fue desarrollando esta variante, hasta cierto punto generalizada entre las 
poblaciones oaxaqueñas. Frente al argumento de la montuosidad de los 
terrenos que pertenecían al común y a la necesidad de repartirlos, se soli- 
citó en 1890 el reparto y la adjudicación, los cuales curiosamente se en- 
contraban en disputa con San Pablo Etla y San Agustín Etla (ambos del 
Distrito de Etla), que inmediatamente se inconformaron con el jefe polí- 
tico. Sin embargo, parece que los habitantes de San Felipe cambiaron de 
táctica —tal vez de manera poco afortunada—: un tiempo después algunos 
vecinos comenzaron a solicitar adjudicaciones de tierras que habían des- 
montado en el cerro de San Felipe para la “explotación de uno de los ra- 
mos de la industria humana”, pero nadie les había dicho que ya habían 
sido adjudicados desde los sesenta. ¿Conflictos internos? ¿Falta de circu- 
lación de información entre los interesados? ¿Adjudicación simulada en 
los años sesenta? La respuesta podría ser afirmativa en todas las interro- 
gantes; sin embargo, el hecho es que los ahora afectados comentaban que 
los títulos se habían perdido en la guerra contra el Imperio, pero que el 
pueblo “fue y es testigo” de la adjudicación, por lo que la solicitud no 
podía proceder. Este caso demuestra dos aspectos: el primero es que mu- 
chos terrenos no habían sido debidamente ocupados por los adjudicata- 
rios o que las autoridades de los pueblos llevaron a efecto una adjudica- 
ción simulada; el segundo es que estos procesos podrían permitir obte- 
ner tierras de los pueblos colindantes los que podrían estar en disputa— 
o sola y llanamente utilizar la solicitud para agregar a sus territorios tie- 
rras extras.22? 
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En el Distrito y Valle de Tlacolula se presentó el mismo fenómeno. 
En 1878, se dieron ciertas negociaciones entre dos pueblos, esgrimiendo 
ambos la pertenencia de ciertos terrenos. Teotitlán del Valle y Macuilxó- 
chitl reclamaban la ocupación de un cerro; sin embargo, a decir del pri- 
mero, al segundo le habían concedido usarlo de manera gratuita, con lo 
que, posteriormente, comenzó a argumentar derechos, seguramente de 
uso, sobre el cerro. Ante esto, Teotitlán presentó sus títulos. Posterior- 
mente, Macuilxóchitl intentó negociar y retractarse de la solicitud de 
adjudicación.230 

Este hecho no solo se dio entre pueblos, sino también cuando, argu- 
mentando cierta “inocencia”, los pueblos solicitaban se les adjudicara te- 
rrenos que se encontraban en los linderos que reconocían como propios 
las haciendas, como sucedió cuando los habitantes de Coatecas Altas 
(Distrito de Ejutla) solicitaron, en 1893, un deslinde y la posterior adju- 
dicación de supuestos terrenos comunales; a decir de los dueños de las 
haciendas de Monjas, San Guillermo y San Nicolás del Distrito de 
Mihuatlán, se estaban solicitando terrenos que estos habían adquirido 
“legalmente” frente al pueblo de Coatecas por sentencias judiciales en 
1862.231 


Una tercera variante que hemos observado es algo que se podía consi- 
derar como la oposición de venta de terrenos a “forasteros”, con el fin de seguir 
manteniendo los terrenos de manera comunal o de adjudicarlos a un 
conjunto de individuos que haría un uso “comunal” de los recursos. En 
1893, varios vecinos, nuevamente de Cuilapam, se quejaron ante el go- 
bernador de Oaxaca de que las autoridades municipales, en alianza con 
su abogado, deseaban vender los terrenos montuosos del “común” a fo- 
rasteros, por lo que ellos habían solicitado la adjudicación antes, con el fin 
de que no se les impidiera obtener leña y otros productos. Sin embargo, 
en un posible acto de ingenuidad o de sinceridad, o quizá para fortalecer 
su argumento referido a la necesaria adjudicación y en contra del rema- 
te, puntualizaban que el presidente municipal había informado que va- 
rios terrenos montuosos se habían adjudicado a la esposa de su abogado, 
pero que realmente el pueblo las seguía disfrutando y poseyendo.22 


Sin embargo, en algunos casos los habitantes de los pueblos y sus au- 
toridades no pudieron interpretar las leyes suficientemente a su favor, 
por lo que se presentó el derecho de uso pero no de propiedad. Así lo demues- 
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tra un caso más en Cuilapam, cuando en 1871 se había solicitado la adju- 
dicación de un terreno de cofradía por parte de 81 hombres y cuatro 
mujeres, pero estos no habían podido finiquitar ni el capital ni los rédi- 
tos, por lo que en 1885 el jefe de hacienda de Oaxaca les hizo la entrega 
de terrenos, pero en el entendido de que, mientras no se finiquitara el 
adeudo, tendrían los derechos subrogatorios;233 aquellos lograron fini- 
quitar los 740 pesos hasta 1894, año en que se les expidieron los títulos 
respectivos. Como podemos apreciar en el caso de Demetrio Pérez y 
otros en Cuilapam, los pueblos no solamente tenían terrenos que podría- 
mos definir como civiles, sino muchos pertenecientes a las cofradías, y 
estas se encontraban particularmente mencionadas en la Ley del 25 de 
junio de 1856 y en las subsiguientes; muchos de los arrendatarios co- 
menzaron a solicitar la adjudicación,? pero hubo variantes interesantes. 


Sin duda, en referencia a la cuestión agraria y al papel de las cofradías 
se ha escrito con mucho interés para el caso de Oaxaca. La historiografía 
se ha enfocado en tratar de analizar no solamente los posibles efectos de 
las leyes liberales en el pensamiento y en los bienes ligados a la Iglesia, 
sino también los antes y después en términos productivos.235 Ahora bien, 
siguiendo la línea en que nos hemos enfocado, una variante más sería la 
de tierras de cofradías a medias. En 1894, dos vecinos de Cuilapam, en una 
carta con un fuerte tinte anticlerical, le solicitaban al jefe político que les 
fueran adjudicados ciertos terrenos que la iglesia había poseído sin título 
o documento legal desde “tiempo atrás”. Las tierras que formaban parte 
de las cofradías habían sido no solamente disputadas anteriormente por 
el pueblo y por las autoridades sino también por los mayordomos, quie- 
nes, sin considerar las Leyes de Reforma, habían mantenido la “costum- 
bre” de que quienes cultivaran esas tierras debían dar la mitad de los pro- 
ductos a la Iglesia. De esta manera, unos argumentaban derechos de uso, 
otros de propiedad y otros el derecho otorgado a través de la legisla- 
ción.236 Una situación semejante se presentó en el mismo año en San 
Bartolo Coyotepec, en el Distrito y Valle de Zimatlán, cuando 28 perso- 
nas solicitaron el dominio en propiedad de unos terrenos que tanto ellos 
como sus antepasados cultivaban, productos que en parte entregaban al 
mayordomo de la cofradía de San Juan Bautista, al menos hasta 1864.27 
Ya contando con estos ejemplos, aun es necesario distinguir entre las tie- 
rras que eran propiedad de las cofradías canónicamente establecidas, co- 
mo lo estableció la ley de 1862, y las tierras y bienes que eran de los pue- 
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blos y que administraban los mayordomos, que es lo que hemos descrito 
y sobre lo cual, sin poder abundar más, nos atreveríamos a decir que no 
estaban establecidas canónicamente, así como cuando el ayuntamiento 
de Cuilapam “recuperó” las tierras de las cofradías para el uso de los ha- 
bitantes del pueblo. Además, en varias tierras de cofradías había medie- 
ros, aunque por el momento no podríamos afirmar si los vistos como ta- 
les eran miembros de las cofradías. 


Aun cuando podríamos considerar que los pueblos contaban con nu- 
merosas tierras pertenecientes a las cofradías, como bien pudo demostrar 
el caso de Demetrio Pérez en Cuilapan, muchas no fueron inmediata- 
mente adjudicadas o, si lo fueron, no fue con el debido título que les da- 
ba a los adquirientes el dominio. Resultan interesantes, considerando los 
informes de los Jefes Políticos, las constantes solicitudes de repartición y 
de adjudicación solicitadas a los ayuntamientos. Los cuadros locales que 
se elaboraron casi inmediatamente después de la ley de 1856 y los cua- 
dros concentradores de la Memoria de 1857 nos llevan a considerar que 
las adjudicaciones más rápidas fueron las de las cofradías; esto es, en los 
meses inmediatos los terrenos de cofradías, ayuntamientos y pueblos que 
se encontraban arrendados pasaron a otras manos; los que no lo estaban, 
tardaron muchos años en estarlo o sencillamente sus adjudicaciones pu- 
dieron ser simuladas.23 

CONSIDERACIONES FINALES 


Una de las primeras consideraciones a las que podemos llegar es que, 
no importando si primero fueron las tierras del común y posteriormente 
los ejidos y los montes y bosques o viceversa, el problema no fue la adju- 
dicación en sí misma sino que se vendieran las tierras adjudicadas y que, 
posteriormente, fueran reconocidas desde una perspectiva legalista. Asi- 
mismo, queda la impresión de que las leyes liberales en torno a las tierras 
fueron hábilmente utilizadas por los habitantes de los pueblos para defi- 
nir y redefinir linderos con otras localidades y estructuras agrarias, en al- 
gunos casos con varios pasos por delante frente al pueblo contrario. Pero 
quizá lo más interesante es que casi todos utilizaron las leyes para solici- 
tar adecuados deslindes de sus tierras, como un primer paso para comen- 
zar la adjudicación; cuando lo lograron, comenzaron a argumentar la 
imposibilidad de llevar a cabo la adjudicación debido a la escasez de re- 
cursos monetarios para hacerlo y, en algunos casos, la reforma agraria 
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encontró tierras de común en pleno funcionamiento en el interior de los 
pueblos de los Valles. 


La simulación fue, en muchos casos, la tendencia de los habitantes y 
de las autoridades de los pueblos, sobre todo considerando que las últi- 
mas habían sido y regresaban a ser “gente común” al terminar sus cargos. 
También hubo aprovechamiento del cargo para beneficiar a otros y, qui- 
zá, para beneficiarse a sí mismos. Sin embargo, con la reiteración de las 
leyes y las constantes peticiones para saber los avances de los repartos, los 
jefes políticos se encontraban a merced de lo que desearan informar las 
autoridades, quienes, incluso, mencionaban la escasez de información en 
sus respectivos archivos sobre si se había desarrollado o no alguna adju- 
dicación de tierras de cofradías o de común. 

Un aspecto más, que parecería también importante, en torno a la des- 
amortización, es la readecuación e, incluso, el resquebrajamiento de las 
nociones de derecho que tenían los habitantes de las diversas localidades. 
En este sentido, posiblemente estemos viendo una primera etapa del 
rompimiento de vínculos familiares con base en la disputa y en lo que 
cada parte esgrimía en torno a sus derechos. 


Finalmente, señalamos, en este acercamiento, que los habitantes y las 
autoridades encontraron en los abogados y en los tinterillos la ayuda ne- 
cesaria para realizar interpretaciones en torno a la legislación, por una 
parte buscando los resquicios en la misma y, por la otra, la que se obtenía 
por parte de los gobiernos general, estatal y municipal, con los niveles 
que los habitantes en su conjunto o de manera individual hacen. Pero lo 
que surge como una constante es que, aunque podamos percibir formas, 
maneras e interpretaciones en torno a la legislación y en cuanto a cómo 
se manejaban los diversos derechos, se da una homogeneidad en las for- 
mas de “defensa” que asumen los actores sociales. Y... de esta manera 
aun faltaría profundizar en la manera en que se patrimonializaron los re- 
cursos por parte del Estado-gobierno de fines del siglo xIx y principios 
del siglo veinte. 
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LA PROPIEDAD COMUNAL DE LA TIERRA: ¿UNA GARANTÍA 
DE EQUIDAD Y SOLIDARIDAD SOCIAL EN LAS 
COMUNIDADES INDÍGENAS? 


EmILIa VELÁZQUEZ HERNÁNDEZ239 


Hace YA VARIOS AÑOS QUE SE HA CUESTIONADO consistentemente el con- 
cepto de comunidades indígenas como entidades sin fisuras internas, que 
funcionan de manera armónica gracias a prácticas que facilitan la igual- 
dad intracomunitaria.24 Con frecuencia, esta concepción de comunidad 
indígena ha estado ligada a un concepto poco preciso de posesión o pro- 
piedad comunal de la tierra, la cual ha sido implícita o explícitamente 
asumida como la variable independiente que propicia la equidad social o 
la coherencia cultural.2+1 En este texto me propongo, precisamente, 
cuestionar esa relación, muchas veces poco sustentada en hechos, entre 
propiedad comunal de la tierra e igualdad y justicia social. Mi argumen- 
to es que una relación de este tipo puede o no ocurrir, y que una u otra 
situación dependerá de las condiciones socioculturales y políticas que 
imperen en determinado momento, entre las que destacan las formas de 
gobierno local y las modalidades de uso productivo de las tierras. Es de- 
cir, propongo que no se debe asumir una relación unívoca e inalterable 
entre propiedad o acceso comunal a la tierra y equidad social, o entre 
aquella y la existencia de estrechos lazos comunitarios que propician la 
solidaridad comunitaria aun en el marco de procesos de mercantilización 


y “modernización”.24 


Este texto es, por lo tanto, una invitación a indagar sobre las comple- 
jidades socioculturales y políticas que los sujetos sociales desarrollan al 
amparo de la propiedad y/o el acceso comunal a la tierra. Para ello, pro- 
pongo el planteamiento de tres preguntas básicas: ¿qué tipo de arreglos 
institucionales locales se crean para regular el acceso comunal a la tierra y 
a sus recursos naturales?, ¿cuál es la capacidad de resistencia y de adapta- 
ción de tales acuerdos institucionales a nuevas condiciones socioeconó- 
micas y políticas? y, finalmente, cabe cuestionar si el acceso comunal a la 
tierra conduce necesariamente al reconocimiento y defensa de los dere- 
chos colectivos. Reflexionaré sobre estas preguntas a partir de un estudio 
de caso en el Istmo veracruzano que atañe en diferentes momentos histó- 
ricos a la población popoluca y nahua asentada en varias localidades de 
los municipios de Soteapan y Mecayapan, en la Sierra de Santa Marta, un 
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macizo montañoso que irrumpe entre la planicie del corredor Acayucan- 
Coatzacoalcos y el Golfo de México (véase el mapa 1).24 


Para responder a tales interrogantes, he dividido el artículo en cuatro 
apartados: en el primero de ellos doy una visión histórica sobre la per- 
manencia del acceso comunal a las tierras hasta mediados del siglo xx; en 
la segunda sección analizo los inconvenientes que, bajo ciertas circuns- 
tancias socioculturales y políticas, enfrentó esta forma de acceso a la tie- 
rra; en un tercer apartado me dedico a examinar las causas de las desvia- 
ciones que sufrió el uso comunal de la tierra después del reparto agrario; 
y en la cuarta parte reflexiono sobre el avance de un individualismo a ul- 
tranza en detrimento de los recursos colectivos, expresado en el contex- 
to de la aplicación de la nueva ley agraria de 1992, al amparo de la cual se 
parcelaron los últimos “ejidos comunales” que quedaban en la Sierra de 
Santa Marta, concretamente en el municipio de Soteapan. 
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Mara 1. Sierra de Santa Marta y planicie adyacente. 


LAS TIERRAS COMUNALES DE SOTEAPAN EN EL SIGLO 
XIX: LOS LÍMITES DE LA RESISTENCIA LOCAL FRENTE AL 
ESTADO 
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A diferencia de la gran mayoría de los pueblos indígenas del Istmo ve- 
racruzano, cuyos pobladores dividieron sus tierras comunales en grandes 
lotes de condueñazgo en la década de 1880,21* los habitantes de Soteapan 
optaron por iniciar sus trámites para el deslinde y la división de sus tie- 
rras hasta 1894, una vez que agotaron una estrategia de resistencia a la 
ley de desamortización de tierras que combinó la dilación pacífica me- 
diante la solicitud de prórrogas con alzamientos violentos en 1884 y 
1888.25 Desafortunadamente, cuando las autoridades municipales de 
Soteapan solicitaron la aprobación del gobierno estatal para contratar al 
ingeniero que se encargaría del deslinde y la división de sus tierras, la ley 
que permitía la creación de condueñazgos había dejado de operar, y gran 
parte de los terrenos que los popolucas consideraban como propios ha- 
bían sido deslindados como terrenos baldíos y adquiridos por el licencia- 
do Manuel Romero Rubio.216 


De esta manera, cuando el pueblo de Soteapan inició un tortuoso ca- 
mino legal para dividir sus tierras comunales,?47 las condiciones jurídicas 
le eran totalmente adversas, pues el 17 de julio de 1889 el Congreso esta- 
tal había aprobado la Ley sobre Subdivisión de la Propiedad Territorial, 
la cual abrogaba la disposición legal que permitía la división de tierras 
comunales en grandes lotes de condueñazgo, a la vez que establecía que 
en los nuevos repartos ya no se consideraría “porción alguna para ejido”, 
y en aquellos pueblos donde ya se hubiera verificado el reparto, las tie- 
rras de ejido pasarían a ser propiedad del Ayuntamiento, el cual habría de 
dividirlos en lotes.24s Esta situación se agravaba por la ejecución de la Ley 
de Baldíos de 1863, cuya aplicación tuvo su mayor auge entre 1870 y 
1890.24 

En este contexto, en 1902 las herederas de Romero Rubio consiguie- 
ron que las autoridades porfiristas les adjudicaran la propiedad de 39 233 
ha en el municipio de Mecayapan y de 39 228 ha en el municipio de So- 
teapan.25 A la “extinta comunidad indígena de Soteapan” únicamente se 
le reconoció la propiedad de “once sitios y cuatro caballerías, o sea 19 
582 hectáreas, 89 áreas y 21 metros”.251 Así, el pueblo de Soteapan sola- 
mente pudo retener las tierras de su fundo legal, además de una superfi- 
cie de labor que compartía con los campesinos nahuas del vecino munici- 
pio de Mecayapan, quienes carecían de tierras propias pero hacían uso de 
los terrenos comunales de Soteapan con el acuerdo de autoridades y po- 
bladores de este último lugar.252 


115 


En 1905, las herederas del finado Manuel Romero Rubio vendieron 
las tierras de Mecayapan y Soteapan al empresario inglés Weetman Pear- 
son, dueño de la Compañía Mexicana de Petróleo El Águila.253 Lo pecu- 
liar de este caso fue que, no obstante que el pueblo de Soteapan perdió 
legalmente gran parte de las tierras, y que estas pasaron a ser propiedad 
de un empresario con importantes vínculos gubernamentales, tales tie- 
rras siguieron en posesión de los campesinos de Soteapan y Mecayapan, 
pues su nuevo propietario no hizo ningún uso de ellas. Esto probable- 
mente se debió a que los terrenos en cuestión se ubicaban en la periferia 
de las áreas de mayor valor del Istmo, aunque también pudo influir el 
hecho de que eran ampliamente conocidos los actos de resistencia vio- 
lenta protagonizados por los popolucas de Soteapan en la década de 
1880, así como su activa participación en la rebelión magonista de 


1906.25 


En 1913, las antiguas tierras comunales de Soteapan pasaron a formar 
parte del patrimonio de la Compañía Mexicana de Bienes Inmuebles, 
fundada en 1913 con Weetman Pearson como principal accionista. En 
1938, cuando el presidente de la república Lázaro Cárdenas— decretó la 
expropiación de los bienes de las compañías petroleras, la citada compa- 
ñía interpuso un amparo para tratar de salvar las tierras que poseía en So- 
teapan y en Mecayapan. Estas tierras permanecieron en litigio 10 años 
hasta que, en 1948, pasaron a ser patrimonio de Pemex255 y, tres años 
después, fueron puestas a disposición de la Secretaría de Agricultura y 
Ganadería.256 

Durante todos los años que las tierras de Soteapan y Mecayapan fue- 
ron propiedad de la compañía de bienes inmuebles creada por Pearson, y 
también cuando pasaron a estar bajo la custodia de la sac, los campesinos 
de ambos municipios siguieron usando sus tierras de acuerdo con una 
normatividad local semejante a la que J. Chevalier y D. Buckles identifi- 
caron para esa época en la vecina comunidad agraria de Pajapan.257 Los 
rasgos centrales de esta normatividad local eran: 1) propiedad colectiva 
de la tierra y organización flexible del acceso a las tierras comunales; 2) 
uso individual de pequeñas parcelas existentes en relativa abundancia; y 
3), gobierno cívico-religioso controlado por hombres ancianos. 


Es decir, en estos años el acceso a la tierra estaba garantizado por una 
normatividad local fincada en la posibilidad de abrir parcelas de cultivo 
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e, incluso, de crear nuevos poblados en cualquier parte de las antiguas 
tierras comunales de Soteapan, siempre y cuando el lugar seleccionado 
para crear una milpa o una población no tuviera rastros de “pertenecer” 
a otra persona o grupo de pobladores. Así, pese a carecer de legalidad ju- 
rídica, en los hechos durante prácticamente 60 años, la posesión comunal 
de dichas tierras fue asumida y ratificada por la población popoluca y 
nahua de Soteapan y de Mecayapan mediante prácticas cotidianas de 
ocupación del espacio que no reconocía fronteras rígidas entre poblados 
ni entre municipios contiguos.258 Este acceso comunal a la tierra era uno 
de los elementos centrales de una organización sociopolítica local que te- 
nía como otro de sus pilares una forma de gobierno cívico-religiosa basa- 
da en dos rasgos centrales: a) el dominio de un grupo de ancianos respe- 
tados por la comunidad, el cual se encargaba de elegir al presidente mu- 
nicipal, quien debía ser un hombre de mediana edad, casado, trabajador y 
responsable; b) la obligación del presidente municipal, junto con su ca- 
bildo y el presidente parroquial, de organizar el “carnaval” o fiesta del 
maíz, un ritual público que tenía como objetivo principal asegurar la ob- 
tención de buenas cosechas de maíz y otros productos agrícolas, además 
de proteger a la comunidad de la entrada de enfermedades y de calami- 


dades.259 


De esta manera, a lo largo de la primera mitad del siglo xx los pobla- 
dores de Soteapan administraron lo que ellos consideraban sus tierras co- 
munales a partir de una normatividad local y de una intervención casi 
nula del Estado. Así, todo campesino popoluca podía hacer uso de una o 
más parcelas en cualquier sitio de su antiguo territorio comunal, de tal 
forma que campesinos de un poblado podían tener algún sembradío en 
las inmediaciones de otro poblado diferente. Además, Soteapan mantuvo 
el acuerdo, probablemente proveniente de la época colonial, de compar- 
tir sus tierras con los nahuas de Mecayapan, por lo que campesinos 
nahuas de Mecayapan tenían milpas en espacios cercanos a la cabecera 
municipal de Soteapan, y llegaron incluso a fundar nuevos poblados 
dentro de los límites municipales de Soteapan.2%0 

Sin embargo, a pesar de la escasa injerencia del Estado en la adminis- 
tración de las tierras ocupadas por popolucas y por nahuas, estos habían 
aprendido la lección del pasado y sabían que las leyes elaboradas desde el 
Estado eran necesarias para legalizar la posesión de las tierras que usaban. 
Así, entre principios de la década de 1930 e inicio de los años 1960, las 
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autoridades municipales de Soteapan, lideradas por un grupo local hege- 
mónico conformado por viejos exrevolucionarios popolucas, lucharon 
por conseguir la restitución de sus antiguas tierras comunales o, en su 
defecto, obtener la dotación de un solo ejido que incluyera a todos los 
poblados que entonces existían en Soteapan y a aquellos del municipio 
de Mecayapan que usaban tierras de Soteapan.?261 Es decir, en estos años, 
aunque no había un reconocimiento legal de derechos de propiedad so- 
bre las tierras, sí existió un acceso a las mismas, a la vez que se dio una 
búsqueda constante de legitimación de este acceso a las tierras vía el re- 
conocimiento de la propiedad sobre ellas, lo que puede entenderse y 
analizarse como parte de los procesos de formación del Estado.?62 


Finalmente, la hegemonía de la normatividad local de acceso a la tie- 
rra comenzó a erosionarse en la década de 1940, a la par que aumentaban 
las fricciones políticas entre quienes pugnaban por la restitución de las 
tierras comunales o, en su defecto, por la creación de un gran “ejido co- 
munal”, y aquellos que estaban dispuestos a renunciar a tales pretensio- 
nes y a aceptar la dotación de ejidos en los términos previstos por la ley 
agraria posrevolucionaria. La década de 1950 marcó el declive definitivo 
del gobierno cívico religioso, de tal manera que cuando, a principios de 
la década de 1960, dio inicio el reparto agrario, esta forma de gobierno 
prácticamente había desaparecido. 

En suma, pese a una prolongada resistencia a abandonar las prácticas 
de acceso comunal a la tierra, que permitían a los campesinos ir por va- 
rios rumbos de un extenso territorio para abrir tierras para cultivar maíz, 
y que durante décadas contravinieron la lógica del Estado posrevolucio- 
nario, finalmente esta última se impuso, expresada en leyes (reforma 
agraria) y programas de desarrollo (colonización del trópico, impulso a la 
ganadería extensiva) promovidos y ejecutados por distintas dependencias 
gubernamentales (Liga de Comunidades Agrarias, Confederación Nacio- 
nal Campesina, Departamento de Asuntos Agrarios y Colonización, Se- 
cretaría de Agricultura y Ganadería). 

EL REPARTO AGRARIO Y LOS ARREGLOS 
INSTITUCIONALES LOCALES PARA CONSERVAR EL ACCESO 
COMUNAL A LA TIERRA 

El reparto agrario, según los términos estipulados por la ley agraria, 
implicaba la dotación de cierta superficie de tierras ejidales por poblado 
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y la asignación de un número determinado de parcelas a un grupo limi- 
tado de jefes de familia, quienes obtenían estas tierras en calidad de usu- 
fructuarios, ya que la propiedad formal de la tierra era del ejido como 
corporación. Sin embargo, los pobladores popolucas y nahuas de Sotea- 
pan y de Mecayapan encontraron la manera de ajustar la ley a la antigua 
normatividad local, creando lo que denominaron “ejidos comunales”, 
una categoría de tenencia de la tierra jurídicamente inexistente pero que, 
en la práctica cotidiana, se hacía real, mostrando de esta manera el per- 
manente desfase que existe entre lo que el Estado propone y mandata, 
por un lado, y lo que la gente interpreta y asume en sus prácticas diarias. 
De aquí la pertinencia de entender el Estado como un proceso en cons- 
tante formación, del que participan los diferentes grupos y clases de una 
sociedad determinada, en lugar de asumir que el Estado está en la cúspi- 
de de la sociedad y es el lugar central del poder.263 


Los ejidos comunales comenzaron a funcionar bajo la lógica del acceso 
comunal a la tierra: todo miembro de las ahora comunidades-ejido podía 
hacer uso de una o de más parcelas en cualquier parte de las tierras ejida- 
les dotadas mediante el reparto agrario. La única condición, como era la 
norma antes del reparto agrario, era que dicha tierra no hubiera sido an- 
tes abierta al cultivo por otra persona. Además, todo habitante de las co- 
munidades-ejido podía entrar a cualquier parcela a recoger leña para su 
uso doméstico. Esta lógica comunal de acceso a la tierra combinaba la 
posesión colectiva de la misma con una apropiación individual de parce- 
las por cualquier miembro de la comunidad, haciendo caso omiso de las 
categorías creadas por la ley agraria que dividía a los campesinos en eji- 
datarios y no ejidatarios. Tal apropiación individual podía ser llevada al 
extremo: el árbol frutal que alguien sembraba era propiedad de esta per- 
sona durante toda su vida e, incluso, podía pasar a sus descendientes. Es 
decir, la inversión en trabajo (rozar un terreno, sembrar árboles) que al- 
guien hacía en una parcela le daba derecho absoluto y permanente sobre 
la misma, con excepción de los productos que crecían o que se reprodu- 
cían naturalmente, como los árboles de acahuales de los que cualquiera 
podía obtener leña?ó4 o como ciertos animales comestibles que cualquiera 
podía cazar. 


Este acceso comunal a las tierras ejidales pronto enfrentaría dos cir- 
cunstancias que socavarían los arreglos institucionales locales sobre los 
que descansaba dicha forma de apropiación de la tierra. La primera de 


119 


ellas fue el crecimiento natural de la población, de tal forma que, cuando 
en los diversos poblados se ejecutó el reparto agrario, casi toda la tierra 
otorgada estaba ocupada, tanto por jefes de familia que habían resultado 
beneficiados con una parcela ejidal como por “comuneros” que estaban 
trabajando desde años atrás en las recién dotadas tierras ejidales, y que 
permanecerían en ellas aun sin contar con un derecho agrario jurídica- 
mente reconocido. Esta limitante demográfica se resolvió con la ejecu- 
ción, en las décadas de 1960 y 1970, de nuevos repartos agrarios ligados 
a un proceso de colonización ejidal de la selva ubicada al oriente y al 
norte de la sierra. También hubo nuevas dotaciones ejidales en las partes 
bajas (100 a 300 msnm), al sur de la misma. 


La segunda circunstancia, que bajo nuevas condiciones socioeconómi- 
cas se volvió problemática, fue que el modelo imperante de acceso co- 
munal a la tierra no consideraba límites mínimos permitidos para la 
apropiación individual de las tierras de acceso comunal. Mientras que la 
actividad económica de nahuas y de popolucas giró en torno a la pro- 
ducción de maíz y de frijol, así como a la cría de aves y a la engorda de 
cerdos, la parcela ocupada por una familia difícilmente excedía las tres 
hectáreas, debido a que la siembra se hacía con espeque o bastón planta- 
dor, lo cual requería una fuerte inversión de trabajo. Sin embargo, bajo 
nuevas condiciones económicas y políticas, la indefinición respecto a la 
superficie de las parcelas que podían ser usadas por un grupo familiar 
desembocó en fuertes inequidades intracomunitarias y graves conflictos 
políticos. 


DESVIACIONES DEL ACCESO COMUNAL A LA TIERRA: 
LOS “ENCIERROS” DE TIERRAS 


En las décadas de 1960 y 1970, en varios “ejidos comunales” de los 
municipios de Soteapan y Mecayapan, el acceso comunal a la tierra se 
vio trastocado por una nueva actividad económica: la engorda de gana- 
do bovino. Pequeños grupos de campesinos, o a veces un solo productor, 
animados por la expectativa de obtener mayores ganancias económicas 
con la ganadería bovina extensiva, reunían dinero y cercaban superficies 
mayores a 100 hectáreas para sembrar pasto e introducir ganado. Esta 
nueva forma de ocupación de la tierra fue favorecida por la introducción 
de créditos gubernamentales a través del Fideicomiso Ejidal Ganadero, a 
la vez que se escudaba en la noción de acceso comunal a la tierra, según 
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la cual cada quien podía hacer un uso particular de la superficie de tierra 
que fuera capaz de trabajar. Esta lógica, sin embargo, tenía sentido en 
una sociedad agrícola en la que el derecho a la apropiación individual de 
la tierra se basaba en la inversión de trabajo, más que en la de dinero, pe- 
ro perdía coherencia cuando se trataba de utilizarla para criar ganado ba- 
jo un modelo de ganadería extensiva, a la que solo podían recurrir aque- 
llos que tuvieran suficientes recursos monetarios para comprar ganado y 
adquirir el alambre de púas necesario para cercar 100 o más hectáreas de 
terreno. 


Para hacer frente a esta situación, inicialmente se optó por recurrir a 
acciones basadas en los principios que hasta hacía pocos años habían sido 
parte del sistema normativo local, según el cual quienes transgredían las 
reglas del comportamiento socioculturalmente aceptado recibían casti- 
gos ejemplares.205 Así, el primer campesino del ejido Cuilonia —al sur del 
municipio de Soteapan— que cercó tierras para introducir 35 reses fue 
asesinado.26 Poco tiempo después, otro grupo familiar de este mismo 
ejido hizo su “encierro” para ganado, pero pronto el resto de los campe- 
sinos procedió a matar a esos animales durante las noches. De igual ma- 
nera, en el ejido Soteapan se mataban las reses de los pocos campesinos 
que intentaban iniciarse en la ganadería. Y en el ejido nahua Tatahuica- 
pan, al socio delegado del grupo ganadero financiado por el Fideicomiso 
Ejidal Ganadero le quemaron una milpa de gran extensión que poseía en 
el ejido. 

Las tensiones acumuladas por la transgresión a la lógica conocida y 
aceptada de acceso comunal a la tierra estallaron a veces en forma más 
violenta: un zafarrancho entre dos grupos familiares en 1971, en Ama- 
maloya;?7 un enfrentamiento a balazos en 1974, durante la realización 
de una asamblea ejidal en Cuilonia, en la que resultó muerto el comisario 
ejidal, quien era miembro de un grupo ganadero.2ó También en los eji- 
dos Morelos y Buenavista, del municipio de Soteapan, se registraron 
procesos violentos en los años 1970. En todos los casos, los agredidos in- 
terpretaron tales acciones como expresiones de envidia,?62 otro de los 
elementos de un sistema normativo que en el pasado había sido hegemó- 
nico y que ahora funcionaba de manera fragmentaria: aquel que acumu- 
laba bienes en exceso despertaba la envidia de los demás miembros de la 
comunidad y propiciaba que se atentara contra sus bienes. 
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Ante esta situación, en la segunda mitad de la década de 1970 y en la 
década siguiente, los campesinos ejidatarios que no participaban en los 
grupos ganaderos decidieron acogerse a la normatividad estatal como la 
única forma a su alcance para detener el acaparamiento de tierra por par- 
te de los grupos ganaderos, quienes actuaban en beneficio personal o de 
un pequeño grupo familiar basándose en la lógica del acceso comunal a 
la tierra. Para ello contaron con el apoyo del Consejo Regional Campe- 
sino, afiliado a la Confederación Nacional Campesina (cnc); dicha orga- 
nización se encargó de asesorarlos en la realización de los trámites para 
parcelar los ejidos tal como estaba previsto en la ley agraria. En todos los 
casos se llevaron a cabo “parcelamientos económicos”, es decir, parcela- 
mientos realizados por los propios ejidatarios, quienes de manera privada 
contrataron a topógrafos que hicieron el deslinde del ejido y de las par- 
celas repartidas entre los ejidatarios. 


Con estos parcelamientos, los ejidatarios obtuvieron control sobre las 
tierras otorgadas mediante el reparto agrario posrevolucionario, aunque 
en todos los casos hubo quejas de inequidades en el parcelamiento. 
Aquellos que ya tenían “encierros”, siempre en tierras con acceso a fuen- 
tes de agua, lograron —con el argumento de que habían invertido dinero 
y trabajo en ello— que se les adjudicara su parcela en el lugar donde esta- 
ba su encierro. En algunos ejidos, como Tatahuicapan, hubo ejidatarios 
cuyas parcelas quedaron en las partes más abruptas del volcán San Martín 
Pajapan, en donde es casi imposible hacer alguna buena siembra, mien- 
tras que las parcelas de otros ejidatarios supuestamente los parientes y 
amigos de la autoridad ejidal en turno— quedaron en lugares planos, con 
acceso a fuentes de agua y a caminos para sacar su producción. 


Tres aspectos resaltaron en estos parcelamientos: 1) la escasa participa- 
ción de los técnicos de la Secretaría de la Reforma Agraria, la cual con- 
sistió simplemente en avalar los acuerdos a los que llegaron los ejidata- 
rios en negociaciones marcadas por el capital económico y político de 
que disponía cada uno de ellos de manera individual o como integrante 
de alguna facción en el interior del ejido; 2) la exclusión definitiva de las 
tierras del ejido de los “comuneros”, algunos de los cuales eran hijos de 
ejidatarios y otros más eran simples avecindados; y 3) la división en par- 
celas individuales de todas las tierras del ejido, sin dejar ningún espacio 
para usos colectivos de los que pudieran obtener recursos —principalmen- 
te leña— las familias sin tierras. 
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En suma, en aquellos ejidos en los que la ganadería extensiva adquirió 
relevancia en las décadas de 1970-1980, el acceso comunal a la tierra — 
ejidal en este caso— dejó de tener la coherencia sociocultural y política 
que había tenido en el pasado, dando lugar al parcelamiento ejidal y al 
desplazamiento de los campesinos —nahuas y popolucas— que carecían de 
un derecho agrario, creándose así nuevas fronteras físicas y sociales— en 
el interior de las localidades en las que se ubicaban dichos ejidos. Por el 
contrario, los ejidos comunales siguieron funcionando en la microrre- 
gión cafetalera de la Sierra, al occidente del municipio de Soteapan, la 
cual se convirtió en el último reducto del acceso comunal a la tierra. Sin 
embargo, la nueva ley agraria de 1992, que ofreció la posibilidad de ob- 
tener un certificado parcelario con equivalencia, en la práctica, a un títu- 
lo de propiedad, fue el tiro de gracia con el que casi se dio por concluida 
la modalidad del acceso comunal a la tierra ejidal. De los 24 ejidos exis- 
tentes en el municipio de Soteapan, 22 de ellos aceptaron la certificación 
parcelaria. Las consecuencias de esta política agraria han sido diversas, 
aunque aquí solo hablaremos de su impacto en los derechos colectivos. 


LA CERTIFICACIÓN AGRARIA DE LOS AÑOS 1990: LA 
TENSIÓN ENTRE DERECHOS INDIVIDUALES Y COLECTIVOS 


En la Sierra de Santa Marta, la posesión o el acceso comunal a la tierra 
han estado estrechamente ligados a un uso individual de las parcelas a 
través del grupo familiar. En esta combinación de acceso comunal, por 
un lado, y de uso individual de la tierra, por el otro, la noción de espa- 
cios para usos colectivos ha sido prácticamente inexistente. De esta ma- 
nera, una forma de posesión de la tierra que, bajo ciertas circunstancias 
socioeconómicas y demográficas, es bastante incluyente, tiene latente la 
posibilidad de una exclusión extrema, tal como pudo apreciarse durante 
la ejecución del Programa de Certificación de Derechos Ejidales y Titu- 
lación de Solares Urbanos (Procede) en la ladera occidental del volcán 
Santa Marta.270 


En el ejido Soteapan, ubicado en la cabecera del municipio del mismo 
nombre, y en varios ejidos cafetaleros localizados en la ladera occidental 
del volcán Santa Marta, en los que se mantenía el acceso comunal a las 
tierras ejidales,?7! hacia 1993-1994 comenzó a debatirse sobre la posibili- 
dad que ofrecía el gobierno federal de delimitar las parcelas y obtener un 
certificado que avalara la propiedad de las mismas. Entre 1997 y 2005, 
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seis de los ocho ejidos comunales que aún existían en la microrregión ca- 
fetalera obtuvieron la certificación parcelaria. Fueron diversos los arre- 
glos locales que se construyeron para transitar del acceso comunal que 
permitía el uso de las tierras ejidales, tanto a ejidatarios como a no ejida- 
tarios, al parcelamiento necesario para la certificación parcelaria, el cual 
significaría el desplazamiento de los no ejidatarios de las tierras del ejido. 
De esos arreglos, destacó el del ejido Soteapan, antiguo bastión del pro- 
yecto comunalista que durante casi 30 años evitó el reparto ejidal en los 
municipios de Soteapan y Mecayapan, pero en donde al amparo del Pro- 
cede se produjo el caso más extremo de individualización de los dere- 
chos agrarios. 


El Procede inició con un “parcelamiento económico” realizado en 
1995, en el que se adjudicó a cada ejidatario una parcela de 20 hectáreas 
como máximo. Al realizarse el deslinde del ejido, resultó una superficie 
sobrante en un área cubierta de ocotales, no apta para la agricultura, pero 
sí para obtener leña y pasto para los caballos. En acaloradas asambleas eji- 
dales, se discutió sobre la finalidad que podía dársele a estas tierras: una 
minoría de ejidatarios proponía que estas tierras se les diera a los avecin- 
dados que durante años habían estado usando tierras del ejido y que, con 
el parcelamiento, tendrían que abandonar las tierras que sembraban. Sin 
embargo, se impuso la propuesta de dividir estas tierras entre los ejidata- 
rios, de tal manera que cada ejidatario de Soteapan recibió dos títulos 
parcelarios: uno por las tierras de labor y otro por las tierras de ocotales, 
cuando estas pudieron haber sido destinadas a usos colectivos y, de esta 
manera, facilitar que la gente sin tierra tuviera cuando menos la posibili- 
dad de recolectar allí leña. 

Una vez que las tierras se parcelaron, cada ejidatario asumió que todo 
lo que había dentro de su parcela era de su propiedad. En una de estas 
parcelas estaban las instalaciones de un beneficio de café que el Instituto 
Nacional Indigenista (1n1) había establecido cuando el Instituto Mexi- 
cano del Café (Inmecafé) dejó de operar en 1992. Este beneficio era de 
propiedad social, pues la intención del 1n1 era que los productores de café 
lo usaran para beneficiar sus cosechas. Si bien, por diversos motivos, el 
proyecto no estaba funcionando adecuadamente, lo que queremos seña- 
lar aquí es que el nuevo propietario de la parcela en la que se encontraba 
el beneficio decidió que este le pertenecía por estar dentro de su parcela 
y no dejó que se siguiera usando para fines colectivos, a no ser que el 11 
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o los caficultores le pagaran una renta por su uso. Finalmente, las instala- 
ciones quedaron abandonadas y, al poco tiempo, este ejidatario colocó al 
frente de su parcela, que está al pie de la carretera, un letrero que dice: 
comunidad Hilario C. Salas. Es decir, este señor decidió que su parcela 
de 20 hectáreas, en la que viven y trabajan varios de sus hijos y sus fami- 
lias, sería una nueva congregación del municipio, sin que ninguna auto- 
ridad ejidal o municipal se lo impidiera. 


Algo semejante ocurrió en otros espacios ejidales que antes del parce- 
lamiento eran utilizados por todos aquellos miembros del poblado que 
así lo desearan. Fue el caso de la cascada principal de Soteapan, a la cual, 
en los meses más calurosos, la gente del pueblo acudía para hacer días de 
campo y bañarse en la poza formada en la caída del agua. El ejidatario al 
que le fue asignada esta parcela durante el proceso de certificación agra- 
ria la vendió a un propietario externo al pueblo, quien decidió cercar la 
parcela y cobrar por entrar a disfrutar de la cascada. En la parcela de otro 
ejidatario existe otra cascada de menor tamaño. Ahí, este señor y su fa- 
milia, con fondos de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pue- 
blos Indígenas (co1),?72 echó a andar un proyecto privado de ecoturismo. 
Otro ejidatario, en cuya parcela quedó parte de una laguna artificial que 
la crE reclama como de su propiedad, una vez realizado el parcelamiento 
decidió impedir que algunas personas de Soteapan que acostumbraban 
pescar en este cuerpo de agua siguieran realizando esta actividad. 

El ejido Soteapan ha sido la expresión extrema a que llegó el parcela- 
miento. Contrario a este caso, en el ejido San Fernando, del municipio 
de Soteapan, se llevó a cabo un parcelamiento incluyente, es decir, se de- 
cidió que mediante el Procede se reconocieran los derechos agrarios de 
todos aquellos —ejidatarios y “comuneros” que estuvieran usando las 
tierras ejidales. El arribo a este arreglo no fue fácil, pues primero requirió 
de mucho debate interno y, una vez logrado el arreglo mediante el cual 
los ejidatarios aceptaban compartir las tierras del ejido con aquellos *co- 
muneros” que estuvieran haciendo uso de ellas, el iweG1 debió medir y 
geoposicionar más de mil parcelas. Esto debido a que cada ejidatario 
quedó en posesión de las parcelas que estaba trabajando, y estas general- 
mente estaban dispersas por diferentes puntos de la superficie ejidal. 
Conservar las tierras que ya se estaban trabajando era esencial para unos 
productores dedicados al cultivo del café con pequeñas y dispersas parce- 
las en las que, por años, habían invertido trabajo familiar. Finalmente, en 
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2005 quedó inscrito en el Registro Agrario Nacional el parcelamiento de 
San Fernando, con un total de 532 ejidatarios y 13 posesionarios, es de- 
cir, 545 campesinos y sus familias haciendo un uso legal y legítimo de las 
tierras ejidales, lo que superó con mucho el número de ejidatarios origi- 
nales, que era de 87.273 Sin embargo, tampoco en este ejido se consideró 
la pertinencia de destinar algún espacio de las tierras ejidales para usos 
colectivos de sus pobladores, lo que representará un problema en el futu- 
ro para la recolección de leña y para la caza de animales para autoconsu- 
mo de quienes no sean ejidatarios, pero sí miembros de la comunidad. 


REFLEXIONES FINALES 


En este texto he llamado la atención sobre la necesidad de no dar por 
hecho la existencia de relaciones unívocas e inalterables entre la posesión 
o el acceso comunal a la tierra con formas equitativas de distribución de 
la tierra o del producto de esta. Sostengo que cualquier forma de propie- 
dad o de acceso a la tierra debe analizarse en relación tanto con modali- 
dades concretas de producción como con las dinámicas políticas locales. 
Resulta pertinente, por otra parte, diferenciar conceptualmente acceso y 
propiedad de la tierra, así como identificar los traslapes entre uno y otro, 
tal como proponen Sikor y Lund.?* En el caso que aquí hemos expuesto, 
el acceso comunal a la tierra se practicó durante varias décadas del siglo 
Xx, pese a que se carecía de derechos de propiedad sancionados por las 
autoridades político-legales designadas para ello por el Estado posrevolu- 
cionario. Y una vez que, con el reparto agrario, los campesinos popolu- 
cas y nahuas adquirieron derechos de propiedad [social] sobre las tierras, 
se mantuvo un acceso a las mismas basado en la normatividad local que 
sancionaba el acceso a la tierra, basada en el trabajo que en esta se invertía 
y no en el otorgamiento de un derecho agrario. Este traslape de normati- 
vidades tuvo diversas duraciones en los distintos ejidos creados durante 
los primeros años de la década de 1960, y las tensiones que ello produjo 
estuvieron estrechamente ligadas al surgimiento de una práctica de aca- 
paramiento en función de una nueva actividad económica. 


En este caso, el acaparamiento de tierras por parte de grupos de fami- 
lias indígenas fue posible precisamente porque había un acceso comunal 
a la tierra, el cual era coherente con una agricultura de subsistencia, pero 
no con las necesidades de una ganadería extensiva. Este acaparamiento 
familiar de tierras de acceso comunal lleva a considerar un aspecto sobre 
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el que Garibay ha llamado la atención, el cual refiere a la “tensión subya- 
cente y negociada entre las estrategias económicas y políticas de las uni- 
dades familiares y la estrategia unitaria de la comunidad en su conjun- 
to”.275 Considero que esta es una de las tensiones centrales que deben 
considerarse al analizar la organización social de ejidos y de comunida- 


des. 


La historia que he narrado respecto a los cambios en torno al acceso y 
a la propiedad de la tierra en estos ejidos habitados mayoritariamente por 
población indígena es también un llamado a profundizar en la discusión 
acerca de la relación entre lo común, lo público y lo privado. Lo que he- 
mos visto es una transición del acceso comunal a la apropiación privada 
de la tierra, en la que los bienes públicos han sufrido también la embesti- 
da de la individualización y de la privatización. 
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INSUBORDINACIÓN INDÍGENA EN EL SUR DE 
VERACRUZ. EL EMPODERAMIENTO DE LA MUJER Y 
LA REPRESIÓN MILITAR: SAN MARTÍN ACAYUCAN 
EN 1787 


ABEL JuÁREz MARTÍNEZ?7% 


EsTe CAPÍTULO ANALIZA EL DESENVOLVIMIENTO de un tumulto 
que tuvo lugar en el pueblo de San Martín Acayucan en el año 
de 1787. Se destacan principalmente dos de sus rasgos definito- 
rios. El primero es el hecho de haber sido instigado por una in- 
fluyente mujer de la localidad; el segundo es que los vecinos in- 
conformes canalizaron su descontento hacia los símbolos mate- 
riales del poder virreinal, como las casas reales y los funcionarios 
de Real Hacienda. La efervescencia de dicho tumulto alarmó a 
las autoridades de la intendencia de Veracruz, al punto de que el 
gobernador militar de dicha plaza envió un grupo de soldados 
con el objetivo de apaciguar los ánimos. Esta situación marcaría 
un hito en la manera como se solucionaban los conflictos, ya que 
se demuestra la capacidad de que disponía el régimen colonial 
para movilizar fuerzas armadas y para reprimir cualquier acto de 
insubordinación. 


Hacia el siglo xvrr, el pueblo de San Martín Acayucan era una 
de las cabeceras de jurisdicción más importantes en el sur de la 
Nueva España. Del gobierno de la alcaldía mayor dependía una 
constelación de pueblos de indios, habitantes de origen mestizo 
y vecinos de origen español. La importancia de Acayucan estri- 
baba en diferentes factores, entre los que sobresalen la recauda- 
ción de tributos, la celebración de repartimientos de mercancías, 
la apropiación de la tierra por parte de haciendas ganaderas, la 
posición estratégica dentro del esquema defensivo que la Corona 
española implementó en el litoral del Golfo de México y el he- 
cho de ser punto de paso de rutas mercantiles que conectaban las 
tierras del Istmo de Tehuantepec con el referido golfo. Con la 
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entrada en vigor de la Real Ordenanza de Intendentes de 1786, 
Acayucan afianzó su predominio territorial al convertirse en se- 
de de una subdelegación directamente subordinada a las Órdenes 
del gobernador-intendente de Veracruz. 


EL EMPODERAMIENTO DE LAS MUJERES 


En las sociedades tradicionales como la novohispana, el de- 
sempeño de funciones de gobierno era un asunto exclusivamen- 
te reservado para los hombres. Esta regla se repetía en la vida ins- 
titucional de los pueblos de indios, donde las decisiones relativas 
a la impartición de justicia y a la administración las tomaban los 
varones, y la prelación se definía por el linaje, los méritos en fa- 
vor de la república y la senectud de los dirigentes. Bajo este es- 
quema, la posición de la mujer era siempre de subordinación al 
padre de familia, de quien dependía su manutención; en conse- 
cuencia, la esfera natural de desenvolvimiento de la vida femeni- 
na era las labores domésticas, la crianza de los hijos, una estricta 
observancia religiosa y la sumisión a las estructuras patriarcales 
de autoridad. 


La relegación de la mujer al círculo doméstico y a la obedien- 
cia al hombre dificultan rastrear el radio de influencia que llega- 
ron a tener dentro de la política local, es decir, ¿cuál era su opi- 
nión sobre el gobierno local o con cuáles dirigentes simpatizaban 
o disentían?277 No obstante, a lo largo del periodo colonial se 
presentaron determinadas situaciones en los pueblos en que la 
voz y la acción femeninas fueron determinantes para inclinar la 
balanza en beneficio de facciones de poder dentro de los pueblos. 
Al no existir vías institucionales legalmente reconocidas que 
permitieran a las mujeres opinar o incidir directamente en el re- 
sultado de las votaciones para la repartición de cargos de go- 
bierno, ellas recurrieron a lo que James Scott llama las “armas de 
los débiles” ;278 esto es que por medio de la desobediencia, la irre- 
verencia a las autoridades, la agresión física y los tumultos pu- 
dieron hacer política, al margen de los medios institucionales, e 
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incidir directamente en la designación de sus gobernantes, sin 
importar que sus preferencias políticas discreparan de las que te- 
nían los poderes tradicionalmente dominantes que, por lo regu- 
lar, correspondían al cura de la localidad, al juez eclesiástico, al 
alcalde mayor, a los caciques y al resto de las autoridades étnicas. 


LOS TUMULTOS 


Las revueltas indígenas desencadenadas durante el periodo vi- 
rreinal han recibido una amplia atención por parte de los histo- 
riadores especialistas en el siglo xvmr. Los actos de protesta en 
muchas ocasiones discurrieron de forma paralela con la aplica- 
ción de reformas políticas y administrativas que afectaron la or- 
ganización tradicional de la Nueva España. Por consiguiente, se 
ha tendido a mirar al reformismo como uno de los factores que 
originaron el descontento popular, debido a que la Corona espa- 
ñola, entre otras disposiciones, incrementó la recaudación de im- 
puestos, limitó el gasto en celebraciones religiosas, afectó la au- 
tonomía de los pueblos por medio de la contabilización de las 
cajas de comunidad y ordenó el cese de los repartimientos de 


mercancías. 


Los tumultos fueron manifestaciones de movilización colecti- 
va que utilizaron los indios para hacer notar ante las instancias de 
justicia real su malestar por malos tratamientos que recibían de 
las autoridades locales (gobernadores, tenientes, curas, alcaldes 
mayores). También funcionaron como un recurso para dirimir 
los conflictos internos que se suscitaban en las elecciones de ca- 
bildo y como un espacio para denunciar repartos inequitativos 
de las tierras comunitarias, así como para poner en evidencia los 
malos manejos de las cajas de comunidad por parte de los oficia- 
les de república. Los indios también recurrieron a esas manifesta- 
ciones de violencia espontánea para presionar a los tribunales pa- 
ra que resolvieran a su favor pleitos por límites o por propiedad 
agraria. De igual manera, las asonadas constituyeron un método 
eficaz por medio del cual los indios expresaron su inconformi- 
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dad en contra de las medidas de gobierno que alteraban sus cos- 
tumbres; por ejemplo: la fiscalización de sus bienes de comuni- 
dad, la introducción del monopolio del tabaco, la formación de 
milicias provinciales, la práctica de los repartimientos, la con- 
ducta inapropiada de sus jueces de partido, los abusos de los co- 
merciantes y las amenazas a su territorio por causa de la expan- 
sión de las haciendas o por el avecindamiento de no indios den- 
tro de los pueblos.?7> 


Una de las características de los tumultos fue su fugacidad y su 
espontaneidad. Su radio de expansión no rebasaba los límites de 
una localidad y solo en casos excepcionales se propagaban a pue- 
blos circunvecinos.28 Los propósitos que perseguían los líderes 
de los tumultos eran concretos y limitados, porque no plantea- 
ban la reivindicación de derechos políticos, ni derrumbar el or- 
den legal; tampoco tenían una ideología étnica, nacionalista o de 
clase; y durante su desarrollo la violencia rara vez se intensificaba 
más allá de agresiones específicas a autoridades o a símbolos de 
opresión. Sin lugar a dudas, el amotinamiento fue una expresión 
exitosa para la denuncia de injusticias y para la transformación 
de situaciones concretas de malestar. Por ejemplo, en la región 
conocida como las Huastecas, que cubría las jurisdicciones de 
Papantla, Chicontepec y Huejutla (en los actuales estados de Ve- 
racruz e Hidalgo), se registraron alrededor de 15 motines o tu- 
multos entre 1750 y 1820.21 

La instalación del régimen de intendencias afectó formas de 
negociación y arreglos tradicionales que motivaron la protesta 
de sectores de la sociedad que resultaban lastimados en sus inte- 
reses. La abolición del reparto de mercancías fue uno de los te- 
mas que más difícil tratamiento tuvo, por las posturas encontra- 
das que provocó. Mientras que los funcionarios borbónicos con- 
sideraban que el sistema de repartimientos era una rémora para el 
desenvolvimiento del comercio libre, los gobernantes que se de- 
sempeñaban dentro del ámbito local lo miraban como una espe- 
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cie de “mal necesario”, debido a que contribuía a dinamizar la 
economía campesina y acarreaba más beneficios que perjuicios. 
Además de estos factores, solían existir otros que desencadena- 
ban brotes espontáneos de protesta colectiva como los conflictos 
agrarios, la disputa por oficios de república, el resultado de elec- 
ciones de cabildo, el abuso y maltrato físico por parte de los go- 
bernantes, el cobro de contribuciones excesivas y las rivalidades 
étnicas. Por regla general, los tumultos de indios se caracteriza- 
ron, como hemos dicho, por su espontaneidad, por su corta du- 
ración y por existir un blanco hacia el cual se canalizaba el des- 
contento popular. 


Uno de los acontecimientos más conocidos en el que la incon- 
formidad indígena rebasó el marco institucional disponible a ni- 
vel local ocurrió en Papantla. En agosto de 1787, los españoles 
avecindados en Papantla se estremecieron al enterarse de que los 
indios se habían agitado y que ese levantamiento tenía entre sus 
cabezas visibles a una mujer. Si bien es cierto que en los hechos 
el disturbio no tuvo repercusiones más que en el interior del 
pueblo, también es verdad que suscitó el temor entre las autori- 
dades novohispanas de que la protesta pudiera extenderse a otros 
pueblos de los alrededores. Ante tal situación, el gobernador mi- 
litar de Veracruz, Bernardo Troncoso, movilizó rápidamente las 
tropas de pardos y morenos libres hacia la subdelegación de Pa- 
pantla a fin de restablecer la tranquilidad pública.?82 

En el mismo año de 1787, el gobernador Bernardo Troncoso 
se vio en la necesidad de redoblar esfuerzos para movilizar a los 
hombres que tenía bajo su mando hacia el sur de la intendencia 
veracruzana, ya que a su despacho llegaron noticias de que algu- 
nos miembros de la república de indios de Acayucan se habían 
sublevado con el propósito de deponer a su gobernador de repú- 
blica, el mismo que meses atrás había resultado electo mediante 
el voto de los indios principales que representaban a los barrios y 
a pueblos sujetos a la cabecera.283 Los protagonistas de la asonada 


132 


fueron Gaspar de los Ríos y su esposa Ana Pascuala, mejor cono- 
cida como la Filota, quienes gozaban del respeto y la confianza 
de sus coterráneos gracias, entre otras cosas, a un compromiso 
tácito por defender los derechos y privilegios de los miembros 
de la república. La pareja desenmascaró, entre otras irregularida- 
des, la alianza política y económica entre el alcalde mayor espa- 
ñol y el nuevo gobernador de indios, que en el fondo hacía fun- 
cionar el sistema de repartimiento de mercancías a través de mé- 
todos coercitivos y, a la vez, lucrativos para el binomio alcalde 
mayor-gobernador de república. 


El matrimonio compuesto por Ana Pascuala y Gaspar de los 
Ríos también se inconformó, a nombre de la comunidad, en 
cuanto al incremento de la presión impositiva y decimal que es- 
taba padeciendo la población, tal como se puede apreciar en la si- 
guiente lista de agravios: 

+ La venta forzosa de artículos procedentes de “Casti- 
lla” a precios elevados. 

+ El acaparamiento de cosechas mediante las compras 
por adelantado. 

+ El cobro requerido por la Iglesia Católica por con- 
cepto de diezmos y de primicias. 


La tributación respectiva para la Real Hacienda. 


El trabajo forzado en las tierras de los hacendados y 
en las comunidades eclesiásticas. 


Los motivos de inconformidad expuestos por Ana Pascuala y 
Gaspar de los Ríos son un botón de muestra de una situación de 
conflicto social que se estaba presentando en varios pueblos de 
indios de la Nueva España, derivada, por un lado, del impacto 
del reformismo ilustrado y, por otra parte, de las tensiones étni- 
cas y territoriales y de una reconfiguración de alianzas políticas 
en el interior de las comunidades, lo que provocó un reacomodo 
dentro de las elites gobernantes, en particular en el momento en 
que los alcaldes mayores progresivamente fueron siendo sustitui- 
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dos por los subdelegados y se prohibió la celebración de reparti- 
mientos. 


El tumulto de Acayucan explica, hasta cierto punto, las difi- 
cultades para la aplicación de la justicia virreinal en diferentes 
puntos de la Nueva España, pues los jueces debían decidir entre 
el respeto al principio supremo de la justicia de “dar a cada quien 
lo que le pertenece” o apuntalar a sujetos comprometidos con el 
proyecto borbónico, a pesar de la ilegitimidad de las formas para 
acceder a los gobiernos de república. En el caso de Acayucan, se 
observa que el alcalde mayor no cumplió con el mandato de la 
Audiencia de México de devolver la normalidad a la vida institu- 
cional del pueblo, ya que en vez de eso decidió brindar todo su 
apoyo a un gobernador leal a su persona. Como era de esperarse, 
la sociedad pluriétnica asentada en Acayucan, constituida por es- 
pañoles, criollos, mulatos e indígenas partidarios del gobernador 
electo, se aglutinó y manifestó abiertamente su apoyo a favor de 
la decisión tomada por el alcalde mayor. 

Cuando parecía que la quietud regresaba al pueblo de Acayu- 
can, un sector de indígenas inconformes protestó por el relevo 
ilegítimo de su gobernador y, utilizando como estrategia de lu- 
cha el “factor sorpresa”, el 20 de octubre de 1787 sorprendió a la 
población acayuquense de forma contundente, justo a la salida 
de la misa dominical. Ante el asalto de los indios disidentes, los 
funcionarios reales no pudieron presentar resistencia, ya que la 
escuadra de pardos y morenos libres que podría haberse encarga- 
do de salvaguardar al pueblo se encontraba a más de 50 leguas de 
distancia, y ello sumado a la desconfianza hacia su lealtad y disci- 
plina, que llegaba a poner en duda la lealtad al rey de España.?s* 
De hecho, San Juan Tenantitlán, donde se hallaban asentadas 50 
familias de mulatos milicianos, se localizaba a varias leguas de 
distancia.285 


Ante una zona prácticamente desguarnecida, cualquier ataque 
podría ser decisivo. Ana Pascuala, al mando de un nutrido grupo 
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de airadas mujeres indias, apresó al gobernador indígena que ha- 
bía sido colocado por el alcalde mayor. En el acto lo ataron al 
tronco de un árbol y empezaron a golpearlo reiteradamente e, 
inclusive, intentaron castrarlo. La oportuna intervención de 40 
individuos, en su mayoría pardos y los menos españoles, que 
eludieron las burdas barricadas del poblado, impidió el “ajusti- 
ciamiento”. El ruido de los perdigones y el olor a pólvora im- 
pregnó el aire proveniente de la montaña. De todos los mosque- 
tes que manipularon los soldados, únicamente cinco pudieron 
disparar y dar en el blanco, provocando la muerte de cuatro in- 
dígenas. Este hecho ofrece al menos dos lecturas: la primera da fe 
de un armamento que, por el poco uso, se hallaba en mal estado; 
pero la segunda puede demostrar la efectividad de los milicianos 
que alcanzaron a disparar, ya que, con excepción de uno, todos 
alcanzaron su objetivo: eliminar al indio rebelado. 


La respuesta fue inmediata y violenta. Los alzados apresaron 
al alcalde mayor y a su teniente. Al primero únicamente lo ama- 
rraron y lo amordazaron para golpearlo hasta el cansancio. Al te- 
niente del alcalde mayor, don Andrés Antonio García, y a sus 
dos oficiales los ejecutaron. Solamente un “milagro” que se pre- 
sentó en forma de distracción de los indios facilitó la huida del 
alcalde mayor, quien recibió protección del vicario y del párroco 
en el interior del curato de la iglesia, quienes sigilosamente le 
condujeron a la puerta trasera en la sacristía.286 Mientras esto su- 
cedía, la enardecida multitud de indios, arengada por Ana Pas- 
cuala y su marido, iba creciendo en número y peligrosidad, ma- 
nifestando su coraje con actos de saqueo y de vandalismo en las 
residencias e inmuebles de los ricos mercaderes, los hacendados y 
las autoridades locales. Ante un estado de cosas totalmente fuera 
de control, el párroco de la localidad, desde el atrio de la parro- 
quia, pronunció una enérgica arenga frente a la multitud, exhor- 
tándola al apaciguamiento y a deponer su rebeldía, ya que ese 
comportamiento únicamente los conduciría de regreso al paga- 
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nismo, a la herejía, al mundo de la carne y del demonio. Agregó 
también que sus conductas, además de constituir un desacato es- 
piritual, eran una grave ofensa a Dios y, por lo tanto, una suerte 


de herejía. 


En el mismo tono vigoroso y coercitivo los instó a practicar la 
obediencia, argumentando que esta era una virtud que siempre 
traía bienestar a todo el que la ejerciese. Y, mientras hablaba, rá- 
pidamente ordenó al monaguillo y a algunos de sus más cercanos 
feligreses que sacaran del sagrario del templo la respetada imagen 
consagrada del Señor, para llevarla en procesión por los barrios y 
plazuelas del poblado, buscando restablecer el orden. Sin embar- 
go, esta acción produjo efectos contraproducentes. Los indios, 
lejos de calmarse y de obedecer al sacerdote, le contestaron fu- 
riosos que guardara la imagen, *... porque de no hacerlo le rom- 
perían brazos, piernas, pies y cabeza”.237 De alguna manera, el 
descontento hizo a un lado el respeto y la veneración que los es- 
pañoles exigían para los símbolos religiosos católicos: la figura 
emblemática del sacerdote, la parroquia y la representación ico- 
nográfica de Cristo. Por unos instantes, los indígenas alzados 
violentaron e, inclusive, profanaron los símbolos religiosos cris- 
tianos.288 Detrás de esta actitud, que para la época podía tildarse 
de herética, los indios de Acayucan deseaban conseguir dos cosas 
importantes: la venganza contra el alcalde mayor y terminar con 
el trabajo forzoso, las invasiones de tierras, el diezmo de un peso 
por cada vaca que poseían y la alcabala por el cultivo de caña de 
azúcar. 


LA PACIFICACIÓN 


Enterado de la situación que se presentaba en Acayucan, el go- 
bernador militar de Veracruz, Bernardo Troncoso, rápidamente 
envió al sur al coronel Miguel del Corral con un destacamento 
de 100 soldados, quienes se unieron a las fuerzas compuestas por 
150 milicianos de Alvarado, Tlacotalpan y Cosamaloapan. El co- 
mandante de San Andrés Tuxtla también envió 150 hombres, lo 
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que hizo un total de 400 efectivos, quienes tomaron camino ha- 
cia Acayucan. A decir del parte militar, contaban además con 
30 000 cartuchos y un presupuesto de tres mil pesos con cargo al 
ramo de alcabalas. 


Los pardos y morenos liderados por Miguel del Corral tenían 
órdenes de apaciguar, a sangre y fuego, a los naturales revolto- 
sos. Para facilitar su desplazamiento, los soldados procedentes de 
la bahía de San Juan de Ulúa utilizaron barcos costaneros o de 
cabotaje que realizaban los recorridos de la costa hasta el estuario 
alvaradeño y de allí a Tlacotalpan a través del río Papaloapan: 


Desde Tlacotalpan la tropa tuvo que transportarse en canoas remontando el 
río San Juan [Michapa] a contracorriente. Sin embargo, no siguieron la ruta 
normal, pues desembarcaron en Cuautotolapam y Nopalapan y siguieron por 
tierra hacia Acayucan con el fin de caer sobre los rebeldes por la retaguardia. Te- 
nían el factor sorpresa a su favor. Lo más probable es que esperaran su llegada 
desde paso de San Juan, al suroeste de Acayucan y no por tierra procedentes del 


norte.29? 


Cuando el ejército arribó a los primeros caseríos de San Mar- 
tín de Acayucan, los soldados se desplazaron con sigilo, temien- 
do un ataque por sorpresa; sin embargo, nadie les salió al paso ni 
los atacó; no había barricadas en ningún sitio ni ambiente de ba- 
talla. Los indígenas alzados se habían dispersado y se habían re- 
fugiado en los montes. Para el momento de la inspección, ya se 
encontraban de vuelta en sus casas como si nada hubiera sucedi- 
do, como si nunca se hubiera presentado la toma de la plaza 
principal. Ana Pascuala, una de los líderes de la protesta, de nue- 
va cuenta se encontraba dentro de su espacio doméstico, desem- 
peñando las labores que para la época estaban reservadas para el 
sexo femenino.2 El botín de guerra, si es que así se le pudiera 
considerar, lo constituyó un poco de aguardiente de caña que 
sustrajeron del alambique para animar a los participantes de la re- 
friega, cinco pesos para un sudario que colocaron a uno de sus f1- 
nados y una considerable cantidad de jabón. Al llegar Miguel del 
Corral a Acayucan, se instaló en la casa del Alcalde Mayor y des- 
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de allí planificó sus acciones. Luego de una minuciosa investiga- 
ción, atribuyó la culpabilidad del tumulto a 20 hombres y a 8 
mujeres. Entre ellos, se hallaban, por supuesto, los promotores 
de la rebelión. 


RECLUTAMIENTO DE INDIOS Y DE NEGROS 


Sobre el tópico del reclutamiento de lanceros pardos en la ju- 
risdicción de Acayucan, existen referencias diversas que corro- 
boran la facilidad con la que este se llevaba a cabo, tomando en 
cuenta que Tlalixcoyan era punto de referencia ineludible en el 
área geográfica comprendida entre el camino de Orizaba, Cui- 
chapa, Yanga, Tlalixcoyan y la costa veracruzana. Con los años, 
por su ímpetu, efectividad y rapidez en los asuntos militares, los 
lanceros de Tlalixcoyan llegaron a alcanzar cierto renombre, en- 
tre otras cosas porque, según el dicho de uno de sus dirigentes — 
el negro Fernando Manuel, ya con grado de sargento en la mili- 
cia virreinal—, los intentos de los dueños de ingenios por captu- 
rar cimarrones eran inútiles; por lo tanto, ofrecían: 


La vigilancia en que estamos de coger a los negros, que continuamente se hu- 
yen de los Trapiches de la Villa de Córdoba, y se abrigan de los dichos Montes y 
Palenques, que solo nosotros somos capaces de conseguirlo como prácticos de 
ellos. Sea testimonio de esta verdad, los que hemos entregado a Don Diego de 
Bringas, dueño del Trapiche de Toluquilla, a Don Juan Segura, y a Don Gaspar 
Mexía, con cuya acción tan fiel y constante después de la pelea con lo opuesto, 
es visto, que no queremos otra cosa, que él nos otorgue formalmente la libertad 
de nuestra esclavitud, aunque en la substancia ya la tenemos, sea pues, bajo de 
las condiciones, y circunstancias siguientes: Nos obligamos a solicitar, y entre- 
gar cuantos negros se huyan en lo sucesivo, pagándonos lo que por cada uno to- 
case el Excelentísimo Señor Virrey, para que seguros de este premio que consi- 
deramos justo, y conforme a leyes, sirva de mayor espuela a la diligencia, de que 
resulta a nuestros amos, y todos los trapiches, pues con solo hacerse notoria tal 
providencia, no habrá quien intente la escapada, y estará reducido al trabajo, que 
les dio la suerte, como al presente se está viendo.?”* 


Los milicianos eran, en su mayoría, negros y mulatos venidos 
de palenques aledaños a San Lorenzo Cerralbo, en la jurisdicción 
de Córdoba, entre los cuales se podía identificar a algunos escla- 
vos “huidizos” con marcas de hierro de los dueños de trapiches e 
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ingenios circundantes a las villas de Córdoba y Orizaba. A ellos, 
por prestar un servicio de milicianos en las fuerzas del imperio, 
se les perdonaban sus ofensas y, además, quedaban exentos de la 
contribución de los reales tributos. Sin embargo, independiente- 
mente de cómo los mirasen las autoridades, destaca el hecho de 
que ellos adoptaban y asumían su papel de guardianes del orden 
colonial más allá de tomar en cuenta su origen étnico y de que a 
los que perseguían fuesen sus “hermanos de sangre”. 


En las primeras décadas del siglo xv, los cuerpos militares 
contaron con el personal militar suficiente, procedente de la zo- 
na antes mencionada. Dichas circunstancias favorables al recluta- 
miento estuvieron vigentes hasta que, en 1768, el pueblo de Me- 
dellín y sus rancherías inmediatas, incluyendo Cotaxtla y Tlalix- 
coyan, padecieron una aguda epidemia denominada matlasagua: 
“... la que se propagó y se cebó principalmente en los indios y 
pardos, dejando cerradas y desiertas las casas”.2%2 Dicho fenó- 
meno natural contribuyó considerablemente al declive de la po- 
blación y de sus asentamientos en la planicie sotaventina y, lógi- 
camente, suscitó también dificultades para la recluta de milicia- 
nos, sobre todo de pardos y de naturales costeños. 

Según pudimos constatar en el texto Breve analisis histórico de la 
propiedad agraria en el Cantón de Acayucan,?% en tiempos de guerra, 
los milicianos lanceros eran acuartelados en la plaza de Veracruz, 
mientras que, en las rancherías —donde la mayoría eran labrado- 
res—, el dueño de cada casa, sus hijos y sus yernos, los mozos y 
todo el que era capaz de montar a caballo y tomar la lanza que- 
daban enlistados de manera forzosa. Ante tal peligro, los indí- 
genas optaban por esconderse en selvas y en montañas para no 
ser reclutados, ya que, desde la arista de las fuerzas armadas, se 
consideraba que todo individuo que manifestase actitudes seme- 
jantes pasaba a ser un “desertor” o un “alzado”.294 Por este moti- 
vo, la ruta de México-Veracruz, que pasaba por llanos de Esca- 
mela y villas de Córdoba y Orizaba, era la que mayor atención 
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recibía de las guarniciones militares, previniendo que los indios 
“alzados” fuesen a hacer una causa común con otras comunida- 
des aledañas que vivían circunstancias parecidas o con los mis- 
mos negros huidizos de las haciendas. 


El reclutamiento forzoso, aun cuando estaba prohibido para 
los indios, fue solo uno de los motivos de descontento que cau- 
saron la protesta de este sector mayoritario de la sociedad colo- 
nial. A esta acción habría que agregar otros problemas conti- 
nuos, como la invasión de terrenos comunales por parte de los 
hacendados, el maltrato recurrente a los peones, el pago de tri- 
butos, el empleo de balanzas y montos alterados, así como *... la 
venta forzosa de artículos españoles por parte de los comercian- 
tes y autoridades (virreinales) a precios altos a cambio de los pro- 
ductos indígenas”.2% Bajo este panorama, el virrey y sus subal- 
ternos aplicaban la legislación peninsular en las distintas provin- 
cias del virreinato. Ante la verticalidad de sus decisiones, cual- 
quier signo de molestia constituía un motivo de desosiego para 
las autoridades que personificaban el gobierno español. De tal 
suerte que, para apaciguar los descontentos de los grupos indí- 
genas, sus funcionarios por lo común empleaban un discurso en 
el que se podía intuir al menos dos características: severidad, pa- 
ra corregir cualquier forma de descontrol y carácter conciliato- 
rio, con el ánimo de que los naturales no perdiesen la visión pa- 
ternalista inculcada desde el inicio de la conquista por los evan- 
gelizadores. 

A caciques, gobernadores y oficiales indígenas se les prometió, 
de manera recurrente, equilibrar sus obligaciones con sus dere- 
chos, no permitiendo el abuso de su trabajo ni el despojo de sus 
tierras y milpas. Además, se les aseguraba el establecimiento de 
un horario y condiciones de vida adecuadas para la consecución 
de un rendimiento óptimo. En este sentido, los representantes 
del Estado español simulaban actitudes de legisladores paterna- 
les, aunque ejecutaban su praxis jurídica con efectos contrarios al 


140 


espíritu de su ley. De tal suerte, sus ofertas por lo común queda- 
ban confinadas al papel y manipuladas tortuosamente por los en- 
cargados de ejecutarlas pues, en la práctica, se continuaban lle- 
vando a cabo los despojos. Dichas acciones, trajeron como con- 
secuencia lógica el estallido continuo de protestas en las comuni- 
dades indígenas, como se pudo observar en el caso de San Martín 
Acayucan. 


Si bien es cierto que los protagonistas no lograron rebasar sus 
demandas inmediatas y coyunturales, la trascendencia del levan- 
tamiento de Acayucan radica en haber revelado el “talón de 
Aquiles” del sistema de seguridad y de control del ya debilitado 
gobierno colonial. Por tales motivos, el gobernador de la inten- 
dencia, Bernardo Troncoso, dejó a su sucesor en el mando un so- 
bre lacrado con sello real, en el cual le sugería acciones precisas 
para el fortalecimiento del ejército del puerto, en tanto que, co- 
mo centinela de la entrada principal del reino novohispano, le 
correspondía la responsabilidad de mantener en paz estas pose- 
siones del imperio. 

En el mismo sentido se situaron las recomendaciones que don 
Miguel del Corral entregó en la ciudad de México a su superior, 
don Joachin de Aranda, al explicar que en el sur de Veracruz se 
carecía de una organización militar adecuada, no solo para repe- 
ler los levantamientos de indígenas sino también al enemigo ex- 
tranjero, por los que a aquellos milicianos pardos que para el 
momento se encontraban sin orden “convendría ponerlos sobre 
el mismo pie que las antecedentes, formando las compañías que 
se pueda, que atendiendo al número de pardos podrían ser cua- 
tro, siendo esta gente la única que puede aprontarse en brevedad 
para la defensa de la barra de Goazacoalcos”.2% 


Cuabro 1. Población de la costa de Sotavento enrolada en el ejército hacia 1781 


MATRICULA- 


y ' FUERZAS 
LocaLap | Jurispicción | PoBLACIÓN DOS EN LA 


MILITARES 
MARINA 
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Veracruz Veracruz - 4 com- - 
pañías ur- 
banas de in- 
fantería (2 
del comer- 
cio, 1 de 
negros, 1 
de pardos) 

1 com- 
pañía de 
lanceros a 


caballo 


127 veci- 
104 matri- 
Boca del Río | Veracruz nos 11 lanceros 
culados 
6 indios 


1 compañía 
de caballe- 
Mocindiss ría lancera 
Medellín Veracruz Ñ : de 237 pla- 
tributarios 
zas de blan- 
cos, Negros 
y pardos 


y Compañía 
60 tributa- P 
Xamapa Veracruz . de caballe- 
rios 
ría lancera 


Dos com- 
] añías de 
Tlalixcoyan | Veracruz Pp o 
caballería 
lancera 


1 compañía 

de infante- 
284 matri- E 1 de AOS 

Alvarado Veracruz culados, 5 iia y ON 

¿Ro vigía paga- | culados 
indios 

do por las 

cajas reales 

de Veracruz 


Tlacotalpan | Veracruz 480 indios, | 2 compa- 72 matricu- 
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Cosamaloa- 
pan 


Santiago Tu- 
xtla 


Acayucan 


Cosamaloa- 


pan 


Santiago 
Tuxtla 


Marquesa- 
do del Valle 


de Oaxaca 


Santiago 
Tuxtla 


Marquesa- 
do del Valle 


de Oaxaca 


Acayucan 


72 matricu- 


lados 


20 pue- 
blos, 35 ha- 
ciendas de 
ganado va- 
cuno. 

2 730 in- 
dios 

1 031 ne- 
gros y par- 
dos libres, 
134 españo- 
les 
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ñías de in- 
fantería, 
una de ca- 
ballería lan- 


cera 


1 compañía 
de infante- 
ría y otra 
de caballe- 
ría de 100 
hombres 
cada una 


1 com- 
pañía de in- 
fantería de 
100 plazas 


1 vigía 


1 com- 
pañía de in- 
fantería de 
100 plazas 


1 vigía 


4 com- 
pañías de 
100 hom- 
bres de in- 
fantería y 1 
de caballe- 
ría. 

1 com- 
pañía de in- 
fantería en 
el partido 
de Ocoa- 
pan. 

1 vigía 
auxiliado 
por dos in- 
dios 


lados 


FuEnNTE: AGN, Indiferente de Guerra, vol. 23a. 


Si prestamos atención a los datos que arrojan la composición 
de las milicias contenidos en el cuadro 1, podemos corroborar 
que el ejército virreinal que resguardaba las costas y con el que se 
disponía para defender el sur de Veracruz era muy reducido, so- 
bre todo si consideramos el espacio enorme ocupado por la alcal- 
día mayor de Acayucan. Con las noticias anteriores, que reflejan 
la realidad de las milicias imperiales, no nos sorprende la política 
de defensa que implementó el gobierno virreinal y que podía 
aplicarse ante cualquier intento de rebelión en Veracruz. Estas 
instrucciones se promulgaron en el marco de un proyecto gene- 
ral: 


De control y apaciguamiento hacia los movimientos de protesta de Guana- 
juato, Pátzcuaro, San Luis Potosí, Veracruz, Puebla y México. Se sabe que la im- 
posición de contribuciones forzosas a la comunidad indígena, en buena medida 
tenían el carácter de castigo, y el monto total de lo recaudado se destinaba con 
exclusividad al sostenimiento de los cuerpos de milicias provinciales.2” 


En síntesis, aunque en el umbral del siglo xtx al indígena se le 
ajustó de nueva cuenta a la lógica de los intereses peninsulares, es 
importante dejar constancia de que, con la revuelta del sur de 
Veracruz, Acayucan emergió de la clandestinidad y rápidamente 
saltó de ser un sitio insignificante, por encontrarse muy alejado 
de la capital virreinal, a transformarse en un territorio insurrecto 
donde la mujer dejó de ser, por un corto tiempo, sumisa y abne- 
gada, para traspasar el umbral de sus chozas e ir a la par de sus 
hombres tras una esbozada utopía de cambio y de reivindicación 
social. 
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LA GUERRA POPULAR PROLONGADA: LA 
INSURGENCIA EN LA COSTA DEL BARLOVENTO 
DURANTE LOS AÑOS DE DOMINACIÓN REALISTA, 1814- 
1820 


MicHaEL T. Ducey>98 


LA NARRATIVA DE LA GUERRA DE INDEPENDENCIA tradicionalmente 
describe los años después de la captura y ejecución de José María 
Morelos como la posdata del movimiento social y político que sacu- 
dió al virreinato. El denouement implacable de la narrativa de la gue- 
rra solamente se interrumpe brevemente con la infructuosa invasión 
de Javier Mina. Como recientemente nos señala José Antonio Se- 
rrano, las obras maestras de la historiografía del siglo x1x fijaron la 
imagen de una revolución derrotada; sobre todo Lucas Alamán, 
quien declaró de manera contundente que a partir de 1818 la guerra 
había terminado.29 Muchos otros comentaristas, como Carlos Ma- 
ría Bustamante, secundaron a Alamán, enfatizando la epopeya de los 
años heroicos de Hidalgo, Allende y Morelos, seguidos por la espera 
silenciosa de la consumación de la independencia gracias a la acción 
de Agustín Iturbide. Hay un elemento político en esta interpreta- 
ción. Alamán buscaba desasociar el triunfo de la nación de su ori- 
gen: la brutal insurrección social de 1810. Igualmente, los grupos 
políticos-militares que emergieron durante las administraciones de 
los virreyes Félix María Calleja y Juan Ruiz de Apodaca tenían sus 
propios motivos para explicar el periodo como años durante los 
cuales exterminaron a sus rivales. 


Sin embargo, se han presentado indicios de que la versión genera- 
lizada no explica los procesos insurgentes de los últimos años de lu- 
cha. Los esfuerzos de Christon Archer, en términos de la historia 
militar, pone en duda la narrativa triunfal del ejército realista, mien- 
tras que trabajos recientes sobre los procesos políticos cuestionan la 
“consumación conservadora” de la independencia.30 En este capítu- 
lo profundizo en el destino de la insurgencia en sus momentos más 
difíciles, cuando el gobierno virreinal estaba en ascendencia y pare- 
cía extinguirse el fuego de la insurrección; esto con el fin de tener 
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un mejor y más preciso entendimiento sobre lo que pasó entre los 
supuestamente derrotados insurgentes. Abordaré el problema social 
de la guerra en el ámbito rural de los pueblos del Golfo de México. 
Si bien la historiografía reciente ha demostrado que la victoria mili- 
tar de las fuerzas realistas estaba lejos de ser absoluta, nos hace falta 
considerar el impacto de la guerra prolongada sobre las sociedades 
mayoritariamente indígenas que dominaban el escenario campestre. 


En las próximas páginas elaboro un análisis de la guerra insurgen- 
te desde abajo, para profundizar en las experiencias de las comuni- 
dades que tomaron parte en la causa insurgente. Mientras muchos 
estudios se han dedicado a identificar el carácter social de los acto- 
res,301 me gustaría indagar, bajo una perspectiva distinta, específica- 
mente el modo en que los pueblos experimentaron la guerra en esta 
su fase más cruel. Partiendo de las observaciones de John Keegan, 
me propongo entender la guerra desde el punto de vista de los parti- 
cipantes insurgentes, comenzando con un esfuerzo por desentrañar 
cómo pelearon, para después conocer mejor sus motivos para seguir 
luchando, aun cuando el liderazgo del movimiento había desapare- 
cido o se había rendido a las fuerzas gubernamentales.302 La pro- 
puesta de Keegan de estudiar la experiencia social de la guerra ha si- 
do retomada por pocos historiadores de la insurgencia. Debemos 
buscar cómo pudieron continuar peleando en condiciones tan áspe- 
ras como las que existieron durante el periodo de ascenso realista sin 
contar con apoyos externos. La respuesta a esas preguntas, como ve- 
remos, se encuentra en su forma de hacer la guerra, la cual estuvo 
estrechamente ligada con su organización social y con la cosmovi- 
sión que la respaldaba. 


GUERRA DE GUERRILLAS EN EL SIGLO XIX 


En el año de 1812, la insurrección llegó a su momento más álgido 
con la dominación de la costa del Barlovento veracruzano. Los re- 
manentes de las fuerzas del gobierno estaban sitiados en los puertos 
de Tuxpan y Tampico, y los pueblos de la costa estaban en manos 
rebeldes. Los insurrectos establecidos en Papantla intentaron esta- 
blecer un gobierno coherente y tejer nexos con las fuerzas insurgen- 
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tes en la sierra de Puebla, con las autoridades de la Junta Suprema 
Nacional y luego con las iniciativas de Morelos.2% Al mismo tiem- 
po, se alentaban los sueños de establecer contacto y conseguir apoyo 
del extranjero por medio de los puertos que controlaban. Sin em- 
bargo, el año 1813 vio el rápido cambio de fortuna: el gobierno 
reorganizó sus fuerzas y lanzó ofensivas desde Tampico y Tuxpan 
que tuvieron bastante éxito bajo el liderazgo de dos oficiales de la 
armada real: Manuel González de la Vega y Antonio de Piedrola. 
Entre 1813 y 1817, las fuerzas gubernamentales fueron recuperando 
las sedes de los pueblos de indios. 


En septiembre de 1813, las fuerzas realistas lograron una impor- 
tante victoria al recuperar Papantla, lo que desestabilizó seriamente 
a los insurrectos de la costa norte. La caída de este pueblo también 
significó un cambio definitivo en el balance de fuerzas y, lentamen- 
te, las tropas leales al gobierno volvieron a conquistar las cabeceras 
de los pueblos de la región. Esta “reconquista” fue un proceso muy 
lento, con muchas demoras, y solamente se completó después de 
1817, con el declive de la insurgencia en la Sierra Madre de Puebla, 
lo que obligó a los insurgentes a abandonar los últimos pueblos que 
ocupaban en el norte de Veracruz. No obstante, en lugar de sofocar 
la insurrección, como esperaban los militares, dicha reconquista rea- 
lista de los pueblos tan solo desplazó la rebelión y la convirtió en 
una guerra de guerrillas entre las poblaciones ocupadas por las guar- 
niciones realistas y las tierras del interior, infestadas de rebeldes in- 
transigentes dedicados a la “causa nacional.” 


LOS INSURGENTES EN LOS ÚLTIMOS AÑOS DE LA 
GUERRA 


No tenemos muchos datos confiables en cuanto a la cantidad de 
habitantes que participaron en las fuerzas insurgentes. Ocasional- 
mente sobrevivieron informes de los mismos insurgentes que caye- 
ron en manos del gobierno, pero en la mayoría de los casos tenemos 
que recurrir a dos clases de fuentes: estimaciones hechas por los ofi- 
ciales gubernamentales y listas de indultados producidas en los últi- 
mos años de la guerra. Ambas fuentes son problemáticas, las estima- 
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ciones hechas en el contexto de las operaciones padecen de los erro- 
res de los militares que realmente no sabían el tamaño de las fuerzas 
que les desafiaban y que tenían diversos motivos para manipular las 
sumas, bien para inflar el peligro insurgente o para exagerar sus éxi- 
tos en pacificar el campo. Las listas de indultados son más exactas 
desde luego; sin embargo, solamente representan el estado de la 
fuerza insurgente que aceptó la amnistía en un momento y lugar da- 


dos. 


Sin embargo, para empezar la discusión quisiera presentar a la 
consideración del lector un cuadro que indica la fuerza de la insur- 
gencia en los últimos años de la guerra (véase el cuadro 1). 


CuaDro 1. Estimaciones de las fuerzas insurgentes en el Barlovento, 1816 


Número 6 » 
COMANDANTE CALIDAD” Y OTRAS DESCRIP- 
DE 


INSURGENTE CIONES 
REBELDES 


Región de Chicontepec/Ixhuatlán-Tepecintla/Ixcatepec 


Principalmente morenos y par- 


José Joaquín Aguilar dos 


“Volante” 
Cimarrones 


Palo Blanco 


100 indi 0“ de ra- 
Gregorio Hernández y ÉS E > a 
zón”, 50 fusiles 


Vicente Vásquez, Félix Me- 
sa, Bernardo Sánchez, Luis | 100 indios, 150 fusiles 


Contreras 


Francisco Jácome, Naciano EN 
y ? 50 indios y 30 morenos y par- 


dos 


Moncada, Vicente Tole- 


dano 
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é Epifani I io Ar- 
JO E BAnIOo acan 630 indios con armas blancas 


gúelles 


Heredad 150 andes 'Dbueció, J EAS 125 indios, 25 no indios 
quez, Remigio Tiburcio 


Becerro 50 | Juan Domingo Indios 


Región de Tuxpan-Misantla 


Palo Gordo 
y Mesa Chi- José Ximénez Indios y morenos 
ca 


Dad Andrés Venancio Angulo Morenos y pardos 


E Miguel Méndez Indios, morenos y pardos 


Boquilla de 


Pied José Villapinto Morenos (Puerto insurgente). 
iedra 


FuentTEs: Archivo General de la Nación, México (AGNM), Operaciones de Guerra (06), 
vol. 65, ff. 278, 150; vol. 525, ff. 1-1v,152; vol. 526, f£. 266-267; acNmM, Infidencias, vol. 
93, exp. 4, f. s/n. 


Podemos vislumbrar varias características de los rebeldes durante 
el “ocaso” de la insurrección. Primero, es notable que los insurgen- 
tes pudieron mantener a cientos de guerrilleros en el campo de bata- 
lla hasta los últimos meses del conflicto. Tepecintla, San Juan On- 
tontepec, Chontla, Nautla y Papantla fueron los lugares donde los 
rebeldes mantuvieron su resistencia más tiempo que en otras regio- 
nes. En Tepecintla tenemos un ejemplo de un pueblo de indios que 
fue unánime en su actitud subversiva, toda la población participó en 
el levantamiento de 1812 y, cuando los lealistas ocuparon el lugar, 
los habitantes lo dejaron desierto. Permanecieron en la lucha hasta 
1818, cuando la comunidad con su república solicitó un indulto. 
Misantla es otro lugar que mostró tanto la unidad en sus afiliaciones 
como la firmeza en sostener la causa rebelde. Este pueblo y toda su 
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comarca fue leal a la causa de América, a pesar de sufrir frecuentes 
invasiones de tropas reales. De hecho, un militar realista la llamó “el 
martillo” de la rebelión local, por su función tan central en la em- 
presa insurgente.2% Esta comunidad contaba tanto con una fuerte 
presencia de “morenos y de pardos” como con una república de in- 
dios considerable, por lo que fue el centro clave de las fuerzas insur- 
gentes en el barlovento por muchos años y objeto de repetidos in- 
tentos de reconquista por parte de las fuerzas del gobierno. Más co- 
munes fueron casos de pueblos como Papantla, donde un alto nú- 
mero de residentes se unieron a la lucha rebelde y se mantuvieron 
en oposición al gobierno hasta el final, pero, al mismo tiempo, una 
parte de ellos se mantuvo en paz e, incluso, formó compañías de mi- 
licianos indígenas realistas. 
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Mara 1. Espacios insurgentes, 1816-1820. 
GUERRA Y TOPOGRAFÍA 


La geografía de la intendencia de Veracruz tuvo un gran impacto 
sobre el curso de la insurrección durante los años posteriores a la 
muerte de Morelos. Conforme los ejércitos realistas recuperaban los 
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centros de población de la región, los pueblos se dividieron y los 
combatientes rebeldes huyeron al monte con sus familias. La poca 
densidad de la población y las grandes extensiones de bosques y de 
tierras escabrosas permitían la opción de huir ante las fuerzas supe- 
riores y de refugiarse en el monte. Además, dichos pueblos ya con- 
taban con una larga tradición de huir al monte para desafiar a la Co- 
rona y esconderse de los soldados del rey durante los tumultos del 
siglo xv111.307 Estos asentamientos rebeldes fueron los núcleos de 
nuevas comunidades que se formaron en oposición a las cabeceras, 
que estaban bajo el control realista; esto era tan común que cada 
pueblo realista parecía tener a su sombra el correspondiente cantón 
insurgente. Desde 1814, el pueblo de Tantoyuca estaba en manos 
del gobierno, pero el informe de un prisionero que se escapó de los 
insurgentes en 1816 dio a conocer que había aproximadamente 650 
rebeldes distribuidos en 11 diferentes destacamentos, principalmen- 
te montados a caballo con armas blancas.308 En 1816, el coronel Car- 
los María Llorente describió la curiosa geografía de las comunidades 
rebeldes. El ejército había colocado guarniciones en Tuxpan, Ta- 
miahua, Temapache, Tihuatlán, Papantla, El Espinal y Nautla, 
mientras en el agreste terreno del monte sus oponentes crearon una 
línea de “cantones”, cada uno de los cuales estaba ubicado frente a 
los pueblos que estaban bajo control realista.30% Los rebeldes estable- 
cieron comunidades en Tlacolula, Cimarrona y Palo Blanco, cerca 
de los pueblos de Temapache y Tihuatlán. Del mismo modo, ocupa- 
ron las tierras de las haciendas de San Diego y San Antonio, y el ce- 
rro de Coyusquihui, todo cerca de Papantla, y rodearon El Espinal 
con cantones insurgentes en Mesa Grande, Palo Gordo y Tenampul- 
co (este último en la intendencia de Puebla). Aunque muy cercano a 
Papantla, Coyusquihui estaba separado del pueblo por arroyos in- 
transitables en época de lluvias, una densa selva y un espacio monta- 
ñoso que a lo largo del año casi imposibilitaba coordinar operacio- 
nes militares. La división entre la cabecera y el interior durante la 
guerra exacerbó una de las fuentes de tensión que existió en el seno 
de los pueblos coloniales. La lógica política de las repúblicas de in- 
dios hizo de los barrios focos perennes de disidencia, en particular 
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respecto de la distribución de las cargas fiscales y laborales. Las co- 
munidades sujetas y los asentamientos en las tierras interiores de los 
pueblos indígenas resultaron demasiado dispersos para que los mili- 
tares los guarnecieran. Debido a sus recursos limitados, la Corona 
colocaba pocos representantes en los pueblos sujetos y dependía, en 
cambio, de intermediarios indígenas para administrar las tierras inte- 
riores rurales. En condiciones de guerra civil, la accidentada topo- 
grafía y, en la región costera, la densa selva que rodeaba estas comu- 
nidades ofrecían un refugio natural ya preparado para los insurgen- 
tes y se añadían a las dificultades de las tropas realistas. 


Así que para empezar a entender cómo sobrevivieron los insur- 
gentes hay que tomar en cuenta que tuvieron bastante espacio de 
maniobra. Dicho territorio les sirvió para actuar militarmente sin 
ser percibidos por las fuerzas gubernamentales y también fungió co- 
mo refugio para las poblaciones que sostuvieron a sus guerreros en 
el campo de batalla. Más adelante discutiremos el papel del respaldo 
social del movimiento, pero por el momento quisiera comentar so- 
bre la manera en que los rebeldes utilizaron el espacio a su favor. 


La geografía escabrosa de la tierra caliente permitió a los insur- 
gentes adoptar tácticas guerrilleras casi de forma natural o, más 
bien, como una extensión de las prácticas de resistencia pasiva tan 
comunes en las décadas anteriores. La primera regla de la guerrilla es 
conservar sus fuerzas y, en la práctica, proteger las vidas de sus efec- 
tivos. Una de las características más evidentes en los informes sobre 
los encuentros bélicos es que las bajas eran mínimas. Para empezar, 
los insurgentes evitaban las confrontaciones, huyendo de las expedi- 
ciones enviadas para exterminarlos. De hecho, a menudo parecía 
que los insurgentes se habían esfumado, lo que resultaba en frecuen- 
tes informes optimistas de la derrota total de la insurrección. Por 
ejemplo, después de la caída de Papantla en 1813, el comandante 
lealista Manuel González de la Vega declaró que solo le restaban 
operaciones “limpiando el país de la jurisdicción [...] de varios píca- 
ros indios y soldados de la quinta (compañía de milicia)” y que 
pronto se volvería a la ofensiva en contra de los pueblos, empezando 
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con Nautla, que seguía en manos de los insurgentes, al sur de sus 
posiciones. 310 Sin embargo, no logró avanzar mucho en consolidar 
su control más allá de la cabecera del pueblo, dado que los rebeldes 
huían al percibir el movimiento de tropas gubernamentales. “De 
Papantla,” escribe el comandante González de la Vega, “han salido 
tres expediciones [...] que no han hecho más que cansarse, pues los 
enemigos a su aproximación se huyen como venados...”311 El opti- 
mismo original de aquel comandante se desvanecía conforme pro- 
gresaba el año. Los rebeldes se recuperaron de la derrota en Papantla 
y empezaron a organizar emboscadas en contra de las expediciones 
del ejército. En abril de 1814, los insurgentes lograron despojar al 
gobierno del ganado que había colectado en el rancho de Suchil.312 


Desde luego, huir y robar ganado no era suficiente. Los rebeldes 
tenían el propósito de atacar, utilizando el terreno a su favor con en- 
frentamientos fugaces y organizando emboscadas. Trataban de sor- 
prender a los soldados del gobierno con ráfagas de descargas de fusi- 
lería, mientras estos desfilaban por las estrechas y lodosas veredas 
que caracterizaban los caminos de la costa. Después de descargar sus 
armas de fuego una o dos veces, y antes de que los oficiales pudieran 
organizar un contraataque, los rebeldes se retiraban. Lo interesante 
es que estos encuentros casi nunca terminaban en batallas que busca- 
ran exterminar al enemigo, su objetivo era infligir bajas y frenar el 
movimiento del ejército, muchas veces para lograr que la mayor 
parte de las fuerzas se retirara. Obviamente, los insurrectos aprove- 
chaban las características del terreno para tender sus trampas. Inclu- 
so, algunos lugares ganaron una reputación mortífera entre los ofi- 
ciales del ejército real, “el parage [sic] llamado el Esternillo, desde 
donde indispensablemente han de matar o herir alguna gente sin 
que pueda ofendérseles por la cituasion [sic] del terreno.”313 En la 
mayoría de los encuentros predominaba el uso de armas de fuego; 
sin embargo, cuando las tropas lograban sorprender a los insurgen- 
tes o forzarlos a defender una posición, el uso de armas blancas, 
principalmente el machete, fue común.311 La caballería de ambos la- 
dos de la contienda también estaba generalmente armada con lanzas 
y machetes. 
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Los rebeldes hicieron uso de su conocimiento del espacio para es- 
coger lugares que les favorecieran; por ejemplo, respecto de una de 
las múltiples ofensivas contra Coyusquihui, el monte donde el in- 
surgente totonaco Serafín Olarte se había establecido después de ser 
expulsado de Papantla, el realista Francisco Sañudo describió que los 
insurgentes defendían brevemente sus campamentos antes de huir, 
pero que sus fuerzas sufrían pérdidas en la persecución porque el te- 
rreno escabroso dictaba sus rutas de marcha, donde fácilmente los 
rebeldes tendían sus trampas.*15 Los insurgentes podían sostenerse 
mientras cedían territorio, evitando defender sus campamentos a to- 
da costa, para mejor huir y organizar emboscadas. Sobre esta prácti- 
ca, los comandantes realistas comentaban: “Solo para acometer al- 
gún punto interesante o a las tropas que los persiguen es cuando se 
reúnen en grandes masas; mas pocas veces presentan una batalla a 
cuerpo descubierto ni se empeñan en disputar terrenos”.316 


Huir y emboscar no eran las únicas tácticas de los sublevados, 
también buscaban oportunidades para atacar cuando el ejército deja- 
ba menos protegidos los pueblos que ocupaban. En julio de 1816, el 
coronel Carlos María Llorente emprendió una ofensiva en contra de 
los insurgentes que, según sus informantes, estaban concentrados en 
sus cantones de Tlacolula y Palo Blanco, cerca del río Vinasco.317 
Después de reforzar las guarniciones en Tihuatlán, Papantla y Nau- 
tla, emprendió su campaña con 490 efectivos, por el camino entre 
Temapache y Tlacolula. Desafortunadamente, sus avanzadas única- 
mente encontraron rancherías abandonadas y, después de 16 días de 
marcha, reportó que solamente había visto a los rebeldes desde lo le- 
jos. Cuando al fin llegó al cantón insurgente de Palo Blanco, estaba 
igualmente desierto, aunque hubo alguna actividad de francotirado- 
res enemigos. Al emprender su marcha de regreso, le informaron 
que, burláíndose de su redada, los rebeldes habían asaltado el pueblo 
de Santa Catarina Chontla en su ausencia.318 Mientras los insurgen- 
tes no disputaban terreno, aprovechaban el hecho de que el go- 
bierno tenía que defender los pueblos que había ocupado. Cuando 
los comandantes organizaban ofensivas, forzosamente debilitaban 
las guarniciones que dejaban en los pueblos, creando condiciones 
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para contraataques rebeldes. Tales experiencias conllevaron una ac- 
titud conservadora entre los comandantes del gobierno, siempre es- 
forzándose en cubrir sus plazas antes de emprender ofensivas, al 
mismo tiempo que se negaban a prestar auxilios a los proyectos de 
los comandantes de zonas vecinas, por temor a debilitar sus propias 
defensas. Hay que recordar que muchos de los oficiales surgieron de 
la elite local y defender a los pueblos implicaba también proteger sus 
intereses económicos. 


A veces la defensa de los insurgentes podía ser vigorosa y efecti- 
va. Por ejemplo, cuando las fuerzas gubernamentales atacaron el 
cantón insurgente localizado en la hacienda Nextlalpam, cerca de 
Papantla, los rebeldes ya habían sido informados por centinelas de la 
llegada del ejército y le dieron la bienvenida con un vivo fuego des- 
de la protección de un parapeto. El capitán realista Chiriños mandó 
una fuerza para flanquear la posición, pero los rebeldes, bajo las ór- 
denes de su líder José Santiago Moreno, se retiraron en orden y lue- 
go organizaron un contraataque. “Lo firme que se sostuvieron y en 
hacer fuego sobre toda la línea y retro-guardia que era muy larga, 
daba a conocer no solo que operaban con plan, sino que no son tan 
tímidos como hasta ahora”.51% En la misma expedición, Chiriños es- 
taba a punto de asaltar el cuartel del insurgente de Núñez, cuando 
su retroguardia fue sorprendida por los rebeldes, por lo que tuvo 
que suspender su ataque, lo que permitió escapar a los soldados de 
Núñez. Después de quemar el cuartel de rebeldes, los realistas se re- 
tiraron “por un vuelto deforme” para evitar emboscadas. El informe 
de Chiriños a su superior González de la Vega terminaba con una 
reflexión típica de este tipo de campañas: “Casi es imposible lograr 
nada sobre unos enemigos tan practicados en el terreno, y que pasan 
las mayores incomodidades con placer...”320 En el encuentro se de- 
muestra que los insurgentes se habían recuperado de la pérdida de 
las cabeceras de los pueblos y que habían aprendido a defender efec- 
tivamente sus posiciones para mantener intactas sus fuerzas y reti- 
rarse en orden para seguir su lucha. 
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La red de inteligencia que las fuerzas insurgentes construyeron 
para proteger sus refugios era central para su sobrevivencia. Serafín 
Olarte, el líder insurgente de los totonacos, cultivaba a un grupo de 
aliados dentro del pueblo de Papantla que fue descubierto por el go- 
bierno, con funestas consecuencias para ellos.*21 Llorente culpó de 
su fracasada campaña en contra de Palo Blanco, en 1816, a los espías 
insurgentes que lograron avisarles de su ruta de marcha.*2? En otro 
incidente, Álvarez declaró que su ataque en Santa María Patla no tu- 
vo éxito por la poca fidelidad de la población: “Como a los rebeldes 
no les falta quién les dé noticia de las operaciones de la tropa, la tu- 
vieron de la aproximación mía”. Como era natural, los realistas 
también tenían sus espías también o contaban con informes de los 
rebeldes indultados.32 


Las tácticas que adoptaron los rebeldes se complementaron bien y 
demuestran una lógica política sofisticada. De inicio, revelan una 
preocupación de los líderes insurgentes por conservar la vida de sus 
seguidores, históricamente una estrategia muy común entre las gue- 
rrillas. Pero no simplemente tenían la intención de conservar fuer- 
zas; los insurgentes eran dirigentes de un movimiento social y rural, 
sus seguidores eran sus parientes y vecinos, miembros de comunida- 
des a las cuales tenían que responder. Como veremos más adelante, 
estos luchadores conservaron y recrearon las instituciones de los 
pueblos en sus campamentos militares. Las emboscadas tenían la f- 
nalidad de evitar bajas entre los insurgentes mientras infligían pérdi- 
das al enemigo, pero, más que nada, esa táctica les permitía respon- 
der a los esfuerzos del gobierno para controlar el territorio sin pagar 
los costos de una defensa rígida. El ejército se enfrentaba con la tarea 
de hacer frecuentes patrullajes con columnas bien armadas sin mu- 
chos resultados concretos. 

La brevedad de los enfrentamientos también reflejaba el problema 
de escasez de municiones que en diferentes momentos experimenta- 
ron las fuerzas rebeldes. Los comandantes nacionales conservaban su 
pólvora como si fuera oro, muchas veces negándose a prestar cartu- 
chos a sus correligionarios en apuros. La insurgencia costeña tuvo 
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una ventaja sobre otras regiones de Nueva España, dado que tenía 
una gran cantidad de pequeños esteros y bocas de ríos donde era po- 
sible traficar armas. Además, existía una tradición local de burlarse 
de la vigilancia marítima española para comerciar con otras poten- 
cias y evadir los impuestos. La vigilancia por parte del gobierno es- 
pañol era aún más limitada que en tiempos pasados debido al estado 
lamentable de la armada real a partir de las derrotas a manos de la 
flota inglesa. Fueron pocos los barcos de la guardia costera que 
salían del puerto de Veracruz. 


Lo que no tenían los insurgentes eran barcos, y como resultado 
tuvieron que depender de corsarios, principalmente de origen nor- 
teamericano, para comerciar y comunicarse con el exterior. A raíz 
de esta situación, los insurgentes no tenían un control de los tiem- 
pos del abasto de municiones y en los momentos más críticos a me- 
nudo este se suspendía. Así que, debido a la guerra entre Estados 
Unidos e Inglaterra entre 1812 y 1815, fue muy difícil operar desde 
los puertos norteamericanos como se acostumbraba; sin embargo, a 
partir de 1815, el fin de la guerra tanto en Estados Unidos como en 
Europa hizo mucho más atractivo el comercio ilegal con los rebeldes 
de las posesiones españolas en América. Como resultado, los coman- 
dantes gubernamentales se quejaban de que los insurgentes recibían 
“gruesas y continuas cantidades de armas y municiones” por la costa 
que controlaban.*25 Sin duda exageraban la facilidad con que conse- 
guían armas y, de hecho, existe mucha correspondencia entre insur- 
gentes precisamente sobre el tema de la escasez de las mismas. 
Igualmente, después de 1817, la causa de la independencia perdió su 
principal puerto debido a una ofensiva del gobierno y, subsecuente- 
mente, el contacto con los contrabandistas se volvió más complica- 


do. 


Así que la situación respecto de las municiones para las fuerzas in- 
surgentes oscilaba entre temporadas de escasez y otras de abundan- 
cia. En 1813, por ejemplo, el comandante de Nautla manifestaba su 
inconformidad por la carestía del plomo, hasta el grado de pedir que 
los pescadores entregaran el que usaban para sus redes con el fin de 
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fundir balas.*27 En 1816, sin embargo, el flujo de armas y pertrechos 
era más o menos regular; incluso ello facilitó que Guadalupe Victo- 
ria pudiera vestir a sus seguidores con uniformes introducidos por el 
puerto de Boquilla de Piedras. A pesar de ello, nunca había suf- 
ciente parque y mucha de la correspondencia entre los jefes rebeldes 
versa sobre solicitudes de pólvora.?29 


Los insurgentes no tenían suficientes armas de fuego para todos 
sus hombres. En 1816, el coronel Llorente refería un aproximado 
del armamento de los rebeldes en Tlacolula y en Palo Blanco, co- 
mentando que de los cuatrocientos “negros y mulatos a caballo y al- 
gunos indios a pie”, trescientos tenían armas de fuego y que, de los 
cuatrocientos rebeldes en Misantla, Colipa y Boquilla de Piedras, 
todos estaban armados con fusiles y carabinas.330 Resalta que los des- 
tacamentos rebeldes más cercanos al puerto de Boquilla de Piedras, 
por donde entraban los suministros del extranjero, estaban bien ar- 
mados. Las fuerzas realistas no escaparon al problema de equipar a 
sus milicias con armas; el 22 de julio de 1817, el mismo oficial re- 
portó que los milicianos realistas de Papantla estaban armados con 
carabinas “sin llave, haciendo uso de una mecha para disparar”.31 
Los diferentes comandantes realistas competían por conseguir armas 
del gobierno central, tanto que el coronel Álvarez de Giitain, de 
Huejutla, se quedó con 250 fusiles y carabinas cuando pasaban por 
su distrito con destino a las tropas de la jurisdicción vecina de Tux- 
pan.332 


Tales condiciones produjeron una situación en la que las batallas 
no podían durar mucho tiempo y los insurgentes tenían que conser- 
var su pólvora a toda costa. Así que las tácticas de evasión y de em- 
boscada tuvieron su explicación en la logística de la guerra irregular. 
Los informes militares siempre referían las raras instancias donde el 
fuego duraba no más de unos momentos. Esto también explica por 
qué los insurgentes tuvieron poco éxito conservando las plazas de 
los pueblos ante una ofensiva bien organizada y pertrechada del go- 
bierno: simplemente el ejército real pudo superarlos en fusilería. Lo 
único que les ayudaba en este aspecto era que la situación de las 
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fuerzas oficiales también era difícil y muchas veces declararon haber 
tenido que desistir en sus ofensivas por la falta de municiones y de 
pólvora.?% El gobierno tampoco contaba con los recursos para man- 
tener al ejército contrainsurgente en campaña por largos periodos, y 
es notorio que frecuentemente las expediciones terminaban sin lo- 
grar sus metas, al retirarse sus comandantes por falta de vivires y de 
municiones.334 Ante este escenario, los insurgentes confiaban en que 
podían simplemente evitar las batallas y esperar a que el enemigo se 
retirara. 


Al mismo tiempo es importante mencionar que los insurgentes 
tenían bastante destreza en el manejo de armas. Mientras en algunos 
casos la insurrección incorporó a grupos populares sin acceso a las 
armas de fuego y mucho menos con experiencia en manejarlas, en la 
costa fue distinto.33 La quinta, sexta y séptima compañía de mili- 
cias, de Papantla y Tecolutla, y de Nautla y Misantla, de la segunda 
división de milicias de la costa norte, se unieron a la insurrección en 
1812.35 Aunque con frecuencia les faltaba parque, la calidad del sol- 
dado “nacional” (como se autodenominaban) de la región fue mejor 
de lo que se podría esperar de un movimiento popular. El capitán 
Francisco Sañudo, un realista de Papantla, justificó también la lenti- 
tud de la pacificación de la región señalando que los rebeldes eran 
soldados experimentados, “no eran insurgentes, como generalmente 
se dice, sino son soldados instruidos de las alzadas compañías de 
Nautla, Misantla, Tecolutla y Papantla”.337 En 1815, los oficiales de 
la región reclamaron más recursos argumentando que su tarea había 
sido especialmente difícil por ser sus enemigos milicianos armados 
con conocimientos castrenses.333 Un indicio de la disciplina de las 
fuerzas insurgentes es que mantenían centinelas para vigilar movi- 
mientos enemigos en su contra. Pero aun sin los avisos, los realistas 
se quejaban de que lograr el factor sorpresa era difícil dado que, en 
las palabras de un oficial, “Estos malditos hacen todo con las armas 
en las manos”.339 


Es complicado averiguar qué tan mortíferos eran los encuentros. 
Los informes militares generalmente dan a conocer con precisión 
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sobre las pérdidas de efectivos entre sus fuerzas, pero las bajas entre 
los insurgentes son más opacas. Ser capturado por fuerzas guberna- 
mentales bien en el campo de batalla o simplemente participando en 
comerciar en zonas infidentes implicaba alto riesgo. El gobierno ha- 
bía enviado órdenes de fusilar a “todos los que sean aprehendidos 
con las armas en la mano o cooperan a mantener la revolución sumi- 
nistrando armas, dinero y otros auxilios”.34 Así que los informes de 
victorias realistas normalmente incluían comentarios escuetos sobre 
las ejecuciones sumarias de prisioneros insurgentes. En algunas oca- 
siones les tomaban testimonio; sin embargo, parece que, en la mayo- 
ría de los casos, dispensaron incluso este trámite.341 Esta actitud 
cambió con la llegada del virrey Ruiz de Apodaca, quien tuvo que 
reprender a los comandantes de la región para que no ejecutaran a 
los prisioneros sin que “se forme causa y se sentencie”.3* Incluso los 
que auxiliaban a los rebeldes eran pasados por las armas, como tres 
totonacos en Coatzintla, quienes fueron capturados cargando maíz 
presuntamente para los rebeldes de Nextlalpam.*' A pesar de los 
muchos casos de fusilamientos en los campos de batalla, se pueden 
encontrar otros casos en que se tomaron prisioneros sin asesinarlos 
después.34 Las cartas de los oficiales son más informativas sobre sus 
propios actos de valentía y lo son menos en términos de las condi- 
ciones bajo las cuales concedían la clemencia a los vencidos. 


Ciertos elementos básicos de la organización militar fueron in- 
corporados por el ejército insurgente de la costa. Primero, se forma- 
ron en unidades que denominaban compañías, con rangos militares 
desde cabo hasta coronel, lo que indica que tuvieron conocimientos 
básicos de los asuntos castrenses. En 1813, bajo la dirección del co- 
ronel Antonio Lozano, los insurgentes organizaron el “Batallón de 
Papantla”, que agrupaba a varias compañías bajo un solo mando. Sin 
embargo, el batallón corrió con poca suerte y fue disuelto al caer ese 
pueblo en manos del gobierno, en septiembre de aquel año. Como 
regla general, los insurgentes se organizaban en compañías de entre 
50 y 150 hombres. Cada grupo estaba ligado a su líder comandante 
y con su pueblo. Igual que las milicias coloniales, el concepto de las 
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compañías insurgentes era el de defender a sus pueblos, reclutando a 
sus efectivos entre los habitantes del lugar. 


Otra característica de las fuerzas insurgentes era su división en 
pequeños destacamentos, lo que generaba ventajas en esta clase de 
guerra. La dispersión les hacía más fácil la retirada ante las ofensivas 
del gobierno y aseguraba que cualquier victoria de los realistas sobre 
un grupo no fuera decisiva. Llorente notó que, a pesar de “haber ba- 
tido muchas veces” a los rebeldes de la región de Tantoyuca, “la 
fuerza de rebeldes se ha repartido en los referidos puntos que están a 
corta distancia unos de otros”, lo que implicaba que “nunca se ha lo- 
grado la ventaja de pacificar el territorio, porque jamás han presen- 
tado batalla decisiva”.345 Las ventajas defensivas tuvieron su costo en 
la capacidad ofensiva; reunir soldados para un ataque tomaba tiem- 
po y energía. Sin embargo, la decisión de organizarse en destaca- 
mentos dispersos no respondía solamente a cuestiones militares, co- 
mo lo veremos más adelante. 


Otra faceta de la guerra era la tendencia de los insurgentes a cons- 
truir fortificaciones. Las más efectivas eran barricadas que levanta- 
ban para obstruir el paso del enemigo por los caminos de la región. 
Se hacían con rapidez y servían para entorpecer las operaciones del 
ejército y, por otro lado, podían ser fácilmente abandonadas una vez 
que cumplían su función. Por ejemplo, en la campaña contra Misan- 
tla, en mayo de 1815, las tropas del gobierno se demoraron en llegar 
a ese pueblo al toparse con un buen número de barricadas en la ruta 
que tomaron los realistas entre Nautla y Misantla. Estas fueron de- 
fendidas por los insurgentes, forzando a las tropas a entrar al monte 
para flanquearlas; mientras tanto, los defensores se retiraban sin su- 
frir bajas.345 Aún más efectivas fueron las acciones en el camino 
montañoso entre Naolinco y Misantla, donde los rebeldes literal- 
mente destruyeron dicho camino, logrando frenar el avance de la 
expedición, que se suponía obraría en coordinación con los que ve- 
nían de Nautla. Por supuesto, el ataque de “pinzas” que habían pla- 
neado se frustró.347 
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Mucho menos efectivas fueron las grandes fortalezas construidas 
por los insurgentes. Estos levantaron fuertes en Acazónica, Tlaxca- 
lantongo (en la sierra de Puebla, cerca de la sierra de Papantla), Som- 
brerete (cerca de Tantoyuca) y en el puerto de Boquilla de Piedras. 
Tales fortalezas eran blanco predilecto de los oficiales del ejército, 
porque les ofrecían la oportunidad de una batalla decisiva por un te- 
rreno que a los insurgentes les interesaba mantener. Los nacionales 
concentraban tropas y municiones en los fuertes para mejorar su po- 
der defensivo; sin embargo, nunca fue suficiente para sostener un 
ataque prolongado con las fuerzas gubernamentales. Al mismo 
tiempo, les restaba las ventajas de movilidad y de conservación de 
sus recursos, al tener que defender hasta el fin un punto específico. 


Como un ejemplo de lo poco efectivas que eran las fortalezas in- 
surgentes, podemos ver el caso de Tlaxcalantongo, un lugar estraté- 
gico por los nexos que tenía entre los insurgentes de Papantla y los 
de la Sierra de Puebla. Respondiendo a informes donde se refería 
que se había fortificado el lugar y que existía una concentración de 
tropa republicana, Álvarez de Gúitian organizó un ataque con el 
apoyo de los comandantes de Tuxpan y de Tulancingo. Los insur- 
gentes evidentemente frustraron los avances de estas dos comandan- 
cias; sin embargo, la expedición de Álvarez logró penetrar hasta el 
lugar donde encontró un peñasco sin defensas que le permitió burlar 
las fortificaciones. Supuestamente, la defensa se constituía de 400 
rebeldes; Álvarez apresó a 17, a quienes mandó fusilar en seguida, y 
tomó un pedrero de bronce, siete fusiles y ocho escopetas de los re- 
beldes, junto con casi 7 000 cartuchos.348 Este comandante era noto- 
rio por exagerar sus informes; no obstante, podemos ver que las ins- 
talaciones no corrieron con mucha suerte contra la ofensiva realista, 
aun cuando esta no estuvo del todo bien coordinada, dado que los 
contingentes de Tuxpan y de Tulancingo nunca llegaron. Igualmen- 
te, uno sospecha que muchas de estas “fortalezas” eran bastante rús- 
ticas e incompletas o no tan sólidas como se describían en los infor- 
mes militares. En Boquilla de Piedra, los insurgentes pudieron fin- 
carse por varios años, pero mucho de su éxito se debió al control 
que ejercían sobre el territorio que rodeaba al pequeño puerto. Su 


163 


éxito dependió de las fuerzas móviles que lo defendían, no de sus 


cañones. 
LA FACETA SOCIAL DELA GUERRA PROLONGADA 


La realidad de la organización social de tierra caliente permitió a 
los opositores de la monarquía mantenerse en rebeldía a pesar del 
creciente número de tropas y de recursos que el virreinato dedicaba 
a su supresión. Como expuse anteriormente, los insurgentes se re- 
plegaron ante las ofensivas del gobierno, dejando los pueblos en ma- 
nos realistas y estableciendo “cantones” en el monte. Más que una 
táctica para refugiarse del poderío de la Corona, la vida en el monte 
fue una característica de los habitantes de la tierra caliente a lo largo 
de la dominación española y de todo el siglo x1x.*' La producción 
basada en la agricultura de roza y tumba y las grandes extensiones 
de monte virgen resultaban en un padrón de asentamiento bastante 
disperso. Las prácticas de los insurgentes compaginaban perfecta- 
mente bien con el orden demográfico. La producción agrícola los 
sostenía dispersos en el monte, y la selva los escondía de las patrullas 
del ejército. 

Como lo hicieron antes de la insurgencia, los rebeldes y sus co- 
munidades sobrevivieron con la siembra de los productos esenciales 
para su subsistencia (maíz, frijol y chile) y también con una amplia 
variedad de cultivos comerciales como caña de azúcar, tabaco y vai- 
nilla. Llorente describió la base agrícola de la revuelta en una carta al 
VÍMey: 

En las fragosísimas montañas, Señor Exmo., viven cual fieras estos perversos, en- 
cenegados en sus más horrendos vicios. Allí en lo más escondido de los montes y en 
la más estudiada dispersión, forman sus casuchas de paja, siembran milpas de maíz, 
frijol, arroz y otras semillas que produce mucho esta feraz tierra, y les proporciona 


con facilidad la subsistencia, y cuando se les antoja comer carnes, salen a robar los ga- 


nados de las haciendas y ranchos... .350 
El líder de la expedición que logró ocupar Misantla abundó en la 
persistencia de los rebeldes de aquel pueblo, quienes, a pesar de su- 
frir varias incursiones del ejército, donde fueron destruidos sus ho- 
gares, volvieron a reconstruir casas en el monte y luego levantaron 
nuevas en el pueblo: 
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Desde que sus casas fueron despojadas en el fuego por la primera vez, ya lucieron 
otras en las entrañas de los montes más ásperos, y a sus cercanías las siembras de las 
legumbres y maíz de que subsisten aunque con escasez; y al paso que construyeron 
otras en el pueblo para vivir entre tanto fuesen perseguidos.?5! 


Además de producción para la subsistencia, los sublevados partici- 
paban en redes de comercio con territorios realistas, hacendados lo- 
cales y con los contrabandistas que llegaban a la costa, para comple- 
mentar lo que no podían producir localmente.?52 De hecho, Misan- 
tla seguía exportando vainilla, pero ahora para importar armas y 
municiones.353 


Los militares realistas sospechaban que, a pesar de las dificultades 
de vivir en el monte, esa vida ofrecía a los rebeldes lo que realmente 
querían: la utopía campesina de libertad. En palabras de Márquez y 
Donallo, “a estos infames habitantes criados sin ley ni religión, sin 
otro gobierno que sus vicios y siempre en una revolución anárquica 
entre ellos,”35* simplemente la guerra les permitió resistirse al some- 
timiento ante cualquier gobierno superior. 


Los rebeldes recrearon su vida comunitaria más allá del control de 
la Corona, pues llevaron a sus familias consigo cuando huyeron de 
la ocupación realista.355 Hay bastante evidencia de la importancia de 
las mujeres y de los hijos en las rancherías rebeldes; incluso, Lloren- 
te escribió que las mujeres podrían frenar el intento de José Joaquín 
Aguilar de enviar soldados a reunirse con la expedición de Mina en 
1817: “Molestadas en sus guaridas las familias de los rebeldes de esta 
tierra caliente, ellas mismas, temerosas de ser apresadas, estimularían 
a los hombres a que no las abandonasen...”356 Como se ve en los da- 
tos sobre los insurrectos indultados, presentado en el cuadro 2, los 
costeños fueron a la guerra con esposa e hijos. 

CuaDro 2. Indultos, Barlovento, 1817-1821 
Número FAMILIAS INDUL- 


DE INDUIL- Ñ ORIGEN DE LOS INDULTADOS TADAS Y OTROS 


TADOS COMENTARIOS 


13 de Nautla y 6 de Tan- Acompañados 


coco por 30 familiares 


Nautla 


Nautla 77 1817 | Exmilicianos de la 6* com- | Con 35 armas 
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pañía de Nautla 


1817 Misantla, gente de Méndez 
y Lovera 


1817 | DeIxhuadán, MEN 


260 
De Ixhuatlán, San Francis- 
co, Xalpan, Coroneles, 
101 1818 q 
Sombrerete, Siete Palmas y 
Palo Blanco 
Cc - E 
eE d a sa y e Adompañidos 
EEN 54 1818 | “999 2uxpam 2 demo | or 169 familia- 
Eusebio de santla, 1 de Tlapacoyan y 1 E 
Luna de Campeche. 
581 
) 
73 
108 


Palo Blanco y 


Cimarrona 


Santepec y Me- 
capalapa 


Mecapalapa, 
Capitán co- 
mandante 


Martín 


Mesa Grande 


16 de Papantla, 7 de Nau- | Con 88 miem- 
1817 | tla, 4 de Tamiahua, 1 de bros de sus fami- 
Misantla y 1 de Tuxpan lias 


1818 visñes de cantón de Co- 
yusquihui 


Tlacolula, Temapache, Ci- 
marrona, Palo Blanco, 394 mujeres y 
1818 Chalingo, Ixtle Besero, 1 142 niños bau- 
(603 Camotipan y La Loma. De | tizados y 158 ni- 
la jurisdicción de Chi- ños sin bautizar 


Chumatlán y 
Xalpa 


Palo Blanco y 
Sombrerete 


contepec 


Tlacolula (29)y Tihuatlán 
(11), Mesa de Coroneles 
(3), Palo Blanco (6), Mesa 
Varios puntos de San DAEEO eraaian. Más de 60 indios 
á ] 1818 | go, Ixhuatlán (2), Mecapa- 
de la sierra baja Ñ cargadores 
lapa, Chicoaloco (5), Pa- 
pantla (3) San Ángel, Ori- 
zaba, Villa de Córdoba, 
México 


1818 | Dela región de Ixhuatlán E 


Mecapalapa 
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Palo Blanco 255 


Tepecintla 


El Soltero 


Coyus- 
quihui, 
Andrés Ve- 


nancio Angulo 


Coyus- 
quihui, 
Mariano 


Olarte 
Coyusquihui 


Palo Gordo, 

José Ximé- 
nez (alias Mo- 
reno) y Anto- 
nio Pérez 


y Tantoyuca. Todos indios 
menos un mestizo y siete 


mulatos. 


60 de Ixcatepec, 57 de San 
Juan Ontontepec, 34 de la 
ranchería de Monte Gran- 
de, 17 de Tepecintla, 30 de 
Santa Catalina Chontla, 9 
de la ranchería de Siete 
Palmas, 9 de San Nicolás, 
7 Papantla, 8 Tihuatlán, 6 
de la Hacienda de Chila, 5 
de la Hacienda de San Isi- 
dro, 2 de Chicontepec, 2 
de Nautla, 1 de Tantoyu- 


ca, 1 de Ozuluama. 


Tepecintla 


De la región de Tepecintla 


Papantla 


Se indultaron en Nautla. 


“de fuerza efectiva” de San 
Miguel y Palo Gordo 


“Todos indios” 


Se rindieron con 
800 personas del 
pueblo extingui- 
do de Tepecintla 


Se indultaron 
con 46 mujeres y 


niños 


129 viudas, 76 
huérfanos y 
1 100 familiares 


Gente de José 
Faustino Berman 


FUENTES: AGNM-0G, vols. 65, 122, ff. 8-15, 67-8, 202; vol. 125, ff. 19-21; vol. 526, f. 
312; vol. 528, f. 107; vol. 725, ff. 340-346; vol. 766, exp. 14, f. sin número; vol. 767 f£. 
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132, 139, 160-161; vol. 890, f. 224. 


Los levantados no solo reconstruyeron sus chozas, sino que le- 
vantaron grandes estructuras comunales: galeras; y, en Palo Blanco, 
edificaron su propia iglesia. Aquellos cerca de Coahuitlán, en la re- 
gión de la Sierra de Papantla, construyeron “en la cumbre del cerro 
una gran casa con aparatos de iglesia, pues sin tener imagen alguna 
era bien defendida de los animales con una estacada por fuera, un 
adorno de flores y estrella en el frontispicio y muchos sepulcros”.357 
Durante la insurgencia, los rebeldes crearon estos pequeños pueblos 
militarizados en gran parte de México. A veces estaban defendidos 
por parapetos y por pequeñas fortificaciones. El ejército real fre- 
cuentemente invadía estas rancherías rebeldes y destruía los jacales, 
los cuales eran inmediatamente levantados de nuevo, como en el ca- 
so de Nextlalpam y Misantla arriba mencionados. 


LA POLÍTICA REPUBLICANA EN LA GUERRA 
PROLONGADA 


Existe poca información sobre la organización de las bandas “na- 
cionales”; no obstante, es posible observar varios elementos impor- 
tantes. Primero, prevaleció un orden militar; como lo dije antes, los 
insurgentes siguieron las formas heredadas de las milicias: establecer 
compañías en los pueblos con sus propios comandantes y oficiales. 
Claramente, los comandantes de cada “cantón” eran independien- 
tes; sin embargo, se reconocía cierta jerarquía entre ellos y colabora- 
ban para operaciones en conjunto. Representantes del gobierno del 
Congreso Nacional operaban por varios periodos y su autoridad era 
respetada. El caso más notable durante este tiempo fue el de José 
Joaquín Aguilar, el subdelegado insurgente que logró convencer a 
los guerrilleros de su legitimidad como líder. 

Al mismo tiempo, lo pueblos/cantones tuvieron su gobierno civil 
en la forma de repúblicas de indios. De igual modo, las listas de in- 
dultados especifican los nombramientos de gobernador, alcaldes y 
demás funcionarios de la república. Se estableció una república para 
Palo Blanco y Cimarrona, una para Santepec y Mecapalapa y otra en 
Xicalango.35 Un totonaca capturado en Coyusquihui, Salvador 
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Méndez, hablando por medio de un traductor, se identificó como 
“mayor” de la “república de indios rebeldes” de Coyusquihui.252 Es 
evidente que los insurgentes crearon nuevas repúblicas de indios pa- 
ra el buen gobierno de sus asentamientos en los montes, lo que indi- 
ca que habían trasladado a la selva las estructuras de costumbre. Esta 
realidad desmiente la idea insistentemente declarada de los realistas 
de que los indios rebeldes vivían en la anarquía total o que “vivían 
sin ley.” Más bien, vivían bajo las tradiciones de pueblo heredadas 
de la Colonia, al grado de nombrar escribanos para mantener en or- 
den los negocios de las “repúblicas rebeldes”. 


Las relaciones de poder entre estas instituciones “civiles” y las 
compañías de insurgentes armados son desconocidas; sin embargo, 
es notable que en las listas de indultos los soldados fueron apartados 
de las repúblicas. Por supuesto que esto podría reflejar la visión de 
los militares que hacían las listas. Pero cabe decir que los comandan- 
tes de los nacionales no fungían como oficiales de las repúblicas, lo 
que señala cierta independencia de estas instituciones. Igualmente 
parece que las negociaciones para aceptar los indultos se llevaban a 
cabo entre los capitanes insurgentes y sus homólogos en el ejército 
real, lo que nos lleva a pensar en una división en la que los asuntos 
militares y las “relaciones con el exterior” eran facultad de los co- 
mandantes, mientras las repúblicas manejaban la justicia y el go- 
bierno interno de los pueblos. 


LA GUERRA CONTRA LAS MUJERES 


En 1817, reconociendo los límites de las campañas de pacificación 
hasta ese momento, el comandante de Tuxpan, Carlos M. Llorente, 
propuso un cambio de tácticas. Para 


reducir [a los rebeldes] a la obediencia del Soberano hay que emplear cierto nú- 
mero de tropas e Yndios de estas poblaciones en rosar a machete todos sus sembra- 
dos, en buscar y perseguir sus mugeres e hijos en los montes donde los tienen escon- 
didos, destruir sus casuchas de alojamiento, y no permitirles la cosecha ni siembras 
de ninguna semilla para que el hambre, clamores de sus familias, que todos las tienen 
consigo la continua persecución y balasos que repartan nuestras tropas, les obligue a 
presentarse al Gefe de ellas, y este cuide de reducirlos a los poblados donde fácilmen- 
te se podrá observar su conducta ulterior, y hacerlos vivir bajo la piadosa protección 
de la Ley. 26 
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No era una propuesta aislada, dado que otros comandantes esta- 
ban llegando a la misma idea. A pesar de haber vencido por fin a Mi- 
guel Méndez y a sus soldados en Misantla y de haber ocupado el 
pueblo con una guarnición lo suficientemente grande para desafiar 
los ataques rebeldes, Márquez y Donallo notó que estos seguían sin 
rendirse en el monte: 


Ha sido el primer cuidado de estos obstinados perversos cerrar las estrechas vere- 
das de sus estancias q por bondad de los bosques son inconosibles y su penetración es 
del todo imposible sin guias prácticos de que carezco ni es sostenible [...] Para hacer 
la guerra a estos naturales no hay reglas militares y toda táctica es insignificante; por 
cuya razón es preciso acudir a los medios q se presentan en fuerza de cálculos o tra- 
vesura: y asi es que autorizándose un asedio formal, y una interceptación de la ex- 
portación e introducción en este recinto de efectos y víveres, pueda reducirlos a la 


debida sujeción y reconocimiento al rey.?** 

En 1817, los realistas llegaron a la conclusión de que solamente 
una guerra contra la población que sostenía a los guerrilleros podría 
lograr una pacificación más duradera. Para vencer a los insurgentes, 
optaron por una guerra contra las milpas —el sustento económico de 
los soldados rebeldes— y en contra de sus familias, sobre todo de sus 
mujeres, para forzarlos a aceptar el indulto real. 


Destruir los sembradíos se volvió una estrategia común entre los 
realistas, sobre todo en la larga campaña en contra de Coyusquihui. 
En el verano de 1820, el comandante coronel José Rincón llevó a 
los militares realistas a una campaña victoriosa, pero costosa, contra 
el reducto insurgente en Coyusquihui. Su plan consistió en rodear 
el territorio rebelde con fuertes guarnecidos y mantener sus tropas 
en patrullas activas durante toda la temporada de lluvias. Rincón y 
sus soldados se dedicaron a conciencia a destruir los jacales, milpas y 
demás recursos económicos de los poblados insurgentes.3%2 Incluso, 
decomisaban útiles de labranza en sus correrías.3ó3 Antes de este 
cambio de táctica, los rebeldes habían logrado aprovechar la tempo- 
rada de lluvias para recuperarse de las referidas ofensivas realistas; la 
tenacidad de Rincón tuvo un efecto terrible en los rebeldes.36 


La política de devastación de Rincón contra las rancherías insur- 
gentes desestabilizó el sistema de aprovisionamiento que alimentaba 
a los cantones insurgentes. Estas condiciones crearon desacuerdos 
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entre los rebeldes más intransigentes y los que estaban dispuestos a 
rendirse para buscar la sobrevivencia. Un rebelde capturado, Ma- 
riano González, testificó, por medio de un traductor, que Olarte es- 
taba determinado a combatir —“aun cuando [Olarte] se quede solo, 
no se ha de indultar”— y que prometió matar a quien supiera que 
aceptaba la amnistía del gobierno. Salvador Méndez, otro preso in- 
surgente, declaró que Olarte había dicho que no dejaría las armas 
“aunque se talen todas las milpas e incendien las casas”.365 


Una de las prácticas comunes del gobierno era tratar a las mujeres 
y a las familias capturadas en territorio insurgente como rebeldes, 
enviándolas en calidad de prisioneras a pueblos oficialistas para utili- 
zarlas como rehenes.366 Los militares oficialistas, como Llorente y 
Márquez y Donallo —arriba citado—, tenían la esperanza de que, al 
hacerlo, obligaran a los hijos y esposos rebeldes a rendirse. En nin- 
gún momento se percibe alguna duda de parte de los oficiales acerca 
del trato a las mujeres o dependientes por ser “inocentes.” Incluso a 
las mujeres de los comandantes las tachaban de corresponsables de la 
insurrección; por ejemplo, el oficial español que capturó a la esposa 
del comandante insurgente misanteco Miguel Méndez describió así 
su captura: “Reconocí el jacal, y hallé en él a la infame y sanguinaria 
esposa del asesino Méndez con tres hijos y dos criadas”.37 


Las mujeres y los niños detenidos en las patrullas del ejército eran 
puestos a disposición de los comandantes locales. Por ejemplo, cua- 
tro mujeres capturadas en la región de la sierra de Papantla fueron 
entregadas “a servir en casa a satisfacción” del comandante de 
Coahuitlán, el capitán Juan Godines.? En otra expedición, Godines 
envió a tres mujeres a De la Concha, pero repartió a los hijos de es- 
tas entre los oficiales de su comando, “cuyo favor pidieron, a lo que 
no pude escusarme”.369 Las familias fueron usadas como rehenes pe- 
ro, mientras tanto, las ponían a trabajar para los oficiales del ejército; 
sin duda, un buen negocio. Fue una política que, por lo menos en 
un caso, tuvo un impacto sobresaliente para la causa del gobierno. 
Misantla siempre había sido una de las regiones clave de la resisten- 
cia nacional desde que se levantó en 1812, sufriendo varias incursio- 
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nes que dejaron al pueblo cabecera en ruinas. Márquez y Donallo lo 
describió así: “Se presentó a mi vista en mi última llegada un desier- 
to espantoso en que solo existía la Yesenia, refugio y quartel único 
de las tropas enfermas”.270 También fue el escenario de una de las 
victorias insurgentes más impresionantes, cuando los soldados de 
Llorente lograron ocupar el pueblo pero fueron rápidamente sitia- 
dos. El ejército realista se tomó el tiempo para incendiar el pueblo, 
pero tuvo que salir huyendo y, al cruzar un río, los insurgentes lo 
atacaron, causando 18 bajas y forzándolo a abandonar todo su equi- 
po y mulas.37! En 1817, cuando Márquez y Donallo volvió a ocupar 
el pueblo, ahora con más efectivos y mejor abastecido, los insurgen- 
tes estaban preparados y muy dispuestos a disputar el control del 
mismo; la cantidad de municiones que tenían almacenadas era ver- 
daderamente impresionante.372 Lo que cambió el escenario, que hu- 
biera podido convertirse en una prolongada guerra de atrición como 
la que tomó lugar en Coyusquihui, fue la captura fortuita de la es- 
posa de Miguel Méndez, arriba mencionada. Fue a raíz de una pe- 
nosa expedición por el monte como consiguieron sorprender a la se- 
ñora y a su familia con apenas dos guardias. Lorenzo Serrano, el ofi- 
cial que dirigió el ataque, logró burlarse de los intentos de liberarla 
y regresar al cuartel con su presa. A los pocos días, Méndez negoció 
su indulto y promovió el rendimiento de todos los demás jefes in- 
surgentes de la comarca. Después, las tropas de Méndez fueron in- 
corporadas como milicianos realistas y el pueblo fue reorganizado 
bajo un plan urbano “ordenado” trazado por Márquez.373 


MOTIVANDO A LA TROPA: HONOR Y TERRUÑO 


En otros textos he comentado sobre los motivos ideológicos de 
los insurgentes y su relación con las corrientes políticas del momen- 
to.37+ En este espacio exporaré algunos elementos culturales que im- 
pulsaron la resistencia durante el largo periodo de ascenso realista. 
Uno de los elementos que llama la atención de los documentos in- 
surgentes que sobreviven de aquellos años es que, más que hablar de 
política, es la guerra la que ocupa un lugar central en las declaracio- 
nes propagandísticas de los insurgentes. Un ejemplo de esto son las 
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cartas públicas escritas por Mariano Olarte y sus tenientes en 1819, 
en las que ofrecen un indulto a las tropas del “tirano gobierno”. La 
carta toma el lenguaje de los indultos ofrecidos por la Corona a los 
insurgentes y lo revierte para invitar a los “esclavos” del gobierno a 
unirse a la nación americana. Pero gran parte del texto recuerda a las 
tropas que invadieron a Coyusquihui de los funestos resultados de 
las expediciones anteriores: 


aun a pesar de las Fuerzas crecidas qe. traen cuando Vienen atacar este punto no 
sacáis el fruto qe. dejar víctimas sacrificadas, clara esta Verdad, y quizás entre voso- 
tros vendrá alguno que experimentaría el ataque del día quince de Mayo del próxi- 
mo pasado año a donde triunfantes las Armas Nacionales dejaron sembrado el campo 


de cadáveres.??? 


La carta continúa burlándose de la cobardía del comandante rea- 
lista José Lubían, “no se le borraría de la Memoria este Día a vuestro 
Caudillo Lubían, quien no procuraba mas que salvar su Vida aunque 
se perdiesen las de otros muchos quizás inocentes”.376 Las declaracio- 
nes se vanagloriaban de las victorias militares de las tropas naciona- 
les y denigraban al enemigo. Ensalzaban sus habilidades como solda- 
dos mientras insultaban a los comandantes reales, para hacer énfasis 
en su valentía y en reclamar su dignidad como soldados en una causa 
justa. 


El lenguaje del indulto es significativo. Los insurgentes tomaron 
como punto de honor que sus acciones eran legítimas y que los ofre- 
cimientos de indultos del gobierno eran insultantes. En 1816, Álva- 
rez de Gúitian le envió un indulto al líder rebelde, quien lleno de ira 
respondió: 

Dispuse que inmediatamente se hiciere saber a todos los soldados de mi mando, 
quienes impuestos muy bien de su tenor clamaron a una voz por la debida demostra- 
ción contra papeles tan insultivos y sediciosos, decretando y en consecuencia, que 


formada toda tropa públicamente y a su presencia arrojase dicho bando al fuego por 


mano del verdugo hasta convertirse en cenizas.27? 


El correo que entregó el indulto y la copia de la Gaceta del Go- 
bierno de México con la “retracción” de Morelos fue testigo de la 
reacción de Aguilar, quien “se incomodó, y formando su gavilla que 
según cálculo prudente ascendería a 400 de todas armas, y les pre- 
guntó si querían indultarse, nadie contestó”.278 Ayudaba a la situa- 
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ción de Aguilar que había tenido algunos triunfos extraordinarios 
en los meses anteriores; por ejemplo, en Ixhuatlán, donde destruyó 
una fuerza realista de 85 hombres. Este acto público de repudio con 
sus elementos ceremoniales y las arengas emotivas nos permite ver 
cómo los comandantes nacionales buscaban motivar a sus tropas, ha- 
ciéndolas participar en eventos de repudio colectivos. Usando con 
buen efecto la solidaridad del grupo colectivo para afirmar la lealtad 
de todos, ¿quién levantaría la mano a favor del indulto en ese am- 
biente? 


Reclamaban el honor como militares, valientes en el campo de 
batalla y defendiendo una causa justa con el propósito de que su 
gente los siguiera. La guerra creó una cultura militar insurgente, con 
un sentido de compañerismo entre la tropa que reforzaba la lealtad a 
la causa. El hecho de que, a la vez, los insurgentes tuvieran a sus fa- 
miliares refugiados con ellos en el monte hacía más urgente la nece- 
sidad de mantenerse firmes. De cierta manera, se desarrolló una lu- 
cha simbólica por el estatus y el honor en la que los realistas preten- 
dían reducirlos a la subordinación, secuestrando a sus mujeres, persi- 
guiendo a sus familias, haciéndoles sufrir hambre, mientras les ofre- 
cía indultos “humillantes”. La respuesta de Aguilar, Olarte y los de- 
más fue no darse por vencidos. 


A lo largo del periodo 1814 a 1820, los insurgentes adaptaron su 
organización social para sostener una guerra prolongada, movilizan- 
do los recursos de una sociedad campesina a fin de mantener en pie 
de lucha a las compañías locales fieles a la causa nacional. Las colum- 
nas centrales eran los pueblos que organizaron sus propias repúblicas 
de indios y las compañías de soldados que se dedicaron a defender la 
autonomía y el honor de su gente. Esta combinación, a pesar de es- 
tar arraigada en las instituciones coloniales, resultó ser increíble- 
mente resistente a las embestidas de la guerra cruel de contrainsur- 
gencia lanzadas por el gobierno realista. Así, lo que los realistas 
veían como “vivir sin ley” en condiciones infrahumanas era para los 
soldados nacionales el difícil camino de vivir en autonomía reco- 
brando su independencia y su honor. 
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LAS REPERCUSIONES DE LA GUERRA EN LOS INDIOS 
REALISTAS DE LA VILLA DE XALAPA: 1810-1824 


Lurs J. García Ruízs7 


LA GUERRA CIVIL QUE ESTALLÓ EN EL VIRREINATO de la Nueva Es- 
paña en septiembre de 1810 fue un acontecimiento de grandes 
repercusiones que movilizó a todos los sectores de la sociedad 
colonial. Este conflicto contribuyó a modificar los fundamentos 
de la organización tradicional de Antiguo Régimen que legiti- 
maban la existencia de la segregación racial, el tributo, las jerar- 
quías sociales y territoriales, los privilegios corporativos y la au- 
toridad de los representantes del gobierno monárquico, como el 
virrey, los oidores, los intendentes, los subdelegados y los juzga- 
dos especiales. La guerra también permitió el establecimiento de 
esquemas de gobierno que facilitaron la dispersión del eje de po- 
der del centro en beneficio de las provincias, hecho que se tradu- 
jo en el reforzamiento de las sociedades locales y en la debilidad 
del dominio que ejercían los espacios urbanos. Asimismo, la mi- 
litarización de la sociedad a lo largo de 10 años de conflicto béli- 
co sentó las bases de una “cultura de la guerra” y de una violen- 
cia rural que caracterizaron a México durante el siglo veinte.>80 


Diversos fueron los motivos que llevaron a españoles, castas e 
indios a involucrarse en la guerra y a apoyar a alguno de los ban- 
dos en pugna. Evidentemente, la idea de mantener a salvo la in- 
tegridad del reino de la Nueva España de la amenaza francesa 
que se ceñía sobre la península ibérica, junto con la convicción 
de preservar el trono para el regreso del “deseado”, Fernando 
VII, fueron importantes alicientes que impulsaron la moviliza- 
ción política y armada de la sociedad novohispana. Sin embargo, 
también hay que tomar en cuenta motivaciones de carácter local 
que empujaron a la población, especialmente de las áreas rurales, 
a enrolarse en la contienda. 
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Estudios recientes han señalado que el mayor componente de 
población que participó en la guerra civil fue el que se identifica- 
ba dentro del sector de los indígenas (entre 50 y 60% del total de 
población movilizada, según estimaciones de Eric van Young). 
Diferentes autores apuntan a que la incorporación de los indios 
al movimiento tuvo múltiples causalidades, como la presencia de 
tensiones políticas, étnicas y territoriales que corroían la cohe- 
sión e integridad de la vida comunitaria; conflictos agrarios con 
otros pueblos, ranchos o haciendas colindantes; despojos de tie- 
rra y crisis agrícolas que desataban la carestía; el fortalecimiento 
del cobro de impuestos y el deterioro de las condiciones de vida 
(bajos salarios y mala alimentación); el abuso de las autoridades 
temporales y espirituales; el rencor hacia grupos de peninsulares 
y su sed de venganza; y la defensa de la religión, la comunidad y 
la identidad cultural frente a las amenazas del exterior.381 


Un escenario para poder observar estas manifestaciones en es- 
cala microhistórica lo constituye la provincia de Veracruz, ya 
que fue una de las áreas de la Nueva España más afectadas por la 
guerra civil. Su localización estratégica dentro de la geografía de 
la monarquía hispánica en América la convertía en un punto pri- 
mordial de control para las operaciones militares de los ejércitos 
insurgentes y realistas. Basta mencionar que, a principios del si- 
glo xrx, en el territorio de la intendencia de Veracruz se en- 
contraba emplazado el más importante puerto del virreinato con 
conexión hacia las principales rutas de navegación en el Caribe y 
el Atlántico, la aduana marítima, el estanco del tabaco y el arse- 
nal depositado en la fortaleza de Perote; había, además, numero- 
sas tropas acuarteladas en la costa y en las poblaciones más im- 
portantes y era el punto de paso obligado para las comunicacio- 
nes y el comercio entre la metrópoli y las provincias de la Amé- 
rica septentrional. Estos factores hacían de Veracruz una provin- 
cia clave para garantizar el triunfo en la guerra, de tal suerte que 
se convirtió en el teatro de descarnados enfrentamientos que se 
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prolongaron hasta el fin de la ocupación española de San Juan de 
Ulúa, en 1825, en los cuales la población indígena tuvo un papel 
fundamental de apoyo a los ejércitos que se disputaban el control 
del territorio. 


La mayor parte de los pueblos de indios de la intendencia de 
Veracruz llegó a simpatizar en algún momento de la guerra con 
la causa insurgente. No obstante, hubo notables excepciones, 
como fueron los casos de las repúblicas de naturales de las villas 
de Orizaba y Xalapa, que hasta el año de 1821 siguieron siendo 
leales a la Corona española. En el caso de los indios de Xalapa, 
que es el que ocupa la atención de este capítulo, la fidelidad al 
rey la demostraron mediante el juramento público de lealtad y, 
especialmente, con el apoyo que brindaron al ejército realista en 
las maniobras de defensa y de contrainsurgencia que se llevaron a 
cabo en la tierra caliente a partir de 1813. 


La participación de los indios de la villa de Xalapa en la guerra 
contra los insurgentes, entre 1813 y 1821, y su posterior colabo- 
ración con las milicias nacionales, les permitió transformar las 
condiciones políticas, sociales y económicas que tenían a princi- 
pios del siglo xrx. Se hicieron merecedores de importantes dis- 
tinciones y prerrogativas con las que lograron reconstituir su 
identidad étnica, su cohesión comunitaria y su autonomía cor- 
porativa. Desde luego, estos logros fueron alcanzados por los in- 
dios a un costo humano muy elevado, debido a que su participa- 
ción en la guerra significó la pérdida de numerosas vidas. Sin 
embargo, en recompensa por los servicios prestados, el gobierno 
virreinal, primero, y el ayuntamiento de Xalapa, después, acce- 
dieron a otorgarles nuevos privilegios o a conservar los que po- 
seían desde el Antiguo Régimen colonial, sin importarles dema- 
siado que contravinieran los principios liberales de igualdad in- 
dividual que comenzaron a regir a partir del restablecimiento del 
liberalismo gaditano en 1820. 
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En las siguientes líneas trataré de dar respuesta a una serie de 
cuestionamientos sobre los cambios político-sociales por los que 
atravesaron los indios de la villa de Xalapa antes, durante y des- 
pués de la guerra de independencia. ¿Cuál fue la respuesta de las 
autoridades locales frente al desafío insurgente? ¿Cómo partici- 
paron los indios en el conflicto armado? ¿Qué “recompensas” 
obtuvieron de los gobiernos monárquico y municipal en recono- 
cimiento a sus méritos y servicios? ¿En qué condiciones los in- 
dios siguieron desempeñándose en las tareas militares dentro de 
la etapa independiente? ¿Cuáles fueron los privilegios que, como 
resultado de su participación en la guerra, pudieron conservar 
dentro del orden liberal republicano? A partir de las respuestas 
obtenidas en el estudio de caso, pretendo plantear una línea de 
interpretación que permita explicar la repercusión que tuvo la 
guerra en el estatus con el que los indios fueron reconocidos 
dentro de las instancias de gobierno municipal que empezaron a 
regir con la implantación del orden constitucional liberal. 


LOS INDIOS, LA GUERRA Y EL AYUNTAMIENTO 


Una de las características de la población de Xalapa durante el 
periodo colonial fue la convivencia cotidiana de indios, españo- 
les, mestizos y mulatos. El desarrollo de actividades mercantiles, 
el ejercicio de la agricultura comercial centrada en la caña de 
azúcar y la multiplicación del mestizaje favorecieron una rápida 
aculturación de los indios a los modelos de civilización occiden- 
tal, lo que facilitó su integración con otros grupos de población 
urbana, su participación en la economía local y su temprana cas- 
tellanización. Estos factores invitan a pensar en una ladinización 
de la población indígena de Xalapa, en la cual los elementos cul- 
turales que la diferenciaban como grupo étnico separado se esta- 
ban desdibujando y cada vez más se asemejaban, en fenotipo, há- 
bitos y costumbres, al resto de la plebe urbana.>2 El hecho de 
que los indios de Xalapa estuvieran hispanizados no implicó una 
renuncia a su estatus jurídico de “menores” ni a su pertenencia a 
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la república de naturales, debido a que esta adscripción les garan- 
tizaba el disfrute de múltiples privilegios derivados de su perte- 
nencia a una corporación llamada “pueblo de indios”.383 En reci- 
procidad por el pago del tributo, el rey los protegía a través de 
un juzgado especial, les permitía contar su propio cabildo, tenían 
derecho a bienes de comunidad, no pagaban alcabalas ni diezmo 
y estaban exentos de prestar servicio militar.34 


Las repúblicas de indios de la Nueva España arribaron al siglo 
XVII con importantes desafíos políticos, territoriales y económi- 
cos. El colapso demográfico que siguió a la conquista, junto con 
el otorgamiento de mercedes de tierras y composiciones en be- 
neficio de los colonos, provocó que los indios perdieran una par- 
te significativa del control territorial y que, a cambio, los grupos 
de españoles y de mestizos avecindados se fortalecieran política y 
comercialmente a través de mecanismos como el reconocimiento 
a su derecho a formar ayuntamientos, el desempeño de activida- 
des productivas con impacto regional y su participación en el fo- 
mento del culto religioso. Al mismo tiempo, las cabeceras donde 
residía el gobierno étnico enfrentaron un progresivo desmem- 
bramiento de su espacio jurisdiccional, propiciado por la separa- 
ción de sus pueblos y barrios sujetos. Estas transformaciones se 
registraron en varios pueblos de indios que se hallaban asentados 
en las cabeceras de partido, como por ejemplo, Orizaba, Xalapa, 
Tehuacán, Huajuapan, Querétaro, Pátzcuaro, etcétera. 

En el caso de la Xalapa, los indios que vivían reunidos en re- 
pública fueron testigos de la manera como el vecindario de espa- 
ñoles fue adquiriendo preponderancia política y el control eco- 
nómico de la localidad, fruto de la prosperidad del comercio, la 
celebración de las ferias de la flota (1718), la erección de un nue- 
vo curato (1773), la instalación del ayuntamiento de españoles 
(1794) y el establecimiento de una diputación del Consulado de 
Comerciantes de Veracruz (1795). Por otra parte, los indios pa- 
decieron los efectos del reformismo ilustrado sobre sus bienes de 
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comunidad, lo que se tradujo en la obligación de arrendar sus 
tierras, llevar un control más preciso del dinero que entraba a la 
caja de comunidad y entregar donativos a la Corona a través de 
la consolidación de vales reales.285 Estos factores contribuyeron a 
debilitar la autonomía del cabildo de naturales, al punto de que 
el ayuntamiento de españoles comenzó a tomar decisiones en 
materia de gobierno y de justicia que socavaron la autoridad del 
gobernador, alcaldes y del resto de los oficiales de república.386 


Las noticias de las abdicaciones de Carlos IV y Fernando VII 
en la primavera de 1808 y del estallido de la guerra en el obispa- 
do de Michoacán, dos años más tarde, llegaron a Xalapa en un 
momento en que la república de indios había perdido peso polí- 
tico y estaba ensombrecida por la preeminencia del ayuntamien- 
to de prósperos comerciantes españoles, quienes, ante la ausencia 
del rey, reasumieron la soberanía depositada en él y reivindica- 
ron la representación del territorio.*7 Sin embargo, el curso de 
los acontecimientos llevó a que los naturales cobraran una rele- 
vancia inusitada, al punto de convertirse en un factor humano 
imprescindible para asegurar tanto la supervivencia de Xalapa 
frente al asedio insurgente que padeció a partir de 1812, como el 
éxito de las operaciones de contrainsurgencia emprendidas por 
los realistas para recuperar el Puente del Rey y otras posiciones 
estratégicas que se localizaban a lo largo del camino a Veracruz. 

Tan pronto como llegaron a Xalapa los primeros informes de 
la insurrección del cura Miguel Hidalgo, los vecinos principales 
la repugnaron por los estragos que dejó tras su paso por la inten- 
dencia de Guanajuato y, en consecuencia, el gobierno local tomó 
medidas de defensa que involucraron la participación de la po- 
blación civil. En atención a la convocatoria que el 10 de octubre 
de 1810 el virrey Francisco Xavier Venegas dirigió a los propie- 
tarios de la Nueva España para que formaran compañías de “pa- 
triotas distinguidos defensores de Fernando VII”, el ayunta- 
miento de Xalapa instaló, el 29 de octubre de 1810, una junta de 
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seguridad compuesta por dos regidores perpetuos, dos diputa- 
dos, el secretario y un asesor, que velarían por la tranquilidad de 
la villa. Para el 20 de noviembre de ese mismo año, quedó for- 
malmente integrada una compañía de patriotas constituida por 
los “buenos y honrados vecinos”, quienes se encargarían de apo- 
yar al subdelegado en la conservación de la “tranquilidad públi- 
ca” y de proporcionar donativos para sufragar los gastos de gue- 
rra.388 


Durante los primeros meses del conflicto armado, la provincia 
de Veracruz se conservó exenta de “la más leve chispa del abomi- 
nable incendio” que la insurrección había propagado tierra aden- 
tro.382 Los primeros brotes de rebeldía de los que se tuvo noticia 
se registraron a partir de octubre de 1811 en los pueblos de Teo- 
celo, Ixhuacán, Xicochimalco y Coatepec, y en las haciendas de 
Tuzamapan y Zimpizahua, todos localizados al sur de la villa; 
mientras que por el norte se rebelaron los pueblos de Naolinco, 
Chiltoyac y la hacienda de Maxtatlán.2% La insubordinación de 
los habitantes de la jurisdicción provocó la movilización de las 
compañías de patriotas de Xalapa y de Coatepec, y del ejército 
profesional acuartelado en Veracruz y en Xalapa, con el objetivo 
de apaciguar el fuego de la insurrección. Sin embargo, los resul- 
tados fueron pobres, si se tiene en cuenta que, el 30 de mayo de 
1812, uno de los líderes insurgentes, Mariano Rincón, teniendo 
bajo sitio a la población, solicitó a las autoridades políticas y mi- 
litares su rendición. Al recibir una respuesta negativa, inició una 
nueva ofensiva sobre la villa a través de incursiones por los sitios 
donde se hallaban las garitas de México, Veracruz y Coatepec. El 
asedio sobre Xalapa se mantuvo durante el mes de junio hasta 
que el arribo del brigadier Ciriaco de Llano, el día 11 de julio de 
1812, ayudó a reabrir las comunicaciones entre Veracruz y Xala- 
pa, que llevaban más de dos meses suspendidas, y a restaurar el 
orden en los alrededores de la villa.391 
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El cerco sobre Xalapa causó múltiples estragos entre la pobla- 
ción civil. Además de la interrupción de las comunicaciones con 
los pueblos y con las haciendas de la región, se hizo imposible 
para los labradores salir a cultivar la tierra, por lo que los alimen- 
tos comenzaron a faltar y la posibilidad de una crisis de subsis- 
tencia empezó a rondar en los pensamientos de los habitantes. 
Los vecinos coincidían en que la crisis que enfrentaba la villa era 
consecuencia de la falta de voluntad de las tropas para salir a 
combatir al enemigo. En cabildo extraordinario del 16 de mayo 
de 1812, el síndico personero del común, Eduardo de Abrazúa, 
expresó el malestar del pueblo con las siguientes palabras: 


. mirando que con una fuerza de tropas superior a la guarnición con que 
otras Poblaciones han exterminado mayor número de rebeldes de los que nos 
rodean, no se trate de hacer una salida a batirlos y facilitar el desalojarlos de los 
puntos inmediatos a esta Villa que hoy ocupan causando los mayores estragos y 
aumento de la miseria que ya se experimenta, de forma que si oportunamente 
no se adopta el remedio estaremos en breve acometidos del hambre, y que será 
peor en lo venidero en consideración a que es el tiempo de la limpia y cultivo de 
las siembras para el año próximo cuyas operaciones no pueden ejecutar los labra- 
dores por estar los enemigos circundando todas las orillas de la población.?2 


La presión de los insurgentes sobre Xalapa y la falta de auxi- 
lios militares para romper el sitio obligaron a las autoridades lo- 
cales a adoptar una serie de medidas encaminadas a evitar que la 
villa cayera en poder de los insurgentes, a semejanza de lo que 
ocurrió con importantes centros urbanos de la Nueva España co- 
mo Valladolid, Guadalajara, San Luis Potosí, San Miguel el 
Grande, Celaya, Oaxaca y Acapulco. Para tal efecto, el ayun- 
tamiento de Xalapa expidió decretos encaminados a acopiar ali- 
mentos y a evitar el desabasto de víveres “a través de la reunión 
de granos, alimentos y ganado en las inmediaciones de la vi- 
lla” ;394 se fijó una contribución mensual sobre las fincas que te- 
nían en propiedad varios vecinos de Veracruz;?% nuevos présta- 
mos forzosos recayeron sobre los habitantes;3% se formó una 
Junta de Secuestros para confiscar y vender los bienes de perso- 
nas sospechosas de haberse unido a los insurgentes;3 ante la fal- 
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ta de dinero y el agotamiento de los arbitrios provenientes de los 
préstamos forzosos, se ordenó la impresión de 20 000 pesos en 
papel moneda para pagar a las tropas que resguardaban a la po- 
blación? y se llevaron a cabo incursiones en las haciendas locali- 
zadas en las inmediaciones de Coatepec con el propósito de reu- 
nir más dinero para solventar el salario de las milicias.39 


Las medidas decretadas por las autoridades políticas y milita- 
res de Xalapa corroboran lo señalado por Christon Archer sobre 
los efectos negativos que la guerra civil provocó entre la pobla- 
ción novohispana: paralizó la industria, el comercio y la agricul- 
tura, devoró las fuentes de riqueza y opulencia de los grupos de 
poder y deterioró las condiciones materiales de subsistencia de 
los grupos populares. El financiamiento de las acciones bélicas 
recayó sobre los hombros de hacendados, mineros y comercian- 
tes, a quienes se les fijaron contribuciones e impuestos extraordi- 
narios sobre sus bienes y sus capitales. Mientras tanto, los arte- 
sanos y los labradores de las ciudades y de los pueblos tuvieron 
que enlistarse en las milicias urbanas, haciendo guardias y patru- 
llajes para proteger los parapetos, los fortines y las garitas y, en- 
cima de todo, padecieron innumerables abusos por parte de los 
soldados que estaban a cargo de la defensa de las ciudades.:100 

A pesar de que la guerra se propagaba por toda la intendencia 
de Veracruz y de que numerosos pueblos de indios fueron cayen- 
do bajo control insurgente, el cabildo de naturales de la villa de 
Xalapa permaneció leal al régimen español, no obstante que sus 
representados habían padecido los efectos de las reformas borbó- 
nicas y la hegemonía del vecindario de españoles. Basta recordar 
que también fueron sometidos a una fiscalización de sus bienes 
de comunidad —por lo que tuvieron que rematar sus tierras para 
sufragar los tributos—, que el ayuntamiento español los desplazó 
de actividades religiosas que usualmente llevaban a cabo en la 
iglesia parroquial y que, desde 1805, habían quedado supedita- 
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dos a una tutela judicial compartida entre el subdelegado y los 
alcaldes ordinarios.101 


Una explicación sobre la fidelidad de los indios de Xalapa 
puede desprenderse del hecho de que su mestizaje y su ladiniza- 
ción permitieron que sus expectativas fueran muy similares a las 
de los españoles y, en este sentido, colaboraron conjuntamente 
para salvaguardar la lealtad a la causa realista y procurar la super- 
vivencia política de su territorio. También habrá que tomar en 
cuenta que la presencia de fuerzas militares y la proximidad del 
subdelegado los disuadieron de cualquier posibilidad de rebelar- 
se. Es importante considerar que algunos indios, especialmente 
gobernadores y alcaldes, pudieron alcanzar una posición de po- 
der y de prestigio que les permitió ser parte de la elite gobernan- 
te de la villa, por lo que no tan fácilmente estaban dispuestos a 
arriesgar su estatus de privilegio. De hecho, su función media- 
dora debió ser fundamental para asegurar la fidelidad de los na- 
turales al régimen monárquico, cuando los demás pueblos se ha- 
bían unido a la insurgencia. Por último, no hay que descartar la 
tesis propuesta por Eric Van Young en el sentido de que, si los 
centros urbanos fueron unas “islas en la tormenta”, se debió a 
que los elementos programáticos de la insurgencia fueron escasa- 
mente atractivos para los grupos populares, como fue el caso de 
los indios, cuyas preocupaciones rayaban más en la defensa de un 
orden simbólico centrado en referentes culturales de alcance lo- 
cal (tradiciones, prácticas religiosas, formas de entender el mun- 
do, costumbres que regían el usufructo de los bienes comunita- 
rios, etcétera).102 

Aunque se sabe poco sobre la reacción que tuvieron los miem- 
bros de la república de naturales de la villa de Xalapa ante los 
acontecimientos que trastocaron los fundamentos de legitimidad 
de la monarquía católica, lo cierto es que el 19 de mayo de 1810 
refrendaron su fidelidad al rey y al Consejo de Regencia, de la 
misma forma en que lo hizo el resto de los actores políticos esta- 
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blecidos en la villa de Xalapa, como el subdelegado, el ayunta- 
miento de españoles, la Iglesia, los conventos, el comisario del 
Santo Oficio, la administración de rentas y correos, la diputación 
del Consulado de Comerciantes y los cuerpos de milicia.103 Para 
el 1 de noviembre del mismo año, a través del subdelegado, Ber- 
nardo de los Cobos, y en consonancia con el resto de los pueblos 
de indios de la jurisdicción de Xalapa, aquellos hicieron saber al 
virrey Francisco Xavier Venegas su condena a la insurrección en- 
cabezada por el cura Miguel Hidalgo, al mismo tiempo que re- 
frendaron su patriotismo y juraron defender el territorio xalape- 
ño contra los ataques de enemigos 


hasta derramar la última gota de sangre por la religión, por el soberano católi- 
co y por la patria [...] pues convencidos de las atrocidades, impiedad y declarada 
traición del cura Hidalgo y sus secuaces, abominan y detestan sus máximas, sién- 
doles lo más sensible saber, que aquel inaudito y execrable monstruo ha seduci- 
do a varios indios incautos del obispado de Michoacán. Suplicando rendidamen- 
te a vuestra excelencia les acepte en el número de los buenos vasallos de nuestro 
deseado monarca el señor D. Fernando VII, prontos a rechazar al enemigo y a 
emplearse en todo aquello que vuestra excelencia les considere útiles, estando en 
la firme confianza de que jamás se verá su conducta manchada con la ingratitud a 


los beneficios, que repetidamente reciben de nuestro benéfico gobierno. 

Junto con su muestra de lealtad, la república de indios de Xa- 
lapa proporcionó donativos a la Real Hacienda para financiar los 
gastos de la guerra. Posteriormente, los naturales tomaron 
parte en el juramento de la Constitución Política de la Monar- 
quía Española, en noviembre de 1812, y en los actos públicos 
que le siguieron. También participaron en las votaciones parro- 
quiales de donde salieron nombrados los nuevos integrantes del 
ayuntamiento constitucional, entre los que resultó electo como 
regidor el hasta entonces gobernador de indios, Francisco Orti- 
gosa,1% quien desempeñó su oficio durante lo que restaba de 
1812 y a lo largo de todo el siguiente año. A partir de 1813, los 
“ciudadanos naturales” integraron una compañía de zapadores 
que colaboró con el ejército realista en las operaciones de contra- 
insurgencia.107 Su participación en el teatro de la guerra se pro- 
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longó hasta 1824, circunstancia que les ayudó a conservar privi- 
legios corporativos durante gran parte del siglo x1x. Enseguida 
podrá verse cuál fue el desempeño de los indios en el campo de 


batalla. 
LA INCORPORACIÓN A LA MILICIA 


A diferencia de la ciudad de México, donde las autoridades 
locales impidieron a las parcialidades de Santiago y de San Juan 
formar su propio cuerpo de milicia para luchar contra la insur- 
gencia, en la villa de Xalapa el involucramiento de la pobla- 
ción indígena en la guerra civil se volvió un asunto imprescindi- 
ble después del asedio insurgente que padeció en 1812 y que la 
dejó sin comunicación con el puerto de Veracruz y con los pue- 
blos circunvecinos, y carente de los auxilios militares proceden- 
tes de Perote.*0% El cerco insurgente fue roto gracias a que, final- 
mente, pudieron llegar los refuerzos realistas enviados desde el 
puerto de Veracruz y de la fortaleza de Perote, y a las acciones 
contrainsurgentes emprendidas por el brigadier Ciriaco de 
Llano, que lograron restablecer la comunicación con el puerto 
de Veracruz y permitieron la llegada de tropas expedicionarias 
del regimiento de Zamora. Una vez que en la villa de Xalapa se 
reunió un suficiente número de efectivos militares, se inició una 
ofensiva realista que facilitó la recuperación de importantes po- 
blaciones como Coatepec y Las Vigas.+10 


Las premuras impuestas por la guerra provocaron la suspen- 
sión de las restricciones legales de Antiguo Régimen que impe- 
dían a los indios enlistarse en las milicias. Para hacer posible tal 
transformación, las autoridades reales recurrieron a dos estrate- 
gias básicas: la promulgación del plano político-militar y econó- 
mico de Félix María Calleja, en junio de 1811, y la entrada en 
vigor de la Constitución liberal de 1812.411 El nuevo orden cons- 
titucional legitimó el plan de Calleja en el sentido de que exten- 
dió a todos los habitantes, sin importar su posición socioeconó- 
mica o su origen racial, la obligación de defender a las poblacio- 
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nes ante los ataques de los rebeldes. Esto significó la incorpora- 
ción de la población indígena a los planes de defensa realista y la 
introducción de un nuevo criterio de diferenciación, basado 
ahora en las habilidades dentro del campo de batalla y en el arte 
de la guerra, y ya no determinado a partir de la calidad étnica o 
de la corporación en la cual estaban representados los indivi- 
duos.112 A decir de José Antonio Serrano, una de las consecuen- 
cias del énfasis que el gobierno virreinal puso en la autodefensa 
de la población civil, con base en la conformación de milicias de 
patriotas, fue que “los vecinos principales de los pueblos y de las 
villas fortalecieron su presencia e influjo social y político en sus 
respectivos territorios, al concentrar en sus manos el control de 
los batallones y escuadrones de fieles realistas”.113 


En la villa de Xalapa, la Constitución Política de la Monarquía Es- 
pañola fue jurada el 14 de noviembre de 1812. Posteriormente, se 
procedió a celebrar elecciones para integrar el nuevo ayunta- 
miento que funcionaría durante el año siguiente, en sustitución 
del ayuntamiento de españoles y del cabildo de indios. Entre los 
regidores, resultó electo el último gobernador de naturales, 
Francisco Ortigosa, quien se encargaría de velar por los asuntos 
de los miembros de su desaparecida república. El 13 de enero de 
1813, el comandante de las armas de Xalapa, coronel Antonio 
Fajardo, en cumplimiento del plan político, militar y económico 
de Calleja, pidió al subdelegado, Bernardo de los Cobos, y al 
ayuntamiento constitucional de Xalapa, que enrolasen en las 
compañías patrióticas a los “habitantes capaces de tomar las ar- 
mas”, en virtud de que la constitución española había decretado 
la igualdad entre los españoles de ambos hemisferios. La corpo- 
ración municipal respondió comprometiéndose a reunir a los 
hombres que no estuvieran enlistados en alguna unidad de mili- 
cia y a crear una compañía de zapadores integrada por “todos los 
ciudadanos naturales”. Esta tarea fue encomendada al regidor 
Francisco Ortigosa.+1 
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La función de los indios realistas de Xalapa dentro de la mili- 
cia no fue precisamente la de portar un fusil y batirse cara a cara 
contra el enemigo. Su labor fue más especializada, aunque no 
menos peligrosa, en el sentido de que, en los escenarios de gue- 
rra, se encargarían de ejecutar obras defensivas y ofensivas que 
permitirían a los soldados realistas recuperar sitios estratégicos 
como el Puente del Rey y establecer un camino militar entre 
Xalapa y Veracruz. El Diccionario militar o recolección alfabética de to- 
dos los términos propios del Arte de la Guerra de Raymundo Sanz 
(1794) señala que el trabajo de la “zapa” consistía en hacer exca- 
vaciones en un terreno para poder resguardarse del fuego de una 
plaza. La zapa era el comienzo de la trinchera y de la Plaza de 
Armas. Era un trabajo muy peligroso y bastante duro, en el cual 
se avanzaba a paso lento; por lo tanto, se tenía que trabajar de día 
y de noche para que se reflejaran los progresos de la obra. Estos 
factores recomendaban que el trabajo de la zapa fuera bien re- 
compensado, dado que requería “mucha curiosidad, industria y 
prontitud”.415 


La compañía de zapadores realistas de la villa de Xalapa quedó 
integrada por 80 individuos bajo las órdenes del capitán Manuel 
Rincón y se dirigió, en febrero de 1813, hacia el Puente del Rey 
para apoyar las operaciones militares del brigadier Juan José Ola- 
zábal, comandante general del sur, quien conducía hacia Vera- 
cruz un convoy de plata y otros efectos.11% En reconocimiento a 
estos servicios, el ayuntamiento constitucional de Xalapa conde- 
coró a sus “ciudadanos naturales” con un escudo de plata que te- 
nía grabadas las armas de la villa de Xalapa.*17 Sin embargo, el 
fruto de sus méritos duró solo algunos meses ya que, en poco 
tiempo, los insurgentes volvieron a ganar posiciones a lo largo 
del camino real y comenzaron a imponer contribuciones a los 
“arrieros y pasajeros” que por allí transitaban.!15 

El restablecimiento del absolutismo en 1814 y la consecuente 
reconstitución del cabildo indígena de Xalapa con sus privilegios 
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de Antiguo Régimen no implicaron la desmovilización militar 
de los indios, a pesar de que nuevamente hubiera entrado en vi- 
gor la prohibición del derecho indiano de enlistarse en el ejerci- 
cio de las armas. Por el contrario, se volvieron parte indispensa- 
ble del plan de reconquista española de la provincia de Veracruz. 
Su labor de zapa fue importante para que, a principios de di- 
ciembre de 1815, el teniente coronel Fernando Miyares y sus 
hombres arrebataran a los insurgentes, encabezados por Guada- 
lupe Victoria, el control del Puente del Rey y para que se lograra 
establecer un camino militar hacia Xalapa, basado en la cons- 
trucción de fortines que facilitaron las comunicaciones. 


El propio Miyares, en su diario de operaciones, dejó asentada 
la labor que desempeñaron los zapadores de Xalapa, comandados 
por Manuel Rincón, en el mencionado sitio: tomaron los para- 
petos del enemigo; abrieron un camino en el bosque para salir a 
una alcantarilla que había en el camino real, a una distancia de 
un tiro de fusil del puente; formaron un camino subterráneo a 
través del cual se avanzó más rápido en los trabajos de aproxima- 
ción a las posiciones de los enemigos; en la avenida Chipila, cor- 
taron las comunicaciones de los insurgentes; cubrieron a los ca- 
zadores del regimiento de Navarra para que pudieron destrozar 
los parapetos rivales; construyeron 122 varas de trinchera que 
permitieron a las fuerzas del rey apoderarse de los fuertes insur- 
gentes; edificaron un fuerte provisional en el lado izquierdo del 
puente, que fue bautizado con el nombre de Fernando VII y 
acompañaron a Miyares hasta el pueblo de San Carlos, en la ju- 
risdicción de La Antigua, en la fallida búsqueda de un líder re- 
belde conocido como el Chino Claudio. 

En el parte de guerra que Miyares envió al virrey Calleja, ade- 
más de elogiar el desempeño de los hermanos José Antonio Rin- 
cón y Manuel Rincón —capitán de milicias y de zapadores realis- 
ta de Xalapa, respectivamente—, resaltó la participación de la 
compañía de zapadores naturales, al señalar que “merece consi- 
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deración pues, con la mayor constancia, han efectuado cuantos 
trabajos han sido necesarios, siguiéndolos con tranquilidad aun al 
frente de los enemigos y a tiro de metralla de su fortaleza. Supli- 
co a vuestra excelencia se sirva conceder algún distintivo a los 
individuos que estuvieron en estos trabajos”.120 


La recuperación del Puente del Rey en beneficio del gobierno 
virreinal fue un paso crucial para la pacificación del territorio. 
Además de permitir a los regimientos de Navarra, de Órdenes 
Militares y a la División del Sur cruzar el río La Antigua, facilitó 
que salieran de la Nueva España cuantiosas sumas de dinero en 
moneda, alhajas y frutos preciosos; que se consolidara el control 
militar sobre el camino real a través del establecimiento de ca- 
samatas entre Xalapa y Veracruz (El Lencero, Plan del Río, 
Puente del Rey y La Antigua); que se indultaran a las gavillas de 
insurgentes con las que se formaron nuevas poblaciones en torno 
a las fortificaciones y generó una crisis de liderazgo dentro del 
mando insurgente que contribuyó a debilitar su capacidad de 
maniobra.121 


Para la república de indios de Xalapa, la recompensa por su 
actuación en Puente del Rey fue nuevamente el otorgamiento 
de una medalla, por parte del virrey, a cada uno de los zapado- 
res, mismas que llegaron el 5 de junio de 1816. Tan pronto las 
tuvo el ayuntamiento de españoles en su poder, las colocó en su 
archivo junto con “las otras medallas de la memorable acción del 
monte de las Cruces, dada por el regimiento de Infantería pro- 
vincial de Córdoba, Orizaba y Xalapa”.122 


Si bien es cierto que, para 1816, la insurgencia en la provincia 
de Veracruz se encontraba debilitada, también es verdad que si- 
guió contando con la capacidad para asaltar convoyes en el ca- 
mino o para hacer escaramuzas en la periferia de la villa de Xala- 
pa. De hecho, en una incursión registrada cerca de la media no- 
che del 4 de octubre de 1816, un grupo de cuatro a ocho hom- 
bres de “color trigueño o aindiados, y uno negro”, liderados por 
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Manuel Castelán, se acercaron a las goteras de la población, por 
el rumbo del camino que conducía al Molino de Pedreguera, y 
agredieron violentamente al teniente de la Compañía de Zapa- 
dores, Francisco Ortigosa, quien, como se ha podido apreciar, 
era uno de los indios principales que había sido gobernador de 
república y regidor del ayuntamiento constitucional. A juzgar 
por el testimonio de la esposa de Ortigosa, Mónica Ascensión 
Lobato, los agresores llegaron a Xalapa con la consigna de asesi- 
nar a su pareja, pues, al irrumpir en su morada, lo llamaron por 
su nombre y, antes de empezar la “carnicería”, le dijeron “que 
ellos le daban el pago de los buenos servicios que hacía con sus 
zapadores franqueándolos contra ellos”.123 


Con base en el informe del cirujano del hospital de San Fer- 
nando, Ignacio Moreno, Ortigosa recibió 19 heridas, varias de 
ellas mortales, hechas con un objeto punzocortante (machete), 
que se distribuyeron de la siguiente forma: seis en la cabeza, una 
en el costado derecho y posterior del cuello, una en la parte late- 
ral derecha de la cara, otra en la parte superior lateral izquierda 
del pecho, debajo de la clavícula, dos en el brazo izquierdo, siete 
repartidas entre la muñeca y la parte superior del antebrazo de- 
recho y una entre las costillas. Francisco Ortigosa alcanzó a so- 
brevivir veinte días más, hasta que una “diarrea accidental” le 
provocó la muerte. Mientras tanto, el autor de la agresión, Ma- 
nuel Castelán, fue capturado y se inició una causa criminal en su 
contra, en la cual salieron a relucir numerosos crímenes que an- 
teriormente había cometido contra indios de la jurisdicción de 
Xalacingo, de donde era nativo.124 

La agresión de la que fue víctima el antiguo gobernador de in- 
dios de Xalapa demuestra que la eficacia de las acciones bélicas 
de los zapadores a favor de la causa realista alimentó el odio de 
los insurgentes hacia ellos, razón por la que estos últimos atenta- 
ron contra la vida de Francisco Ortigosa en el momento que más 
desprotegido se hallaba. No obstante, la muerte de una de las 
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principales figuras del liderazgo indígena realista en la villa de 
Xalapa, al tiempo que representó un golpe anímico para la repú- 
blica de naturales, también abrió la oportunidad para que el ca- 
bildo de indios reclamara nuevos privilegios o intentara recupe- 
rar viejas prerrogativas que fue perdiendo a lo largo del tiempo. 


LA GUERRA Y LOS PRIVILEGIOS 


El desenvolvimiento de la guerra civil transformó los funda- 
mentos que sustentaban el orden jurídico de la monarquía cató- 
lica. La inclusión de todos los sectores de la población en las ac- 
ciones bélicas, la extensión de la ciudadanía a los hombres libres 
nacidos en los dominios españoles y la formación de nuevos 
ayuntamientos con base en criterios demográficos terminaron 
con los principios de desigualdad basados en la adscripción cor- 
porativa y en la calidad racial de los individuos, que condiciona- 
ban el lugar que cada quien debía ocupar, así como la función a 
desempeñar dentro de la sociedad tradicional. 


En el caso de la villa de Xalapa, el azote de la guerra cambió 
los equilibrios de poder en beneficio de la república de naturales, 
si se toma en cuenta que, hasta 1810, esta se encontraba suma- 
mente debilitada en relación con el ayuntamiento español, que 
comenzaba a regir incluso sobre el destino de los naturales. Los 
indios mantuvieron su lealtad hacia el gobierno español y le apo- 
yaron militarmente a través de la conformación de la Compañía 
de Zapadores. Como recompensa, se les otorgó ciertas concesio- 
nes y prerrogativas, como la extensión del fuero militar a todos 
los miembros de la república, el indulto en el pago de contribu- 
ciones a la Real Hacienda y la garantía de contar con representa- 
ción política en el ayuntamiento constitucional a través de un re- 
gidor y de un diputado por cada de barrio, quienes se encarga- 
rían de llevar la voz de los indígenas dentro de la corporación 
municipal y de auxiliar a esta en la conservación del orden pú- 


blico. 


193 


El fuero militar se convirtió en uno de los privilegios más im- 
portantes conseguidos por los indios de la villa de Xalapa duran- 
te el desarrollo de la guerra. Esto quedó de manifiesto cuando, 
en los primeros días de 1817, el gobernador político y militar de 
la plaza, brigadier Joaquín del Castillo y Bustamante, en cumpli- 
miento de un decreto virreinal, ordenó la formación de cuatro 
compañías de infantería, divididas en dos de caballería, una de 
zapadores y otra de cazadores realistas.125 Dicha medida contem- 
plaba que solamente 80 individuos se quedaran en la compañía 
de zapadores, y los demás indígenas que habían servido en la 
misma como reemplazos fueran despedidos y despojados del 
fuero militar. El proyecto de del Castillo y Bustamante despertó 
la preocupación del comandante de los zapadores, Manuel Rin- 
cón, porque consideraba que este privilegio funcionaba como un 
aliciente para asegurar el apoyo de los indios a las fuerzas realis- 
tas, y además era una justa recompensa a los “servicios distingui- 
dísimos” que prestaban, muchas veces sin paga y a costa de sus 
vidas, en la bajada de los convoyes, en el tránsito de las tropas y 
en la construcción de los fuertes del camino militar. La supresión 
del fuero militar iba a repercutir en el ánimo de los indios, que 
para esas fechas se encontraba decaído a causa del reciente asesi- 
nato de su “benemérito subteniente” Francisco Ortigosa, a ma- 
nos de los rebeldes.126 Parece que el proyecto de del Castillo y 
Bustamante surtió el efecto deseado, si se toma en cuenta que la 
compañía fue formalmente reducida en cantidad (48 milicianos 
en activo), a juzgar por una lista nominal que se encuentra en el 
archivo municipal de Xalapa, correspondiente a 1824;127 sin em- 
bargo, cabe la posibilidad de que el fuero lo haya seguido disfru- 
tando un sector más amplio de la población indígena (véase el 
cuadro 1). 


CuaDro 1. Compañía de Indios Zapadores de Xalapa en servicio ac- 
tivo en 1824 


CLASES NOMBRE 
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Sargento 1” 
Cabo 
Cabo 
Cabo 
Cabo 
Cabo 


Cabo 


José Anastasio Piña 
Mariano Teoba 
Manuel Salvador 
Félix Morales 
Rafael González 
Juan José Espinoza 


Ysidro Hernández 


José Mariano Camacho 


Pascual Espíritu 


José Apolinario 


Bernardo Valentín Sánchez 


Manuel Santiago 


Juan Cristóbal 


Mariano Santos 


Francisco Martín García 


Mariano González 


Pedro Sebastián 


José Antonio Domínguez 


Juan Pablo González 


Patricio Encarnación 
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Gabriel Viveros 


José Mariano de la Cruz 


José Francisco 


José Dionicio 


José Martín 


José Antonio Hernández 


Antonio Francisco 


José Cipriano 


Manuel Hernández 


Manuel Germán Viveros 


Pascual Leonardo 


José Victorino González 


Francisco Antonio Sánchez 


Miguel Francisco 


Diego Bartolo 


Diego Bartolo 


Hilario Antonio 


Mariano del Carmen 
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Pedro Esteban 
Luis José 

Manuel Castro 
Juan Velázquez 
Francisco Santiago 
Antonio García 
Manuel Delgado 
Matías Antonio 
José Patricio 


Juan Bautista Peralta 


Total 48 milicianos 

FuENTE: AHMX, Actas de cabildo de 1824, 30 de enero. 

La guerra también permitió que los naturales de Xalapa deja- 
ran de pagar contribuciones a la Real Hacienda. En 1817, un año 
después de su destacada actuación en la toma del Puente del 
Rey, el gobernador de naturales, a nombre de su república, pidió 
que se les relevara de los 400 pesos que adeudaban al real erario 
por el atraso de cuatro años en el pago de la contribución de me- 
dio real de ministros y hospital, los cuales quedaron vigentes 
después de la abolición de tributos. Las razones que expusieron 
para obtener esta gracia fueron: 


por la peste devoradora con que Dios nos quiso castigar en el año de 1813 
[epidemia de tifo], ya por los accidentes que estos mismos contraen en los conti- 


nuos viajes que hacen con las tropas a tierra caliente por estar los más empleados 
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en el Real servicio alistados en la Compañía de Zapadores de esta villa, en cuyas 
fatigas están gloriosamente ocupados y desempeñando sus funciones con el ho- 
nor y acierto que es público y notorio a todo el Reino.*2 


A estas causas, los indios de la villa de Xalapa agregaron la po- 
ca dedicación a sus actividades agrícolas como consecuencia de 
su participación en la guerra y que, a causa de esta, los fondos de 
comunidad, que ascendían a cerca de 1 500 pesos, se habían ex- 
traviado, además de que varios hijos del pueblo habían decidido 
emigrar o ya estaban muertos (como Francisco Ortigosa). 


El fiscal de Real Hacienda, Zagarzurieta, después de estudiar 
las circunstancias del caso, emitió su dictamen con fecha de 21 
de octubre de 1817, en el que exhortó al intendente de Vera- 
cruz, Pedro Telmo Landero, a no obligar a los indios de la villa 
de Xalapa a pagar el dinero que adeudaban hasta que su jurisdic- 
ción quedara libre de insurgentes, y añadió que, a partir de esa 
fecha, únicamente estarían obligados a pagar el medio real de 
ministros y hospital los indios que no estuvieran enlistados en la 
compañía de zapadores. Los que se encontraran desempeñando 
esta labor quedaría exentos de cubrir dicha contribución. Esta 
decisión demuestra que la guerra permitió que los indios milicia- 
nos obtuvieran el privilegio de no pagar impuestos y que, ade- 
más, accedieran al fuero militar, a semejanza de lo que habían lo- 
grado los pardos y morenos de la costa veracruzana en el siglo 
dieciocho. 


Con el restablecimiento del orden gaditano en Xalapa, el 9 de 
junio de 1820, los indios lograron que uno de sus antiguos go- 
bernadores, Luciano Flores, se incorporara al ayuntamiento 
constitucional como regidor.*20 Si bien no pudieron conservar la 
figura de gobernador, como en 1813 y 1814, al menos consi- 
guieron mantener con vida e, incluso, apuntalar una representa- 
ción corporativo-territorial dentro de la estructura del nuevo 
gobierno municipal, la cual recayó en los hombros de tres indivi- 
duos identificados como diputados de barrio. Los primeros en 
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desempeñar esta función fueron los ciudadanos Manuel de Cas- 
tro, José Manuel Ortigosa (último gobernador) y José María de 
la Trinidad, quienes representaban a los barrios de La Laguna, 
Santa María y Santiago, respectivamente. Las funciones que se 
les encomendaron a estos individuos fueron la conservación del 
orden público, evitar el alojamiento de forasteros, procurar la 
asistencia de los jóvenes a la escuela, cobrar el arrendamiento de 
las tierras de comunidad, promover la siembra de los solares y te- 
rrenos baldíos y la aprehensión de los transgresores de la ley.*3 
La figura de los diputados de barrio se mantuvo vigente en Xala- 
pa hasta 1861, cuando formalmente fue disuelta la comunidad 
de indígenas de la ciudad para proceder a la aplicación de la ley 
de desamortización de bienes de manos muertas del 25 de junio 
de 1856.12 


La presencia de los diputados de barrio en la villa de Xalapa 
invita a hacer una breve comparación entre las actitudes asumi- 
das por los indios del campo y de la ciudad frente al liberalismo 
gaditano. En las áreas rurales, donde vivía alrededor de 80% de 
la población novohispana, los indios pudieron mantenerse en el 
ejercicio del gobierno de los nuevos ayuntamientos e, incluso, 
desempeñaron funciones de impartición de justicia, al tiempo 
que lograron mantener la propiedad de sus tierras de comuni- 
dad, así como el cobro de diversos arbitrios. Esta circunstancia 
demuestra que la cultura y la práctica política de miles de comu- 
nidades indígenas sufrieron escasas alteraciones entre los últimos 
decenios del dominio español y los inicios de la etapa nacional, a 
pesar de que la guerra y la constitución gaditana hubieran dejado 
sin valor legal referentes de Antiguo Régimen que servían para 
acentuar las diferencias de estatus, como el tributo, los juzgados 
especiales y la existencia de repúblicas de indios y españoles. 

Fue muy distinto el destino de las repúblicas de indios que se 
localizaban en ciudades, villas o pueblos donde el sector español 
predominante se alzó con el control de los ayuntamientos cons- 
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titucionales y marginó a los indios de las principales posiciones 
de poder local, circunstancia que los llevó a reivindicar el reco- 
nocimiento político de sus comunidades y a reclamar la adminis- 
tración de las tierras que inminentemente pasarían a formar par- 
te de los fondos municipales. Esto lo llevaron a cabo por medio 
de diferentes estrategias que asumieron los antiguos gobernado- 
res y alcaldes, como la participación en los cuerpos de electores y 
ocupando cargos dentro del ayuntamiento constitucional, al la- 
do de los criollos o gente de razón, desde donde pudieron cuidar 
más de cerca los intereses colectivos. Como lo señala Andrés Li- 
ra, entre los indios urbanos siempre se observó una mayor aper- 
tura y adaptación a los cambios que se estaban desarrollando a 
nivel político, debido a que la colaboración de los dirigentes 
étnicos con los ayuntamientos constitucionales dominados por 
elites de origen español significó en realidad una “etapa más en 
su carrera política”.133 En el caso de los indios de la villa de Xala- 
pa, como se ha podido apreciar, la adaptación al orden constitu- 
cional gaditano se dio mediante una negociación con el ayunta- 
miento dominado por españoles, que consistió en el reconoci- 
miento de una representación político-territorial en recompensa 
por los servicios prestados a la población durante la guerra. 


LOS INDIOS TRAS LA INDEPENDENCIA 


Los “ciudadanos naturales” de la villa de Xalapa se mantuvie- 
ron fieles a Fernando VII hasta el 29 de mayo de 1821,+3 fecha 
en que Antonio López de Santa Anna, con el apoyo del capitán 
Joaquín Leño, derrotó a las fuerzas realistas encabezadas por el 
coronel Juan de Obregoso15 y pudo hacerse del control de la 
plaza. Una vez que negoció la retirada del enemigo, Santa Anna 
impuso al vecindario un préstamo forzoso de 12 000 pesos e hi- 
zo leva en la propia villa y en los pueblos de Coatepec, Xico, 
Teocelo y Naolinco.196 


Santa Anna, una vez convertido en comandante de armas de 
Xalapa, entendió muy bien la importancia de conservar en servi- 
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cio a la compañía de zapadores para los planes militares del Im- 
perio en Veracruz, que se encontraba todavía en disputa con la 
guarnición española emplazada en San Juan de Ulúa. Por esta ra- 
zón se negó a atender una petición que los antiguos gobernado- 
res y alcaldes de república presentaron al ayuntamiento constitu- 
cional de Xalapa, el 17 de junio de 1822, para que se disolviese la 
referida compañía y evitar que los indios fueran utilizados en la 
construcción de unos fuertes que se estaban proyectando sobre 
los caminos que unían a Veracruz con las villas de Córdoba y 
Xalapa.137 Los líderes étnicos expresaron una serie de perjuicios 
que el servicio en la milicia provocaba entre sus representados: 


Nuestros hijos tienen bien acreditado su amor a la patria con los sacrificios 
que han sufrido, así en sus personas como en sus intereses por estar prestos al 
servicio que se les ha detallado en toda clase de zapadores, de cuyas penosas ta- 
reas y fatigas en tierra caliente sufren muchas infelices familias la resulta de verse 
en orfandad y miseria; sobrellevando sus desgracias por el interés que siempre 
han tenido de ser útiles a su pueblo, no obstante la repugnancia de su corazón al 
verse incluidos entre los instrumentos crueles de la opresión inhumana y sangui- 
naria que nuestro antiguo gobierno tenía adoptado para nuestra aparente tran- 


quilidad.** 

Los regidores apoyaron la petición de los indios de ya no ser- 
vir más como zapadores y, ante la negativa del comandante de 
armas de la villa para que se disolviese dicha compañía, enviaron 
al juez político de la provincia de Veracruz, coronel Manuel 
Rincón, una queja contra Santa Anna en la que expresaron que 
los indios de Xalapa que eran cogidos por la fuerza para formar 
el cuerpo de zapadores estaban mal pagados y desatendidos, mu- 
chos habían caído enfermos a causa de las altas temperaturas de 
la tierra caliente, servían de mandaderos, topiles y correos sin 
que se les proporcionara siquiera una tortilla, estaban impedidos 
para cultivar la tierra y, al tener la condición de ciudadanos, de- 
bían quedar exentos de cualquier carga que les obligara a desem- 
peñar labores en contra de su voluntad.13 


Los trabajos que los indios llevaron a cabo durante las disputas 
por el control del Puente del Rey en 1813 y 1815 demostraron 
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que contar con su servicio era indispensable para tener mayores 
posibilidades de éxito en la lucha contra los enemigos. Esto tam- 
bién lo visualizó Guadalupe Victoria, quien, en noviembre de 
1823, no dudó en solicitar, a través del comandante militar de 
Xalapa, Francisco Javier Gómez, el envío de 100 zapadores a la 
ciudad de Veracruz para que apoyaran en la reparación de los es- 
tragos que ocasionaban los bombardeos españoles.40 


El 8 de febrero de 1824, Francisco Javier Gómez y Guadalupe 
Victoria solicitaron el envío de una nueva remesa de zapadores 
que se utilizaría para construir unas galeras en Santa Fe, que se 
utilizarían para alojar a las tropas de reserva. A cambio de sus 
servicios, les ofrecieron un salario de dos reales diarios. El ayun- 
tamiento de Xalapa expresó su molestia por lo que consideraba 
un abuso del gobierno nacional hacia la población indígena y 
manifestó que ya no podía ver con indiferencia los “extraordina- 
rios quebrantos que han sufrido los beneméritos naturales de esta 
villa desde la creación de la compañía de zapadores” en 1813, 
pues durante los 11 años que llevaba de existencia 


han sido arrancados continuamente del seno de sus familias y de sus laboriosas 
tareas estos pacíficos ciudadanos para conducirlos a la suerte que encontraron 78 
individuos, ya en las acciones de guerra, ya en el mortífero clima de tierra ca- 
liente que ha sido teatro de ella: estas víctimas desgraciadas dejaron a sus familias 
sumergidas en la más lastimosa miseria, y la población perdió estos útiles brazos 
dedicados antes a la labranza.**! 


El ayuntamiento de Xalapa, asumiendo la obligación de “pro- 
teger a estos infelices indígenas”, manifestó que con la utiliza- 
ción de los zapadores se estaban violentando las leyes, debido a 
que estas solo contemplaban dos tipos de milicia: la permanente 
y la cívica, razón por la cual la compañía que integraban los indí- 
genas tendría que haber sido disuelta. 

En atención a estas circunstancias, el cabildo xalapeño respal- 
dó la postura de los zapadores de que su carga se redistribuyera 
en igualdad de circunstancias con los otros pueblos del partido. 
De igual manera, exigió a Guadalupe Victoria que les pagara tres 


202 


reales diarios por la construcción de las dos galeras que se tenían 
previstas en Santa Fe y que se comprometiera a no mandarlos 
hasta el puerto de Veracruz, para así evitar más bajas por aban- 
dono o por muerte (véase los cuadros 2 y 3).142 


CuaADRro 2. Ausentes o desertores de la Compañía de 
Zapadores hasta 1824 


CLASE NOMBRE 
Onofre Casas 
José Pablo 
Felipe González 
Serafín Zavaleta 
Francisco Espinoza 
Vicente González 


Domingo Martínez 


Cabo Manuel Castañeda 
José Andrés Tejeda 


Vicente Quiroz 


Cabo Tomás González 
Cabo Juan Ignacio Sánchez 
Total 12 milicianos 


FuENTE: A4MX, Actas de cabildo de 1824, 30 de enero. 


CuaDRro 3. Indios de la Compañía de Zapadores falleci- 
dos hasta 1824 
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CLASE 
Sargento 29 


Sargento 22 


Cabo 


Cabo 
Cabo 
Cabo 
Cabo 


Cabo 


NOMBRES 
Pedro Trinidad Pérez 
José Flores 
Pascual Viveros 


Juan Francisco Hernán- 


dez 

Vicente Lima 

Lázaro Albino 

José Ignacio Vázquez 


José Honorato 


José Víctor Camacho 


Mariano Hernández 


José Romero 


Mariano de la Luz 


Eusebio de Santiago 


José Antonio Anselmo 


José Rafael Martínez 


Juan Velázquez 


Justo Rufino 


José Bruno 


Laureano Roso 


José Teodoro 
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Juan de la Cruz 


Domingo Esteban 


José Dionicio 2? 


Pablo Alberto 


José Benito 


José Salinas 


Victoriano Salinas 


Francisco Quirós 


Francisco Gerardo 


José Francisco 


José Pascual 


José Bernardo 


Macedonio Flores 


Bernardo Sinecio 


José Tomás Hernández 


Tomás Gante 


Total 36 milicianos 
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FuEnNTE: AHMX, Actas de cabildo de 1824, 30 de enero. 

A pesar de que Victoria se comprometió a cumplir con las 
condiciones impuestas por el ayuntamiento de Xalapa, no pudo 
evitar la fuga de los indios enviados de los pueblos de Coatepec, 
Xico y Teocelo,*13 por lo que solicitó que se le enviaran 100 tra- 
bajadores más, escoltados, para evitar nuevas deserciones. En res- 
puesta, el cabildo respondió que las fugas de los indígenas eran la 
consecuencia de la carga excesiva de trabajo que cumplían y que 
provocaba el abandono de sus milpas. Por esta razón, solamente 
se comprometió a que la siguiente remesa de trabajadores que 
saliera de la villa de Xalapa estaría compuesta por la “multitud 
de vagos que infestan la población”. 

La corporación municipal relevó a los indígenas del servicio 
de zapa que habían desempeñado constantemente desde 1813, 
tarea que en los primeros tres años de independencia se recrude- 
ció a causa del estado de guerra que siguió asolando a Veracruz 
hasta el momento en que las últimas fuerzas españolas abandona- 
ron San Juan de Ulúa, en 1825. Cabe resaltar que la decisión que 
tomó el ayuntamiento de Xalapa de reemplazar a los indios por 
vagos fue respaldada por el Congreso veracruzano mediante la 
orden del 14 de octubre de 1824, expedida en respuesta a la in- 
conformidad que, por los mismos trabajos en las galeras de Santa 
Fe, manifestaron los naturales de San Andrés Acatlán y de San 
Antonio Huatusco.*4 Esta orden significó el fin de la participa- 
ción de los indígenas xalapeños en la guerra. No se les volvió a 
ver más en la milicia hasta la invasión norteamericana de 1847, 
en la que desempeñaron tareas similares a las que fueron relata- 
das en este artículo.46 

CONSIDERACIONES FINALES 

La movilización de los indios que constituían la república de 
naturales de Xalapa es un botón de muestra de las profundas al- 
teraciones que dejó la guerra civil de 1810 en los territorios que, 
hasta 1821, conformaron el reino de la Nueva España. Es revela- 
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dora la manera como los indígenas transformaron su estatus ¡urí- 
8 J 
dico-político durante el tiempo que duraron las acciones bélicas. 
po q 
Si bien el curso de los acontecimientos implicó la pérdida de vi- 
gencia de algunos privilegios de que gozaban por su condición 
de “menores”, en especial la exención del servicio militar y su 
autogobierno, también es verdad que su desempeño en el campo 
de batalla les permitió mejorar en términos relativos la situación 
) 

política que tenían, en comparación con el periodo de las refor- 
mas borbónicas. 


Los indios de Xalapa pasaron de tener un lugar marginal en el 
gobierno de la villa a ser una pieza clave dentro de los esquemas 
de defensa y de contrainsurgencia. Su participación en la guerra 
fue decisiva para que las fuerzas realistas arrebataran a los rebel- 
des el control del camino real y del Puente del Rey, y restable- 
cieran comunicaciones con la ciudad de Veracruz. Por consi- 
guiente, su fidelidad se volvió un asunto de seguridad para el go- 
bierno español, por lo que este no dudó en extenderles el fuero 
militar y el indulto tributario, además de que les permitió re- 
crear formas corporativas de asociación semejantes a la república 
de indios de Antiguo Régimen, que fueron fomentadas por el 
ayuntamiento y perduraron hasta la aplicación de las Leyes de 
Reforma a mediados del siglo diecinueve. 

Haciendo un balance de la participación de los indígenas de 
Xalapa en la guerra de independencia, me atrevo a pensar que el 
saldo fue favorable en el sentido de que salieron fortalecidos co- 
mo corporación, preservaron un margen de autogobierno y re- 
presentación territorial dentro del ayuntamiento dominado por 
comerciantes de origen español, recuperaron parte de sus tierras 
comunales y reafirmaron su identidad étnica dentro de un orden 
liberal legalmente hostil a la tradición indígena. Esto demuestra 
que la guerra los convirtió en actores políticos insoslayables den- 
tro del nuevo escenario nacional. 
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LA CÁRCEL DE LA CIUDAD DE OAXACA DURANTE EL 
PORFIRIATO: ENTRE TRADICIÓN Y MODERNIDAD 


Juan Huco SÁNCHEZ GARCÍAs17 


LA CÁRCEL ES UNA INSTITUCIÓN QUE HA SIDO ESTUDIADA sobre todo des- 
de la óptica de las relaciones de poder y de las prácticas disciplinarias. 
No es para menos, toda vez que desde finales del siglo xvir fue parte de 
las transformaciones en las ideas sobre la legitimidad del castigo que se 
gestaron en Europa y se divulgaron en América. Como una institución 
disciplinaria por excelencia, no tendría la única función de custodia del 
delincuente sino, sobre todo, la de ser un lugar de castigo (privación de 


la libertad).+4 


Las ideas generadas por los ilustrados se plasmaron gradualmente en 
la práctica desde finales del siglo xvrr. A lo largo del siglo xIx, se gestó 
el modelo penitenciario que modernizó el castigo, ya que no solo aspi- 
raba a la privación de la libertad sino también a la regeneración del de- 
lincuente y, eventualmente, a su reintegración en la sociedad. En Lati- 
noamérica, dicho modelo se desarrolló por distintas vías y con diferen- 
tes ritmos. Aunque los grupos gobernantes sostenían que este era la 
meta a alcanzar, estuvieron más preocupados por otros problemas polí- 
ticos y sociales. No es casual que, en México, su auge se diera en el 
Porfiriato, al amparo de la relativa paz y la estabilidad económica.+4 


La mayoría de los grupos gobernantes vieron con optimismo la 
construcción de nuevos métodos para el control de aquellos sectores 
sociales considerados como peligrosos. En lugares como la ciudad de 
México, Puebla o Guadalajara, se experimentaron nuevos diseños ar- 
quitectónicos y renovadas técnicas para rehabilitar al delincuente.+50 En 
la ciudad de Oaxaca también se vivió el mismo deseo por “moderni- 
zar” el sistema carcelario; de hecho, la escasa historiografía existente 
sostiene que, al igual que en otros lugares del país, se dio una renova- 
ción del sistema penal y carcelario oaxaqueños.15! 


El objetivo de este capítulo es analizar el proceso de modernización 
de la cárcel de la ciudad de Oaxaca durante el Porfiriato. Se pretende 
saber de qué manera se dio y quiénes fueron los actores involucrados. 
Específicamente, se investiga la profundidad de las transformaciones 
implementadas para realizar un balance de los cambios y las continui- 
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dades de dicho proceso. Para esto, se estudia el papel que desempeña- 
ron distintas autoridades en ese espacio, especialmente el ayuntamien- 
to, quien tuvo en la cárcel una carga económica difícil de sobrellevar. 
También se examina el tipo de población carcelaria y los retos que esta 
representaba para dichas autoridades. Por último, se plantean los pro- 
yectos y las prácticas seguidas en Oaxaca ante el proceso de moderniza- 
ción penal y carcelaria, colocando especial énfasis en el análisis del mo- 
delo penitenciario y sus vicisitudes en la capital sureña. 


LAS ATRIBUCIONES DEL AYUNTAMIENTO Y LA 
CENTRALIZACIÓN POLÍTICA 


Como es sabido, las atribuciones de los ayuntamientos durante la 
primera mitad del siglo xrx eran múltiples y les posibilitaban ejercer un 
papel protagónico en la organización política, económica y social de 
los pueblos, villas o ciudades. Entre otras tareas, se puede mencionar el 
cuidado del ornato y la salubridad, la supervisión de las escuelas ele- 
mentales, la administración de los mercados, la recaudación de algunos 
impuestos, la edificación de las obras públicas, el fomento de la benefi- 
cencia y la vigilancia de las cárceles.152 


La discusión sobre las facultades de los poderes locales y sus límites 
en el sistema político cobró fuerza a mediados del siglo x1x. Dos postu- 
ras se enfrentaron: por una parte, aquella que vinculó la libertad muni- 
cipal con la soberanía popular y propuso que el ayuntamiento era el 
“cuarto poder” debido a que la voluntad del “pueblo” se expresaba, en 
primer término, en las corporaciones municipales. Otra postura, sin 
embargo, sostuvo que los ayuntamientos debían subordinarse a los go- 
biernos estatales para mejorar la administración pública y para fortale- 
cer la unidad nacional. Esta última fue la que se impuso después de 
1876, a pesar de que Porfirio Díaz abanderó la “libertad municipal” 
durante el movimiento tuxtepecano.*53 Dado esto, no es casual que la 
legislación oaxaqueña durante la segunda mitad del siglo xrx definiera 
a las corporaciones como entidades “pura y exclusivamente adminis- 
trativas”, como se subrayó en la ley de ayuntamientos de 1889. Aunque 
sus funciones continuaban relacionadas con la seguridad pública, el or- 
nato, las obras públicas, la beneficencia, el abasto y la salubridad, esta- 
rían bajo estricta vigilancia de las autoridades intermedias.154 
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En efecto, una pieza clave en el proceso de subordinación del go- 
bierno municipal fueron las autoridades intermedias que se establecie- 
ron en cada entidad. En Oaxaca fueron conocidos como jefes políticos 
a partir de 1857, término utilizado ya en la Constitución de Cádiz de 
1812. Los jefes políticos actuaron como el conducto predilecto entre el 
poder central y los gobiernos locales. Se esperaba que fueran los garan- 
tes de la paz y del orden en cada uno de los 26 distritos en que estuvo 
dividido el estado de Oaxaca durante el Porfiriato. De esta manera, tu- 
vieron atribuciones amplias para vigilar y castigar a las corporaciones 
municipales que no cumplían con las obligaciones establecidas en la le- 
gislación estatal.155 


Ante este panorama, parece lógica la decisión del gobierno estatal de 
delegar en los jefes políticos los asuntos de seguridad pública, como se 
puede apreciar en la legislación del Porfiriato. Estos obtuvieron atribu- 
ciones para utilizar los instrumentos a su alcance, haciendo uso, inclu- 
so, de los cuerpos de policía local. Además, con el objetivo de fomentar 
las buenas costumbres y moralizar a los delincuentes, se dispuso que los 
jefes políticos podían ejercer su autoridad en las cárceles públicas. Por 
si esto fuera poco, se estableció que los jueces de primera instancia re- 
mitieran a los sentenciados a los jefes políticos de cada distrito y estos, a 
su vez, al jefe político de distrito del centro, quien residía en la ciudad 
capital. +56 

No es casual que el ayuntamiento de la ciudad de Oaxaca resintiera 
de manera particular el avance de la centralización administrativa ejer- 
cida por el jefe político. Como el único centro urbano de importancia 
y sede de los poderes civiles y religiosos, su importancia política, eco- 
nómica y simbólica era evidente. Desde mediados del siglo xrx, la cor- 
poración municipal señaló invasiones en sus facultades y obligaciones. 
Obviamente, el tema económico fue el más debatido, pero también 
destacó el de la seguridad pública, ya que el jefe político utilizaba a su 
conveniencia la guardia y el cuerpo de policía municipal. Incluso, co- 
menzó a cobrar las multas por las infracciones al reglamento de policía, 
que era el conjunto de normas que, tradicionalmente, legitimó la parti- 
cipación del ayuntamiento en la administración y el control de la ciu- 


dad.457 
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El momento culmen en la centralización estatal de la seguridad pú- 
blica en la ciudad de Oaxaca se dio en 1882, cuando el gobernador 
Porfirio Díaz creó un cuerpo de gendarmería que se denominó Los 
Guardianes de Oaxaca. La gendarmería se concibió con base en los tér- 
minos modernos de policía; es decir, podía ir más allá de la vigilancia 
porque estaba autorizada para ejercer una acción “preventiva y represi- 
va”. Esto tuvo como consecuencia un cambio importante en el go- 
bierno de la ciudad, ya que el control del territorio urbano pasó defini- 
tivamente a manos del jefe político, quien se convirtió en el inspector 
general de la gendarmería.*58 Así, el ayuntamiento tuvo mayores difi- 
cultades para administrar la ciudad de manera directa. Una estructura 
compuesta por gendarmes, inspectores y médicos respondía directa- 
mente al gobierno estatal a través del jefe político. Los Guardianes de 
Oaxaca pronto comenzaron a intervenir en tareas urbanas que tradicio- 
nalmente eran parte de las facultades del ayuntamiento. En 1884, por 
ejemplo, se les encomendó la vigilancia del aseo de la ciudad y el go- 
bierno estatal los facultó para inspeccionar los talleres, los estableci- 
mientos comerciales, los expendios de leche y alimentos, las casas, las 
letrinas y los mercados.15 


En este contexto de centralización administrativa de la seguridad 
pública, no es extraño que el jefe político fuera una autoridad impor- 
tante en el control de la cárcel municipal de la ciudad de Oaxaca. Co- 
mo señalé, entre 1875 y 1890 sus atribuciones sobre el sistema carcela- 
rio de la entidad se incrementaron. Integraba, junto con las autoridades 
municipales de la ciudad, la Junta de Vigilancia, un cuerpo que incidía 
de manera directa en la organización y el control de la cárcel. Entre las 
atribuciones de la Junta se encontraba mejorar el aspecto material de la 
institución, evaluar, recomendar o destituir a los empleados y analizar 
y solucionar las peticiones de los presos que eran dirigidas al poder ju- 
dicial o al gobierno del estado.+s0 


A pesar del papel destacado del jefe político en el control de la cár- 
cel, fue el ayuntamiento quien cargó con el mayor peso administrativo. 
Para cumplir con sus responsabilidades se designaba un “protector de 
cárceles”, regidor encargado de realizar visitas por lo menos una vez a 
la semana. Una de sus tareas principales era garantizar la alimentación 
de los “presos insolventes”, esto es, aquellos internos que no tenían fa- 


214 


miliares en la ciudad. Así, debía procurar que la elaboración de los ali- 
mentos, o rancho, se sacara a subasta pública cada año. Era considerado 
el superior inmediato del alcaide, el funcionario encargado de mantener 
el orden en el interior de la cárcel. 161 


El alcaide era el interlocutor tanto del jefe político como del ayunta- 
miento. Funcionario municipal en un principio, a partir de 1875 su sa- 
lario fue pagado por el gobierno del estado, pero su autoridad inmedia- 
ta era el protector de cárceles. Su trabajo le requería habitar permanen- 
temente en la institución. Por este motivo, su papel podía ser polémi- 
co: algunos alcaides destacaron por sus políticas en favor de los pre- 
sos;+62 otros, lo más frecuente, por sus excesos en agravio de los reos. El 
alcaide ejercía el poder en cada rincón de la cárcel a través de dos ayu- 
dantes, pero, sobre todo, del presidente, nueve bastoneros, o más, y 4 bo- 
queteros, todos pertenecientes a la misma población interna. Los presi- 
dentes y bastoneros debían mantener el orden dentro de los calabozos, 
esto es, debían contener a sus propios compañeros, actividad que aca- 
rreaba odios y venganzas. En compensación por un trabajo riesgoso, te- 
nían rebajas en sus sentencias y la satisfacción de estar, en la jerarquía 
de la prisión, en un peldaño mayor que la mayoría de los presos. Los 
boqueteros vigilaban el boquete, ese pequeño espacio que conectaba a los 
presos con el exterior, en donde amigos o familiares solían entregar a 
estos alimentos, cigarros y, si la vigilancia se relajaba, licor y marigua- 
na.463 


CONTENER A LA POBLACIÓN RURAL 


Una de las características más interesantes de la cárcel pública de la 
ciudad de Oaxaca es que fungía como el receptáculo de una gran canti- 
dad de presos de diferentes regiones del estado de Oaxaca. Un corpus 
de 268 expedientes,*6* con los testimonios de los procesos judiciales re- 
visados por la Corte de Justicia del Estado, muestra que 91% de los 
convictos no era originario de la ciudad de Oaxaca. Un indicador más 
de la presencia de la población rural en la cárcel se puede observar en la 
preponderancia que tienen los labradores (57.9%) y los jornaleros 
(11%); casi 70% de la población estaba ligada a la tierra como pequeño 
propietario, como arrendatario o como mano de obra de las haciendas. 
El porcentaje restante se divide entre un conjunto de 42 oficios, entre 
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los que destacan los panaderos, carpinteros, zapateros, tejedores, som- 
brereros, albañiles, prostitutas (3 mujeres), curtidores y músicos. 


Basándonos en ese mismo corpus, podemos decir que la población 
de la cárcel era predominantemente joven: 69.8% tenía entre 16 y 30 
años; 24.6%, entre 31 y 45 años y 5.6%, 46 y 70 años. Eran solteros 
49% de los reclusos y casi la misma proporción tenía esposa y, quizá, 
hijos que sostener (43%), mientras que una mínima parte (8%) eran viu- 
dos, no necesariamente los de mayor edad, ya que entre la población 
joven se encontraban algunos uxoricidas. La mayoría de los presos te- 
nía en común el hecho de haber ejecutado un acto de violencia grave: 
40.6% purgaba una pena por homicidio y 27%, por lesiones que pusie- 
ron en riesgo la vida de sus contrincantes o les dejaron marcas corpora- 
les indelebles. A estos delitos les sigue el robo, con 23.4%. Por lo de- 
más, solamente destaca el estupro (1.7 por ciento). 


Según el Código Penal de 1871 para el Distrito Federal y el territo- 
rio de Baja California, que fue aplicado en Oaxaca con ligeras modifi- 
caciones, el castigo más severo se aplicaba al delito de homicidio calif1- 
cado. La pena capital solía conmutarse por 12 años, pero, dependiendo 
de las circunstancias del homicidio, podía ser castigado solamente con 
cuatro años de prisión. Las lesiones más graves eran penadas con seis 
años de encierro como máximo. El delito de robo alcanzaba hasta cinco 
años, excepto el que se cometía en cuadrilla, que se penaba hasta con 
12 años. El estupro, por último, estaba penado con cuatro años de pri- 
sión, salvo en los casos en que la víctima no pasaba de 10 años, caso en 
que se aplicaban ocho años.:05 


Con base en estos datos, no resulta sorprendente que casi 50% de los 
presos estuviera purgando una condena de entre uno y cinco años sola- 
mente. Además, las sentencias eran dictadas con base en diversos ele- 
mentos que podían beneficiar al acusado, como su estado de embria- 
guez completa o la poca reflexión al cometer el delito. 


Otra circunstancia alegada por los abogados, y muchas veces acepta- 
da por las autoridades judiciales, era la “ignorancia”, la cual atañía al 
problema del indio y su tendencia a la violencia que tanto les preocu- 
paba a las elites. Este fue el caso de Juan Morales (fotografía 1), de San 
Dionicio Ocotepec, en el valle de Tlacolula, culpable de asesinar a San- 
tiago Martínez quien, por 1881, era presidente municipal del mismo 
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pueblo. Según sus declaraciones, este lo ofendió al llamarlo ladrón de 
bestias, acusación que rechazó y que de la que se vengó descargándole 
una bala de su carabina; como la víctima seguía viva, le cercenó el cue- 
llo con un cuchillo y lo arrojó a un barranco. A pesar de la gravedad de 
los hechos, la Corte de Justicia consideraba en su favor, para conmutar- 
le la pena capital, que era 


... trabajador, algo provocativo, acostumbrado a andar armado con carabina y aunque 
tiene expedita la inteligencia no ha recibido ni se le ha dado otra educación que la que se 
puede obtener en población como la del acusado en que no hay escuela [lo cual lo excul- 
paba de] no conocer toda la ilicitud del acto [que cometió] porque se le juzga en toda su 
comprensión y estencion según requiere la ley supuesto que ha vivido en una sociedad 
en la que verdaderamente y como es notorio por desgracia sucede en los pueblos de in- 
dígenas no hay otra educación que la que se recibe de los convecinos igualmente rudos e 


ignorantes. 
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Foro 1. Juan Morales (amco, sección Justicia, serie Corte de Justicia, subserie 
la Sala, año 1892, exp. número 2. Expediente del reo rematado Juan Morales por 


el delito de homicidio en Santiago Martínez). 
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La presencia tan abrumadora de la población rural en la cárcel de la 
ciudad de Oaxaca también se manifestaba en las dificultades del ayun- 
tamiento para alimentar a una población carcelaria insolvente y en las 
estrategias que esta desarrolló para subsistir. A partir de 1890, por dis- 
posición del gobierno del estado, el ayuntamiento debió alimentar 
también a los presos que estaban destinados a trabajar en las obras pú- 
blicas (reos rematados y de presidio), con lo que los gastos se incremen- 
taron notablemente. Según información de 1893, la mayoría de los 
presos estaba destinada a reclusión; es decir, sin ningún tipo de obliga- 
ción laboral, pero, al mismo tiempo, sin ningún privilegio. El proble- 
ma era que la mayoría no era originaria de la ciudad de Oaxaca y muy 
pocos contaban con parentela que les ayudara a subsistir, por lo que, 
durante su estancia en la cárcel, solicitaban su reclasificación como reos 
rematados, lo que los obligaba a trabajar en las obras públicas y les ga- 
rantizaba el acceso al rancho. Esto implicaba que en algunos años el 
ayuntamiento debía desembolsar hasta 20% de los recursos de la tesore- 
ría municipal para alimentar a 500 presos o más, cifra promedio de la 
población carcelaria en la ciudad de Oaxaca durante el Porfiriato. 


Uno de los primeros logros de la corporación para financiar el rancho 
fue la subvención de 800 pesos del gobierno estatal, insuficientes, sin 
embargo, para cubrir el déficit. En 1894, plantearon una propuesta más 
osada: en vista de que estaban alimentando a los reos de todos los dis- 
tritos, se pidió al gobierno que turnara una orden a los jefes políticos 
para que estos solicitaran a los pueblos la cantidad de dinero que im- 
portaba el alimento de sus paisanos. Para el gobierno del estado, no 
obstante, la subvención que otorgaba debía considerarse como la apor- 
tación de los pueblos, sugiriendo que ese dinero provenía de las contri- 
buciones personales que pagaba la población rural. Por lo tanto, no era 
“conveniente ni mucho menos consecuente gravar a los pueblos con 
otro impuesto sobre los que actualmente reportan”.157 El ayuntamiento 
no podría salir de la carga impuesta durante todo el Porfiriato. 


A pesar de lo anterior, las quejas por la falta de comida se repitieron 
una y otra vez. El problema no estaba en las disposiciones del ayunta- 
miento, sino en la manera en que se distribuía el alimento en la cárcel. 
El rancho era rematado cada año al mejor postor, esto es, a quien ofre- 
cía el menor costo por elaborarlo.+s8 Así que los primeros acusados por 
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las irregularidades en el suministro de los alimentos eran los contratis- 
tas. En su defensa, Samuel Bermúdez, el ranchero hasta 1900, sostenía 
que él solo llevaba las raciones exactas de comida, pero el guiso depen- 
día de las presas y de la funcionaria municipal Celsa Villanueva, así que 
existía la posibilidad de que ellas redujeran intencionalmente las racio- 
nes.169 Curiosamente, Villanueva se convirtió, en 1902, en la contratis- 
ta y logró mantenerse en ese puesto por largo tiempo, posiblemente 
porque conocía bien los detalles de la elaboración y la distribución del 
rancho, o, quizá, como salió a relucir en una denuncia de 1913, “por la 


estrecha amistad [que tiene] con el alcaide y aún algo más que se rumo- 
” 
ra ATO 


Una vez transportada la comida desde la cocina de la cárcel de muje- 
res se hacía el reparto entre los presos. Pero en el interior había jerar- 
quías y algunos reos gozaban del privilegio de tener dos o hasta tres ra- 
ciones, como era el caso de los bastoneros y de los presidentes de depar- 
tamento, quienes, además, se encargaban de organizar y de vigilar di- 
cha repartición. En este contexto, se entiende la crítica del periódico El 
Estado sobre las malas condiciones alimentarias en la cárcel: “Cualquier 
defensor que se acerca al “boquete” para conferenciar con su cliente lo 
primero que oye [...] son las frases siguientes: “no tengo ración”, “¿qué 
hago, señor, para llenarme?””471 


Siguiendo una antigua tradición, pero animada también por estas 
noticias, la Iglesia y algunos particulares impulsaron campañas para so- 
correr a los presos con ropa, cobijas y comida. Había una relación cer- 
cana entre la jerarquía católica oaxaqueña y algunos integrantes del ca- 
bildo, lo cual facilitaba la acción de la Iglesia dentro de las prisiones, al 
margen del precepto de laicidad del Estado. Un acto que trascendió en 
la prensa fue la comida que ofreció, en 1895, el padre Ángel Vasconce- 
los, a petición del arzobispo Eulogio Guillow, la cual consistió en cal- 
do, sopa de arroz, mole y dulce, un platillo distinto al cocido de carne, 
hueso y col que recibían diariamente. Según las investigaciones, no era 
la primera vez que este regalaba alimentos, ofrecía misa y confesaba a 
los presos, como medio para obtener el perdón por sus delitos. Al mis- 
mo tiempo que llenaba los estómagos, daba sermones sobre el orden, la 
moralidad y el arrepentimiento, requisitos para gozar de la libertad en 
el cielo.172 
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En 1903, se desató la mayor polémica en el interior del ayuntamien- 
to sobre la pertinencia de dar alimentos a los presos, a raíz del permiso 
que solicitaron algunos particulares. Si bien el rancho podía ser escaso, 
algunos concejales no se explicaban “qué clase de caridad sea dar de co- 
mer mucho un día a los presos”. Además, algunos solían vender la co- 
mida que les regalaban para obtener otros productos como cigarros, 
mariguana o alcohol. Incluso, era mejor prohibir ese tipo de actos para 
garantizar la salud de los internos, pues, como explicaba el doctor Ma- 
nuel Pereyra Mejía, hay 


... que atender que el indio, que en su mayoría forma las prisiones, no debe salir del 
sistema de alimentación que le es peculiar, que ordinariamente este se alimenta de maíz 
y frijol, el cual tiene una gran cantidad de legumina que hace su alimentación más nutri- 
da; y que la constitución del indio es una prueba de que no necesita otro alimento por 
ser bueno el que acostumbra, y que natural es suponer que al combinársele esa alimenta- 


ción sufra en su organismo.*? 


Entre la precariedad del rancho y las limitaciones a la caridad, los 
presos debieron desarrollar sus propias estrategias para sobrevivir. Se 
trata del comercio de artículos de primera necesidad o el intercambio 
de unos productos por otros para completar la dieta básica. Estos actos 
se basaban en el establecimiento de alianzas y de redes de solidaridad. 
Aunque las autoridades intentaron prohibir esas actividades, como lo 
demuestran las quejas de los presos al poder judicial o a la Junta de Vi- 
gilancia en 1905 y 1913,17 es claro que sobrevivieron debido a la im- 
portancia que tenían para los internos. 


En 1893, varios presos denunciaron ante el gobierno estatal que el 
presidente de la cárcel había establecido un expendio de “víveres” y, 
por lo mismo, había prohibido la introducción de alimentos. Con ese 
acto, el presidente intentó terminar con las redes de solidaridad de los 
internos, cuyo funcionamiento y significado fue descrito por ellos mis- 
mos: 


.. como la mayor parte de nosotros no tenemos quien nos traiga [comida], fuerza es 
que tengamos que comprar en la prisión lo que nos vendan los compañeros, porque asta 
en los pueblos pobres si no fuera por el cambio de efectos no podrían cubrir sus necesi- 
dades por falta de dinero y nosotros que estamos cautibos más necesidad tenemos del 
cambio, y ponemos por apariencia a uno de nosotros nos traen tortillas porque nomás 
eso puede nuestra familia, a otro le traen fruta de su pueblo, y en fin tienen que vender ó 
cambiar para comprar lo que les haga falta para juntar para comprar ropa, jabón o otras 
que son utiles, y en virtud de todo lo espuesto queremos que se remedien estos males, 


porque astaaora por las ventas no ha pasado ningún pleito ni desorden, porque lo que 
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queremos es alimentos no licor ni cosa prohibida en el reglamento de cárcel [...] Haora 
los que somos de precidio no todos tienen familia y los que no tenemos familia nos reu- 


nimos sinco o mas para que nos asistan.7* 


Los presos reproducían algo que en sus pueblos era cotidiano: el co- 
mercio o el intercambio de ciertos productos. Es interesante que saca- 
ran a relucir ese ejemplo, porque intentaban mostrar que sus activida- 
des no tenían el fin único de lucrar, sino que era una estrategia de so- 
brevivencia basada en la costumbre que tenían como hombres libres, 
antes de ser marginados de la sociedad, por lo tanto, legítima. Llama 
también la atención la alianza entre los presos oriundos o con familia 
en la ciudad de Oaxaca con aquellos que venían de otros distritos; los 
familiares de los primeros llevaban comida suficiente y los segundos re- 
tribuían con cierta cantidad de dinero, al cual accedían por su condi- 
ción de reos rematados. Esta alianza reducía los abusos de que eran ob- 
jeto muchos internos cuando solicitaban a los visitantes en el boquete 
la compra de comida en el exterior, ya que, los que no se negaban, “to- 
man la mitad de lo que se les encarga y por eso nuestra situación es 


vien triste”. 476 


El boquete, en efecto, era el espacio más importante para los presos. 
Allí entraban, de alguna manera, en contacto con el exterior al interac- 
tuar con los visitantes. Se tenía la costumbre de permitir las visitas dia- 
rias, pero en 1895 las autoridades intentaron reducirlas a dos veces se- 
manarias. La reacción por parte de 78 reos fue inmediata y sus argu- 
mentos eran conocidos: la importancia del lazo familiar con sus seres 
queridos, especialmente para aquellos cuyas familias “son de pueblos 
muy distantes á esta Ciudad y vienen a vernos por unos días, dos o tres 
veces al año”; en el boquete podían mandar comprar alimentos y otros 
objetos de uso cotidiano; y algunos presos “nos valemos de las familias 
de algunos de nosotros para remediar nuestras necesidades”.177 


En gran medida, estamos ante la reproducción de un aspecto de la 
vida rural dentro de la cárcel municipal. El hecho de que sobre esa base 
se fincaran redes de solidaridad entre los reos provenientes del campo y 
los oriundos de la ciudad debe considerarse de la mayor importancia, 
porque habla del cruce de barreras sociales e, incluso, raciales entre los 
mismos internos. 
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“... REGENERAR MORALMENTE A NUESTROS INDIOS”: 
LA REINTEGRACIÓN DEL DELINCUENTE A LA SOCIEDAD 


El sistema penitenciario era considerado el elemento más importante 
en la modernización de la reclusión penal durante el siglo xrx. Ya no se 
trataba solamente de encarcelar para castigar, sino de crear nuevos dise- 
ños arquitectónicos para organizar mejor el espacio y desarrollar mejo- 
res mecanismos para educar y rehabilitar a los presos. A nivel mundial 
se organizaron congresos con el fin de discutir los métodos más ade- 
cuados para enfrentar a la delincuencia; y en diversas ciudades del país, 
como Puebla, Guadalajara o la ciudad de México, se construyeron las 
penitenciarías, símbolos de un nuevo pensamiento sobre la criminali- 
dad.17s Este fenómeno se dio especialmente durante el Porfiriato, cuan- 
do se reunieron mejores condiciones financieras, políticas y sociales. 


El anhelo por una penitenciaría estaba relacionado con la tendencia 
de la “legislación moderna” de regenerar al delincuente y no solamente 
castigarlo. Pero, además, se relacionaba con la necesidad de abolir la pe- 
na de muerte,*72 un vínculo establecido, incluso, desde las discusiones 
parlamentarias de 1857 a nivel nacional. En los discursos locales, el sis- 
tema penitenciario parecía la panacea a los problemas del sistema carce- 
lario del estado: “... las Penitenciarias, esos hermosos establecimientos, 
la última palabra en instituciones de su naturaleza y cuyos beneficios 
incalculables no es ya necesario discutir”.180 


Proyectos para implantar el modelo penitenciario en Oaxaca no fal- 
taron. Desde 1875 se decretó la construcción de una penitenciaría en la 
ciudad de Oaxaca, pero ni siquiera se puso la primera piedra. En 1887 
se planteó un proyecto completo, elaborado por el Ingeniero del Esta- 
do, Ignacio Pérez Guzmán. Según una descripción de los planos, la su- 
perficie tendría forma de un paralelogramo rectángulo de 150 metros 
de frente por 200 de fondo, con las clásicas torres en las esquinas para la 
vigilancia y la defensa. Pérez Guzmán se basó en el sistema del irlandés 
Walter Crofton, quien diseñó un sistema “progresivo” que no solo ais- 
laba al preso, sino que lo acompañaba en su proceso de regeneración a 
través del trabajo y de la educación.:81 


Pero los oaxaqueños debieron conformarse con un recinto carcelario 
algo más modesto. Se trató, de hecho, del viejo exconvento de Santa 
Catarina que alguna vez tuvo otro tipo de reclusas, las monjas de clau- 
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sura. Este edificio fue donado por el gobierno federal al ayuntamiento 
desde 1862, como consecuencia de la nacionalización de bienes ecle- 
siásticos, pero solo hasta la década de los setenta se culminó su remode- 
lación y se establecieron, entre otras oficinas, el palacio municipal. Des- 
de 1868, la corporación inyectó más recursos para terminar la cons- 
trucción de los comunes de las recogidas, instalar las rejas de madera en 
las celdas, con sus cerrojos y goznes, y dividir en varios departamentos 
una gran sala que “las extinguidas monjas” usaban como dormitorio.:82 


Mientras la tendencia general era construir penitenciarías, en Oaxa- 
ca se mantuvo la práctica local de reutilizar y acondicionar, para el ser- 
vicio público, los bienes nacionalizados desde mediados del siglo xrx. 
Durante las décadas finales de dicha centuria y en los comienzos de la 
siguiente, la cárcel sufrió remodelaciones interiores que fueron consi- 
deradas siempre insuficientes. Un informe de 1892 sobre su estado 
sanitario señalaba que los dormitorios y el taller de zapatería eran estre- 
chos y poco ventilados e iluminados; un peligro, en fin, para la salud de 
los internos.183 Curiosamente, para 1913, otro informe del regidor de 
cárceles señala los mismos problemas: mala ventilación en los calabo- 
zos, un sistema de alumbrado con focos de filamento de carbón de 10 
bujías que ya no se ocupaban en ningún lugar y falta del agua para las 
regaderas.*8 Con todo, al finalizar el siglo xrx, era la mejor acondicio- 
nada de las 1 363 cárceles del estado, de las cuales, 1 225 se encontra- 
ban en “regular estado de conservación” y las demás “en deterioro”.485 

Si la cárcel pública participó de la modernidad arquitectónica, lo hi- 
zo tímidamente. En 1897, el jefe político Prisciliano Benítez impulsó 
la remodelación de la fachada principal y la construcción de dos depar- 
tamentos en la segunda planta para establecer los juzgados 1o y 2o de 
lo criminal.+86 Su costo fue de 2 700 pesos, de los cuales el ayuntamien- 
to aportó, a regañadientes, 500.187 Los trabajos se concluyeron en 1898 
y el gobernador del estado, Martín González, no dejó de vanagloriarse 
por ese logro hasta su último informe de 1902. Lo cierto es que dicha 
reforma nos muestra que en Oaxaca se celebraba una modernidad de 
fachada. Como se puede apreciar en la fotografía 2, el acceso principal 
estaba en una esquina cortada por un corte vertical, esto es, una facha- 
da chata o pan-coupé, de moda durante el Porfiriato. Con las tres peque- 
ñas torres de la parte frontal del edificio se intentó imitar una de las ca- 
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racterísticas más notorias de las penitenciarías construidas en otras par- 
tes del país. Sin embargo, en el costado izquierdo de la foto se nota el 
contraste creado por el muro de piedra del antiguo exconvento de San- 
ta Catarina. 


Foro 2. Cárcel pública de Santa Catarina, c. 1900 (Memoria administrativa 


presentada por el C. General Martín González, gobernador constitucional del Estado 
de Oaxaca, Oaxaca, Impresión Oficial, 1902). 


Alejada de cualquier parecido con el modelo panóptico de prisión, la 
organización interior de la cárcel municipal fue más bien fruto de la 
herencia arquitectónica colonial y de los pocos recursos que el ayunta- 
miento destinó para su remodelación. Y si bien no se pueden descartar 
transformaciones interiores, no debieron ser tan importantes, porque 
no fueron enaltecidas por ningún nivel de gobierno. En este sentido, la 
Junta de Vigilancia intentó, en 1896, impulsar reformas interiores en 
algunos departamentos para mejorar sus dimensiones y condiciones hi- 


222 


giénicas, pero, al parecer, sin mucho éxito, como lo demuestra el infor- 
me del regidor de cárceles de 1913, arriba citado. 


Como se puede apreciar, la cárcel municipal estaba alejada del pro- 
yecto de penitenciaría planteado en 1887. No obstante, hay que señalar 
que trató de seguir la senda que aquellas instituciones recorrían, espe- 
cialmente en el tema de la regeneración moral de los presos a través del 
trabajo y de la educación. Esto era necesario no solo porque concorda- 
ba con las tendencias de la época, sino porque la cárcel pública de la 
ciudad de Oaxaca era el receptáculo de una población marcadamente 
pobre y rural. Todo parece indicar que era concebida como un espacio 
moralizador en donde la “vindicta pública” era consumada a través del 
trabajo en las obras públicas.+88 Es interesante que se planteara “morali- 
zar” al delincuente, mayoritariamente rural, en la construcción física 
de una ciudad con pretensiones de modernidad, porque manifiesta la 
dialéctica campo-ciudad o la oposición entre civilización y barbarie en 
el pensamiento de los grupos gobernantes oaxaqueños. 


La educación básica de los presos fue impulsada por los gobiernos li- 
berales de finales del siglo xrx. En general, se les enseñaba primeras le- 
tras, esto es, leer y escribir, así como rudimentos de historia general y 
estatal. Hay que ubicar estos esfuerzos en un proyecto más amplio para 
expandir la instrucción pública elemental a partir del triunfo definitivo 
de los liberales en 1867. Antonio Martínez de Castro, secretario de Jus- 
ticia e Instrucción Pública del gobierno federal, señalaba, en su memo- 
ria al Congreso, de 1868, que la instrucción elemental era la base sobre 
la cual “más fácilmente se destruirán esos elementos de perturbación 
social que tienen su origen en la ignorancia absoluta”.*s9 Los liberales 
creían firmemente en la educación como una panacea. La ambición era 
enorme, por lo que se llamaba a difundir la educación, a abrir escuelas 
en todas partes “con profusión, con impaciencia, casi con exageración”, 
como escribió Ignacio Manuel Altamirano.% En este sentido, llama la 
atención que la cárcel y la escuela (de educación básica) compartían el 
objetivo de modificar las conductas de sectores peligrosos —los crimina- 
les—, por una parte, y por la otra, de las masas pobres e “incultas”.491 


El debate sobre la instrucción del indio era inevitable en Oaxaca, ya 
que fue el sector poblacional predominante. Durante gran parte del si- 
glo xrx existieron dos visiones contrapuestas sobre su papel en la socie- 
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dad oaxaqueña: había quienes los consideraban irracionales, pobres y 
supersticiosos y aquellos que los consideraban patriotas, fieles, inteli- 
gentes y el elemento dinámico de la agricultura. Sin embargo, ambos 
consideraban que la educación los sacaría de la ignorancia, tanto como 
los llevaría a alcanzar la “felicidad”. Esto animó al Estado a dictar leyes 
y reglamentos, fundar escuelas y formar docentes, entusiasmo que se 
topó con la recurrente falta de recursos.1%2 


Hacia finales del siglo xrx, la tendencia de “regenerar” por medio de 
la prisión confirmaría el lazo indiscutible entre la escuela y la cárcel. En 
1873, el gobierno del estado alentó la asistencia escolar de los presos 
reduciendo sus sentencias, con base en los resultados de los exámenes 
anuales. Existían tres tipos de calificaciones: muy aprovechado, apro- 
vechado y medianamente aprovechado. A aquellos que obtenían la má- 
xima nota se les rebajaban tres meses y a los aprovechados, un mes. No 
había rebaja para los medianamente aprovechados, pero, por otras 
fuentes, se sabe que se les daba una compensación económica. En 1875, 
se decidió que el preceptor de la escuela de la cárcel fuera un mismo 
preso, elegido por el jefe político, pero examinado por la Dirección de 
Instrucción Pública; tendría la nada despreciable compensación de 
contarle por doble el tiempo que permanecía al frente de dicha escue- 
la.493 


La escuela le daba al preso la oportunidad de salir —después de cum- 
plir su sentencia— con los elementos básicos para ganarse la vida de ma- 
nera honesta; al menos ese era el ideal. Pero, sobre todo, era un meca- 
nismo para acelerar el regreso a sus lugares de origen ya que, como se- 
ñalé, hasta 90% de los presos de la cárcel pública provenía de las regio- 
nes del estado. Muchos internos entendieron que la educación era un 
mecanismo para regresar el seno del hogar. Por ejemplo, para 1891, Jo- 
sé Felipe López y Bonifacio y Matías de la Cruz, del pueblo de San 
Agustín de las Juntas, quienes estaban sentenciados a 10 años de prisión 
por homicidio, habían purgado cuatro meses en prisión solitaria, sin 
contacto con los demás presos; los restantes estarían en incomunica- 
ción parcial, podían exponerse al sol una o dos horas diariamente. En 
esta calidad, no podían asistir a la escuela, por lo que se atrevieron a pe- 
dir al gobernador del estado, como “padre de la cárcel”, “la gracia” de 
asistir a la escuela para recibir instrucción. Desde el punto de vista del 
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gobernador, el Estado “no solamente no puede negar [la gracia], sino 
que debe procurar [su cumplimiento]”.+9% En otro caso, el “labrador” 
Brígido Chávez (fotografía 3), que fue condenado a purgar 4 años por 
el robo de varias prendas, logró reducir hasta 12 meses su sentencia, 
con lo cual pudo regresar antes de lo previsto a Santo Domingo Etla.+95 
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Foro 3. Brígido Chávez (aHmco, sección Secretaría, serie Registros fotográfi- 


cos, año 1892, caja 2, libro 9, foja 22, número de reo 572 de Brígido Chávez). 
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La importancia de la escuela también se reflejó en la solemnidad de 
la entrega de premios anuales. Ese día, regularmente a principios de 
año, se reunían en la cárcel los miembros del ayuntamiento y el direc- 
tor de instrucción pública para esperar al gobernador, cuya entrada, 
junto con sus colaboradores cercanos y el jefe político, era anunciada 
con los acordes del himno nacional, tocados por la banda de la cárcel. 
Después, algún ciudadano reconocido en la ciudad daba un discurso en 
el que hablaba de la importancia de educar al delincuente. Acto segui- 
do, la banda tocaba otra pieza y daba paso al discurso del gobernador. 
Luego de otra pieza musical se efectuaba el reparto de los diplomas. El 
gobernador mismo entregaba el premio y los animaba a seguir por el 
mismo camino, pero a los que habían sido calificados como “mediana- 
mente aprovechados” les decía “que no estaba contento con que hubie- 
ran merecido el último premio, que redoblaran esfuerzos, que tomaran 
el noble estímulo de los otros”.49 El paternalismo se dejaba sentir en la 
cárcel. 


En el departamento de mujeres también existía una escuela o una 
amiga, sobre lo que no hay mucha información. Lo cierto es que los 
beneficios para ellas llegaron tarde. Solo hasta 1889 se consideró justo 
que también recibieran las rebajas de sentencia que los hombres reci- 
bían desde 1873.17 Aun así, por 1893 un periódico local señalaba las 
malas condiciones de higiene y el pobre desempeño de las alumnas; in- 
cluso, sugería desaparecer el establecimiento, algo que, por supuesto, 
las autoridades rechazaron.1% 

La “ilustración” de los presos era una misión ineludible para las cla- 
ses gobernantes. De ello dependía el bienestar general de la sociedad. 
Por eso, cuando en 1898 el gobernador tuvo informes de la resistencia 
de muchos presos para asistir a la escuela, le ordenó al jefe político que 
pusiera a los “rebeldes [...] en absoluta incomunicación por el doble de 
tiempo que dure su renuencia” y que anotara sus nombres para tenerlos 
en cuenta cuando solicitaran sus rebajas de condena o su libertad prepa- 
ratoria.19 

Justamente, en la encrucijada para regenerar moralmente al preso se 
encontraba presente el debate sobre la abolición de la pena de muerte. 
La tendencia general era sustituirla a través del régimen penitenciario, 
pero en Oaxaca dicha institución fue una ilusión, así que la justicia si- 
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guió sentenciando con la pena capital a aquellos delincuentes acusados 
de asesinatos graves, esto es, con alevosía, ventaja y premeditación. No 
obstante, el indulto era la alternativa para los presos y, según los diver- 
sos expedientes de la Corte de Justicia, el Congreso local solía favore- 
cer la sustitución de la muerte por 20 años de cárcel. El gobierno del 
estado, por su parte, estableció, desde 1887, la acción popular para soli- 
citar la gracia de indulto, incluyendo al mismo sentenciado.50% En 
1909, sin embargo, la petición de un uxoricida reavivó el debate en la 
cámara local, ya que, como pocas veces, se le negó. En el centro de di- 
cha discusión se enfrentaron dos posturas: por una parte, los diputados 
que confiaban en “la ilustración de las razas indígenas, cuya realización 
es uno de nuestros sagrados deberes”; por la otra, aquellos que conside- 
raban, como el hacendado Joaquín Camacho, que “las medidas que de- 
ben emplearse para regenerar moralmente a nuestros indios, no las 
constituyen solo la instrucción pública sino la educación familiar y 
otros [elementos]”.501 


Entre esos elementos faltantes en la discusión de 1909 estaba el tra- 
bajo, que, junto con la educación, fue el mecanismo más socorrido para 
regenerar al reo. Los testimonios judiciales de los presos enviados a la 
cárcel pública de la ciudad de Oaxaca muestran que un número impor- 
tante fue sentenciado a cumplir su pena en obras públicas o en presidio, 
una práctica de raigambre colonial. Ambas sentencias implicaban su pa- 
pel como mano de obra al servicio del Estado. El preso destinado a 
obras públicas podía desempeñase como mozo en oficinas públicas o en 
el hospital general, así como trabajar en la compostura de calles, la lim- 
pieza de caminos o la construcción de puentes en la ciudad y en los 
pueblos cercanos. Los trabajos más difíciles eran destinados a los reos 
condenados a presidio, quienes habían cometido delitos graves. 


Los trabajos forzados como una forma de castigo tuvieron su mayor 
esplendor, en la monarquía hispánica, durante la segunda mitad del si- 
glo xvi. Previamente, solo los ejecutores de crímenes graves eran con- 
denados a dichos trabajos, pero, con base en una lectura utilitaria de ese 
sistema penal, al arribo de los borbones se aplicó a vagos, gitanos, tro- 
tamundos, ebrios y a otros personajes considerados indeseables. El ob- 
jetivo era movilizar trabajadores no calificados para destinarlos a las 
obras públicas que realizaban el rey y algunos ayuntamientos, como la 
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apertura de vías de comunicación (carreteras y canales). Este modelo 
sufrió transformaciones justamente al finalizar ese siglo, ya que los re- 
formadores españoles comenzaron a concebir el trabajo como un meca- 
nismo de aprendizaje obligatorio de habilidades con fines rehabilitado- 


res,502 


Estas ideas, no obstante, se difundieron lentamente. Los trabajos for- 
zados de los presos se consideraban un “escarmiento” de la sociedad y, 
a la vez, una manera de utilizar mano de obra no calificada. En este sen- 
tido, el gobernador de Oaxaca, José López de Ortigoza, implementó 
en 1831 un estipendio para los reos destinados a las obras públicas, co- 
mo una manera de engrosar la fuerza de trabajo presidiaria, lo que faci- 
litaría su desempeño en labores “de menor importancia en la ciudad o 
en sus inmediaciones, ó permitir que los ocupe el Escmo. Ayuntamien- 
to [en las] obras del cementerio y alameda [y en] la compostura de los 
malísimos empedrados de la ciudad”.503 


Resulta interesante el hecho de que el Código Penal para el Distrito 
Federal y el Territorio de la Baja California de 1871, adoptado, como 
dije, en Oaxaca con algunas modificaciones, abolió las penas de presi- 
dio y obras públicas, por lo que ni judicial ni gubernativamente se po- 
día obligar a los presos a realizar trabajos fuera de la cárcel.50 Sin em- 
bargo, en Oaxaca no solo no se ratificó lo estipulado a nivel federal, 
sino que las reformas y las adiciones fueron en un sentido contrario: se 
agregaron las penas de presidio y obras públicas a las de reclusión y 
confinamiento, una tendencia que se reafirmó en 1884, cuando, al re- 
formarse las penas para los delitos de robo, lesiones y homicidio, se en- 
fatizó la aplicación de la sentencia de presidio.505 


En gran medida, el trabajo de los presos inhibió la generación de em- 
pleo en el ramo de la construcción y en la burocracia estatal, aminoran- 
do el gasto público en obras públicas y en otros ramos, a pesar de que 
los presos recibían una pequeña compensación económica. Es necesario 
acotar que la tesorería estatal era la más beneficiada financieramente. 


Otra alternativa para los presos era el trabajo en los talleres de la cár- 
cel. Aunque en el Periódico Oficial de 1897 se menciona la existencia de 
talleres de sombrerería, carpintería, zapatería y una futura instalación 
de telares,50 en la documentación analizada solamente destaca el taller 
de zapatería, posiblemente porque era el más socorrido por los presos. 
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Desde 1861, el gobierno decretó que en las cárceles de las cabeceras 
distritales se “establecerán por lo menos dos talleres para proporcionar- 
les á los reos ocupación y recursos”. El jefe político y los ayuntamientos 
debían acordar las especialidades y, si los recursos de las corporaciones 
no eran suficientes, aquel podía recaudar una contribución no mayor 
de tres pesos entre los pueblos de su distrito.*07 Posiblemente, la ley se 
quedó en letra muerta, porque para 1875 el gobierno volvió a insistir 
en su instalación.508 


En la cárcel de la ciudad de Oaxaca, el primer taller de zapatería fue 
establecido en 1882 por los particulares N. Cuervo y Compañía. Estos 
se comprometieron a proporcionar, durante seis años, las máquinas, los 
insumos y el maestro que enseñaría a los reos de reclusión o de obras 
públicas. El horario era de seis de la mañana a seis de la tarde, con dos 
horas para descanso y comida. El método de enseñanza era muy pareci- 
do al lancasteriano que se usó tempranamente en el país, en donde un 
maestro enseñaba a 8 aprendices hasta que estos podían hacer lo mismo 
con sus demás compañeros. Como en otras cárceles,5% una parte del sa- 
lario de los reos (que ganaban más de 37 centavos y medio) no iría a pa- 
rar a sus bolsillos, sino a una caja de ahorros controlada por la Junta de 
Vigilancia, que les permitiría disponer de algún capital en el momento 
de su libertad.510 De esta manera, los particulares podían obtener mano 
de obra barata y el gobierno brindaba la posibilidad a los presos de ob- 
tener un ingreso para sobrevivir en la cárcel. 

Ignoro el fin del contrato con N. Cuervo y Compañía, pero para 
1891 un personaje de apellido Huergo administraba el taller. En ese 
año, justamente, Huergo estaba metido en problemas porque adeudaba 
alrededor de cuatro pesos a seis empalmadores. Uno de sus empleados, 
el maquinista, se había fugado con el salario de los presos y había roba- 
do una máquina y algunos cortes de botines. A partir de 1898, ya no se 
autorizó ninguna administración particular, posiblemente para evitar 
ese tipo de problemas. Desde 1897, se difundía la idea de que los talle- 
res establecidos en las cárceles debían reglamentarse o, de lo contrario, 
“nunca prosperarán”.511 


Lo cierto es que el taller de zapatería brindó a muchos presos la 
oportunidad de adquirir un oficio y de ganar dinero para comprar ali- 
mentos o satisfacer otras necesidades. Esto resultó muy favorecedor pa- 
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ra aquellos individuos que procedían de lugares distantes de la ciudad 
de Oaxaca. Así, por ejemplo, el “labrador” Francisco Bibiano Ruiz (fo- 
tografía 4), de San Francisco Logueche, Miahuatlán, fue condenado, en 
1882, a 12 años en prisión por asesinar a su compañero de parranda. 
Ocho años después, una pelea con un reo de San Bartolo Soyaltepec, 
en la Mixteca, lo llevó a enfrentar un nuevo proceso; para esos mo- 
mentos ya se identificaba como zapatero. Francisco, además, tenía va- 
rias notas de “muy aprovechado” en la escuela. 
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Foro 4. Bibiano Ruíz (a4mco, sección Justicia, serie Corte de Justicia, subserie la 


Sala, año 1892, exp. número 35. Expediente del reo Francisco Bibiano Ruíz por el de- 
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lito de homicidio en Manuel Martínez). 


Así como los beneficios de la educación llegaron tarde para las con- 
victas, solo hasta 1891 el gobierno del estado presionó al ayuntamiento 
para que generara las condiciones de trabajo en el departamento de re- 
cogidas. De hecho, sugirió que el mejor ramo era la elaboración de ci- 
garros, donde eran consideradas las más hábiles; en la ciudad, esa acti- 
vidad daba empleo a muchas de ellas. El ayuntamiento remató en su- 
basta pública el trabajo de las presas y, entre los fabricantes de puros, 
Félix Hernández, dueño de la fábrica La Paz, dio el mejor precio. A 
ocho días de comenzado el trabajo, sin embargo, se notó incompatibili- 
dad entre el horario escolar y el laboral. Por las mañanas, las internas 
preferían asistir a la escuela por su carácter obligatorio. Por las tardes, 
tampoco querían trabajar, porque debían barrer, lavar y realizar otras 
actividades. Aunque se modificaron esos horarios, la Junta de Vigilan- 
cia notó mucha apatía hacia el trabajo. Es difícil saber el destino de la 
fábrica de cigarros de la cárcel por la falta de información, pero Her- 
nández no estaba contento y exigía que el trabajo se trasladara a la cár- 
cel de hombres.512 


COMENTARIOS FINALES 


Como se ha mostrado a lo largo de este texto, es difícil hablar de 
una modernización penal y carcelaria en Oaxaca durante el Porfiriato. 
A pesar del discurso optimista de los grupos gobernantes, quienes 
anhelaban formar parte de la renovación que se vivía en otros lugares 
del país, en la práctica se dieron pocas innovaciones y, en el mejor de 
los casos, se amalgamó la tradición y la modernidad. Esto fue evidente 
en el proyecto de instaurar el modelo penitenciario ya que, para empe- 
zar, no se logró una reforma arquitectónica suficiente para establecer 
mejores condiciones de rehabilitación del delincuente. Por si esto fuera 
poco, tampoco se lograron ajustar los mecanismos para reintegrar a los 
presos a la sociedad, como vimos en el caso de la permanencia del casti- 
go a través de los trabajos de presidio y obras públicas, que fue alenta- 
do, de hecho, por las mismas autoridades. 

Un elemento que merece ser destacado es que la cárcel de la ciudad 
de Oaxaca fungió como un espacio para contener a la población rural. 
La vitalidad de esta población se manifestó de distintas formas. Por una 
parte, en la reproducción de los esquemas rurales de sobrevivencia liga- 
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dos al intercambio comercial de productos de consumo básico y en la 
solidaridad que esto implicó. Por la otra, en su participación en la cons- 
trucción de la ciudad, ya que fue mano de obra frecuente en las obras 
públicas construidas tanto por el ayuntamiento como por el gobierno 
del estado. Además, se evidenció también en la respuesta positiva que 
muchos presos tuvieron ante los mecanismos empleados por los grupos 
gobernantes para reintegrarlos a la sociedad, como la educación ele- 
mental y el trabajo en los talleres. 
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DE LA MILPA A LA METRÓPOLI: LAS TRANSICIONES 
DE LA CULTURA MAYA DESDE 1800 AL PRESENTE 


"TERRY RuGELEYs:3 


EN ESTE ENSAYO PRESENTO UN RESUMEN DE LOS RASGOS PRINCIPA- 
Les que han definido la vida de la gente de ascendencia maya en 
la península de Yucatán. Abundan los estudios que exploran la 
transición al régimen colonial y su eventual descomposición a 
causa de las reformas borbónicas. Aquí me enfoco en los eventos 
de los últimos dos siglos, prestando atención a la situación de la 
gente de origen indígena en la república actual. He dividido el 
capítulo en distintos momentos históricos: los antecedentes ge- 
nerales, la Guerra de Castas, la Revolución y las transformacio- 
nes del siglo xx; concluyo con algunas observaciones sobre la 
realidad contemporánea. 


En consonancia con el tema de esta recopilación, la saga maya 
transcurre principalmente en el ambiente agrario. Desde su sur- 
gimiento como satélite periférico del mundo olmeca, por necesi- 
dad la cultura de esta etnia se ha basado en el cultivo de terrenos 
de monte laborables, o en aprovechar la riqueza del bosque, ya 
sea esta de naturaleza vegetal o animal. Prácticamente no se 
cuestiona la aseveración de que los conflictos que tanto trastor- 
naron a la península yucateca, después de la separación de España 
en 1821, tuvieron su origen en el acceso a la tierra y, correlativa- 
mente, en la lucha incansable por establecer un dominio sobre la 
obra de mano necesaria para lograr la explotación exitosa de los 
terrenos agrícolas. Tales conflictos han asumido diversas formas 
—principalmente, el acceso a la tierra comunal, la privatización 
que resultó en un sistema de latifundio, el reparto radical de la 
revolución y el sistema complejo de ejidos o títulos garantizados 
y, hasta cierto grado, supervisados por el gobierno—; no obstan- 
te, todo lo antes mencionado tiene como denominador común 
una conexión casi mística entre el hombre de carne y hueso y el 
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suelo bajo sus pies. Sin embargo, no debemos permitir que esta 
relación tan antigua desvíe nuestra atención del inminente cam- 
bio que a la larga puede ser de igual importancia, es decir, la 
transición por parte de los maya-hablantes al mundo urbano del 
siglo veintiuno. 


Antes de comenzar, cabe mencionar un punto sobre la termi- 
nología empleada. La palabra “maya” como designación étnica 
es de acuñación relativamente reciente. Antes de la época del do- 
minio español, los ahora llamados mayas se habrían identificado 
según su lugar de origen o con el patronímico de su linaje: Xiu, 
Pat, Cohuoh, etc. El régimen colonial introdujo el término “in- 
dio”, hoy en día ofensivo, que, junto con los nombres de “natu- 
rales”, “indígenas” y “autóctonos”, se propagó como otro modo 
de identificación. La palabra “maya” hacía referencia estricta- 
mente a la lengua. Tal práctica sobrevivió la Guerra de Castas; 
fue hasta el siglo xx, cuando llegaron a la península la revolución 
paralela al auge de la conciencia antropológica, que los yucatecos 
y otros empezaron a utilizar el término “maya”, para este mo- 
mento ya bien arraigado en todas partes y en toda la gente. A pe- 
sar de estos caprichos lingúísticos, se debe asumir una realidad 
social en donde siempre ha existido un conjunto de rasgos cultu- 
rales que han servido para identificar a la gente que actualmente 
conocemos bajo el sustantivo “maya”. 


ANTECEDENTES 


El enfoque del periodo moderno de este capítulo —que abarca 
desde los comienzos del siglo xrx hasta el presente— necesaria- 
mente limita cualquier mención de la época colonial. No obstan- 
te, para fines de contextualización, se ofrece un brevísimo resu- 
men de ciertas dinámicas clave del mundo maya antes de 1821. 
En el momento del contacto, los españoles encontraron gente en 
un estado de entropía patente. El último intento de establecer al- 
guna forma de organización supralocal había fracasado con el 
colapso de la Liga de Mayapán, cerca de 1440. Como consecuen- 
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cia del fin de ese proyecto, los señores mayas (halach uinico'ob) 
intentaron recapturar cierto grado de estabilidad y amparo por 
medio de establecer vínculos personales con los batabo'ob o 
principales a nivel comunitario. La jurisdicción no dependía tan- 
to del espacio geográfico —dogma de fe desde el tiempo del 
etnohistoriador innovador Ralph Roys— sino de las relaciones 
personales que no pocas veces se extendían más allá del espacio 
territorial. 


El régimen español eliminó lentamente estas estructuras im- 
provisadas. En primer lugar, los incansables franciscanos llevaron 
a cabo una extensísima re-organización espacial y demográfica — 
consolidando a la fuerza a algunos pueblos, despoblando otros—, 
todo ello con el interés de hacer más accesible el socorro espiri- 
tual de la Iglesia a los indígenas. En segundo lugar, el nuevo or- 
den político limitó la autoridad indígena ante los pueblos, elimi- 
nando las estructuras políticas que abarcaban regiones enteras; y 
poco a poco los batabo'ob, en su mayor parte señores beneficia- 
dos por un sistema hereditario y cuya legitimidad se asentaba en 
sus raíces prehispánicas, cedieron paso a un gobierno a cargo de 
un cacique-gobernador (también conocido por el nombre de ba- 
tab) —quien ocupaba su posición en parte por elección, en parte 
por designación— y de una junta de socios llamada la república 
de indios. Desde las últimas décadas del siglo xvr, la organiza- 
ción indígena ya consistía en una serie de pueblos atomizados, 
sin vínculos horizontales entre sí mismos. Estos cambios no im- 
posibilitaron en su totalidad la iniciativa indígena, pues después 
del choque inicial, y una vez que los mayas se acostumbraron a 
ellos, vemos que reorganizaron sus vidas tanto como les fue po- 
sible de acuerdo con el tiempo anterior a la llegada del caballo y 
del acero. Pero definitivamente ya no había lugar para el pueblo 
maya independiente de la supervisión colonial.514 Al mismo 
tiempo, existía un reducidísimo estrato de “indios hidalgos”, 
muchas veces descendientes de otras etnias, como los tlaxcalte- 
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cas, que participaron en la conquista de la península. Aunque 
originalmente gozaron de ciertos privilegios, la hidalguía y su 
prestigio social se habían mermado, al momento de la indepen- 
dencia en 1821, de forma considerable. 515 


La abrupta separación de España aceleró otra tendencia de la 
última mitad de la época colonial: el crecimiento del sistema de 
haciendas. Antes de la conquista, no había la necesidad ni las 
condiciones requeridas para la institución de la propiedad priva- 
da; la restringida fertilidad de esa sección del monte modificado 
por el proceso de roza-tumba-quema se traducía en que la tierra 
solo se cultivara dos o tres veces en la vida, y, por otro lado, la 
ausencia de un sistema funcional para producir y archivar los tí- 
tulos en forma escrita complicaba cualquier idea de posesión 
permanente.516 Todo cambió con la llegada de las normas euro- 
peas. A partir de la segunda mitad del siglo xvrt, surge la propie- 
dad privada para que los dueños aprovecharan la demanda urba- 
na de carne y granos básicos; y aunque nunca asumieron las 
enormes dimensiones de sus contrapartes en lugares como Du- 
rango y Chihuahua, sí limitaron las tierras disponibles a los mil- 
peros radicados en los pueblos y en los ranchos. Las haciendas 
florecieron principalmente en el noreste, en conexión con los 
mercados de Mérida y Campeche, pero también para exportar 
sus mercancías a Cuba o a otros puertos de México. Poco a poco 
tales propiedades establecieron su propia fuerza de trabajo en 
forma de “lunesarios” o “luneros”, individuos que, a cambio del 
derecho de residir en una propiedad, dedicaban un día cada se- 
mana (normalmente el lunes, de ahí el origen del nombre) al ser- 
vicio del hacendado.517 Es probable que, debido a que el cambio 
de las tierras arriba mencionado no haya sucedido en forma 
completa ni abrupta, como fue en el caso del estado de Morelos 
antes de 1910, no se haya generado un movimiento equivalente 
en su virulencia al zapatismo del siglo xx. Cabe decir que, mien- 
tras los nuevos propietarios presionaban al gobierno estatal para 
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expandir los mecanismos que forzaran a los campesinos a traba- 
jar como peones, las comunidades buscaban el amparo legal para 
defender sus derechos tradicionales de acceso al monte a su alre- 
dedor. En breve, los conflictos entre pueblo y hacienda llegaron 
a formar una parte significativa del paisaje legal de las primeras 
décadas de la república.515 


LA GUERRA DE CASTAS Y SUS CONSECUENCIAS 


Después de la conquista y sus secuelas, la discontinuidad más 
radical en esta etnohistoria es la Guerra de Castas. El prolongado 
proceso de la independencia trajo consigo la esperanza de un 
mundo más inclusivo —o, por lo menos, uno con impuestos re- 
ducidos—, pero esa expectativa naufragó catastróficamente sobre 
el arrecife de las contiendas políticas que tanto definían la penín- 
sula en ese entonces. Se puede señalar que, por los menos, hubo 
cinco factores que condujeron la aparentemente tranquila vida 
peninsular a una conflagración general. En primer lugar, con la 
constitución española de 1812 —de poca duración, pero de in- 
fluencia inmensa— inició el establecimiento de ayuntamientos en 
los pueblos de más de 1 000 habitantes; tales cabildos estaban 
abiertos a gente de cualquier etnia, significando ello que los crio- 
llos y los mestizos desplazaron a los mayas de su posición acos- 
tumbrada en las repúblicas. En segundo lugar, el pequeño estrato 
de la elite maya se encontró en la incómoda posición de cobrar 
impuestos, tanto los civiles (contribución personal) como los re- 
ligiosos (obvenciones), en un ambiente donde dichos gravámenes 
ocasionaban una furiosa resistencia. En tercer lugar, hubo una 
creciente privatización de los recursos naturales, más obviamen- 
te en forma del deslinde y titulación de los terrenos baldíos; tal 
proceso se dio irregularmente y, a veces, nunca sobrepasó la eta- 
pa de decreto; pero, en un mundo donde la vida y la tierra eran 
sinónimos, el solo hablar de modificar los sistemas de tenencia 
podía ser motivo de reacciones violentas. En cuarto lugar, en la 
línea de pueblos que se extendían desde San Felipe de Lagartos, 
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en la costa norte, hacia Bacalar, en el sur profundo, se desarrolló 
una extensa red de trueque ilícito. Los pueblos de esta región se 
acostumbraron a vivir bajo sus propias reglas y resentían fuerte- 
mente la intrusión de Mérida. Por último, en quinto lugar, los 
pleitos entre la clase política eran cada día más feroces: centralis- 
tas contra federalistas, conservadores contra los individuos más 
liberales o, simple y sencillamente, una rivalidad entre personali- 
dades fuertes. Esas luchas entre visiones opuestas para la joven 
nación, junto con las inevitables riñas de naturaleza personalista, 
llegaron a involucrar a los campesinos mayas —señal, por cierto, 
de cierta inclusión social, pero definitivamente no en la forma 
que se habría deseado—. La vorágine de la violencia política cul- 
minó en una serie de ejecuciones y de masacres en el mes de julio 
de 1847, anunciando así el principio de medio siglo de conflicto 
que agrupamos bajo el nombre colectivo de la Guerra de Cas- 
tas.5192 


A pesar de la vital importancia de este evento en la historia 
peninsular, los logros de la gran insurgencia de 1847-1848 han 
sido exagerados, tanto por los autores de nuestro propio siglo, 
quienes desean celebrar la resistencia indígena, como por los au- 
tores decimonónicos que intentaron pintar a los sublevados con 
el brochazo de “bárbaros”.520 El tenue control que el estado había 
mantenido sobre el sur y el oriente se colapsó en un espacio de 
meses y pronto las debilidades de la sublevación se pusieron en 
evidencia. Entre otros factores, los rebeldes sufrieron la falta de 
recursos, la ausencia de una organización y estructura política, 
una plétora de objetivos contradictorios y mal definidos y las ri- 
validades y conflictos entre sus líderes. La insurgencia empezó de 
lleno en septiembre y octubre de 1847, cuando los campesinos 
de lugares como Tihosuco ya habían completado su tarea obliga- 
toria de cosechar su maíz; y en un lapso de tres meses ya se había 
sobreextendido.52! Aunque a veces ha sido descrito como un le- 
vantamiento universal, probablemente solo 20 a 30% de su po- 
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blación masculina adulta haya participado como combatiente.522 
Tal vez este porcentaje no es inusual para una sublevación, pero 
estaba concentrado en una sola zona geográfica: el oriente. Di- 
cha zona se definió por el auge del azúcar, una red extensa de 
contrabando, el dominio de ciertas familias patricias (como los 
Acereto de Valladolid) y por su resentimiento contra la influen- 
cia de Mérida. Fuera de esta zona, y lejos de los vínculos del co- 
mercio y del parentesco, esta insurrección encontró poco apoyo 
abierto. 


Después de tres años del inicio de la guerra, los maya-hablan- 
tes de la península se encontraban divididos en dos campos. En el 
noroeste, donde el gobierno de Yucatán mantenía un grado de 
control, los habitantes de los pueblos y los peones acasillados de 
las haciendas regresaron a algo parecido a su vida anterior. Co- 
mo una línea de defensa, el ejército yucateco estableció una serie 
de cantones en un arco de comunidades que se extendió desde 
Valladolid hacia Peto y Tekax. En el segundo campo, en el sur, 
los sublevados vivían en una autonomía militarizada. Los líderes 
de sus comunidades establecían su autoridad por su habilidad pa- 
ra organizar y encabezar las escaramuzas militares, por el acceso 
a los recursos que sus seguidores/soldados no podían conseguir 
por sí mismos (armas, pólvora y efectivo) y por la utilización de 
imágenes como la famosa Cruz Parlante. Chan Santa Cruz (aho- 
ra Felipe Carrillo Puerto) constituía el núcleo de los insurrectos 
más opuestos a la sociedad yucateca, pero en muchas partes del 
sur se formaron otras comunidades de excombatientes, los lla- 
mados “pacíficos”, quienes aceptaron en términos nominales la 
soberanía del gobierno de Mérida a cambio de una autonomía 
casi total.523 Aquí hay que insertar una opinión herética. El mo- 
delo de Chan Santa Cruz, ciudadela legendaria de los rebeldes, 
era menos la memoria de un mundo precolonial, y más la forta- 
leza de San Felipe de Bacalar, ubicada a poca distancia de la fron- 
tera con Belice. Casi todas las características de Chan Santa Cruz 
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ya estaban presentes antes del conflicto bélico; y las que no, te- 
nían antecedentes en las experiencias con la Iglesia católica y con 
el pueblo virreinal. El paso innovador de los sublevados fue in- 
yectar a estas estructuras una dosis de su propia sensibilidad étni- 
ca. 


Una reacción significativamente menos peligrosa consistió en 
fugarse de la zona de conflicto. Huyendo de los sublevados o del 
ejército yucateco, un número indeterminado pero enorme de 
mayas buscó albergue en lugares como Belice, Petén, Tabasco y 
las islas circundantes a la península.52* En tales lugares, fue fre- 
cuente que vivieran al lado de refugiados criollos y mestizos, y 
que todos ellos hicieran lo que estuviera en sus manos para re- 
construir sus vidas anteriores. Métodos más severos tomaron la 
forma de transportar prisioneros de guerra a Cuba, donde sus 
descendientes todavía se pueden ver tomando pinole en los ran- 
chitos de pueblos como Llano García y Madruga.525 Pero la ma- 
yor transferencia probablemente se manifestó en forma de mi- 
gración interna. Unos radicaron en lugares relativamente cono- 
cidos o accesibles, como Campeche, El Carmen o las haciendas 
del oeste.525 Otros encontraron la paz en el extenso monte que 
yace entre Peto y la frontera guatemalteca. Mientras hablamos 
de esta migración oculta de población, vale la pena observar que 
el número de fallecimientos que hemos encontrado en las narra- 
tivas anteriores es sencillamente poco confiable, dado que las 
condiciones físicas de la guerra no pudieron ocasionar tantos 
descensos. Más bien, las bajas de población encontradas en los 
censos pre y posguerra reflejan una dispersión cuyos detalles 
exactos resisten cualquier intento de cuantificación. Además, la 
mayoría de los llamados “prisioneros” vendidos a Cuba consistía 
no de prisioneros de guerra, sino de mayas huidos y desampara- 
dos que tuvieron la mala suerte de caer en manos del ejército.527 
La fuga brindaba ciertas ventajas que iban más allá de la seguri- 
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dad. Borraba la historia de deudas, crímenes y de los matrimo- 
nios que hacía rato habían perdido el fuego del amor inicial. 


Otros mayas aceptaron un papel en el ejército yucateco. Des- 
de el origen de las milicias borbónicas, las prohibiciones contra 
el servicio indígena en las fuerzas armadas se situaron en la ex- 
tensa lista de decretos violados de forma rutinaria, sobre todo en 
lugares sureños como Yucatán, donde simplemente era imposi- 
ble encontrar la cantidad suficiente de gente pobre de sangre 
mixta para llenar las filas. En ciertos pueblos, las milicias de la 
época nacional temprana habían consistido casi enteramente de 
gente de ascendencia maya.525 Después de la histeria inicial de 
1847, el ejército empezó a incorporar a hombres indígenas en 
sus filas: a veces como combatientes, pero más como “hidalgos”, 
término de uso variable que en esta situación significaba obreros 
auxiliares.522 Los hidalgos cargaban los abastecimientos, cons- 
truían las trincheras y, en general, llevaban a cabo los innumera- 
bles proyectos logísticos que una campaña siempre requería. La 
hidalguía pasó por tres fases distintas. Al principio, el arreglo 
brindó ventajas positivas a los que eligieron participar en ella: los 
liberó de la odiosa contribución personal y los protegió de sos- 
pechas de ser aliados de los rebeldes mismos. Pero cuando la cri- 
sis inmediata pasó, la hidalguía entró en una segunda fase, en la 
que sus partícipes buscaron formas de evadir el servicio. Tal fase 
se distingue por los elaborados procesos de negociación entre los 
que exigían este servicio y los que no se prestaban a él sin que el 
gobierno optara por alguna combinación de “pan y palo”. Con 
el transcurso del tiempo, la hidalguía tomó su tercera y última 
forma, como parte de la larga letanía de exigencias laborales no 
pagadas: el repartimiento, la mita peruana y el mandamiento 
guatemalteco, para señalar algunos de los casos más visibles. Da- 
do que las milicias (a veces llamadas guardias nacionales y, en 
ocasiones, colonias militares) raramente entraron en una batalla 
armada después de 1875, la hidalguía tardía se volvió indistin- 
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guible del reclutamiento forzoso, con un sueldo patético y atra- 
sado, un rancho miserable y condiciones de aburrimiento monu- 
mental.530 El deseo de liberarse del detestado servicio en el 
ejército, junto con la necesidad por parte de los hacendados de 
conservar la mano de obra, resultaron en un truco legal, el bole- 
to de exención, el cual dejó libres del servicio a los peones de las 
haciendas. Cada intento de limitar tales descargos fracasó, hasta 
que sumaron, en las palabras de un oficial militar frustrado, “una 
infinidad”.531 


En este sentido, por lo menos, la Guerra de Castas contribuyó 
de manera directa al surgimiento de una sociedad donde el do- 
minio de la hacienda desplazó la centralidad del pueblo, a raíz de 
que un porcentaje enorme de la población rural abandonó la in- 
certidumbre de la vida independiente a favor de un espacio me- 
nos libre pero más seguro. Como numerosos estudios lo han do- 
cumentado, el motor de tal cambio fue el auge del mercado del 
henequén. Este agave había crecido por siglos en los terrenos ás- 
peros de Mayab, pero, con la mecanización de la producción de 
trigo en otras partes de Norteamérica, su durísima fibra, tan es- 
encial en las nuevas máquinas cosechadoras, asumió una impor- 
tancia nunca antes imaginada. Lejos de beneficiar a la población 
en general, las vertiginosas ganancias del auge profundizaron la 
polarización étnica, división siempre más marcada en esas partes 
del mundo donde la etnia es el factor que determina quién labo- 
ra y quién no. Por décadas, las campañas para privatizar las tie- 
rras comunales y repartirlas entre los padres de familia habían 
fracasado por una plétora de razones: la debilidad del estado em- 
briónico, el reto intimidatorio de medir y dividir los terrenos, la 
virulenta anarquía que afligió a la península y, más que nada, la 
inercia y la resistencia por parte de casi todas las partes involu- 
cradas, inclusive los campesinos, los hacendados y hasta las auto- 
ridades municipales.532 Así, impulsado por la fuerza del estado 
porfiriano, displicente ante las inconformidades indígenas, y con 
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el incentivo de las ganancias del henequén, tal reparto se llevó a 
cabo a un grado suficiente para permitir el crecimiento de una 
clase fuerte de henequeneros. En breve, las vagas esperanzas para 
una sociedad más inclusiva —generadas por el idealismo y el opti- 
mismo producto de la independencia— cedieron el paso a una se- 
miesclavitud que creció paso a paso junto a una clase de hacen- 
dados poco inclinada a asociarse con la vida autóctona, y fuerte- 
mente proclive a la sibarítica vida facilitada por una prosperidad 
jamás antes vista en esta desventurada península.533 


A pesar del aparente triunfo de la sociedad hacienda-heneque- 
nera, no debemos pasar por alto las rutas alternativas que algu- 
nos mayas siguieron. Aunque los liberales, como lo mencioné en 
páginas anteriores, habían abolido a nivel estatal el papel del “ba- 
tab”, en 1868, en realidad ese mismo oficio persistió por unas dé- 
cadas más bajo una serie de títulos oficiales o informales tales co- 
mo el de “escrutador” o supervisor de elecciones entre la pobla- 
ción maya hablante.53 Al mismo tiempo, en Yucatán como en 
otras partes de México, los primeros pasos tentativos de introdu- 
cir la educación pública incrementaron marginalmente el alfabe- 
tismo entre la población rural. Por primera vez, un puñado de 
mayas pudo tener la posibilidad de movilidad social; estos cam- 
biaron sus filipinas por camisas de cuello almidonado y entraron 
en el mundo de los negocios urbanos. De forma inversa, muchos 
de ellos se aferraron a sus raíces rurales con extraordinaria tena- 
cidad. El concepto de la pequeña propiedad privada, algo que se 
había desarrollado paulatinamente en el transcurso de tres siglos, 
sobrevivió la llegada del henequén; y como lo demuestra el cen- 
so catastral de 1895, hubo pequeños propietarios indígenas en 
cada partido. Algunos de esos dueños incluso asumieron el papel 
de patrón, empleando y protegiendo a otros maya-hablantes de 
las dificultades de este mundo altamente inseguro. Y en por lo 
menos dos extensos partidos —Peto y Sotuta, ambos intensamen- 
te rurales y, por razones geográficas, inadecuados para el cultivo 
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de henequén-, los famosos deslindes y particiones de tierra ejidal 
nunca sucedieron.5% Las dos comunidades entraron en la época 
de la revolución con las prácticas de acceso comunal relativa- 
mente intactas. 


LA REVOLUCIÓN 


La revolución mexicana alteró para siempre el aislamiento 
peninsular, y en el proceso causó cambios profundos en el mun- 
do de los pueblos y de los milperos. En el año de 1915, el general 
carrancista Salvador Alvarado llegó a una península ya en desor- 
den en las etapas tempranas de la violencia revolucionaria.53 En- 
tre sus innumerables proyectos, el gobierno alvaradista estable- 
ció una serie de tribunales militares que prometían la justicia rá- 
pida e imparcial (es decir, no pre-determinada por los conceptos 
positivistas del régimen antiguo) para los de abajo.527 Las Ligas 
de Resistencia, promovidas por el gobernador radical Felipe Ca- 
rrillo Puerto en los primeros años de la década de 1920, ofreció 
la esperanza de utilizar los vínculos políticos para conseguir ven- 
tajas sustanciales. Tal vez la mejor forma de expresarlo sería que 
las Ligas abrieron oportunidades para que un estrato social me- 
dio formado por blancos o mestizos ambiciosos, o mayas rura- 
les emprendedores— estableciera un liderazgo y disfrutara de los 
beneficios. “En esos años la política era dura”, recuerdan los an- 
cianos de hoy en día, y tienen razón. Hasta las decisiones más 
minuciosas y cotidianas llegaban a ser politizadas cuando pasa- 
ban por el filtro de las Ligas y su contrincante, el Partido Liberal. 
Para bien o para mal, notamos una participación radicalmente 
más inclusiva en la vida pública. Si los ayuntamientos de las ciu- 
dades principales quedaban en manos de familias mestizas/blan- 
cas, las comisarías anteriormente llamadas “sujetos” pasaban al 
control de gente de apellido maya. Los miembros de las Ligas se 
aprovecharon de sus nuevas conexiones para conseguir favores 
sobre asuntos tan diversos como la tierra, el servicio médico y 
hasta instrumentos musicales. (Igual que el gobierno de Salinas 
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de Gortari descubrió que una inversión modesta en canchas de 
básquet podría tener un gran impacto político en las comunida- 
des rurales, las Ligas promovieron la formación de equipos de 
béisbol con sus bates, pelotas y uniformes.)538 La adscripción a 
ellas no pocas veces expuso a sus miembros a enfrentamientos 
violentos con sus contrincantes del Partido Liberal, organización 
netamente conservadora durante la época del radicalismo socia- 
lista. Con el transcurso de los años, las Ligas perdieron su fuerza 
y desaparecieron por completo durante la década de los cuaren- 
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Al mismo tiempo, la población maya tuvo una participación 
heterogénea. En muchos casos, la reforma agraria trajo consigo 
una confrontación entre los pueblos, ciudades contra ranchos, 
familias contra familias. No es de sorprender que el sistema de 
Ligas haya abierto las puertas a un sinnúmero de individuos ca- 
rentes de escrúpulos.54 Venustiano Carranza abolió la detestada 
posición de jefatura política, pero los tiempos volátiles hicieron 
necesaria alguna forma de supervisión ejecutiva sobre los sucesos 
rurales, dando luz a una nueva autoridad en cada población: los 
comisarios municipales, que eran individuos con las credenciales 
políticas correctas para vigilar las acciones del ayuntamiento. Va- 
le la pena notar que, en el este y en el sur, muchos campesinos, 
en lugar de enfrascarse en las trifulcas políticas o en el físicamen- 
te demandante y largo proceso del reparto agrario, prefirieron 
tomar parte en la industria chiclera (véase abajo), con sus prome- 
sas de rápidas ganancias y un estilo de vida menos claustrofóbi- 
co. 


LA MUERTE DEL HENEQUÉN Y EL NACIMIENTO DE 
LAS INSTITUCIONES ESTATALES 

La tristísima trayectoria de la industria henequenera ha sido 
documentada de forma considerable, por lo que aquí solo hare- 
mos un muy breve resumen de la misma. El henequén fue la 
fuente de riqueza de la oligarquía porfiriana y después “la caja 
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chica” para el gobierno carrancista. Este agave nunca se recuperó 
por completo de la recesión que siguió a la Paz de Versalles, en 
1919. Las prolongadas campañas para lograr más participación 
de los campesinos —las cuales vacilaron entre una extensa refor- 
ma agraria o una persistente tendencia de control político a ma- 
nos de una oligarquía local— se dieron de forma paralela a la des- 
aparición de la demanda de esta fibra en los mercados mundiales. 
La Segunda Guerra Mundial prolongó momentáneamente la vi- 
da de dicha industria; la nacionalización de las desfibradoras fun- 
cionó más a favor de los exhacendados, quienes sacaron prove- 
cho al vender sus maquinarias —relativamente vencidas— al go- 
bierno, con una ganancia substancial para sus bolsillos. 


La decadencia de esta gran industria fue acompañada por dos 
cambios adicionales en los años de la guerra y en los posteriores a 
ella. La lucha contra el eje fascista generó una demanda insacia- 
ble de mano de obra en Estados Unidos, lo que generó el Progra- 
ma Bracero. Este programa está comúnmente asociado con el 
centro-oeste de México, en estados como Chihuahua, Durango, 
Zacatecas, Jalisco y Aguascalientes, pero en realidad también 
atrajo a una cantidad considerable de yucatecos. Inicialmente 
acogió a los hispanohablantes que vivían en Progreso y en Méri- 
da, cultural y geográficamente accesibles para el viaje vía buque 
de vapor a Tuxpan, y de Tuxpan vía ferrocarril al norte. La de- 
manda pronto agotó los trabajadores disponibles en dichas po- 
blaciones, resultando en la participación de gente maya de los 
pueblos del interior de la península. El reclutamiento del Pro- 
grama Bracero progresó del norte de la península hacia el sur, y 
del oeste hacia el oriente, estableciendo bases importantes en 
Oxkutzcab, Peto y Temax. Hasta la presidencia de Adolfo Ló- 
pez Mateos (1958-1964), los maya-hablantes se podían encon- 
trar cosechando pepinos en Michigan o papas en Idaho —Hfue la 
primera vez en la historia del mundo que un número considera- 
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ble de mayas emigraban lejos de las tierras del Mayab, y de ma- 
nera previsible no sería la última.541 


El paulatino colapso del henequén tuvo lugar simultáneamen- 
te al auge, la colecta y la exportación de la resina del árbol de 
chicozapote —el sicté, base de esa goma masticable llamada chi- 
cle—. Desde la primera década del siglo xx, los agentes de las 
grandes compañías como Wrigley y Beechnut contrataron a los 
campesinos mayas, grandes conocedores del monte peninsular, 
para colectar bultos solidificados del sicté. Tal actividad se con- 
centró precisamente en las áreas más afectadas por la Guerra de 
Castas, como el oriente y el sur de la península, regiones de altos 
niveles de lluvia y un denso nivel de “monte alto” donde pros- 
peraban los árboles de chicozapote. Funcionó como un sistema 
consistente de una serie de préstamos que pasaban desde las com- 
pañías a los compradores regionales, y en su turno a unos acapa- 
radores que reclutaban y proveían a los chicleros mismos. Esos 
cortadores, principal o totalmente maya-hablantes, desaparecían 
entre los bosques durante la temporada de lluvias, que era cuan- 
do circulaba más robustamente la resina. Después de permanecer 
meses enteros en campamentos primitivos, los chicleros solían 
regresar a puntos como Peto o Tizimín para vender sus cosechas. 
Así como los marineros en los puertos, estos trabajadores adqui- 
rieron mala fama por sus borracheras, sus riñas y sus aventuras 
amorosas con prostitutas, pero es probable que la mayoría de esa 
mano de obra fuera, en realidad, de hombres cuyos esfuerzos es- 
taban dirigidos al bienestar de sus familias. La industria llegó a su 
punto más álgido durante la Segunda Guerra Mundial, cuando 
los aliados buscaban cantidades inagotables de chicle, esa goma 
masticable que supuestamente aliviaba las tensiones de los pobres 
soldados. Sin embargo, después de 1945, esta actividad cayó víc- 
tima de una merma en la demanda, el agotamiento de los bos- 
ques yucatecos y el descubrimiento de un sustituto sintético (en 
realidad, ¡mucho del chicle comercial actual se basa en sustancias 
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derivadas del petróleo!)5*2 En el presente, cuando se recorren los 
bosques y las zonas arqueológicas de Campeche y de Quintana 
Roo, todavía pueden reconocerse en la corteza de los troncos los 
cortes en forma de “v” dejados por los chicleros hace décadas, 
mudo testimonio de la época en que una empresa transnacional 
envió a miles de hombres a los rincones más remotos del bosque 
peninsular. 


En cuanto a la reforma agraria en Yucatán, se puede observar 
un desarrollo paralelo a su evolución en el ámbito nacional. La 
península fue testigo de los primeros intentos hacia un reparto 
de tierras en la década de 1920, especialmente cuando el Partido 
Socialista del Sureste trató de consolidar su base después del san- 
griento fracaso de la rebelión delahuertista en 1923-1924. El go- 
bernador yucateco Alejo Torres, menos reconocido que sus pre- 
decesores revolucionarios, dotó cantidades significativas de te- 
rrenos baldíos o nacionales a comunidades como Peto. Aún más 
difícil fue llevar a cabo la redistribución de las grandes haciendas 
henequeneras, proyecto que se congeló hasta que el presidente 
Lázaro Cárdenas, personalmente, lanzó una campaña para que 
dicho reparto se efectuara. Cárdenas estableció los llamados eji- 
dos cooperativos temiendo perder el beneficio de ciertas empre- 
sas exportadoras que generaban divisas para la nación —léase el 
azúcar, el café, y el henequén—, significando la conservación de 
la empresa bajo la administración estatal del Gran Ejido, organis- 
mo dominado por los sectores conservadores de la península.54 
No sorprende que, bajo tales condiciones, los ejidatarios llegaran 
a ocupar el papel de empleados mal pagados. Como ocurrió en 
Perú durante la reforma agraria de los militares radicales en 
1968, el arreglo no satisfizo a nadie y, además, generó un sinnú- 
mero de pleitos, envidias, frustraciones y problemas agudizados 
por el prolongado deterioro de los precios de la fibra del hene- 
quén en los mercados internacionales.54 La reforma agraria reci- 
bió un segundo impulso durante las presidencias de Adolfo Ló- 
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pez Mateos y Gustavo Díaz Ordaz (entre los años de 1958 a 
1970), cuando el gobierno federal trató de eliminar el rezago 
existente en las demandas y poner fin al proceso. Un repaso de 
los archivos de la reforma agraria en Yucatán documenta muchas 
de las dinámicas comunes al sistema de ejidos: después de la do- 
tación original, frecuentemente era necesario pedir una amplia- 
ción para ajustarse al crecimiento de la población o establecer 
una división a causa del faccionalismo endémico a los ejidos. El 
sexenio de Luis Echeverría (1970-1976) lanzó un último intento 
por restablecer la reputación revolucionaria del gobierno y, con 
ello, una ronda final de dotaciones. En este momento, y bajo la 
influencia de su activista esposa Esther Zuno, los ejidos dedica- 
ron un espacio para desarrollar los proyectos de las ejidatarias: el 
UAIM, O “Unidad Agrícola Industrial de Mujeres”, parte de una 
nueva (1972) ley agraria. Sin embargo, la crisis de la industria 
petrolera en 1982 puso un fin definitivo a tal entusiasmo refor- 
mador. La cantidad de tierras afectables era cada año más reduci- 
da, y la urgencia de repartir propiedades cedió paso a la pregunta 
de cómo poner un fin a la reforma agraria que no fuera excesiva- 
mente traumático.54 


Cuando el presidente Carlos Salinas finalmente modificó el 
artículo 27 de la Constitución, permitiendo la división y venta 
de los ejidos, fue evidente que no había más tierras en Yucatán 
para repartir. La reforma de la reforma, valga la expresión, no 
necesariamente marcó la muerte súbita y repentina del ejido, 
aun cuando muchos campesinos habían aceptado la creación de 
parcelas individuales, sobre todo en las zonas cítricas del sur. Las 
principales víctimas fueron los ejidos ubicados cerca de las gran- 
des ciudades, especialmente Mérida, donde la demanda de nue- 
vos fraccionamientos generó fortunas para los fraccionadores, 
que generalmente compraban los terrenos ejidales a un precio ín- 
fimo. 
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Otro factor de cambio en los pueblos fue la llegada de la bu- 
rocracia que acompaña a las agencias gubernamentales, especial- 
mente el Instituto Nacional Indigenista. Quizás este sea el expe- 
rimento administrativo más interesante en la historia de México, 
dado que conllevó un conjunto de intenciones cruzadas: los fines 
abiertamente anunciados de la asimilación, el conocimiento an- 
tropológico, una legítima preocupación por el sector rural y, 
además, esa arrogancia que permitió que los egresados de la Es- 
cuela Normal pretendieran enseñar técnicas agrícolas a los cam- 
pesinos mismos. Criticar el 1n1 es prácticamente un rito de pasaje 
para los antropólogos y, sin duda, esa institución merece mucho 
de lo que se ha dicho en su contra. Es fácil perder la perspectiva 
de qué tan revolucionario era el concepto en su momento, espe- 
cialmente cuando lo comparamos con países como Guatemala o 
El Salvador, donde ni siquiera fingían interés en el bienestar de 
su población rural. 


El estado de Yucatán —y específicamente la comunidad de Pe- 
to— fue escenario de una de las tres primeras instalaciones del 1N1, 
la cual inició sus labores en febrero de 1960.54 Al principio, sus 
promotores enfrentaron no tanto una resistencia sino un cinismo 
general: “En lo que se refiere a los mestizos [léase, indígenas], 
mostraron indiferencia. Se había hecho tanta demagogia en Yu- 
catán que las gentes ya no confiaban en nadie”.517 A pesar de esta 
actitud sin duda justificada, igualmente es preciso asentar que el 
INI disfrutó de cierta popularidad desde sus inicios. Ofreció una 
variedad de servicios que de otra manera habrían sido poco acce- 
sibles en el sur, especialmente la salud dental, las consultas clíni- 
cas y las asesorías legales. Por otro lado, para desarrollar sus di- 
versos proyectos en lo relacionado al cultivo de nuevas cosechas, 
el ir empleó a un número considerable de individuos locales. 
Más allá de los beneficios materiales, parece que los residentes de 
Peto acogieron con gusto la experiencia de contar con una orga- 
nización dirigida a servirles, algo auténticamente novedoso. La 
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oposición a su establecimiento provenía no de los mayas supues- 
tamente indignados ante una campaña de asimilación, sino de las 
familias patricias, que resentían la llegada de una nueva fuerza en 
lo que antes había sido su propia esfera de influencia.548 Lejos de 
generar una reacción étnica, a largo plazo la presencia del m1, 
junto con otras oficinas de gobierno, elevaron poco a poco las 
expectativas populares y acostumbraron a la población rural a 
interactuar con los diferentes actores gubernamentales para la 
solución de problemas. Tal vez el veredicto final sobre el 1m1 es 
uno que puede aplicarse a tantos programas en teoría transfor- 
madores: logró algunos de sus objetivos sin llevar a cabo una 
profunda reestructuración de vidas y de mentalidades; al mismo 
tiempo, dejó un legado de problemas y consecuencias no inten- 
cionadas. Definitivamente, el Instituto no pudo mantener su 
proyecto original. Su intento de asimilación de la población ma- 
ya sufrió una serie de acérrimos ataques por parte de la comuni- 
dad antropológica y, con el colapso de la industria petrolera en 
1982 y los recortes inevitables que resultaron de ello, el alcance 
de esa organización se vio limitado a ciertos programas cultura- 
les —loables, hay que reconocer, pero un paso atrás de esa visión 
original de generar un renacimiento fundamental del campo.54 


En suma, estos tres factores —la prolongada muerte de la in- 
dustria henequenera, la experiencia bracera y la presencia de ins- 
tituciones gubernamentales como el 1n1 y la sSEP— prepararon a la 
población rural para una migración significativa a la ciudad. En 
la época de 1960 y 1970, muchos ejidatarios, o herederos de los 
derechos ejidales, empezaron a establecer su residencia en las co- 
lonias populares del sur de Mérida. Ahí los exejidatarios y sus hi- 
jos tuvieron que seguir el mismo camino ya conocido por los 
que llegaron del campo a ciudades capitales como México, 
Guatemala y Lima: procurar empleo, establecer redes sociales y 
criar a sus hijos en un ambiente hostil y no pocas veces peligro- 
so, pero que, al mismo tiempo, ofrecía más oportunidades.550 Tal 
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éxodo engendró a la ciudad dual y conflictiva que existe hoy en 
día, en la cual los resentimientos ancestrales siguen nutriendo los 
pleitos bajo un extenso vocabulario cifrado. Un fenómeno simi- 
lar a la “gran migración” de los negros estadounidenses durante 
la Primera Guerra Mundial, cuando la escasez de mano de obra 
llevó a miles de arrendatarios de la tierra algodonera a abandonar 
la vida del Delta por las resplandecientes ciudades de Harlem y 
Chicago. Ese éxodo del ejido yucateco, a la larga, resultó en un 
amplio grado de movilidad social para las generaciones posterio- 
res y una redefinición del papel de la gente maya en la historia 
peninsular. Tal movimiento migratorio se aceleró después de 
1970 con la creación de los desarrollos turísticos de Cancún y la 
Riviera Maya, y con la explosión de los fraccionamientos en 
ciudades como Mérida; tales empresas han sido empleadoras in- 
saciables de mano de obra barata, transportada a velocidades no- 
toriamente peligrosas por una especie de cometas rurales: las ca- 
mionetas “combis”. 


EL PRESENTE 


El presente y el futuro son zonas notoriamente pérfidas para 
el historiador. No obstante, podemos señalar algunas tendencias 
actuales con respecto a la situación de gente cuyos orígenes pro- 
vienen de una cultura que antecede por un milenio a la de la 
conquista española. 


En el México de hoy, como en tantos países del mundo, en- 
frentamos las promesas y los dilemas de una sociedad plural. Es 
un hecho que las manifestaciones de racismo del pasado ya no se 
practican abiertamente. Podemos atribuir el cambio a una com- 
binación de elementos, entre ellos el efecto, aunque lento, de la 
antropología cultural, los movimientos descolonizadores en el 
mundo exterior a México y la influencia de la retórica y la polí- 
tica revolucionarias que, a pesar de su algunas veces dudosa sin- 
ceridad y su inconsistente aplicación, han forzado cierta meta- 
morfosis, no siempre concienzuda, en las actitudes sociales. Al 
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mismo tiempo, no se puede negar el impacto que el cambio de- 
mográfico ha traído en la forma de pensar de algunas personas. 
Con el paso de los años, el gran éxodo del mundo rural ha gene- 
rado una burguesía maya: individuos con educación y capacita- 
ción profesionales que no niegan, ni intentan negar, sus raíces 
étnicas. Existen instituciones como la Universidad del Oriente, 
en Valladolid, cuya población estudiantil consiste casi entera- 
mente de jóvenes originarios de las comisarías o de barrios de 
menos recursos. Ahí pueden estudiar en un ambiente que —lejos 
de estigmatizarlos— celebra su contribución y su lugar en la so- 
ciedad. Dada la importancia del voto rural, los varios partidos 
políticos tienen que tomar en consideración el sentir de este ex- 
tenso grupo. De forma paralela, podemos observar geniales 
adaptaciones al mundo moderno: Internet en maya (véase la pá- 
gina web de la Universidad del Oriente), Maya rap y otras for- 
mas de innovación intercultural. Para hablar sin ambages, la gen- 
te maya-hablante hizo una transición, común en el mundo mo- 
derno, de la milpa a la metrópoli. 


Un proceso que los etnógrafos clásicos como Robert Redfield 
y Alfonso Villa Rojas no habían previsto ha sido la entrada de 
gente de una claramente reconocible ascendencia indígena a la 
clase de profesionistas urbanos. Para los antropólogos de 1930, 
ser maya y ser milpero eran sinónimos, lo cual ahora está ya muy 
lejos de la verdad, pues aun el contacto más superficial con la so- 
ciedad peninsular nos demuestra la existencia de una burguesía 
maya.5%! La reputación de la revolución mexicana ha caído con- 
siderablemente en los últimos años, con un número cada día más 
grande de historiadores poniendo en tela de juicio sus logros; y, 
tal vez como reflejo de esa tendencia, algún cínico podría decir 
que dicha integración sucedió como parte inevitable de la mo- 
dernización. En este caso, los vínculos entre la movilidad étnica 
y la política posrevolucionaria se rehúsan a ser ignorados. Dicho 
fenómeno, más bien, es producto de manera directa de ciertas 
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iniciativas promovidas por los mecanismos del estado, entre 
otras, la educación, los servicios públicos y la militancia pública. 
Durante el sexenio de 1976-1982, Yucatán recibió a su primer 
gobernador de antecedentes netamente mayas, el médico Fran- 
cisco Epigmenio Luna Kan.552 Sería una exageración identificar a 
la gente de raíces mayas como partícipes igualitarios de los frutos 
del sistema actual de poder, pero es innegable que la contienda 
electoral resultado de la llegada de campañas multipartidistas ha 
necesitado que a esta población —en los pueblos o en las grandes 
ciudades— se le tome en cuenta cuando los candidatos organizan 
sus equipos, elaboran sus plataformas y producen su material 
promocional.553 


Asimismo, las limitaciones objetivas propias del siglo xrx no 
han desaparecido por completo. Las distancias entre los pueblos 
del interior y los mercados dinámicos urbanos e internacionales 
parecen todavía infranqueables. Las oportunidades de empleo 
son limitadas y el acceso a la información y la influencia política 
sigue restringido. Desde hace ya un buen tiempo, ha sido casi 
imposible sobrevivir estrictamente con los ingresos de la agricul- 
tura. En el mundo moderno, es la ciudad la que domina, junto 
con su serie de valores y de expectativas. En esas mismas ciuda- 
des, los sectores más conservadores de la sociedad mantienen to- 
davía numerosas barreras a la aceptación, no oficiales y muchas 
veces invisibles, pero que definitivamente separan a la gente au- 
tóctona de los lugares de poder y de influencia. La más eficiente 
de ellas es la escuela privada, pero podemos incluir los clubes so- 
ciales, las prácticas de contratación del empleo y el costo de la 
vivienda en las zonas afluentes. No se requiere de mucha expe- 
riencia en la península para entender que las charlas de sobreme- 
sa no siempre coinciden con los ideales del discurso público. 

A estas tendencias se puede agregar que la migración global si- 
gue definiendo la vida diaria para muchos individuos. Así sea a 
Estados Unidos o a la Riviera Maya, los hombres y las mujeres 
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de los pueblos hacen viajes regulares para ganarse la vida, ayudar 
a sus familias y posponer por una generación más el abandonar la 
vida en el campo. En lugares como Cancún, se puede ver una 
minirreconstrucción de comunidades que ha generado una lite- 
ratura antropológica considerable, empezando con Chan Kom, 
la cual, junto con Tepoztlán y Tzintzunzan, seguramente se cali- 
fica como uno de los pueblos más estudiados en la historia de la 
antropología.554 


Otra dimensión, ya mencionada, de la vida actual de la gente 
maya es el papel abrumador y anteriormente desconocido de las 
oficinas y programas gubernamentales. Tales Órganos de la ad- 
ministración pública funcionan para satisfacer una amalgama de 
necesidades: el empleo, la protección en tiempos de desastre na- 
tural o de crisis personal y los servicios de salud en nada imagi- 
nables para los ciudadanos de la época de la Guerra de Castas. La 
Secretaría de Educación Pública (sep), en particular, ofrece una 
movilidad social que, de otra forma, sería inaccesible a los pue- 
blos. En menor escala y permanencia, se puede decir lo mismo 
del ayuntamiento y de organizaciones como el Desarrollo Inte- 
gral de la Familia (D1r), el Instituto de Seguridad y Servicios So- 
ciales de los Trabajadores del Estado (1sssTE) y, más recientemen- 
te, el Seguro Popular.555 Dado que a la península le faltan gran- 
des empresas extractivas o industriales, el turismo, la construc- 
ción urbana y el empleo en el sector del servicio público consti- 
tuyen las pocas formas de capitalización. 

A pesar del éxodo a la ciudad y la entrada gradual en el campo 
profesional, la conexión con la tierra, ese elemento esencial de la 
cultura maya explorado en tantos estudios desde los días de Ro- 
bert Redfield y Alfonso Villa Rojas, no ha desparecido por com- 
pleto. Muchas familias todavía mantienen una milpa o una par- 
cela dedicada al cultivo de cítricos o algunos animales domésti- 
cos. Las ciudades secundarias —lugares como Ticul, Izamal, y Va- 
lladolid— aún constituyen centros de comercio y servicios para 
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los que radican en los pueblos y las comisarías a su alrededor, al- 
q p y 
go claramente perceptible cualquier fin de semana en esa zona. 


En conclusión, los mayas contemporáneos viven en un labe- 
rinto de tendencias cruzadas. Existe más conocimiento de su 
propia cultura e historia, mayor aceptación entre los círculos in- 
telectuales de la contribución de la gente indígena, mejores 
oportunidades para la transmisión y el estudio de la lengua ma- 
ya; y, al mismo tiempo, constituye una minoría cada día más 
consciente de sí misma, en una sociedad moldeada por valores 
globales y no por las encantadoras costumbres de un pequeño 
pueblo. Un mundo a veces paradójico de cercanía y de lejanía, 
pero que cada día lucha por redefinirse sin perder los hilos de su 


pasado. 
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Indiferente virreinal, c. 2455, exp. 11, fs. 22. 


159 Mariano Cristóbal, gobernador, Antonio Celestino, Santiago Mariano, alcaldes, 
Thomas de la Cruz y Gaspar Melchor, regidores, y Miguel Salvador escribano de re- 
pública, Ax, RIP, 1799, fs. 70-71v. 


160 Constancia de renta del terreno conocido como Nancintla, propiedad de Eran- 
cisco Xavier Gorozpe, a la república de naturales de Jalcomulco, Xalapa, 9 de abril de 
1799, ANx, rip, 1799, 70-71v. 


161 El escribano de república de indios de Jalcomulco, Miguel Savala, al virrey de 
Nueva España, José de Iturrigaray, Xalapa, 6 de abril de 1807, Acn, Indiferente virrei- 
nal (en adelante 1v), c. 2455, exp. 11, fs. 24. 


162 El escribano de república de indios de Jalcomulco, Miguel Savala, al virrey de 
Nueva España, José de Iturrigaray, Xalapa, 6 de abril de 1807, AN, 1v, c. 2455, exp. 
11, fs. 24. 


163 El fiscal protector al virrey de Nueva España, Huehuetoca, 11 de mayo de 1808, 
en AGN, Iv, c. 2455, exp. 11,£ 9. 


164 Los Valles Centrales de Oaxaca abarcan lo que eran los distritos políticos de Etla, 


Tlacolula, Centro, Ejutla y Zimatlán, que fueron creados a partir de 1858. 


165 Centro de Investigaciones y Estudios Superiores en Antropología Social-Unidad 
CDMX. La investigación se desarrolló dentro del proyecto La desamortización civil 
en México en los siglos XIX y XX. Efectos y consecuencias para los ayuntamientos y 
pueblos indígenas, 1856-1936 (clave 129016) (ciesas/Conacyt/El Colegio de Micho- 
acán/El Colegio de México). 


166 Mariano Galván, Ordenanzas de tierras y aguas, ó Formulario geométrico- Judicial para 
la designación. Establecimiento, mensura, amojonamiento y deslinde de las poblaciones, y todas 
suertes de tierra, sitios, caballerías y criaderos de ganados mayores y menores, y mercedes de aguas: 


217 


recopiladas a beneficio y obsequio de los pobladores, ganaderos, labradores, dueños, arrendatarios y 
administradores de haciendas, y toda clase de predios rústicos, de las muchas y dispersas resoluciones 
dictadas sobre la materia, y vigentes hasta el día en la República Mexicana, México, Imp. de 
Vicente G. Torres, 1842. El libro de Galván llegó a tener seis ediciones: 1842, 1844, 
1849, 1851, 1868 y una sin una fecha específica. 


167 Galván, Ordenanzas, p. 1. 


168 Galván, Ordenanzas, p. 5. 


169 Véase, por ejemplo, Leticia Reina, “Las leyes de Reforma de 1856: ¿inicio o cul- 
minación de un proceso?”, en Josefina Z. Vázquez (coord.), Juárez historia y mito, Méxi- 
co, El Colegio de México, 2010, pp. 309-339. 


170 Antonio Escobar Ohmstede y Matthew Butler, “Transitions and Closures in Ni- 
neteenth-and Twentieth-Century Mexican Agrarian History”, en Antonio Escobar 
Ohmstede y Matthew Butler (coords.), Mexico in Transition: New Perspectives on Mexi- 
can Agrarian History, Nineteenth and Twentieth Centuries/México y sus transiciones: reconsi- 
deraciones sobre la historia agraria mexicana, siglos x1x y xx, México, cresas/LLILAS-Univer- 
sity of Texas at Austin, 2013, pp. 33-76. 


171 Véase Antonio Escobar Ohmstede, Romana Falcón y Martín Sánchez (coords.), 
La desamortización civil desde perspectivas plurales, México, El Colegio de México/El Co- 
legio de Michoacán/ciesas, 2017; Antonio Escobar Ohmstede, Zulema Trejo y Jose 
Alfredo Rangel (coords.), El mundo rural en la transición del siglo x1x al siglo xx, México, 
CIESAS-LMI/MESO-IRD-El Colegio de San Luis, 2017. 


172 Ronald Waterbury, “Non-Revolutionary Peasants: Oaxaca Compared to More- 
los in the Mexican Revolution”, Comparative Studies in Society and History, vol. 17, 
núm. 4, 1975, pp. 410-442. 


173 Incluso, Charles Berry consideró que durante la Reforma los indígenas partici- 
paron poco en los acontecimientos y “en su mayor parte fueron pasivos” (véase su La 
Reforma en Oaxaca. Una microhistoria de la revolución liberal, 1856-1876, Mexico, ERA, 
1989, pp. 38 y 194). 
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174 Francie Chassen-López, “¿Capitalismo o comunalismo? Cambio y continuidad 
en la tenencia de la tierra en la Oaxaca porfirista”, en Romana Falcón y Raymond Bu- 
ve (comps.), Don Porfirio presidente... nunca omnipotente. Hallazgos, reflexiones y debates, 
1876-1911, México, Universidad Iberoamericana, 1998, pp. 158-159 y 192. De la 
misma autora, “Una lectura insurgente: Oaxaca en la historiografía del Porfiriato y la 
Revolución”, en Jaime Bailón, Carlos Martínez Assad y Pablo Serrano (coords.), El si- 
glo de la Revolución mexicana, México, INEHRM, 2000, vol. 2, pp. 445-460 y From Liberal 
to Revolutionary Oaxaca: The View from the South, Mexico, 1867-1911, University Park, 
Pennsylvania State University Press, 2004. También Francisco J. Ruiz Cervantes, “De 
la Bola a los primeros repartos”, en Leticia Reina (coord.), Historia de la cuestión agraria. 
Estado de Oaxaca. Prehispánico-1924, México, Juan Pablos Editor/vasjo/Gobierno del 
Estado de Oaxaca/ceHam, 1988, vol. 1, pp. 355-357. Véase asimismo Benjamin Smith, 
Pistoleros and Popular Movements: The Politics of State Formations in Postrevolutionary Oaxa- 
ca, Lincoln, University of Nebraska Press, 2009 y “Rewriting the Moral Economy: 
Agricultural Societies and Economic Change in the Oaxaca's Mixteca Alta, 1830- 
1910”, en Escobar Ohmstede y Butler (coords.), Mexico in Transition, pp. 81-109, así 
como The Roots of Conservatism in Mexico. Catholicism, Society, and Politics in the Mixteca 
baja, 1750-1962, Alburquerque, University of New Mexico Press, 2012. 


175 El 24 de febrero de 1893, ya la Secretaría General del gobierno de Oaxaca llama- 
ba la atención acerca de “que solamente los ricos se aprovechaban de los terrenos, ad- 
quiriéndolos en adjudicación, por la omisión de las autoridades de los pueblos...”, por 
lo que se había ordenado a los jefes políticos que, de “oficio”, se realizaran los repartos 
y no las adjudicaciones de manera previa (Rafael Hernández, Colección de leyes, circulares 
y otras disposiciones dictadas por el gobierno del estado de Oaxaca, Imprenta del estado, Oaxa- 
ca, 1902, vol. 16, pp. 191-193). 


176 Véase el concentrado de adjudicaciones que supuestamente se realizaron en Oa- 
xaca a unos meses de haberse expedido la ley de 1856 para confirmar esta idea, en Me- 
moria presentada al Excmo. Sr. Presidente Sustituto de la República por el C. Miguel Lerdo de 
Tejada dando cuenta de la marcha que ha seguido los negocios de la Hacienda Pública, en el tiempo 
que estuvo a su cargo la Secretaría de este ramo, México, de Vicente García Torres, 1857, 
pp. 426-441. Los informes de los jefes políticos de Etla, Ejutla, Zimatlán y Tlacolula 
enviados en los meses casi inmediatos mencionaban adjudicaciones tras adjudicaciones 
con base en lo que informaban las autoridades pueblerinas. No descarto el hecho, aun- 
que aún habría que saber el número de pueblos que realmente entraron en el proceso 
de adjudicación civil y no de las cofradías de manera inmediata. Un ejemplo: la adju- 
dicación que realizó Cuilapam (Distrito del Centro) a los vecinos de San Pablo Cuatro 
Venados (Distrito de Zimatlán), en octubre de 1856, vino a causar grandes problemas 
de “límites” entre San Pablo y San Miguel Peras, junto con Santiago Clavellinas (am- 
bos del Distrito de Zimatlán), así como con Santiago Tlazoyaltepec, del Distrito de 
Etla, hasta que se dio un acuerdo en febrero de 1905 entre San Pablo y San Miguel. 
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Véase Archivo General del Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca (en adelante AGE- 
PEO), Conflictos por límites de tierras, leg. 89, exps. 8 y 9; AcePEO, Gobierno de los 
Distritos (Etla), leg. 20, exp. 70; AcePEO, Reparto y Adjudicación, vol. 47, exp. 9. 


177 Informe de la Jefatura política del Distrito de Etla. Elaborado por N. Cartas, 15 
julio de 1874, en Biblioteca del Archivo General del Poder Ejecutivo del Estado de 
Oaxaca (en adelante BAGEPEO). 


173 Respecto de considerar que la ley general y las estatales pauperizaron a impor- 
tantes contingentes de campesinos en Oaxaca, véase Edgar Mendoza, “La República 
Restaurada y el Porfiriato (1869-1910”, en María de los Ángeles Romero Frizzi, Car- 
los Sánchez, Jesús E. Mendoza, Jaime Bailón, Francisco J. Ruiz y Luis Arrioja, Historia 
breve de Oaxaca, México, El Colegio de México/rcg, 2010, p. 136; y para una visión 
general en torno a la idea de despojo de tierras comunales, que llevaría a la idea del 
porqué se dieron las rebeliones, Leticia Reina “Las leyes de Reforma de 1856: ¿inicio 
o culminación de un proceso?”, en Josefina Z. Vázquez (coord.), Juárez historia y mito, 
México, El Colegio de México, 2010, pp. 309-339. Véase también Chassen-López, 
From liberal, pp. 77-131, quien en su introducción habla de modernizaciones híbridas, 
considerando un frágil equilibrio entre lo “tradicional” y lo “nuevo”, aspecto que ha- 
bría que revisar a partir de los derechos esgrimidos por los actores sociales. Leticia 
Reina considera el proyecto modernizador en la agricultura como un elemento desin- 
tegrador de los pueblos, en su Caminos de luz y sombra. Historia indígena de Oaxaca en el 
siglo xrx, México, ciesas/cp1, 2004, pp. 147-166. Para una síntesis sobre lo que implica 
la modernidad decimonónica, considerando un espacio urbano, véase Mark Overm- 
yer- Velázquez, Visiones de la Ciudad Esmeralda. Modernidad, tradición y formación en la Oa- 
xaca porfiriana, Mexico, uaBjo/H. Congreso del Estado de Oaxaca, 2010, pp. 19, 24- 
32 y 282-284. Sin duda, el mismo concepto de modernidad que se ha contrapuesto al 
de tradición nos muestra cierta caracterización y pretensión eurocéntrica que señalaría 
a la región europea como la exclusiva productora de la modernidad, visión comparti- 
da por los grupos de poder decimonónicos, pero que estaba sustentada en las relacio- 
nes sociales, políticas y económicas de cada momento histórico. Por lo tanto, todo lo 
que surja o aparezca como “nuevo” implica un signo de modernización, por lo que se 
parte de una valoración de un conjunto, y ello modifica la objetividad y subjetividad 
individual y de conjunto. 


179 Un caso que llama la atención es el de Zoquiapam (Distrito de Etla) que, al adju- 
dicarle sus terrenos al general Ignacio Mejía en 1856, “desapareció” como pueblo y se 
conformó la hacienda La Concepción (a) Boca de los Ríos. La población fue dispersa- 
da y, en 1894, se decretó oficialmente la desaparición del pueblo, ya que contaba sola- 
mente con seis vecinos que no pagaban el arrendamiento al propietario de la finca 
(Hernández, Colección de leyes, vol. 17, pp. 81-83). 
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180 No podría ser del todo falsa la mención, por parte de los habitantes de los pue- 
blos, sobre falta de recursos. Hay que considerar los efectos de los fenómenos naturales 
que llevaban a la pérdida de los insumos necesarios para la sobrevivencia de los indivi- 
duos y de sus familias. Por ejemplo, Oaxaca y algunas de las localidades de los Valles 
Centrales sufrieron escasez o carestía de semillas, plagas de langosta e inundaciones en 
1884, 1885, 1893 y 1896, por mencionar los años más significativos (Antonio Escobar 
Ohmstede, Desastres agrícolas en México. Catálogo histórico. Siglo x1x (1822-1900), Méxi- 
CO, CIESAS/FCE, 2004, t. 11, pp. 52, 154-156, 220 y 232). Hubo intentos de paliar la fal- 
ta de agua y, a la vez, de que no se filtrara de manera inmediata en el suelo. Por ejem- 
plo, en 1904, el gobernador Pimentel le informaba a la Cámara de Diputados de Oa- 
xaca que, debido a las condiciones de la “naturaleza”, se estaban construyendo, con di- 
nero del gobierno, seis presas de tierra en el Valle de Tlacolula, con el fin de apoyar 
con riego las siembras. La primera que se construyó en Teotitlán del Valle tenía una 
capacidad de 150 000 metros cúbicos (Mensaje leído por el C. el Lic. Emilio Pimentel, go- 
bernador constitucional del estado ante la XXI legislatura del mismo, y contestación del presidente 
del H. Congreso C. Andrés Portillo al abrir aquella su segundo periodo de sesiones ordinarias, el 
16 de septiembre de 1904, Oaxaca, Imprenta del Estado, 1904, pp. 28-29). 


18 Carlos Sánchez Silva, “Nuevas evidencias para un tema añejo: la desamortiza- 
ción civil en Oaxaca”, en Carlos Sánchez Silva (coord.), La desamortización civil en Oa- 
xaca, México, vaBJO/ UAM, 2007, p. 14. 


182 Véanse los trabajos de Édgar Mendoza “La desamortización de la propiedad co- 
munal en los pueblos chocholtecos, 1856-1900”, en Sánchez Silva (coord.), La des- 
amortización civil, pp. 65-102 y “Privatización de la propiedad comunal y crecimiento 
agrícola en la región de La Cañada. El Distrito político de Cuicatlán, 1890-1910”, en 
Sánchez Silva (coord.), La desamortización civil, pp. 103-134. Además, el estudio de di- 
cho autor para la Mixteca siglo xrx, México: Municipios, cofradías y tierras comunales. Los 
pueblos chocholtecos de Oaxaca en el, vabjo/ciesas/uam, 2011, caps. 4 y 5. Sobre el Istmo 
de Tehuantepec, véase Laura Machuca “Las leyes de desamortización y su aplicación 
en el Istmo de Tehuantepec”, Sánchez Silva (coord.), La desamortización civil, pp. 169- 
197; con respecto a la Sierra, Luis Arrioja, “La desamortización de la propiedad comu- 
nal en la Sierra Mixe (Oaxaca): el caso de San Cristóbal Chichicastepec y Santa María 
Mixistlán, 1856-1863”, en Sánchez Silva (coord.), La desamortización civil, pp. 135- 
166. En torno al discurso desamortizador en Michoacán y Oaxaca en la primera mitad 
del siglo x1x, véase Luis Arrioja, “Dos visiones en torno a un problema: las tierras co- 
munales en Oaxaca y Michoacán 1824-1857”, en Relaciones, vol. 31, núm. 124, 2010, 
pp. 143-185. Para una perspectiva general de la segunda mitad, véase Antonio Escobar 
Ohmstede, “La desamortización de tierras civiles corporativas en México: ¿una ley 
agraria, fiscal o ambas? Una aproximación a las tendencias en la historiografía”, en 
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Mundo Agrario, vol. 13, núm. 25, 2012 (versión electrónica: http: www.mundoagra- 
rio.unlp.edu.arg). Para una visión general sobre la legislación en un largo siglo x1x en 
Oaxaca, véase Manuel Esparza, “Las tierras de los hijos de los pueblos. El Distrito de 
Juchitán en el siglo xrx”, en María de los Ángeles Romero Frizzi (comp.), Lecturas his- 
tóricas del estado de Oaxaca, vol. 111, siglo x1x, México, INAH, pp. 389-400, Chassen-Ló- 
pez, “¿Capitalismo o comunalismo?”, pp. 164-179 y Moisés González Navarro, “In- 
dio y propiedad en Oaxaca”, Historia Mexicana, vol. 8, núm. 2(30), 1958, pp. 178-183. 
Para el caso de las Huastecas, véase Antonio Escobar Ohmstede y Ana María Gutié- 
rrez, “El liberalismo y los pueblos indígenas en las Huastecas, 1856-1885”, en Anto- 
nio Escobar Ohmstede (coord.), Los pueblos indios en los tiempos de Benito Juárez, Mexico, 
UAM/UABJO, 2007, pp. 253-298. Respecto al Estado de México, véase Diana Birrichaga 
y María del Carmen Salinas, “Conflicto y aceptación ante el liberalismo. Los pueblos 
del Estado de México, 1856-1876”, en Escobar Ohmstede (coord.), Los pueblos indios, 
pp. 207-251. 


183 Charles Berry, “Ficción y realidad de la Reforma. El caso del Distrito del Centro 
de Oaxaca”, en Romero Frizzi (comp.), Lecturas históricas, pp. 328-329. 


184 Lo que se aprecia en el fondo de Reparto y Adjudicaciones del AcEPEO es que los 
pueblos de San Felipe del Agua, San Jacinto Amilpas, Atzompa, San Antonio de la 
Cal, San Bartolo Coyotepec, Cuilapam, San Juan Chapultepec, Huayapam y San 
Agustín de las Juntas dieron varios terrenos civiles, así como diversas tierras de cofra- 


días que “recuperaron” las autoridades municipales, a los vecinos. 


185 Donde además pudieron participar terrazgueros, arrendatarios, medieros, “pro- 


pietarios” y aquellos que no tuvieron acceso a tierra. 


18 En un estudio previo, La Reforma en Oaxaca. Una microhistoria de la revolución libe- 
ral, 1856-1876, México, ERA, 1989, p. 204, Berry consideró que muy pocos de los 28 
pueblos poseían tierras, “pues los registros [notariales] revelan que solo vendieron a 
manos privadas suelos pertenecientes a nueve poblados, entre ellos el suburbio del 
Marquesado del Valle”. Posteriormente, Berry (La Reforma, pp. 198-211) menciona 
que básicamente las tierras que se desamortizaron fueron las parcelas de las cofradías 
ubicadas en los pueblos, aun cuando algunos de sus ejemplos parecerían considerar 
otros bienes más allá de tierras comunales y de cofradías. Esta idea se sigue en Manuel 
Esparza, “Los proyectos de los liberales en Oaxaca (1856-1910)”, en Reina (coord.), 
Historia de la cuestión agraria, p. 289, al considerar que era probable que en los Valles 
Centrales hubiera menos tierras de comunidad y más tierras privadas en el inicio de la 
Reforma, aun cuando considero que su análisis es mucho más ejemplificador. 
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187 Emilia Velázquez, Territorios fragmentados. Estado y comunidad indígena en el Istmo ve- 
racruzano, México, El Colegio de Michoacán/ciesas, 2006, pp. 97-63; Eric Leonard y 
Jean Foyer, De la integración nacional al desarrollo sustentable. Trayectoria nacional y produc- 
ción local de la política rural en México, México, IrD/CEDRssa, 2011, pp. 41-104. 


188 Margarita Menegus, “La venta de parcelas de común repartimiento: Toluca, 
1872-1900”, en Margarita Menegus y Mario Cerruti (eds.), La desamortización civil en 
México y España (1750-1920), México, Universidad Autónoma de Nuevo León/Sena- 
do de la República, 2001, pp. 71-90; “La desvinculación y desamortización de la pro- 
piedad en Huajuapan, siglo x1x”, en Sánchez Silva (coord.), La desamortización civil, pp. 
31-64; La Mixteca Baja. Entre la Revolución y la Reforma. Cacicazgo, territorialidad y go- 
bierno, siglos xvm-x1x, México, uaBjo/uam/Congreso del Estado de Oaxaca, 2009. 


189 Esta propuesta es cuestionada en Édgar Mendoza, “La desamortización de la pro- 
piedad comunal”, p. 76; Mendoza considera que los pueblos de Oaxaca mostraron un 
mayor interés por privatizar primero sus ejidos y propios y, posteriormente, las tierras 
de común repartimiento. Esto podría tener una lógica con base en la legislación que 
emergió de los escritorios gubernamentales oaxaqueños, aun cuando la ley de 1862 
“protegió” los ejidos y, por lo tanto, varios ayuntamientos de los Valles Centrales 
cambiaron el estatus de sus tierras de común a ejidos, lo cual posteriormente les oca- 
sionaría otras problemáticas. 


192 Romana Falcón, “Desamortización a ras del suelo. ¿El lado oculto del despojo? 
México en la segunda mitad del siglo x1x”, en María Eugenia Ponce y Laura Pérez 
(coords.), El oficio de una vida. Raymond Buve, un historiador mexicanista, México, Univer- 
sidad Iberoamericana, 2009, pp. 59-85. 
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AGEPEO, Reparto y Adjudicaciones, leg. 47, exp. 13. 


192 “Informe de la Jefatura política del Distrito de Ejutla. Elaborado por Manuel C. 
Sánchez el 2 de septiembre de 1872”, en BaGEPEO, donde se menciona todavía de una 
producción bastante aceptable de grana cochinilla. Incluso en la década de los 1870, 
varios ranchos que fueron hipotecados en el Distrito de Ejutla contaban con varios mi- 
les de “pies de nopal” de grana (Archivo de Notarías de Oaxaca (en adelante Ano), 
Protocolo de Instrumentos Públicos, 1864). 


193 Mendoza, “La República Restaurada”, p. 137; Machuca, “Las leyes”, pp. 182- 
184; Arrioja, “La desamortización”, p. 149; Chassen-López, From liberal, pp. 57-60, 
88-105, 111-131 y 132-186. Si bien puede resultar ejemplificador mostrar dos espa- 
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cios, simplifica demasiado la perspectiva. Como bien han apuntado Chassen-López y 
Arrioja, varios distritos de la Sierra (Villa Alta), la Mixteca y los Valles Centrales (Etla) 
tuvieron un dinamismo importante, ya sea por la introducción del ferrocarril, por una 
producción fabril importante o por una presencia importante de cultivos comerciales 
y ganadería. En este sentido, es importante realizar una geografía más adecuada de los 
espacios impactados por la adjudicación de tierras e, incluso, dentro de estos mismos 
realizar una diferenciación con base en el acceso, el manejo y el control de los recursos 
naturales. Véase las descripciones geográficas y económicas de las noticias estadísticas 
de 1826-1828, 1857 y 1913 recopiladas en Carlos Sánchez Silva y Luis Arrioja, Las es- 
tadísticas históricas vaxaqueñas. De la crisis del orden colonial a la revolución mexicana, México, 
El Colegio de Michoacán/vaBjo/Gobierno del Estado de Oaxaca, 2012 [edición en 
DvD], así como los informes de los jefes políticos para elaborar las Memorias de Go- 
bierno del Estado, en donde, por ejemplo, sobre todo para la segunda mitad del siglo 
xix, se resalta la “industrialización” del Distrito de Etla, en parte por las fábricas texti- 
les que utilizaban el agua, en parte por el paso del ferrocarril, las minas y las haciendas 
de beneficio, y la construcción de hidroeléctricas. Véase también Anselmo Arellanes, 
“Industria textil oaxaqueña en el Porfiriato, un panorama”, en Daniela Traffano 
(coord.), Reconociendo al pasado. Miradas históricas sobre Oaxaca, México, UABJO/CIESAS, 
2008, pp. 131-166. 


19 Emilio Kourí, A pueblo Divided. Business, Property, and Community in Papantla, Mé- 
xico, Stanford, Stanford University Press, 2004; Jan Rus “El café y la recolonización 
de los Altos de Chiapas, 1892-1910”, en Mercedes Olivera y María Dolores Palomo 
(coords.), Chiapas. De la independencia a la revolución, México, cresas/cocyrecH, 2005, 
pp. 253-287; Velázquez, Territorios fragmentados, pp. 59-69; Leonard y Foyer, De la in- 
tegración; Daniela Marino y María Cecilia Zulueta, “Una visión del campo. Tierra, 
propiedad y tendencias de la producción, 1850-1930”, en Sandra Kuntz (coord.), His- 
toria económica general de México. De la Colonia a nuestros días, Mexico, El Colegio de Mé- 
xico/Secretaría de Economía, 2010, pp. 337-473. 


195 Véase varios de los estudios en Escobar Ohmstede, Falcón y Sánchez (coords.), 
La desamortización civil; Escobar Ohmstede, Trejo y Rangel (coords.), El mundo rural. 


196 Para una interesante visión de cómo se negociaban o se rechazaban las leyes de 
Reforma en las localidades, y por parte de los funcionarios de Oaxaca, véase Daniela 
Traffano, “De cómo el católico fiel resolvió ser ciudadano. Indígenas, Iglesia y estado 
en Oaxaca, 1857-1890”, en Ariadna Acevedo y Paula López (coords.), Ciudadanos ines- 
perados. Espacios de formación de la ciudadanía ayer y hoy, México, Cinvestav/El Colegio de 
México, 2012, pp. 71-96. 
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197 Escobar Ohmstede y Butler, “Transitions and Closures”, pp. 33-76. 


198 AGEPEO, Gobierno de los Distritos (Etla), leg. 20, exp. 8. 


192 En varios de los informes de los presidentes y de los agentes municipales ubica- 
dos en los Valles Centrales a los jefes políticos se mencionaban los años de 1856, 1862, 
1867 o... como los momentos en que se realizaron adjudicaciones, pero siempre acla- 
raban que muchos habían traspasado sus derechos o habían vendido los terrenos y que 
otros no contaban con los títulos. 


200 Memoria, p. 9. 


201 El censo permite al usufructuario heredar el bien a sus descendientes, que incluso 


lo pueden vender, siempre y cuando el comprador siga pagando el censo a perpetui- 
dad. El censatario pierde su derecho de usufructo en el momento en que deja de pagar 
y, entonces, la propiedad regresa al dominio pleno de quien tenía el domino original. 
De esta manera, muchas de las tierras de los pueblos de indígenas, sobre todo aquellas 
que se han denominado como tierras de común repartimiento y quizá tierras de co- 
mún, tanto en el periodo colonial como en el México republicano, eran enajenadas en 
términos de usufructo mas no de dominio, el cual pertenecía a las repúblicas de indios 
y, posteriormente, a los ayuntamientos. Sin embargo, no solamente los pueblos tenían 


censos enfitéuticos, sino también individuos y las corporaciones (ayuntamientos). 


202 Hernández, Colección de leyes, vol. 17, pp. 273-274. 


203 Hernández, Colección de leyes, vol. 3, pp. 184-187. Véase también una explicación 
más amplia de la posición de José Esperón, secretario del gobernador Ramón Cajiga, 
respecto a lo que implica la circular, en Berry, La Reforma, pp. 201-202. 


204 Los pueblos de Nativitas, San Andrés Azutla, San Felipe Tejalpan, San Miguel 
Etla y San Juan Quelache, todos en el Distrito de Etla y en el Valle del mismo nombre, 
a través de sus autoridades solicitaron que los terrenos de las comunidades se declara- 
ran como ejidos, lo que fue aceptado por el jefe político, contraviniendo el segundo 
párrafo del artículo 27 de la Constitución de 1857, pero no la ley de 1856. Así, en ese 
momento no comenzaron a repartir y a adjudicar los terrenos, sino que los conserva- 
ron para uso común de los habitantes (acepEo, Reparto y Adjudicaciones, leg. 9, exp. 
26). 
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2% Hernández, Colección de leyes, vol. 3, pp. 361-370. El artículo 35 definía los terre- 
nos de repartimiento como los que año con año reparten los municipios entre los veci- 
nos, los que estaban en común en los pueblos antes de 1861 y los de las cofradías o le- 
gados piadosos no establecidos canónicamente y “que poseen o administran sus ma- 
yordomos, cofrades o arrendatarios”. Si siguiéramos esta última línea, quedarían a sal- 
vo los bienes de cofradías indígenas establecidas canónicamente, es decir, reglamenta- 
das por derecho canónico y autorizadas por la jerarquía eclesiástica correspondiente. 
Un ejemplo de las implicaciones en Oaxaca puede verse a través del estudio de las co- 
fradías en la Mixteca Alta, en Édgar Mendoza, “Las cofradías en la Mixteca Alta ante 
el embate liberal del siglo xrx”, en Vázquez (coord.), Juárez, pp. 398-408. En el “Re- 
glamento para el reparto y adjudicación de los terrenos comunales” del 26 de junio de 
1890, se reiteraba lo dicho en 1862 sobre las tierras de repartimiento, pero se agrega- 
ban los ejidos y los montes en el reparto que habían sido exceptuados en el Reglamen- 
to del 25 de marzo de 1862. 


206 Un buen ejemplo es el acuerdo entre el ayuntamiento de San Agustín Etla (Dis- 
trito de Etla) y José Zorrilla respecto al uso del agua para la fábrica de hilados que, en 
1883, se le adjudicó por 5 000 pesos (acerEO, Reparto y Adjudicaciones, leg. 9, exp. 
9). Para un panorama sobre las problemáticas en torno a la industria textil en varias 
partes de Oaxaca, pero principalmente en torno a las fábricas de Juan Sáenz Trápaga y 
José Zorrilla en Etla, véase Arellanes, “Industria textil”, pp. 131-166. 


207 Véase Hernández, Colección de leyes, vol. 6, pp. 383-388. 


208 Véase Exposición de motivos de la ley sobre aprovechamiento de aguas públicas 
del Estado, 1904, así como Ley de Aguas de 1905, en AcePEO, Fomento, leg. 19, exp. 
10. Véase también Juan Hugo Sánchez García, “Agua y conflictos agrarios en los Va- 
lles Centrales de Oaxaca: las disputas por el río San Juan en el Distrito de Etla, 1905- 
1927”, en Luis Arrioja y Carlos Sánchez Silva (eds.), Conflictos por la tierra en Oaxaca. 
De las Reformas Borbónicas a la Reforma Agraria, México, El Colegio de Michoacán/vAB- 
jo, 2012, pp. 215-242, quien considera que con esta ley el gobierno de Oaxaca co- 
menzó una “centralización de los recursos hidráulicos”, lo cual, a nivel federal, a decir 
de varios autores, comenzó en 1888; así, los habitantes de Oaxaca se enfrentaron, en- 
tonces, a dos “centralizaciones”: la federal y la estatal, nada sencillo para los actores so- 
ciales. Véase Juan Hugo Sánchez García, “La administración municipal del agua en los 
Valles Centrales de Oaxaca durante el Porfiriato”, en Julio Contreras, Jesús R. Nava- 
rro y Sergio Rosas (coords.), Agua, Estado y Sociedad en América Latina y España, Vera- 
cruz, Csic/eema/Asociación Cultural la Otra Andalucía, 2015, pp. 235-258; Olivia 
Topete Pozas, Usos y conflictos por el agua en el Valle de Etla, Oaxaca: acuerdos, 
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contiendas y negociaciones, 1880-1930, México, ciesas, tesis de Doctorado en Antro- 
pología Social, 2015; y de la misma autora, “El proceso de adjudicación y los usos del 
agua en el Valle de Etla-Oaxaca a finales del siglo xrx”, en Escobar Ohmstede, Falcón 
y Sánchez (coords.), La desamortización, pp. 391-423, así como “El abasto de agua po- 
table en la ciudad de Oaxaca de Juárez a finales del siglo x1x y principios del xx”, en 
Revista Pueblos y Fronteras Digital, vol. 12, núm. 24, 2018, pp. 136-162. En la exposi- 
ción y en la justificación, la Comisión del Congreso de Oaxaca reiteró, al menos unas 
cinco veces, que tomaban algunos aspectos de la Ley del 13 de junio de 1879 sobre 
aguas de España (sustituía a la del 3 agosto de 1866), la cual consideraba que el agua 
era un recurso ilimitado y que, para ponerlo a disposición de los usuarios, se necesitaba 


la construcción de obras hidráulicas. 


209 Colección de leyes, circulares y otras disposiciones dictadas por el Gobierno del Estado de 
Oaxaca. Desde el primero de enero de 1890 hasta el 29 de diciembre de 1892, Imprenta del es- 
tado, Oaxaca, 1893, t. xv, pp. 64-73. Dos meses después de la aparición de la ley, los 
presidentes y agentes municipales de Sola de Vega, San Miguel Mixtepec, Ayoquesco, 
Cuatro Venados, Magdalena Mixtepec, San Mateo Mixtepec y Santos Reyes Sola, to- 
dos en el Distrito de Zimatlán, solicitaban el reparto de terrenos comunales (AGEPEO, 
Reparto y Adjudicación, vol. 47, exp. 9). 


210 Se ha considerado que los Reglamentos son una forma de injerencia del ayunta- 
miento en la gestión del recurso hídrico, aun cuando se encontraban bajo la supervi- 
sión de las autoridades estatales, como en los casos de Sonora y Zacatecas, en la quinta 
y séptima década del siglo x1x (Martín Sánchez, “La administración local del agua en 
México”, en Israel Sandré y Martín Sánchez Rodríguez [coords.], El eslabón perdido. 
Acuerdos, convenios, reglamentos y leyes locales de agua en México, 1593-1935, México, CIE- 
sas, 2011, pp. 39-43). Pareciera que no se realizaron los reglamentos en el caso de Oa- 
xaca; al menos así lo deja entrever el presidente municipal de San Juan Guelache (Dis- 
trito de Tlacolula) al mencionar, en 1912, que no se contaba con reglamento, pero 
que, con base en la “costumbre”, se cobraba igual en el día que en la noche; sin embar- 
go, conforme el líquido comenzaba a escasear, se incrementaba el precio de manera 
sustancial (acepEO, Fomento, leg. 24, exp. 16). 


211 En la década de los ochenta y los noventa del siglo x1x los gobernadores de Oa- 
xaca le solicitaban a los jefes políticos que indicaran en sus informes quiénes eran los 
“patrones” (abogados) de los pueblos en los conflictos por límites o linderos de terre- 
nos. En muchos casos se podía informar y, en otros, el mismo jefe político reconocía 


que no se sabía, pero que “existía un patrón”. 
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212 Mensaje leído por el general Gregorio Chávez, gobernador constitucional del estado y con- 
testado por el licenciado Jesús Acevedo, presidente de la XVII Legislatura, Imprenta del Estado, 
Oaxaca, 1894, pp. 7-8. 


213 Memoria administrativa presentada por el C. general Martín González, gobernador cons- 
titucional del estado de Oaxaca a la XXI Legislatura del mismo en cumplimiento de lo prevenido 
en la fracción X del artículo 61 de la Constitución Política Local el 17 de septiembre de 1901, Im- 


presión oficial, Oaxaca, 1902, p. vL. 


214 1) Venta de tierras a personas que no eran residentes de los pueblos; 2) venta de 
tierras Única y exclusivamente a vecinos del pueblo; 3) utilización de los puestos pú- 
blicos; 4) defensa de tierras destinadas al servicio público; 5) alianzas y rupturas entre 
pueblos por problemas de colindancias. 


215 AGEPEO, Reparto y Adjudicaciones, leg. 9, exp. 26. En un informe de la subpre- 
fectura de Tlacolula, en julio de 1865, se enlistaba a los 37 pueblos pertenecientes a la 
misma, y se comentaba que al menos 18 declararon que sus terrenos de sembradura 
eran de propiedad privada, mientras que los demás admitían que se habían repartido 
dichos terrenos. Sin embargo, todos informaron que lo que continuaba como “en co- 
mún” eran los montes, por lo que el subprefecto no podía informar la extensión de los 
montes por “falta de conocimiento de las autoridades en los pueblos” (acerEO, Go- 
bierno de los Distritos [Tlacolula], leg. 22, exp. 10). En 1893, el prefecto de Tlacolula 
mencionó que solamente en Tlacolula y Totolapam se habían adjudicado cuatro terre- 
nos y que eran los que pagaban los réditos correspondientes, insistiendo en que “los 
demás pueblos pertenecientes al distrito, no tienen terrenos adjudicados, por lo que no 


se hacen constar” (AGEPEO, Gobierno de los Distritos (Tlacolula), leg. 22, exp. 32). 


216 Treinta y nueve años después, en 1895, el jefe político de Etla mencionaba otros 
datos: 

Santo Domingo Etla. Barrio Alto.- 36 adjudicaciones. El 24 de febrero de 1857 el 
gobierno aprobó las adjudicaciones. Las fechas de otorgamiento de escrituras iban des- 
de noviembre 1856, 1857, 1866, 1868, 1869 y 1891, y tres que no tenían fecha. To- 
dos estaban al corriente con el canon anual. 

Santo Domingo Etla. Barrio Bajo.- 25 adjudicaciones. No se sabía en qué momento 
el gobernador aprobó las adjudicaciones, pero en todos los casos el otorgamiento de 
escrituras fue el 10 de octubre de 1856. 

San Agustín Etla.- Cuatro adjudicaciones aprobadas por el gobierno en 1883, 1884 
y 1894 otorgándole las escrituras en esas fechas. 
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Santo Domingo Bajo.- Una adjudicación autorizada en 1884 y la escritura fue 
otorgada en octubre de 1856. 


San Sebastian Etla.- Cinco adjudicaciones autorizadas en 1884 y las escrituras fue- 
ron otorgadas en mayo-junio de 1856 y 1862. 

Soledad Etla.- 73 adjudicaciones autorizadas en 1884 y las escrituras fueron otorga- 
das el 25 de junio de 1856; de las 73, 21 escrituras fueron el 25 de noviembre de 1864. 


Veinticinco terrenos eran de 409 varas de largo x 22 de ancho. 


San Lorenzo Cacaotepec.- 22 adjudicaciones autorizadas en 1890 por el gobierno, 
y en 1862 fueron otorgadas las escrituras. Casi 13 terrenos eran de 100 varas de largo 
x 15 de ancho; 14 eran de 350 de largo x 14 de ancho (AacerEO, Reparto y Adjudica- 
ciones, leg. 9, exp. 32). 


217 AGEPEO, Reparto y Adjudicaciones, leg. 1, exp. 22. 


218 AGEPEO, Gobierno de los Distritos (Etla), leg. 20, exp. 10. 


219 Jefatura política de Tlacolula. Elaborado en 1874, en BAGEPEO. 


22 AGEPEO, Reparto y Adjudicaciones, leg. 1, exp. 5. 


221 AGEPEO, Reparto y Adjudicaciones, leg. 1, exp. 6. En 1890, solicitaban se repar- 
tiera un terreno en común, que les pertenecía desde tiempo inmemorial y que estaba 
amparado bajo un título de composición virreinal entre los vecinos del pueblo, por lo 
que agregaba un padrón de 411 solteros y casados (aGEPEO, Reparto y Adjudicaciones, 
leg. 1, exp. 7). En 1861, Santiago Feliciano, vecino de Santiago Clavellinas, Distrito 
de Zimatlán, mencionaba que había adquirido tierras en “repartimiento por sus servi- 
cios al municipio”, pero que el ayuntamiento argumentaba que eran terrenos de los 
“hijos del pueblo” y que no se podían adjudicar (acePEO, Reparto y Adjudicaciones, 
leg. 47, exp. 8). 


222 En otros casos los individuos podían “perder” terrenos que cultivaban durante 
varios años si no aceptaban participar en el ayuntamiento, tal como le sucedió a Doro- 
teo Martínez, de San Agustín Etla, Distrito de Etla, cuando el ayuntamiento lo “des- 
pojó” de un terreno por no querer ser auxiliar (ccjo, Juzgado Primero, leg. 132, exp. 
10). 
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223 AGEPEO, Reparto y Adjudicaciones, leg. 3, exp. 11. En Sánchez Silva, “Nuevas 
evidencias”, pp- 23-24, se menciona un caso semejante en Santo Domingo Ocotlán, 
departamento de Ejutla. 


224 AGEPEO, Reparto y Adjudicaciones, leg. 3, exp. 11. 


22 AGÉEPEO, Reparto y Adjudicación, leg. 3, exp. 14. 


226 AGEPEO, Reparto y Adjudicaciones, leg. 3, exp. 24. En 1906, la municipalidad de 
San Juan Guelavia, Distrito de Tlacolula, mantenía en su poder los terrenos comuna- 
les denominados La Ciénega, por lo que el gobierno del estado autorizó que se repar- 
tieran entre 312 personas (AGEPEO, Reparto y Adjudicación, leg. 33, exp. 8). 


227 AGEPEO, Reparto y Adjudicaciones, leg. 4, exp. 19. 


222 Menegus, La Mixteca Baja; Mendoza, Municipios; Sánchez Silva, “Nuevas evi- 
dencias”, pp. 25-26. 


229 AGEPEO, Reparto y Adjudicaciones, leg. 1, exps. 1 y 2. San Andrés Huayapan, en 
1890, solicitó la adjudicación de un terreno colindante con San Felipe del Agua (AcE- 
PEO, Reparto y Adjudicación, leg. 4, exp. 4). También en 1890 San Felipe solicitó el 
reparto de dos ranchos (Sanabria y Nevería) entre 171 individuos. En 1858 este ya en- 
frentaba problemas con el arrendatario de la Nevería (AcePEO, Conflictos por límites 
de tierras, leg. 48, exp. 1). La misma política llevó a cabo San Agustín de las Juntas, 
que no solamente enfrentaba litigios con otros pueblos, sino con haciendas, por lo que 
solicitaba la adjudicación incluso de su ejido (acePEO, Reparto y Adjudicaciones, leg. 
4, exp. 9). Totolapam, Distrito de Tlacolula, detuvo un deslinde de San Juan Yegoya- 
che, en terrenos que eran de la primera localidad (ccjo, Juzgado Primero, leg. 111, 
exp. 13). Una situación semejante se presentó en 1896 y 1897 entre Huitzo y San Juan 
del Estado, en el Distrito y Valle de Etla, cuando este último aceptó que se adjudicaran 
terrenos que supuestamente pertenecían a la primera localidad, conflicto que se men- 
ciona por lo menos desde 1863 (acero, Reparto y Adjudicaciones, leg. 9, exp. 25, y 
leg. 10, exp. 33). También consúltese la solicitud de reparto de terrenos del común de 
Huitzo en 1890, en ccjo, Juzgado Primero, leg. 111, exp. 30. Igual situación se pre- 
sentó en 1884 entre Santa Cruz Mixila (Distrito de Ejutla) y Ayoquesco (Distrito de 
Zimatlán) (aereo, Reparto y Adjudicación, leg. 47, exp. 3). 
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230 AGEPEO, Gobierno de los Distritos (Tlacolula), leg. 10, exp. 61; AGEPEO, Reparto 
y Adjudicación, leg. 33, exp. 16. Sobre las diferencias desde la colonia entre ambos 
pueblos, véase Beatriz Cruz, Pueblos en movimiento. Conflicto y poder en el Valle de Tlacolu- 
la, Oaxaca durante la época colonial, México, El Colegio de Michoacán/Fideicomiso “Fe- 
lipe Teixidor y Montserrat Alfau de Texeidor”, 2012. 


231 AGEPEO, Reparto y Adjudicación, leg. 9, exp. 4. 


232 AGEPEO, Reparto y Adjudicaciones, leg. 3, exps. 15 y 16. 


233 Es la acción que tienen los acreedores para ejercitar acciones y derechos del deu- 
dor que este no ha ejercido por desidia o negligencia, con la finalidad de proteger la 


integridad de su patrimonio y, de esta forma, garantizar su derecho de prenda general. 


231 Manuel Esparza, parafraseando a Charles Berry (La Reforma), coincide en esta 
etapa temprana de adjudicación, agregando que prácticamente en todos los distritos se 
inició el proceso, el que continuó esporádicamente en las décadas siguientes, para lle- 
gar a su máximo grado en la última década del siglo x1x y los primeros años del siglo 
xx (Esparza, “Los proyectos liberales”, p. 287). 


235 Varios de los autores que se han enfocado en estas temáticas han sido ya oportu- 
namente citados en este trabajo. 


236 AGEPEO, Reparto y Adjudicaciones, leg. 3, exp. 11. 


237 Idem. 


238 En 1891, el presidente municipal de Tlacochahuaya, Distrito de Tlacolula, co- 
mentó que, en 1867, se adjudicaron terrenos de común y de cofradía; aunque poste- 
riormente comenta que en 1859 y en 1862 se adjudicaron terrenos de común y, en 
1862, los terrenos de seis cofradías (acePEO, Reparto y Adjudicaciones, leg. 33, exp. 
29). 


232 Centro de Investigaciones y Estudios Superiores en Antropología Social-Unidad 


Golfo. 
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240 Numerosas referencias a dichos estudios se encuentran en Juan Pedro Viqueira, 
Encrucijadas chiapanecas. Economía, religión e identidades, México, El Colegio de Méxi- 
co/ Tusquets, pp. 47-74. 


241 Un ejemplo de este tipo de acercamiento a la propiedad comunal lo encontramos 
en el texto de Anath Ariel de Vidas, quien afirma que, en el pueblo nahua de La Espe- 
ranza (nombre ficticio de su lugar de trabajo), “Las estrechas relaciones de parentesco 
que ligan a los habitantes entre ellos, reforzadas por una red densa de lazos de compa- 
drazgo, generan actos diarios de ayuda mutua [...] Es importante mencionar que estos 
lazos cercanos están basados también en el hecho de que los habitantes de La Esperan- 
za poseen su tierra bajo el régimen de bienes comunales” (Anath Ariel de Vidas, “La 
domesticación indígena de la tradición en un pueblo de la Huasteca veracruzana”, en 
Pedro Pitarch y Gemma Orobitg [eds.], Modernidades indígenas, Madrid, Iberoamerica- 
na-Vervuert, 2012, p. 179), dando por sentado que la tenencia comunal de la tierra es 
uno de los elementos que contribuyen a la coherencia cultural que ella identifica en los 
diversos rituales mediante los cuales los habitantes de La Esperanza reproducen sus es- 
pecificidades culturales y los procesos de “modernización” en los que están insertos. 


242 Varios trabajos han dado cuenta de la existencia de profundos, antiguos y violen- 
tos conflictos relacionados con la posesión comunal de la tierra y el aprovechamiento 
de sus recursos, tal como ha ocurrido en Cherán, Michoacán. Al respecto, véase Mar- 
co Antonio Calderón, Historias, procesos políticos y cardenismos: Cherán y la Sierra 
P'urhépecha, Zamora, Michoacán, El Colegio de Michoacán, 2004 y Verónica A. Velá- 
zquez, Reconstitución del territorio comunal. El movimiento étnico autonómico en 
San Francisco Cherán, Michoacán, México, ciesas, 2013, tesis de maestría. 


243 En 2010, la Sierra de Santa Marta, con sus cuatro municipios —Mecayapan, Paja- 
pan, Soteapan y Tatahuicapan—, era el único espacio del Istmo veracruzano en el que 
habitaba una concentración importante de población que manifestó hablar una lengua 
indígena en el último censo nacional de población, con porcentajes que fluctuaban en- 
tre 60 y 80 por ciento de la población mayor de cinco años (1nsG1, 2010). 


244 Ante la demora que los pueblos indígenas de muchas regiones del estado de Vera- 
cruz mostraban para emprender la división de sus terrenos comunales, en 1874 la le- 
gislatura local aprobó un decreto para que “En los lugares en donde se presenten gra- 
ves inconvenientes para la división de los terrenos de comunidad, en tantas fracciones 
en cuantas sean los agraciados, podrá el ejecutivo [...] autorizar el reparto en lotes que 
comprendan á determinado número de dueños”, Carmen Blázquez y Ricardo Corzo 
(comps.), Colección de leyes y decretos de Veracruz, 1824-1919, Jalapa, Veracruz, Universi- 
dad Veracruzana, 1997, p. 27. 
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245 Leticia Reina, Las rebeliones campesinas en México (1819-1906), México, Siglo 
Veintiuno, p. 358; Carmen Blázquez (comp.), Estado de Veracruz. Informes de sus gober- 
nadores, Xalapa, Veracruz, Gobierno del Estado de Veracruz, 1986, pp. 2764-2766. 


246 Un estudio detallado del proceso de desamortización de tierras en el Istmo vera- 
cruzano puede consultarse en Emilia Velázquez, “Las comunidades indígenas del Ist- 
mo veracruzano frente al proyecto liberal de finales del siglo x1x”, en E. Velázquez, E. 
Léonard, O. Hoffmann y M. F. Prévót-Schapira (coords.), El Istmo mexicano: una región 
inasequible. Estado, poderes locales y dinámicas espaciales (siglos xv1-xx1), México, CIESAS- 
IRD, 2009, pp. 291-352. 


247 Un análisis exhaustivo de este proceso puede consultarse en Emilia Velázquez, 
Territorios fragmentados. Estado y comunidad indígena en el Istmo veracruzano, México, CIE- 
sas/El Colegio de Michoacán, 2006, pp. 135 ss. 


248 Blázquez, Estado de Veracruz, pp. 3882-3883. 


249 Antonio Escobar, Las estructuras agrarias. Pueblos de indios y propiedades privadas, Mé- 
xico, Nostra, 2010, p. 24. 


250 Elena Azaola, Rebelión y derrota del magonismo agrario, México, ser (Sep'ochen- 
tas)/rcE, 1982, pp. 92-98. 


251 Archivo General del Estado de Veracruz (en adelante Acev), Fondo Secretaría de 


Gobierno, Sección Gobernación y Justicia, Serie Tierras, caja 439, exp. 17. 


252 En 1894, las autoridades municipales de Soteapan y de Mecayapan solicitaron la 
aprobación del gobierno del estado para nombrar un apoderado que se hiciera cargo de 
iniciar los trámites para el deslinde y la división de las tierras que compartían. En otro 
documento, el apoderado de los dos pueblos aclaraba que dichas tierras “pertenecen en 
realidad a Xoteapan” y que “el segundo [Mecayapan] fue fundado sobre suelo cedido 
por el primero [Xoteapan]”. Y añadía que los dos municipios “han convenido en ha- 
cer juntos los gastos que la distribución demande y en efectuar la repartición entre los 
naturales de ambas localidades” (acev, Fondo Secretaría General de Gobierno, serie 
tierras, caja 434, exp. 17, 1894). 
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253 Sobre los negocios de Pearson en el Istmo veracruzano, véase los trabajos de 
Azaola, Rebelión; y Marie France Prévót-Schapira, “El sur de Veracruz en el siglo x1x: 
una modernización a marcha forzada”, en O. Hoffmann y E. Velázquez (coords.), Las 
llanuras costeras de Veracruz. La lenta construcción de regiones, Xalapa, Veracruz, Universi- 
dad Veracruzana/Orstom, 1994; y sobre el papel que este personaje tuvo en los pro- 
yectos de modernización emprendidos por el gobierno de Porfirio Díaz y en la explo- 
tación petrolera, pueden consultarse los estudios de Roberto Ortiz, Compañía mexi- 
cana de petróleo El Águila, S. A.: 1908-1938. Su importancia en la industria petrolera 
mexicana, México, Instituto Mora, tesis de maestría, 1995. Sobre los negocios de 
Pearson en México y sus vínculos con el gobierno de Porfirio Díaz, véase Priscila 
Connolly, El contratista de don Porfirio. Obras públicas, deuda y desarrollo desigual, México, 
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